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1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 16 de noviembre de 1998, de
la Dirección General de Organización Administrativa
e Inspección General de Servicios, por la que se esta-
blece el modelo de solicitud y de informe para el reco-
nocimiento de los pluses de penosidad, toxicidad y peli-
grosidad del personal laboral al servicio de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía.

Por Resolución de 2 de febrero de 1998 (BOJA núm. 24,
de 3 de marzo) de la Dirección General de Trabajo y Seguridad
Social se ordenó la inscripción, depósito y publicación del
Acuerdo de la Comisión del V Convenio Colectivo del Personal
Laboral al servicio de la Junta de Andalucía, sobre Criterios
y Procedimientos para el reconocimiento o revisión de los plu-
ses de penosidad, toxicidad y peligrosidad para el personal
laboral de la Administración de la Junta de Andalucía.

En el punto 2.1.1 del mencionado Acuerdo se dispone
que el procedimiento para el reconocimiento de los pluses
se inicia con la petición expresa, por escrito, del interesado,
del representante legal, de los órganos de representación de
los trabajadores o del Delegado Sindical.

Esta solicitud razonada, que deberá incluir los argumentos
que avalen el presunto derecho de los peticionarios a la per-
cepción del plus en cuestión y el Informe sobre las carac-
terísticas del puesto que ha de evacuar el responsable de la
unidad administrativa a la que pertenezca el puesto de trabajo
del solicitante, deberán ser estudiadas por la Subcomisión de
Valoración y Definición de Puestos de Trabajo a la luz de

los criterios generales de valoración expuestos en el punto 1
del Acuerdo.

Al objeto de recoger los principios generales establecidos
en el mencionado Acuerdo y siguiendo lo dispuesto en el ar-
tículo 70.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se hace
necesario uniformar, en modelos normalizados, esta solicitud
de pluses y de informe.

Por lo anterior, en virtud de las facultades que le confiere
el Decreto 315/1996, de 2 de julio, por el que se establece
la estructura orgánica de la Consejería de Gobernación, esta
Dirección General de Organización Administrativa e Inspección
General de Servicios

HA RESUELTO

Primero. Establecer el modelo de solicitud que ha de uti-
lizar el personal laboral al servicio de la Administración de
la Junta de Andalucía para el reconocimiento de los pluses
de penosidad, toxicidad y peligrosidad, y el informe sobre las
características del puesto que ha de evacuar el responsable
de la unidad administrativa a la que pertenezca el puesto
de trabajo del solicitante, que se insertan como Anexos I y
II a esta Resolución.

Segundo. Los modelos normalizados de Solicitud y de
Informe estarán a disposición de los interesados en la Secretaría
de la Subcomisión de Valoración y Definición de Puestos de
Trabajo.

Sevilla, 16 de noviembre de 1998.- El Director General,
Joaquín Castillo Sempere.
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2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 26 de octubre de 1998, del
Servicio Andaluz de Salud y de la Universidad de Sevi-
lla, por la que se nombra, en virtud de concurso, a
don Juan Miguel Guerrero Montávez Catedrático de
Universidad/Facultativo Especialista de Area.

Vista la propuesta formulada por la Comisión nombrada
para juzgar el concurso convocado por Resolución de esta
Universidad y del Servicio Andaluz de Salud de fecha 19 de
noviembre de 1996 (BOE de 7 de febrero de 1997), y de
acuerdo con lo que establece la Ley 11/1983, de 25 de agosto;
el Real Decreto 1888/1984, de 26 de septiembre; Real Decre-
to 1558/1986, de 28 de junio, modificado parcialmente por
el Real Decreto 1652/1991, de 11 de octubre, y los Estatutos
de la Universidad de Sevilla, el Estatuto de Personal Sanitario
del SAS y demás normas de aplicación.

El Rector de la Universidad de Sevilla y el Director General
de Personal y Servicios han resuelto nombrar al Dr. don Juan
Miguel Guerrero Montávez Catedrático de Universidad (Plaza
Vinculada) en el Area de Conocimiento de «Bioquímica y Bio-
logía Molecular». Departamento: Bioquímica Médica y Biología
Molecular. Actividades a realizar: Docente y asistencial. Espe-
cialidad: Bioquímica Clínica.

Centro hospitalario: Hospital Universitario «Virgen Maca-
rena» de Sevilla.

Area asistencial: Area hospitalaria «Virgen Macarena».

Sevilla, 26 de octubre de 1998.- El Director General,
Tomás Aguirre Copano. El Rector, Miguel Florencio Lora.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 11 de noviembre de 1998, de
la Universidad de Almería, por la que se nombra a
don Carlos Aguilera Díaz Profesor Titular de Univer-
sidad.

De conformidad con lo establecido en los artículos 42
de la Ley 11/1983, de 25 de agosto, y 13 del Real Decreto
1888/1984, de 26 de septiembre, y a propuesta de la Comi-
sión que resolvió el concurso convocado por Resolución de
la Universidad de Almería de fecha 14 de enero de 1998
(«Boletín Oficial del Estado» de 6 de febrero).

Este Rectorado ha resuelto nombrar Profesor Titular de
Universidad al aspirante que se relaciona a continuación:

Don Carlos Aguilera Díaz, Area de Conocimiento: «Biología
Vegetal». Departamento: Biología Vegetal, Producción Vegetal
y Ecología.

Este nombramiento surtirá plenos efectos a partir de la
correspondiente toma de posesión por el interesado, que debe-
rá efectuarse en el plazo máximo de un mes, a contar desde

el día siguiente de la publicación de la presente Resolución
en el «Boletín Oficial del Estado».

Almería, 11 de noviembre de 1998.- El Rector, Alfredo
Martínez Almécija.

RESOLUCION de 19 de noviembre de 1998, de
la Universidad de Granada, por la que se nombra a
doña María Luisa Maqueda Abréu Profesora Titular
de Universidad.

Vista la propuesta formulada por la comisión correspon-
diente que ha juzgado el Concurso para proveer la plaza del
Cuerpo de Profesores Titulares de Universidad en el Area de
conocimiento de Derecho Penal, convocada por Resolución
de la Universidad de Granada de fecha 2.9.97 (Boletín Oficial
del Estado de 27.10.97), y teniendo en cuenta que se han
cumplido los trámites reglamentarios.

Este Rectorado, de conformidad con lo establecido en
el artículo 13 del Real Decreto 1888/1984, de 26 de sep-
tiembre (Boletín Oficial del Estado de 26 de octubre); artícu-
lo 4 del Real Decreto 898/1985, de 30 de abril (BOE de 19
de junio), y artículos 139 a 143 de los Estatutos de esta
Universidad, ha resuelto aprobar el expediente del referido
concurso y, en su virtud, nombrar a doña María Luisa Maqueda
Abréu Profesora Titular de esta Universidad, adscrita al Area
de conocimiento de Derecho Penal.

La citada Profesora ha quedado adscrita al Departamento
de Derecho Penal.

Granada, 19 de noviembre de 1998.- El Rector, Lorenzo
Morillas Cueva.

RESOLUCION de 19 de noviembre de 1998, de
la Universidad de Granada, por la que se nombra a
doña Carmen Elisa Sainz-Cantero Caparrós Profesora
Titular de Universidad.

Vista la propuesta formulada por la Comisión correspon-
diente que ha juzgado el concurso para proveer la plaza del
Cuerpo de Profesores Titulares de Universidad en el Area de
conocimiento de Biología Animal, convocada por Resolución
de la Universidad de Granada de fecha 2.9.97 (Boletín Oficial
del Estado de 27.10.97), y teniendo en cuenta que se han
cumplido los trámites reglamentarios.

Este Rectorado, de conformidad con lo establecido en
el artículo 13 del Real Decreto 1888/1984, de 26 de sep-
tiembre (Boletín Oficial del Estado de 26 de octubre); artícu-
lo 4 del Real Decreto 898/1985, de 30 de abril (BOE de 19
de junio), y artículos 139 a 143 de los Estatutos de esta
Universidad, ha resuelto aprobar el expediente del referido
concurso y, en su virtud, nombrar a doña Carmen Elisa
Sainz-Cantero Caparrós Profesora Titular de esta Universidad,
adscrita al Area de conocimiento de Biología Animal.

La citada Profesora ha quedado adscrita al Departamento
de Biología Animal y Ecología.

Granada, 19 de noviembre de 1998.- El Rector, Lorenzo
Morillas Cueva.
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RESOLUCION de 19 de noviembre de 1998, de
la Universidad de Granada, por la que se nombra a
don Ricardo Muñoz Martín Profesor Titular de Uni-
versidad.

Vista la propuesta formulada por la Comisión correspon-
diente que ha juzgado el concurso para proveer la plaza del
Cuerpo de Profesores Titulares de Universidad en el Area de
conocimiento de Traducción e Interpretación, convocada por
Resolución de la Universidad de Granada de fecha 2.9.97
(Boletín Oficial del Estado de 27.10.97), y teniendo en cuenta
que se han cumplido los trámites reglamentarios.

Este Rectorado, de conformidad con lo establecido en
el artículo 13 del Real Decreto 1888/1984, de 26 de sep-

tiembre (Boletín Oficial del Estado de 26 de octubre); artícu-
lo 4 del Real Decreto 898/1985, de 30 de abril (BOE de 19
de junio), y artículos 139 a 143 de los Estatutos de esta
Universidad, ha resuelto aprobar el expediente del referido
concurso y, en su virtud, nombrar a don Ricardo Muñoz Martín
Profesor Titular de esta Universidad, adscrito al Area de cono-
cimiento de Traducción e Interpretación.

El citado Profesor ha quedado adscrito al Departamento
de Traducción e Interpretación.

Granada, 19 de noviembre de 1998.- El Rector, Lorenzo
Morillas Cueva.

2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 17 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General para la Administración Pública,
por la que se ofertan vacantes a los aspirantes selec-
cionados en las pruebas selectivas de acceso libre para
ingreso en el Cuerpo Superior Facultativo, Opción
Arquitectura Superior (A.2001).

Propuesta por el correspondiente Tribunal la relación defi-
nitiva de aprobados, en las pruebas selectivas por el sistema
general de acceso libre, para ingreso en el Cuerpo Superior
Facultativo, Opción Arquitectura Superior (A.2001), convo-
cadas por Orden de 29 de diciembre de 1997 (BOJA núm.
6, de 17 de enero), de esta Consejería de Gobernación y
Justicia, procede dar cumplimiento a la base octava de la
misma.

En su virtud, esta Secretaría General para la Adminis-
tración Pública ha resuelto:

Primero. 1. Los aspirantes que figuran en la relación defi-
nitiva de aprobados presentarán en la Dirección General de
la Función Pública de la Consejería de Gobernación y Justicia,
Plaza Nueva, núm. 4, 41071, Sevilla, o Delegaciones del
Gobierno de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el artículo 38.4, de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y en el artículo 51.2 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, dentro del plazo de veinte días
naturales contados a partir del día siguiente a la publicación
de la presente Resolución en el BOJA, los siguientes docu-
mentos:

a) Fotocopia del título Académico Oficial exigido para el
ingreso en el Cuerpo, o de la justificación acreditativa de haber-
lo solicitado y abonado los correspondientes derechos para
su obtención, compulsada conforme a lo establecido en el
Decreto 204/1995, de 29 de agosto, por el que se establecen
medidas organizativas para los servicios administrativos de
atención directa a los ciudadanos, y la Orden de la Consejería
de Gobernación de 1 de diciembre de 1995 (BOJA núm. 165,
de 23 de diciembre).

b) Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado, mediante expediente disciplinario, del servicio de nin-
guna Administración Pública, ni hallarse inhabilitado para el
ejercicio de funciones públicas.

c) Certificado médico acreditativo de no padecer enfer-
medad ni defecto físico que le imposibilite para el servicio.

Los aspirantes que tengan la condición de minusválidos,
cualquiera que sea su grado de minusvalía, deberán presentar
certificado de los órganos competentes del Instituto Andaluz
de Servicios Sociales u organismos similares de otras Admi-
nistraciones Públicas, que acredite tal condición, especifique
el grado de minusvalía que padece y su capacidad para desem-
peñar las tareas que correspondan a las plazas de esta
convocatoria.

2. Los aspirantes que tuvieran la condición de funcionarios
y aquellos otros que estuvieran prestando servicios en la Junta
de Andalucía, estarán exentos de justificar documentalmente
las condiciones y demás requisitos, siempre que hubiesen sido
inscritos o anotados en el Registro General de Personal de
la Junta de Andalucía.

Segundo. En atención a las prioridades funcionales de
los servicios de esta Administración, las vacantes ofertadas
son las que figuran en el Anexo 1 de la presente Resolución.

Tercero. 1. Los aspirantes aprobados remitirán, junto con
la documentación indicada en el apartado primero, la petición
de destino que deberá efectuarse, necesariamente, en el mode-
lo de instancia que figura como Anexo 2.

2. Las instancias habrán de ser cumplimentadas a máqui-
na y en especial los códigos correspondientes a cada destino
solicitado, los cuales deberán figurar por orden de la preferencia
del aspirante.

Cuarto. Los destinos se adjudicarán a los aspirantes selec-
cionados en las respectivas pruebas, de acuerdo con la pun-
tuación total obtenida y el referido orden de preferencia de
destino. Los destinos adjudicados tendrán carácter definitivo
de ocupación, si se trata de puestos de trabajo cuyo sistema
de acceso en la Relación de puestos de trabajo está establecido
como PC,SO, o carácter provisional si se trata de puestos cuyo
sistema de acceso es PC.

Quinto. 1. A aquellos aspirantes que no presenten la peti-
ción de destino dentro del plazo señalado, les será adjudicado
alguno de los que resulten vacantes, una vez atendidas las
peticiones de los demás aspirantes.

2. Quienes dentro del plazo fijado, y salvo los casos de
fuerza mayor, no presentasen la documentación, o del examen
de la misma se dedujera que carecen de algunos de los requi-
sitos señalados en la Base 8.3 de la Orden de convocatoria,
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no podrán ser nombrados funcionarios de carrera, quedando
anuladas sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad
en que pudieran haber incurrido por falsedad en la solicitud
inicial.

3. Ante la imposibilidad, debidamente justificada, de pre-
sentar los documentos expresados en el apartado anterior,
podrá acreditarse que reúnen las condiciones exigidas en la
convocatoria mediante cualquier medio de prueba admisible
en Derecho.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo,

ante la Sala correspondiente de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo
de dos meses contados a partir del día siguiente al de su
publicación (artículo 58.3 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956), previa
comunicación a esta Secretaría General para la Administración
Pública, de conformidad con lo establecido en el art. 110.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 17 de noviembre de 1998.- La Secretaria General
para la Administración Pública, Presentación Fernández Morales.
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RESOLUCION de 17 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General para la Administración Pública,
por la que se ofertan vacantes a los aspirantes selec-
cionados en las pruebas selectivas de acceso libre para
ingreso en el Cuerpo Superior Facultativo, Opción
Pedagogía (A.2015).

Propuesta por el correspondiente Tribunal la relación defi-
nitiva de aprobados, en las pruebas selectivas por el sistema
general de acceso libre, para ingreso en el Cuerpo Superior
Facultativo, Opción Pedagogía (A.2015), convocadas por
Orden de 29 de diciembre de 1997 (BOJA núm. 6, de 17
de enero), de esta Consejería de Gobernación y Justicia, pro-
cede dar cumplimiento a la base octava de la misma.

En su virtud, esta Secretaría General para la Adminis-
tración Pública ha resuelto:

Primero. 1. Los aspirantes que figuran en la relación defi-
nitiva de aprobados presentarán en la Dirección General de
la Función Pública de la Consejería de Gobernación y Justicia,
Plaza Nueva, núm. 4, 41071, Sevilla, o Delegaciones del
Gobierno de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el artículo 38.4, de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y en el artículo 51.2 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, dentro del plazo de veinte días
naturales contados a partir del día siguiente a la publicación
de la presente Resolución en el BOJA, los siguientes docu-
mentos:

a) Fotocopia del título Académico Oficial exigido para el
ingreso en el Cuerpo, o de la justificación acreditativa de haber-
lo solicitado y abonado los correspondientes derechos para
su obtención, compulsada conforme a lo establecido en el
Decreto 204/1995, de 29 de agosto, por el que se establecen
medidas organizativas para los servicios administrativos de
atención directa a los ciudadanos, y la Orden de la Consejería
de Gobernación de 1 de diciembre de 1995 (BOJA núm. 165,
de 23 de diciembre).

b) Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado, mediante expediente disciplinario, del servicio de nin-
guna Administración Pública, ni hallarse inhabilitado para el
ejercicio de funciones públicas.

c) Certificado médico acreditativo de no padecer enfer-
medad ni defecto físico que le imposibilite para el servicio.

Los aspirantes que tengan la condición de minusválidos,
cualquiera que sea su grado de minusvalía, deberán presentar
certificado de los órganos competentes del Instituto Andaluz
de Servicios Sociales u organismos similares de otras Admi-
nistraciones Públicas, que acredite tal condición, especifique
el grado de minusvalía que padece y su capacidad para desem-
peñar las tareas que correspondan a las plazas de esta
convocatoria.

2. Los aspirantes que tuvieran la condición de funcionarios
y aquellos otros que estuvieran prestando servicios en la Junta
de Andalucía, estarán exentos de justificar documentalmente

las condiciones y demás requisitos, siempre que hubiesen sido
inscritos o anotados en el Registro General de Personal de
la Junta de Andalucía.

Segundo. En atención a las prioridades funcionales de
los servicios de esta Administración, las vacantes ofertadas
son las que figuran en el Anexo 1 de la presente Resolución.

Tercero. 1. Los aspirantes aprobados remitirán, junto con
la documentación indicada en el apartado primero, la petición
de destino que deberá efectuarse, necesariamente, en el mode-
lo de instancia que figura como Anexo 2.

2. Las instancias habrán de ser cumplimentadas a máqui-
na y en especial los códigos correspondientes a cada destino
solicitado, los cuales deberán figurar por orden de la preferencia
del aspirante.

Cuarto. Los destinos se adjudicarán a los aspirantes selec-
cionados en las respectivas pruebas, de acuerdo con la pun-
tuación total obtenida y el referido orden de preferencia de
destino. Los destinos adjudicados tendrán carácter definitivo
de ocupación, si se trata de puestos de trabajo cuyo sistema
de acceso en la Relación de puestos de trabajo está establecido
como PC,SO, o carácter provisional si se trata de puestos cuyo
sistema de acceso es PC.

Quinto. 1. A aquellos aspirantes que no presenten la peti-
ción de destino dentro del plazo señalado, les será adjudicado
alguno de los que resulten vacantes, una vez atendidas las
peticiones de los demás aspirantes.

2. Quienes dentro del plazo fijado, y salvo los casos de
fuerza mayor, no presentasen la documentación, o del examen
de la misma se dedujera que carecen de algunos de los requi-
sitos señalados en la Base 8.3 de la Orden de convocatoria,
no podrán ser nombrados funcionarios de carrera, quedando
anuladas sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad
en que pudieran haber incurrido por falsedad en la solicitud
inicial.

3. Ante la imposibilidad, debidamente justificada, de pre-
sentar los documentos expresados en el apartado anterior,
podrá acreditarse que reúnen las condiciones exigidas en la
convocatoria mediante cualquier medio de prueba admisible
en Derecho.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo,
ante la Sala correspondiente de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo
de dos meses contados a partir del día siguiente al de su
publicación (artículo 58.3 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956), previa
comunicación a esta Secretaría General para la Administración
Pública, de conformidad con lo establecido en el art. 110.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 17 de noviembre de 1998.- La Secretaria General
para la Administración Pública, Presentación Fernández Morales.
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RESOLUCION de 17 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General para la Administración Pública,
por la que se ofertan vacantes a los aspirantes selec-
cionados en las pruebas selectivas de acceso libre para
ingreso en el Cuerpo Superior Facultativo, Opción Psi-
cología (A.2016).

Propuesta por el correspondiente Tribunal la relación defi-
nitiva de aprobados, en las pruebas selectivas por el sistema
general de acceso libre, para ingreso en el Cuerpo Superior
Facultativo, Opción Psicología (A.2016), convocadas por
Orden de 19 de enero de 1998 (BOJA núm. 22, de 24 de
febrero), de esta Consejería de Gobernación y Justicia, procede
dar cumplimiento a la base octava de la misma.

En su virtud, esta Secretaría General para la Adminis-
tración Pública ha resuelto:

Primero. 1. Los aspirantes que figuran en la relación defi-
nitiva de aprobados presentarán en la Dirección General de
la Función Pública de la Consejería de Gobernación y Justicia,
Plaza Nueva, núm. 4, 41071, Sevilla, o Delegaciones del
Gobierno de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el artículo 38.4, de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y en el artículo 51.2 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, dentro del plazo de veinte días
naturales contados a partir del día siguiente a la publicación
de la presente Resolución en el BOJA, los siguientes docu-
mentos:

a) Fotocopia del título Académico Oficial exigido para el
ingreso en el Cuerpo, o de la justificación acreditativa de haber-
lo solicitado y abonado los correspondientes derechos para
su obtención, compulsada conforme a lo establecido en el
Decreto 204/1995, de 29 de agosto, por el que se establecen
medidas organizativas para los servicios administrativos de
atención directa a los ciudadanos, y la Orden de la Consejería
de Gobernación de 1 de diciembre de 1995 (BOJA núm. 165,
de 23 de diciembre).

b) Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado, mediante expediente disciplinario, del servicio de nin-
guna Administración Pública, ni hallarse inhabilitado para el
ejercicio de funciones públicas.

c) Certificado médico acreditativo de no padecer enfer-
medad ni defecto físico que le imposibilite para el servicio.

Los aspirantes que tengan la condición de minusválidos,
cualquiera que sea su grado de minusvalía, deberán presentar
certificado de los órganos competentes del Instituto Andaluz
de Servicios Sociales u organismos similares de otras Admi-
nistraciones Públicas, que acredite tal condición, especifique
el grado de minusvalía que padece y su capacidad para desem-
peñar las tareas que correspondan a las plazas de esta
convocatoria.

2. Los aspirantes que tuvieran la condición de funcionarios
y aquellos otros que estuvieran prestando servicios en la Junta
de Andalucía, estarán exentos de justificar documentalmente

las condiciones y demás requisitos, siempre que hubiesen sido
inscritos o anotados en el Registro General de Personal de
la Junta de Andalucía.

Segundo. En atención a las prioridades funcionales de
los servicios de esta Administración, las vacantes ofertadas
son las que figuran en el Anexo 1 de la presente Resolución.

Tercero. 1. Los aspirantes aprobados remitirán, junto con
la documentación indicada en el apartado primero, la petición
de destino que deberá efectuarse, necesariamente, en el mode-
lo de instancia que figura como Anexo 2.

2. Las instancias habrán de ser cumplimentadas a máqui-
na y en especial los códigos correspondientes a cada destino
solicitado, los cuales deberán figurar por orden de la preferencia
del aspirante.

Cuarto. Los destinos se adjudicarán a los aspirantes selec-
cionados en las respectivas pruebas, de acuerdo con la pun-
tuación total obtenida y el referido orden de preferencia de
destino. Los destinos adjudicados tendrán carácter definitivo
de ocupación, si se trata de puestos de trabajo cuyo sistema
de acceso en la Relación de puestos de trabajo está establecido
como PC,SO, o carácter provisional si se trata de puestos cuyo
sistema de acceso es PC.

Quinto. 1. A aquellos aspirantes que no presenten la peti-
ción de destino dentro del plazo señalado, les será adjudicado
alguno de los que resulten vacantes, una vez atendidas las
peticiones de los demás aspirantes.

2. Quienes dentro del plazo fijado, y salvo los casos de
fuerza mayor, no presentasen la documentación, o del examen
de la misma se dedujera que carecen de algunos de los requi-
sitos señalados en la Base 8.3 de la Orden de convocatoria,
no podrán ser nombrados funcionarios de carrera, quedando
anuladas sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad
en que pudieran haber incurrido por falsedad en la solicitud
inicial.

3. Ante la imposibilidad, debidamente justificada, de pre-
sentar los documentos expresados en el apartado anterior,
podrá acreditarse que reúnen las condiciones exigidas en la
convocatoria mediante cualquier medio de prueba admisible
en Derecho.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo,
ante la Sala correspondiente de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo
de dos meses contados a partir del día siguiente al de su
publicación (artículo 58.3 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956), previa
comunicación a esta Secretaría General para la Administración
Pública, de conformidad con lo establecido en el art. 110.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 17 de noviembre de 1998.- La Secretaria General
para la Administración Pública, Presentación Fernández Morales.
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RESOLUCION de 17 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General para la Administración Pública,
por la que se ofertan vacantes a los aspirantes selec-
cionados en las pruebas selectivas de acceso libre para
ingreso en el Cuerpo de Técnicos de Grado Medio,
Opción Arquitectura Técnica (B.2001).

Propuesta por el correspondiente Tribunal la relación defi-
nitiva de aprobados en las pruebas selectivas por el sistema
general de acceso libre para ingreso en el Cuerpo de Técnicos
de Grado Medio, Opción Arquitectura Técnica (B.2001), con-
vocadas por Orden de 19 de febrero de 1998 (BOJA núm. 29,
de 14 de marzo), de esta Consejería de Gobernación y Justicia,
procede dar cumplimiento a la base octava de la misma.

En su virtud, esta Secretaría General para la Adminis-
tración Pública ha resuelto:

Primero. 1. Los aspirantes que figuran en la relación defi-
nitiva de aprobados presentarán en la Dirección General de
la Función Pública de la Consejería de Gobernación y Justicia,
Plaza Nueva, núm. 4, 41071, Sevilla, o Delegaciones del
Gobierno de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y en el artículo 51.2 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, dentro del plazo de veinte días
naturales contados a partir del día siguiente a la publicación
de la presente Resolución en el BOJA, los siguientes docu-
mentos:

a) Fotocopia del título Académico Oficial exigido para el
ingreso en el Cuerpo, o de la justificación acreditativa de haber-
lo solicitado y abonado los correspondientes derechos para
su obtención, compulsada conforme a lo establecido en el
Decreto 204/1995, de 29 de agosto, por el que se establecen
medidas organizativas para los servicios administrativos de
atención directa a los ciudadanos, y la Orden de la Consejería
de Gobernación de 1 de diciembre de 1995 (BOJA núm. 165,
de 23 de diciembre).

b) Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado, mediante expediente disciplinario, del servicio de nin-
guna Administración Pública, ni hallarse inhabilitado para el
ejercicio de funciones públicas.

c) Certificado médico acreditativo de no padecer enfer-
medad ni defecto físico que le imposibilite para el servicio.

Los aspirantes que tengan la condición de minusválidos,
cualquiera que sea su grado de minusvalía, deberán presentar
certificado de los órganos competentes del Instituto Andaluz
de Servicios Sociales u organismos similares de otras Admi-
nistraciones Públicas, que acredite tal condición, especifique
el grado de minusvalía que padece y su capacidad para desem-
peñar las tareas que correspondan a las plazas de esta
convocatoria.

2. Los aspirantes que tuvieran la condición de funcionarios
y aquellos otros que estuvieran prestando servicios en la Junta
de Andalucía estarán exentos de justificar documentalmente

las condiciones y demás requisitos, siempre que hubiesen sido
inscritos o anotados en el Registro General de Personal de
la Junta de Andalucía.

Segundo. En atención a las prioridades funcionales de
los servicios de esta Administración, las vacantes ofertadas
son las que figuran en el Anexo 1 de la presente Resolución.

Tercero. 1. Los aspirantes aprobados remitirán, junto con
la documentación indicada en el apartado primero, la petición
de destino que deberá efectuarse, necesariamente, en el mode-
lo de instancia que figura como Anexo 2.

2. Las instancias habrán de ser cumplimentadas a máqui-
na y en especial los códigos correspondientes a cada destino
solicitado, los cuales deberán figurar por orden de la preferencia
del aspirante.

Cuarto. Los destinos se adjudicarán a los aspirantes selec-
cionados en las respectivas pruebas, de acuerdo con la pun-
tuación total obtenida y el referido orden de preferencia de
destino. Los destinos adjudicados tendrán carácter definitivo
de ocupación, si se trata de puestos de trabajo cuyo sistema
de acceso en la Relación de puestos de trabajo está establecido
como PC,SO, o carácter provisional si se trata de puestos cuyo
sistema de acceso es PC.

Quinto. 1. A aquellos aspirantes que no presenten la peti-
ción de destino dentro del plazo señalado, les será adjudicado
alguno de los que resulten vacantes, una vez atendidas las
peticiones de los demás aspirantes.

2. Quienes dentro del plazo fijado, y salvo los casos de
fuerza mayor, no presentasen la documentación, o del examen
de la misma se dedujera que carecen de algunos de los requi-
sitos señalados en la Base 8.3 de la Orden de convocatoria,
no podrán ser nombrados funcionarios de carrera, quedando
anuladas sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad
en que pudieran haber incurrido por falsedad en la solicitud
inicial.

3. Ante la imposibilidad, debidamente justificada, de pre-
sentar los documentos expresados en el apartado anterior,
podrá acreditarse que reúnen las condiciones exigidas en la
convocatoria mediante cualquier medio de prueba admisible
en Derecho.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala correspondiente de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo
de dos meses contados a partir del día siguiente al de su
publicación (artículo 58.3 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956), previa
comunicación a esta Secretaría General para la Administración
Pública, de conformidad con lo establecido en el art. 110.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 17 de noviembre de 1998.- La Secretaría General
para la Administración Pública, Presentación Fernández Morales.
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RESOLUCION de 20 de noviembre de 1998, de
la Viceconsejería, por la que se hace pública la adju-
dicación de un puesto de libre designación.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 25.1 de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía, y artículo 56 del
Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo (BOE núm. 85,
de 10 de abril), esta Viceconsejería, en virtud de las com-
petencias que tiene delegadas por Orden de 6 de junio de
1994 (BOJA núm. 85, de 9 de junio), ha dispuesto dar publi-
cidad a la adjudicación de la convocatoria, correspondiente
a la Resolución de 11 de septiembre de 1998 (BOJA núm.
108, de 24.9.98), una vez acreditada la observancia del pro-
cedimiento, así como el cumplimiento por parte del candidato
elegido de los requisitos y especificaciones exigidos en la con-
vocatoria respecto del puesto que se indica en el Anexo.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48.1 del Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, remitiéndose la documentación correspondiente
para su inscripción en el Registro General de Personal.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo en SE-GR-MA
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo
de dos meses contados a partir del día siguiente de su publi-
cación (artículo 58.3 de la Ley de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956), previa
comunicación a esta Viceconsejería, de conformidad con lo
establecido en el artículo 110.3 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 20 de noviembre de 1998.- El Viceconsejero,
P.S. (Orden 3.6.98), La Secretaria General para la Admón.
Pública, Presentación Fernández Morales.

A N E X O

DNI: 25042116.
Primer apellido: Vilaseca.
Segundo apellido: Fortes.
Nombre: M.ª Victoria.
Código Pto. Trabajo: 404422.
Pto. Trabajo adjudicado: Servicio Juego y Espectáculos

Públicos.
Consejería/Organ. Autónomo: Gobernación y Justicia.
Centro directivo: Delegación del Gobierno de la Junta de

Andalucía.
Centro destino: Delegación del Gobierno de la Junta de

Andalucía.
Provincia: Málaga.
Localidad: Málaga.

RESOLUCION de 25 de noviembre de 1998, de
la Viceconsejería, por la que se hace pública la adju-
dicación de un puesto de libre designación.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 25.1 de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía, y artículo 56 del
Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo (BOE núm. 85,
de 10 de abril), esta Viceconsejería, en virtud de las com-
petencias que tiene delegadas por Orden de 6 de junio de
1994 (BOJA núm. 85, de 9 de junio), ha dispuesto dar publi-
cidad a la adjudicación de la convocatoria, correspondiente
a la Resolución de 29 de septiembre de 1998 (BOJA núm.
115, de 10.10.98), una vez acreditada la observancia del
procedimiento, así como el cumplimiento por parte del can-

didato elegido de los requisitos y especificaciones exigidos en
la convocatoria respecto del puesto que se indica en el Anexo.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48.1 del Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, remitiéndose la documentación correspondiente
para su inscripción en el Registro General de Personal.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo en SE-GR-MA
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo
de dos meses contados a partir del día siguiente de su publi-
cación (artículo 58.3 de la Ley de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956), previa
comunicación a esta Viceconsejería, de conformidad con lo
establecido en el artículo 110.3 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 25 de noviembre de 1998.- El Viceconsejero,
P.S. (Orden 3.6.98), La Secretaria General para la Admón.
Pública, Presentación Fernández Morales.

A N E X O

DNI: 34.860.218.
Primer apellido: Gómez.
Segundo apellido: Cantarero.
Nombre: Juan.
Código Pto. Trabajo: 518530.
Pto. Trabajo adjudicado: Secretario S.G.T.
Consejería/Organ. Autónomo: Gobernación y Justicia.
Centro directivo: S.G.T.
Centro destino: S.G.T.
Provincia: Sevilla.
Localidad: Sevilla.

CORRECCION de errores de la Orden de 4 noviem-
bre de 1998, por la que se convocan pruebas selectivas
para ingreso en el Cuerpo Superior Facultativo, opción
Veterinaria (A.2012), de la Junta de Andalucía.

Por Orden de 4 de noviembre de 1998 de esta Consejería
de Gobernación y Justicia se convocan pruebas selectivas para
ingreso en el Cuerpo Superior Facultativo, opción Veterinaria
(A.2012), de la Junta de Andalucía.

Advertido error de transcripción en la Base 1. Normas
Generales, apartado 1.1, procede efectuar la siguiente correc-
ción:

BOJA núm. 137, de 1 de diciembre, pág. núm. 14.748.
Donde dice: Cuerpo Superior de Administradores, Espe-

cialidad Administradores de Gestión Financiera (A.1200).
Debe decir: D. Cuerpo Superior Facultativo, opción Vete-

rinaria (A.2012).

Sevilla, 1 de diciembre de 1998

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 27 de noviembre de 1998, con-
junta de la Viceconsejería y de la Delegación Provincial
de Sevilla, por la que se resuelve el concurso de méritos
convocado por Resolución que se cita.

Por Resolución de 2 de septiembre de 1998 (BOJA
núm. 109, de 26 de septiembre, y corrección de errores, BOJA
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núm. 118, de 17 de octubre) se convocó concurso de méritos
para la provisión de puestos de trabajo vacantes en los Servicios
Centrales en Sevilla y en la Delegación Provincial de Sevilla
de la Consejería, de conformidad con lo establecido en el
art. 25.1 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Orde-
nación de la Función Pública de la Junta de Andalucía, y
en el Decreto 151/1996, de 30 de abril, por el que se regulan
los concursos para provisión de puestos de trabajo de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, adscritos a personal fun-
cionario y se aprueba el baremo que ha de regirlos.

Habiéndose cumplido las normas reglamentarias y los pro-
cedimientos, y en cumplimiento de lo previsto en la base undé-
cima de la Resolución antes citada, la Comisión de Valoración
ha formulado la correspondiente propuesta de resolución del
concurso con la valoración final de los candidatos propuestos
y los puestos desiertos.

En su virtud, y en uso de la competencia atribuida a
esta Consejería por el artículo único, apartado 9, del Decre-
to 56/1994, de 1 de marzo, de atribución de competencias
en materia de personal, y por la delegada por la Orden de
la Consejería de Turismo y Deporte de 23 de julio de 1998,

D I S P O N G O

Primero. Resolución y adjudicación de los puestos de tra-
bajo convocados.

1. Se aprueba la propuesta de resolución del concurso,
adjudicando con carácter definitivo los puestos de trabajo que
se relacionan en el Anexo de la presente Resolución a los
funcionarios que en él se especifican. Los destinos son irre-
nunciables salvo que con anterioridad a la finalización del
plazo posesorio, excluidas las prórrogas de incorporación, los
interesados obtengan otro destino por convocatoria pública
en Boletín Oficial, en cuyo caso podrán optar por uno de los
dos, viniendo obligados a comunicar por escrito a esta Con-

sejería y a la Dirección General de la Función Pública de la
Consejería de Gobernación y Justicia, en el término de tres
días desde la publicación de la adjudicación, la opción
realizada.

2. Se declaran desiertos los puestos que no figuran en
el Anexo de la presente Resolución, porque no han sido adju-
dicados a ningún funcionario, ya sea porque no han sido soli-
citados, ya sea por no reunir los candidatos solicitantes los
requisitos exigidos por las bases para su adjudicación.

Segundo. Toma de posesión.
Las tomas de posesión se ajustarán a lo establecido en

la base decimotercera de la Resolución de convocatoria del
concurso.

Tercero. Recursos.
Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-

nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla, Gra-
nada o Málaga, según corresponda, del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses, contados
a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 58.3 de la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, y
previa preceptiva comunicación al órgano que dicta el acto,
de conformidad con lo establecido en el artículo 110.3 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 27 de noviembre de 1998.- El Consejero, P.D.
(Orden de 23.7.98), La Viceconsejera, Paola Vivancos Arigita.
El Consejero, P.D. (Orden de 23.7.98), El Delegado, Miguel
Camacho Ramírez.
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CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

RESOLUCION de 24 de noviembre de 1998, de
la Viceconsejería, por la que se adjudica puesto de
trabajo de libre designación convocado por Resolución
que se cita.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 25.1 de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía, visto el informe
al que se refiere el artículo 54.1 del Real Decreto 364/1995,
de 10 de marzo (BOE núm. 85, de 10 de abril de 1995),
y teniendo en cuenta la competencia que me delega la Orden
de 3 de noviembre de 1995 (BOJA núm. 146, de 17 de
noviembre de 1995), se adjudica el puesto de trabajo que
a continuación se indica convocado por Resolución de la Vice-
consejería de fecha 2 de septiembre de 1998 (BOJA núm. 104,
de 15 de septiembre de 1998), para el que se nombra al
funcionario que figura en el Anexo adjunto.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48 del citado R.D. 364/1995, de 10
de marzo, remitiéndose la documentación correspondiente
para su inscripción al Registro General de Personal.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses
contados a partir del día siguiente al de su publicación en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía (artículo 58.1 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27
de diciembre de 1956), previa comunicación a esta Vicecon-
sejería, de conformidad con lo establecido en el artículo 110.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 24 de noviembre de 1998.- El Viceconsejero,
Juan Paniagua Díaz.

A N E X O

CONCURSO PUESTO DE LIBRE DESIGNACION

DNI: 45.278.686.
Primer apellido: Pérez.
Segundo apellido: Aparicio.
Nombre: Jesús.
Código puesto de trabajo: 604139.
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Puesto trabajo adjudicado: Director.
Consejería/Org. Autónomo: Agricultura y Pesca.
Centro directivo: Delegación Provincial.
Centro destino: Centro de Investigación y Formación

Agraria.
Provincia: Córdoba.
Localidad: Palma del Río.

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 3 de diciembre de 1998, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se anuncia la
publicación de la relación provisional de admitidos y
excluidos al concurso-oposición de Trabajadores Socia-
les de Atención Primaria y Areas Hospitalarias depen-
dientes del Organismo, así como la composición del
Tribunal que debe evaluar dicho concurso-oposición.

De conformidad con lo establecido en la Base 4.1 y 5
del Anexo I de la Resolución de 5 de mayo de 1998 (Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía número 56, de 19 de mayo)
por la que se convoca concurso-oposición para cubrir plazas
básicas vacantes de Trabajadores Sociales de Atención Pri-
maria y en uso de las atribuciones que tiene conferidas en
virtud de lo dispuesto en la Ley 8/1986, de 6 de mayo, del
Servicio Andaluz de Salud (BOJA núm. 41, de 10 de mayo)
y Decreto 317/96, de 2 de julio (BOJA núm. 77, de 6 de
julio), de Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud
y el Servicio Andaluz de Salud, esta Dirección General

HA RESUELTO

Primero. Anunciar la publicación en los tablones de anun-
cios de los Servicios Centrales del Servicio Andaluz de Salud
y Delegaciones Provinciales de la Consejería de Salud de la
Relación provisional de admitidos y excluidos al concurso-
oposición para Trabajadores Sociales de Atención Primaria y
Areas Hospitalarias dependientes del Servicio Andaluz de
Salud.

Segundo. Aprobar la composición del Tribunal que deberá
evaluar dicho concurso-oposición, que se relaciona como
Anexo a la presente Resolución y que, asimismo, se publicará
en los tablones de anuncios antes referidos.

Sevilla, 3 de diciembre de 1998.- El Director General
de Personal y Servicios, Tomás Aguirre Copano.

ANEXO QUE SE CITA

TRIBUNAL PARA EL CONCURSO-OPOSICION DE TRABAJA-
DORES SOCIALES DE ATENCION PRIMARIA

Y AREAS HOSPITALARIAS

Tribunal titular:

Presidente: Don Antonio Serrano Martín de Eugenio
(titular).

Don Eulogio Ramírez Alberdi (suplente).
Vocales:

Doña Patricia García Roldán (titular).
Doña Agustina Hervás de la Torre (suplente).
Doña M.ª Antonia Rodríguez Pérez (titular).
Doña M.ª José Morián Ramírez (suplente).
Doña M.ª José Rodríguez Sánchez (titular).
Doña Sara Barrutieta Sáez (suplente).

Secretaria: Doña Cristina Salgado Ramalle (titular).
Doña Teresa García Fernández (suplente).

CAMARA DE CUENTAS DE ANDALUCIA

RESOLUCION de 27 de noviembre de 1998, por
la que se anuncia convocatoria pública para cubrir
dos puestos de trabajo por el procedimiento de libre
designación.

Conforme a lo establecido en los artículos 25.1 y 26.2
de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de
la Función Pública de la Junta de Andalucía, así como lo
dispuesto en el artículo 103 del Reglamento de Funciona-
miento y Organización de la Cámara de Cuentas de Andalucía,
esta Institución, en virtud del Acuerdo adoptado por la Comi-
sión de Gobierno el día 27 de noviembre de 1998, anuncia
para su provisión por el procedimiento de libre designación
dos puestos de Jefe de Equipo de Fiscalización, con sujeción
a las siguientes bases:

1.º Podrán participar en la presente convocatoria los fun-
cionarios de carrera de la Cámara de Cuentas de Andalucía
pertenecientes al Cuerpo de Auditores que reúnan los requisitos
generales que establece la legislación vigente, así como los
señalados en la Relación de Puestos de Trabajo de esta Ins-
titución aprobada por Resolución de 15 de octubre de 1997.

2.º Los interesados dirigirán las instancias al Excmo. Sr.
Consejero Mayor de la Cámara de Cuentas de Andalucía, dentro
del plazo de quince días hábiles, contados a partir del siguiente
al de la publicación de la presente Resolución en el BOJA.

3.º En la instancia figurarán el puesto que se solicita,
los datos personales, Núm. de Registro Personal, Cuerpo de
pertenencia y grado personal consolidado. Asimismo, se acom-
pañará Curriculum Vitae.

4.º Los méritos se valorarán con referencia a la fecha
del cierre del plazo de presentación de instancias, y se acre-
ditarán documentalmente con la solicitud de participación.

La toma de posesión deberá efectuarse dentro de los tres
días hábiles siguientes a la publicación de la Resolución de
la presente convocatoria.

Sevilla, 27 de noviembre de 1998.- El Consejero Mayor,
Rafael Navas Vázquez.
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 29 de octubre de 1998, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se acuerda la publicación de los Estatutos modificados
de la Mancomunidad de Municipios del Bajo Guadal-
quivir, de las provincias de Cádiz y Sevilla.

Ver esta Disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo
número

RESOLUCION de 12 de noviembre de 1998, de
la Viceconsejería, por la que se autoriza el traslado
del Juzgado de Paz de Polopos a La Mamola (Granada).

Vista la solicitud del Ayuntamiento de Polopos-La Mamola
(Granada), y en virtud de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por medio del Decreto 95/1993, de 20 de julio
(BOJA núm. 112, de 16 de octubre), la Junta de Andalucía
autorizó al Ayuntamiento de Polopos al cambio de capitalidad
a favor del núcleo de población de La Mamola, perteneciente
al mismo término municipal.

Segundo. El 9 de julio de 1998, el Alcalde de Polopos-La
Mamola remitió a la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Granada escrito en el que solicitaba el traslado
del Juzgado de Paz desde Polopos, antigua sede de la capi-
talidad, hasta La Mamola.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Por medio de los Reales Decretos 141 y 142/1997,
ambos de 31 de enero, se realizó el traspaso de funciones
del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia
de Administración de Justicia, siendo asignada la competencia
a la Consejería de Gobernación y Justicia mediante el Decre-
to 83/1997, de 13 de marzo.

I I

El artículo 10.1 de la Ley de Demarcación y Planta Judicial
(Ley 38/1988, de 28 de diciembre) establece que «la deter-
minación del edificio, edificios o inmuebles sede de los órganos
judiciales, y de aquéllos en que deban constituirse cuando
se desplacen fuera de su sede habitual, conforme prevé el
artículo 269 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es com-
petencia del Ministerio de Justicia o de la Comunidad Autó-
noma respectiva. Cuando se trate de Juzgados de Paz, la deter-
minación del edificio se efectúa a propuesta del respectivo
Ayuntamiento».

En el caso presente, el Ayuntamiento ha realizado la pro-
puesta, que tiene su base en el Decreto 95/1993, de 20
de julio, estando plenamente justificada la solicitud hecha.

Vistos el Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Ley
Orgánica del Poder Judicial y demás disposiciones de especial
y general aplicación, resuelvo autorizar el traslado de la sede
del Juzgado de Paz desde la población de Polopos a la de
La Mamola, ambas del mismo municipio.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía
administrativa, se podrá interponer recurso ordinario el plazo
de un mes conforme disponen los artículos 114 y ss. de la
Ley del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común ante la Excma. Sra.
Consejera de Gobernación y Justicia de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 12 de noviembre de 1998.- El Viceconsejero,
P.S. (Orden de 17.6.98), El Director General de Relaciones
con la Administración de Justicia, Juan Carlos Campo Moreno.

RESOLUCION de 12 de noviembre de 1998, de
la Dirección General de Recursos Humanos y Medios
Materiales, por la que se emplaza a los interesados
en el recurso contencioso-administrativo núm.
2240/98-1.º de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
en Sevilla.

Ante la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia con sede en Sevi-
lla, doña María Isabel Sánchez Mateos ha interpuesto recurso
contencioso-administrativo núm. 2240/98-1.º contra la Reso-
lución de fecha 17 de julio de 1998 de la Dirección General
de Recursos Humanos y Medios Materiales de la Consejería
de Gobernación y Justicia, por la que se acuerda denegar
la concesión del régimen de dedicación a tiempo completo
solicitada por la interesada.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto
emplazar a los interesados a cuyo favor hubieren derivado
derechos por la Resolución impugnada para que puedan com-
parecer y personarse en los autos indicados ante la referida
Sala en el plazo de nueve días conforme con lo dispuesto
en el artículo 64 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956.

Lo que así acuerda y firma, Sevilla, 12 de noviembre
de 1998.- El Director General, José Antonio Muriel Romero.

RESOLUCION de 25 de noviembre de 1998, de
la Dirección General de la Función Pública, por la que
se anuncia la interposición del recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 2325/98 y se emplaza a los inte-
resados para que puedan comparecer y personarse
en autos en el plazo de nueve días.

En cumplimiento de lo ordenado por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía con sede en Sevilla, comunicando la interposición
del recurso contencioso-administrativo número 2325/98,
interpuesto por la Federación de Servicios Públicos de Anda-
lucía de la UGT, contra las Ordenes de la Consejera de Gober-
nación y Justicia de 8 de julio de 1998, por las que se convocan
pruebas selectivas por el sistema de promoción interna para
ingreso en los Cuerpos con número de Código A-1.100,
A-1.200, A-2.002, A-2.004, A-2.005, A-2.012, A-2.015,
A-2.016, A-2.018, A-2.019, A-2.024, A-2.025, B-1.100,
B-1.200, B-2.001, B-2.001, B-2.010, B-2.012, C-2.003,
D-2.001, publicadas en el BOJA núm. 95, de 25 de agosto
de 1998,
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HE RESUELTO

1. Anunciar la interposición del recurso contencioso-ad-
ministrativo número 2325/98.

2. Ordenar la publicación de la presente Resolución en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a los
interesados para que puedan comparecer y personarse en
autos en el plazo de nueve días.

Sevilla, 25 de noviembre de 1998.- El Director General,
Vicente Vigil-Escalera Pacheco.

RESOLUCION de 25 de noviembre de 1998, de
la Delegación del Gobierno de Cádiz, por la que se
conceden subvenciones, con cargo a la Orden que se
cita, por la que se regula el régimen de concesión
de subvenciones a entidades locales y entidades públi-
cas de carácter supramunicipal, para mejora de su
infraestructura en el ejercicio de 1998.

A N T E C E D E N T E S

De conformidad con la Orden de la Consejería de Gober-
nación y Justicia de 21 de enero de 1998, por la que se
regula el régimen de concesión de subvenciones a entidades
locales y entidades públicas de carácter supramunicipal, para
la mejora de su infraestructura en el ejercicio 1998, las Enti-
dades que se relacionan en el Anexo presentan en esta Dele-
gación del Gobierno, dentro del plazo establecido, la solicitud
de subvención, acompañada del expediente en que consta
la documentación exigida en el artículo 7 de la Orden.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Actuaciones subvencionables.
El artículo 3.º de la Orden citada dispone que serán actua-

ciones subvencionables las tendentes a mejorar la infraes-
tructura local, mobiliario y/o enseres de aquellas Entidades
Locales y Entidades Públicas de carácter supramunicipal cuyas
carencias impidan o dificulten el digno cumplimiento de los
servicios que legalmente tienen atribuidos y, preferentemente,
las relativas a equipamiento y obras de primer establecimiento,
reforma, reparación y conservación de Casas Consistoriales,
dependencias municipales o edificios destinados a la pres-
tación de servicios públicos y adquisición de bienes inven-
tariables.

Segundo. Financiación.
El artículo 5 de la Orden citada dispone que las sub-

venciones concedidas se financiarán con cargo a los créditos
consignados en el concepto presupuestario 765.00.81A.

Tercero. Delegación de competencias.
El artículo 9.º de la Orden citada delega las competencias

para resolver las subvenciones concedidas por un importe infe-
rior a tres millones de pesetas en los Delegados del Gobierno
de la Junta de Andalucía.

Evaluado el expediente, y vistas las disposiciones citadas
y demás de general aplicación,

R E S U E L V O

Primero. Conceder a las Entidades que se relacionan en
el Anexo una subvención por importe y para las actuaciones
que asimismo se especifican.

Segundo. Las actuaciones subvencionadas deberán eje-
cutarse dentro del ejercicio presupuestario de 1998.

Tercero. La subvención otorgada se hará efectiva mediante
el abono de un primer pago correspondiente al 75% de su
importe, librándose el 25% restante una vez se haya justificado
el libramiento anterior.

Cuarto. La justificación de la subvención percibida se rea-
lizará ante la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Cádiz, como se indica a continuación:

a) En el plazo de seis meses desde su percepción se
justificará el primer pago, correspondiente al 75% de la sub-
vención, aportando la siguiente documentación:

- Certificación en la que conste haber sido registrado en
la contabilidad de la Entidad el ingreso de la cantidad percibida,
con indicación expresa del asiento contable practicado y la
fecha del mismo.

- Certificación acreditativa de los gastos efectuados en
base a las certificaciones de obras ejecutadas, justificantes
de los gastos realizados en obras ejecutadas por la propia
Administración o, en su caso, justificantes de los gastos des-
tinados a la adquisición de bienes inventariables, todo ello
hasta el límite del importe efectivamente abonado en este pri-
mer pago de la subvención.

b) En el plazo de seis meses desde su percepción se
justificará el segundo pago, correspondiente al 25% de la sub-
vención, debiéndose aportar la siguiente documentación:

- Certificación en la que conste haber sido registrado en
contabilidad el ingreso del importe percibido, con indicación
expresa del asiento contable practicado y la fecha del mismo.

- Certificación acreditativa del resto de los gastos efec-
tuados en base a las certificaciones de obras ejecutadas, jus-
tificantes de los gastos realizados en obras ejecutadas por la
propia Administración con cargo al segundo pago, y en ambos
casos la certificación final de las obras realizadas. Y para el
caso de adquisición de bienes inventariables, justificantes del
resto de los gastos destinados a la adquisición de los mismos
y, en su caso, inscripción, en el libro de bienes inventariables.

Quinto. La Entidad beneficiaria tendrá las siguientes
obligaciones:

a) Realizar la actividad que fundamenta la concesión de
la subvención, acreditando ante esta Delegación del Gobierno
la aplicación de los fondos en la forma y plazos establecidos
en la presente Resolución.

b) El sometimiento a las actuaciones de comprobación
a efectuar por la Consejería de Gobernación y Justicia, sin
perjuicio de las de control que corresponda al Tribunal de
Cuentas, a la Cámara de Cuentas de Andalucía y a la Inter-
vención General de la Junta de Andalucía.

c) Comunicar a esta Delegación del Gobierno la obtención
de subvenciones o ayudas para la misma finalidad, proce-
dentes de cualquiera Administración o entes públicos o pri-
vados, nacionales o internacionales.

Sexto. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas
en todos y cada uno de los supuestos establecidos en el artícu-
lo 112 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, con las consecuencias, en
cuanto a la exigencia o no de interés de demora, que para
cada uno de ellos establece el citado precepto legal.

Séptimo. La Entidad beneficiaria deberá dar publicidad
de la obra subvencionada mediante la colocación en lugar
visible de cartel anunciador en el que conste expresamente
la financiación del proyecto por la Junta de Andalucía, ade-
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cuando dicha publicidad a la normativa contenida en el Decre-
to 245/1997, de 15 de octubre.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administra-
tivo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
a su publicación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, a tenor de
lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Cádiz, 25 de noviembre de 1998.- El Delegado, Francisco
Menacho Villalba.

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

RESOLUCION de 5 de noviembre de 1998, de
la Delegación Provincial de Jaén, por la que se acuer-
da la publicación de subvenciones concedidas con car-
go al Presupuesto de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

En base a la Orden de 30 de julio de 1997 y Decre-
to 167/97, de 1 de julio, ambos de la Consejería de Trabajo
e Industria, sobre Programas de Promoción de la Economía
Social, se han concedido subvenciones a las siguientes
entidades:

Expediente: AT.08.JA/98.
Entidad: Pantesur, S.A.L., de Andújar (Jaén).
Importe: 2.183.597 ptas.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo dispuesto
en el artículo 109 de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Jaén, 5 de noviembre de 1998.- El Delegado.

RESOLUCION de 18 de noviembre de 1998, de
la Dirección General de Cooperativas, por la que se
hace pública la relación de subvenciones concedidas
al amparo de la Orden que se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Dirección General ha resuelto dar

publicidad a la relación de expedientes subvencionados con
cargo al Programa Presupuestario 67C y al amparo de la Orden
de 30 de julio de 1997 sobre desarrollo de los programas
de Promoción de la Economía Social.

Programa: Subvenciones a la Inversión.

Núm. expediente: SC.055.HU/97.
Beneficiario: Mabe, S.C.A.
Municipio y provincia: Villarrasa (Huelva).
Subvención: 2.000.000 de ptas.

Sevilla, 18 de noviembre de 1998.- El Director General,
Fernando Toscano Sánchez.

RESOLUCION de 19 de noviembre de 1998, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hacen
públicas subvenciones concedidas al amparo de la
Orden que se cita.

Con carácter informativo, y a efectos de cumplir con lo
establecido en el artículo 48 de la Ley 7/1997, de 23 de
diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de
Andalucía para 1998, y el artículo 109 de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, he resuelto hacer públicas tres subvenciones concedidas
al amparo de la Orden de 2 de febrero de 1994 por la que
se regula la concesión de subvenciones para el Fomento y
la Promoción Comercial, en el Programa Promoción de Ferias
y Certámenes Comerciales de Andalucía:

Beneficiario: Institución Ferial de Cádiz-IFECA.
Municipio: Jerez de la Frontera.

Expediente: FE.CA.02/98 - Equisur.
Subvención: 2.115.312 ptas.

Expediente: FE.CA.05/98 - Hostelsur.
Subvención: 2.000.000 de ptas.

Expediente: FE.CA.06/98 - Florasur.
Subvención: 1.997.000 ptas.

Cádiz, 19 de noviembre de 1998.- El Delegado, Agustín
Barberá Salvador.

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 18 de noviembre de 1998, del
Instituto Andaluz del Deporte, por la que se designa
la composición del Jurado Calificador de los IX Premios
del Organismo a la Investigación Deportiva para 1998.

El artículo 4 de la Orden de la Consejería de Turismo
y Deporte de 20 de abril de 1998 por la que se convocan
los «IX Premios del Instituto Andaluz del Deporte a la Inves-
tigación Deportiva para 1998» establece que la composición
del Jurado se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía mediante Resolución del Director del Instituto Anda-
luz del Deporte.

Efectuadas las designaciones de los diferentes miembros
por las distintas instituciones procede publicar la composición
del mencionado Jurado para dar así cumplimiento al mandato
establecido en la precitada Orden de 20 de abril de 1998.
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En su consecuencia y en virtud de todo lo expuesto, este
Instituto Andaluz del Deporte dispone lo siguiente:

Primero. Se hace pública la relación de miembros que
componen el Jurado Calificador de los «IX Premios del Instituto
Andaluz del Deporte a la Investigación Deportiva».

Segundo. Los componentes del citado Jurado Calificador
son los siguientes:

Presidente: El Director General de Tecnología e Infraes-
tructuras Deportivas, don Enrique Naz Pajares.

Vicepresidente: El Director del Instituto Andaluz del Depor-
te, don Carlos Bautista Ojeda.

Vocales:

- Por la Facultad de Ciencias de la Actividad Física de
la Universidad de Granada, don Antonio Oña Sicilia y don
Paulino Padial Puche.

- Por la Facultad de Ciencias de la Educación de la Uni-
versidad de Málaga, don Rafael Bravo Berrocal.

- Por la Facultad de Ciencias de la Educación de la Uni-
versidad de Sevilla, don Santiago Romero Granados.

- Por el Centro Nacional de Investigación y Ciencias del
Consejo Superior de Deportes, don José Luis Hernández
Vázquez.

- Por la Dirección General de Universidades e Investi-
gación de la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta
de Andalucía, don Francisco Solís Cabrera.

- El Jefe del Departamento de Investigación y Estudios
del Instituto Andaluz del Deporte, don Emilio Francisco Fer-
nández Moledo.

- El Jefe del Departamento de Documentación del Ins-
tituto Andaluz del Deporte, don José Antonio Aquesolo Vegas.

Secretario: Don Jaime Ruiz Lahoz (Gerente del Instituto
Andaluz del Deporte).

Málaga, 18 de noviembre de 1998.- El Director, Carlos
Bautista Ojeda.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ORDEN de 24 de noviembre de 1998, por la que
hace pública una ayuda económica complementaria
a favor de la promotora Empresa Pública de Suelo
de Andalucía para la construcción de viviendas en el
municipio de Gador (Almería), al amparo del Decreto
que se cita.

Ilmos. Sres.: Por don Pascual Arbona Rodríguez, en repre-
sentación de la promotora Empresa Pública de Suelo de Anda-
lucía (EPSA), se solicita, al amparo del Decreto 119/1992,
de 7 de julio, una Ayuda Económica Complementaria a fondo
perdido con destino a hacer posible la viabilidad económica
de la actuación protegible «30 Viviendas de Protección Oficial
en Régimen Especial en Venta, el municipio de Gador
(Almería)».

Con fecha 11 de enero de 1994, el expediente núm.
04-1-0170/93, correspondiente a dicha actuación, obtuvo de
la Delegación Provincial de Almería de la Consejería de Obras
Públicas y Transportes Calificación Provisional en el Régimen
Especial contemplado en el Real Decreto 1932/1991, de 20
de diciembre, con destino a viviendas cedidas en propiedad.

Por parte de la promotora se ha acreditado el cumplimiento
de los requisitos exigidos en el artículo 36 del Decreto de
la Junta de Andalucía 119/1992, de 7 de julio, y aportada

en su momento la documentación a que se refiere el apartado 1
del artículo 37 del mismo texto legal.

De conformidad con el artículo 35 del Decreto anterior-
mente aludido, la Consejería de Obras Públicas y Transportes
podrá subvencionar la actuación protegible de Régimen Espe-
cial a que se refiere la Sección 2.ª del Capítulo II del Real
Decreto 1932/1991, de 20 de diciembre.

En virtud de lo dispuesto en el mismo artículo 35 y en
el artículo 103 y siguientes de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y teniendo
en cuenta el cumplimiento de las formalidades exigidas en
la normativa aplicable, esta Consejería ha dispuesto lo
siguiente:

Primero. Se concede a la promotora «Empresa Pública
de Suelo de Andalucía (EPSA)» una subvención equivalente
al 6% del módulo ponderado aplicable vigente en la fecha
de la Calificación Provisional, por cada metro cuadrado de
superficie útil total de las viviendas de la citada promoción
que no superan los 70 metros cuadrados de superficie útil,
y que asciende a un total de nueve millones novecientas treinta
y cuatro mil trescientas ochenta y siete pesetas (9.934.387).

Segundo. El abono de la subvención se efectuará conforme
al grado de ejecución de las obras con arreglo a los siguientes
hitos y porcentaje, pudiéndose acumular dos o más libramien-
tos en función del estado de las obras:

- 20% a la presentación del testimonio notarial de la
escritura de préstamo hipotecario.

- 20% a la presentación de certificación del Director de
la obra, con la conformidad de los Servicios Técnicos de la
Delegación Provincial correspondiente, de la terminación de
la Estructura.

- 20% a la presentación de certificación del Director de
la obra, con la conformidad de los Servicios Técnicos de la
Delegación Provincial correspondiente, de la terminación de
Albañilería y Cubiertas.

- 15% a la presentación de certificación del Director de
la obra, con la conformidad de los Servicios Técnicos de la
Delegación Provincial correspondiente de la terminación de
Yesos e Instalaciones.

- 25% a la presentación de Certificación, emitida por
el Secretario de la Delegación correspondiente, con el Vº Bº
del Delegado Provincial, de haber obtenido la Calificación
Definitiva.

Tercero. Para el abono del último hito (25%) será nece-
sario acreditar, mediante certificación expedida por el órgano
competente de la entidad perceptora, que los importes per-
cibidos con anterioridad se han aplicado, en su totalidad, a
la finalidad prevista en el susodicho Decreto. Asimismo, se
hará constar en dicho certificado relación de facturas, según
concepto, importe y fecha de pago, acreditativas de que las
inversiones de obra realizadas superan la suma de los importes
percibidos correspondientes a la subvención concedida.

Cuarto. Se autoriza al Viceconsejero para que dicte las
instrucciones necesarias para su ejecución, desarrollo y cum-
plimiento de lo dispuesto en la presente Orden, que entrará
en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Lo que comunico a VV.II. para su conocimiento y efectos.

Sevilla, 24 de noviembre de 1998

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Obras Públicas y Transportes

Ilmos. Sres.: Viceconsejero, Sec. Gral. Téc., Director Gral. de
Arquitectura y Vivienda y Delegado Provincial de Almería.
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ORDEN de 24 de noviembre de 1998, por la que
se hace pública una ayuda económica complementaria
a favor de la promotora Empresa Pública de Suelo
de Andalucía para la construcción de viviendas en Ecija
(Sevilla), al amparo del Decreto que se cita.

Ilmos. Sres.: Por don Pascual Arbona Rodríguez, en repre-
sentación de la promotora Empresa Pública de Suelo de Anda-
lucía (EPSA), se solicita, al amparo del Decreto de la Junta
de Andalucía 119/1992, de 7 de julio, una Ayuda Económica
Complementaria a fondo perdido con destino a hacer posible
la viabilidad económica de la actuación protegible «27 vivien-
das (26 subvencionables) de Protección Oficial de Régimen
Especial en Venta, en el municipio de Ecija (Sevilla)».

Con fecha 4 de septiembre de 1995 el expediente
41-1-0087/95, correspondiente a dicha actuación, obtuvo de
la Delegación Provincial de Sevilla de la Consejería de Obras
Públicas y Transportes Calificación Provisional en el Régimen
Especial contemplado en el Real Decreto 1932/1991, de 20
de diciembre, con destino a viviendas cedidas en propiedad.

Por parte de la Promotora se ha acreditado el cum-
plimiento de los requisitos exigidos en el artículo 36 del Decreto
de la Junta de Andalucía 119/1992, de 7 de julio, y aportada
en su momento la documentación a que se refiere el apartado 1
del artículo 37 del mismo texto legal.

De conformidad en el artículo 35 del Decreto anterior-
mente aludido, la Consejería de Obras Públicas y Transportes
podrá subvencionar la actuación protegible de Régimen Espe-
cial a que se refiere la Sección 2.ª del Capítulo II del Real
Decreto 1932/1991, de 20 de diciembre.

En virtud de lo dispuesto en el mismo artículo 35 y en
el artículo 103 y siguientes de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y teniendo
en cuenta el cumplimiento de las formalidades exigidas en
la normativa aplicable, esta Consejería ha dispuesto lo
siguiente:

Primero. Se concede a la promotora «Empresa Pública
de Suelo de Andalucía (EPSA)» una subvención equivalente
al 6% del módulo ponderado aplicable vigente en la fecha
de la Calificación Provisional, por cada metro cuadrado de
superficie útil total de las viviendas de la citada promoción
que no superan los 70 metros cuadrados de superficie útil
y que asciende a un total de ocho millones novecientas cua-
renta y ocho mil setecientas sesenta y tres pesetas
(8.948.763).

Segundo. El abono de la subvención se efectuará conforme
al grado de ejecución de las obras con arreglo a los siguientes
hitos y porcentajes, pudiéndose acumular dos o más li-
bramientos en función del estado de las obras:

- 20% a la presentación del testimonio notarial de la
escritura de préstamo hipotecario.

- 20% a la presentación de certificación del Director de
la obra, con la conformidad de los Servicios Técnicos de la
Delegación Provincial correspondiente, de la terminación de
Estructura.

- 20% a la presentación de certificación del Director de
la obra, con la conformidad de los Servicios Técnicos de la
Delegación Provincial correspondiente, de la terminación de
Albañilería y Cubiertas.

- 15% a la presentación de certificación del Director de
la obra, con la conformidad de los Servicios Técnicos de la
Delegación Provincial correspondiente, de la terminación de
Yesos e Instalaciones.

- 25% a la presentación de Certificación, emitida por
el Secretario de la Delegación correspondiente, con el Vº Bº
del Delegado Provincial, de haber obtenido la Calificación
Definitiva.

Tercero. Para el abono del último hito (25%) será nece-
sario acreditar, mediante certificación expedida por el órgano

competente de la entidad perceptora, que los importes per-
cibidos con anterioridad, se han aplicado, en su totalidad,
a la finalidad prevista en el susodicho Decreto.

Asimismo, se hará constar en dicho certificado relación
de facturas, según concepto, importe y fecha de pago, acre-
ditativas de que las inversiones de obra realizada superan la
suma de los importes percibidos correspondientes a la sub-
vención concedida.

Cuarto. Se autoriza al Viceconsejero para que dicte las
instrucciones ncesarias para su ejecución, desarrollo y cum-
plimiento de lo dispuesto en la presente Orden, que entrará
en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Lo que comunico a VV.II. para su conocimiento y efectos.

Sevilla, 24 de noviembre de 1998

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Obras Públicas y Transportes

Ilmos. Sres.: Viceconsejero, Sec. Gral. Téc., Director Gral. de
Arquitectura y Vivienda y Delegado Provincial de Sevilla.

ORDEN de 24 de noviembre de 1998, por la que
se hace pública la rectificación del importe total y cua-
dro de anualidades de la subvención concedida a favor
de Sodestepa, SL, por Orden que se cita, para la cons-
trucción de viviendas en Estepa (Sevilla).

Ilmos. Sres.:

Con fecha 2 de julio de 1994, BOJA núm. 100, se publica
la Orden de 23 de junio de 1994, por la que se hace pública
una subvención a favor de Sodestepa, S.L., para la construc-
ción de 50 viviendas de Protección Oficial en Régimen Especial
en Alquiler, situadas en Estepa (Sevilla), al amparo del Decre-
to 119/1992, de 7 de julio.

El importe de dicha subvención no agotaba el límite esta-
blecido en la normativa que ampara estas subvenciones a
promotores públicos, que regula el Título Primero, Capítulo II,
artículos 13 y siguientes, del citado Decreto, razón por la cual,
y a tenor de un aumento de los costos de producción de
dichas viviendas que fue acreditado en su momento por la
entidad promotora, ésta solicita una ampliación del préstamo
hasta la cantidad de 161.128.888 ptas. (ciento sesenta y
un millones ciento veintiocho mil ochocientas ochenta y ocho),
cantidad que sigue situándose por debajo del límite establecido
en la citada normativa.

En este sentido se rectifican los importes señalados en
el cuadro de cálculo de anualidades de la Orden de 23 de
junio de 1994 y modificándose según el que se detalla adjunto
a la presente Orden, que establece una subvención total de
247.677.191 ptas. (doscientos cuarenta y siete millones seis-
cientas setenta y siete mil ciento noventa y una), comprensiva
de la amortización del principal más intereses, incluidos los
de carencia.

Se autoriza al Viceconsejero para que dicte las instruc-
ciones necesarias para la ejecución, desarrollo y cumplimiento
de lo dispuesto en la presente Orden, que entrará en vigor
el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Lo que comunico a VV.II. para su conocimiento y efectos.

Sevilla, 24 de noviembre de 1998

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Obras Públicas y Transportes

Ilmos. Sres.: Viceconsejero, Sec. Gral. Téc., Dr. Gral. de Arqui-
tectura y Vivienda y Delegado Provincial de Sevilla.
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ORDEN de 24 de noviembre de 1998, por la que
se hace pública una subvención a favor del promotor
público Sociedad Ecijana para el Desarrollo Económico,
SA, para la construcción de viviendas en Ecija (Sevilla),
al amparo del Decreto que se cita.

Ilmos. Sres.:

Por don Manuel Chamorro Belmont, en representación
de la Sociedad Municipal Sociedad Ecijana para el Desarrollo
Económico, Sociedad Anónima, se solicita, al amparo del
Decreto 51/1996, de 6 de febrero, la subvención a fondo
perdido establecida en su Título I, Capítulo II, consistente en
el principal más intereses, incluidos los de carencia del prés-
tamo cualificado, correspondiente a la promoción de 17 Vivien-
das de Protección Oficial de Régimen Especial en Alquiler en
la calle Villarreal, en Ecija (Sevilla).

Con fecha 4 de diciembre de 1997, el expediente
41.1.0135/97, correspondiente a dicha actuación protegible,
obtuvo de la Delegación Provincial en Sevilla de la Consejería
de Obras Públicas y Transportes, Calificación Provisional en
el Régimen Especial contemplado en el Real Decre-
to 2190/1995, de 28 de diciembre, con destino a viviendas
cedidas en alquiler.

Por parte de la entidad Promotora Pública ha sido acre-
ditado el cumplimiento de los requisitos exigidos en el artícu-
lo 43.1 del Decreto 51/1996, de 6 de febrero, y aportada
en su momento la documentación que establece el artícu-
lo 48 de la Orden de 2 de octubre de 1996.

De conformidad con el artículo 40 del Decreto anterior-
mente aludido, la Consejería de Obras Públicas y Transportes
podrá subvencionar a fondo perdido la actuación protegible
en los términos establecidos en dicho artículo.

En su virtud, teniendo en cuenta el cumplimiento de las
formalidades legales exigidas en la normativa aplicable, por
esta Consejería se ha dispuesto lo siguiente:

Primero. Se concede a la Sociedad Municipal «Sociedad
Ecijana para el Desarrollo Económico, Sociedad Anónima»,
una subvención a fondo perdido equivalente al importe que
resulta de la amortización del principal más intereses incluidos
los de carencia del préstamo cualificado con el que se financia
la promoción de 17 Viviendas de Protección Oficial de Régimen
Especial en Alquiler en la calle Villarreal, en Ecija (Sevilla),
y que asciende a un total de ciento cincuenta y un millones
setecientas noventa y dos mil trescientas cuarenta y ocho pese-
tas (151.792.348 ptas.), según se detalla en cuadro adjunto
(Cuadro de cálculo de anualidades).

Segundo. El abono de la subvención se efectuará por
anualidades según el cuadro de cálculo de anualidades, siendo
necesario acreditar, previo abono de la segunda y posteriores
cantidades, que los importes percibidos con anterioridad han
sido aplicados en su totalidad a la amortización del crédito.
La acreditación correspondiente se efectuará mediante la apor-
tación de la siguiente documentación:

a) Certificación expedida por el órgano competente de la
entidad perceptora (Ayuntamiento o Promotor Público).

b) Certificación expedida por el Interventor de la entidad
prestamista.

Tercero. Se autoriza al Viceconsejero para que dicte las
instrucciones necesarias para la ejecución, desarrollo y cum-
plimiento de lo dispuesto en la presente Orden, que entrará
en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Lo que comunico a VV.II. para su conocimiento y efectos.

Sevilla, 24 de noviembre de 1998

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Obras Públicas y Transportes
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CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

ORDEN de 17 de noviembre de 1998, por la que
se delegan competencias en materia de adquisición
de fincas.

El artículo 3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, consagra los principios
de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y
coordinación como rectores de la actuación administrativa,
los cuales ya quedan plasmados en el artículo 34 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y Administración
de la Comunidad Autónoma. La agilización de los procedi-
mientos administrativos de acuerdo con los principios de eco-
nomía y celeridad deben constituir una preocupación mayor,
si cabe, en los expedientes de adquisición de fincas, por el
ejercicio de los derechos de tanteo y/o retracto, ya que son
muchos los intereses de los administrados que están con-
dicionados a la resolución de los mismos.

La Ley 2/1992, de 15 de junio, Forestal de Andalucía,
establece, en su artículo 29, que la Administración Forestal
podrá adquirir la propiedad o cualesquiera otros derechos de
carácter personal o real de los terrenos forestales, mediante
expropiación, compraventa, permuta, donación, herencia o
legado y mediante el ejercicio de los derechos de tanteo o
retracto o cualquier otro medio admitido en derecho.

El Decreto 208/1997, de 9 de septiembre, por el que
se aprueba el Reglamento Forestal de Andalucía, contiene,
en su Título II, una atribución genérica de competencias, y
es el artículo 27 el que atribuye a la Consejería de Medio
Ambiente ejercitar las competencias necesarias para la apli-
cación de la Ley 2/1992, de 15 de junio, el presente Regla-
mento y demás legislación en la materia.

Corresponde al Consejero de Medio Ambiente resolver
sobre la conveniencia de las adquisiciones a título oneroso
y perfeccionar el negocio jurídico correspondiente (art. 51.2
del Reglamento Forestal de Andalucía).

Dado el volumen de transmisiones onerosas de fincas,
sitas en espacios naturales protegidos de Andalucía, así como
aquéllas que están afectadas por la normativa forestal de Anda-
lucía que es obligado comunicar a la Administración Auto-
nómica, para el posible ejercicio de los derechos de tanteo
o retracto, y al objeto de agilizar su tramitación, en evitación
de daños o perjuicios a los administrados, interesados en su
resolución,

D I S P O N G O

Artículo 1. Se delega en el Viceconsejero de Medio
Ambiente la resolución de los expedientes de ejercicio de los
derechos de tanteo y/o retracto en las transmisiones onerosas
de fincas, comunicadas a los distintos Organos de esta
Consejería.

Artículo 2. Se podrá avocar, por el Organo delegante,
cuando circunstancias de índole técnica, económica, social,
jurídica o territorial lo hagan conveniente, la resolución de
cualquiera de los expedientes a los que se refiere el artículo
anterior.

Disposición Final. La presente Orden entrará en vigor el
mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Sevilla, 17 de noviembre de 1998

JOSE LUIS BLANCO ROMERO
Consejero de Medio Ambiente

RESOLUCION de 13 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se aprueba
el deslinde del tramo cuarto de la vía pecuaria deno-
minada Cañada Real de la Armada, en el término muni-
cipal de Utrera (Sevilla).

Examinado el expediente de aprobación del deslinde del
tramo 4.º de la vía pecuaria denominada «Cañada Real de
la Armada», en el término municipal de Utrera (Sevilla), ins-
truido y tramitado por la Delegación Provincial de la Consejería
de Medio Ambiente en Sevilla, se desprenden los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real de
la Armada», sita en el término municipal de Utrera (Sevilla),
fue Clasificada por Orden Ministerial de fecha 21 de octubre
de 1957.

Segundo. Por Orden de fecha 23 de enero de 1995, de
la Consejería de Medio Ambiente, se acordó el inicio del des-
linde en el tramo 4.º de dicha vía pecuaria.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron en fecha 30 de noviembre de 1995, notificándose dicha
circunstancia a todos los afectados conocidos, siendo asimis-
mo publicado el citado extremo en el Boletín Oficial de la
Provincia de Sevilla.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla
en fecha 8 de noviembre de 1996.

Quinto. A la dicha Proposición de Deslinde, en tiempo
y forma, se presentaron alegaciones de parte de los interesados
que abajo se relacionan:

- Don Miguel Afán de Ribera Ibarra, en su calidad de
Secretario General Técnico de ASAJA-Sevilla.

- Don Joaquín Bohórquez Arcenegui.
- Don Juan Cortés Fernández, en nombre y represen-

tación de «La Orellana», Sociedad Cooperativa Andaluza.
- Don José Muñiz Begines, en su propio nombre y en

representación de sus hermanos Antonio y Manuel.
- Don Antonio San Melchor Toro Aguilera.
- Don Vicente Parejo Romero.
- Don Manuel León Peña, en su calidad de Presidente

de la Sociedad Agraria de Transformación «El Cebadero».

Sexto. Los extremos alegados por los interesados ante-
dichos pueden resumirse tal como sigue:

- Reclasificación de la vía pecuaria.
- Solicitud en orden a que los terrenos pecuarios sean

declarados sobrantes, exigiendo sobre ello la desafectación
y la ocupación temporal de los mismos.
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- Prescripción posesoria de los terrenos pecuarios, recla-
mando el amparo legal que pudiera otorgarle la inscripción
registral de los terrenos pertenecientes a la citada vía pecuaria
objeto del deslinde.

- Inobservancia de procedimiento.

Séptimo. Sobre las alegaciones previas, se solicitó el pre-
ceptivo informe del Gabinete Jurídico, cuyo contenido se incor-
pora más adelante a la presente Resolución.

A la vista de tales antecedentes son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
resolución del presente deslinde en virtud a lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
202/1997, de 3 de septiembre, por el que se aprueba la
estructura orgánica básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias, el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real de
la Armada» fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 21
de octubre de 1957, siendo esta Clasificación, como rezan
el artículo 7.º de la Ley de Vías Pecuarias y el artículo 12
del Reglamento de Andalucía sobre las mismas, respectiva-
mente, «el acto administrativo de carácter declarativo en virtud
del cual se determina la existencia, anchura, trazado y demás
características físicas generales de cada vía pecuaria», debien-
do por tanto el deslinde, como acto administrativo definitorio
de los límites de cada vía pecuaria, ajustarse a lo establecido
en el acto de Clasificación. En este caso, la aprobada por
la Orden Ministerial antes citada.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde, y en función a los argumentos vertidos
en el informe del Gabinete Jurídico, cabe señalar:

A) La «Cañada Real de la Armada», como se ha mani-
festado repetidamente, fue Clasificada por Orden Ministerial
de fecha 21 de octubre de 1957. Esto es, por acto admi-
nistrativo firme, de carácter declarativo, dictado por el órgano
competente en su momento: El Ministerio de Agricultura. Y
por todo lo dicho, clasificación incuestionable, determinándose
en dicha resolución la existencia, denominación, anchura, tra-
zado y demás características. Además, conviene decir que
el expediente que nos ocupa es el del deslinde del tramo 4.º,
de la vía pecuaria y no el de su Clasificación. Este proce-
dimiento, en suma, no puede entrar a conocer de la clasi-
ficación aprobada en su día, sino que su objeto concreto estriba
en materializar físicamente la misma, es decir, deslindar; es
decir, materializar físicamente la clasificación y determinar con
precisión y justeza el límite de la vía pecuaria de acuerdo
con la Clasificación.

B) Sobre la alegación planteada referida a la venta de
terrenos sobrantes, desafectación de los mismos u ocupación
de ellos, podemos indicar que el requisito previo a toda desa-
fectación supone el cese de la condición demanial del bien;
es decir, la desaparición de la finalidad de bien demanial,
siendo que en este caso, la ausencia de tránsito ganadero
o de los usos complementarios o compatibles (situaciones que

podrían justificar lo solicitado, y a su tenor trocar el bien de
dominio público en un bien privado de la Administración sus-
ceptible de enajenación), son circunstancias que aquí no se
dan, además de no ser justificadas ni probadas por el alegante,
y, en su consecuencia, la improcedencia de cualquier desa-
fectación se antoja concluyente.

También decir que, aunque el artículo 14 de la Ley
3/1995, de Vías Pecuarias, como el artículo 46 del Reglamento
de Andalucía, consiente ocupaciones pecuarias por motivos
particulares, siempre lo serán en casos excepcionales y siempre
y cuando no se impidan los usos compatibles y el tránsito
ganadero. Requisitos en modo alguno probados por los
alegantes.

C) Cuanto a la cuestión aducida referente a la prescrip-
ción posesoria de los treinta años, así como la protección dis-
pensada por el Registro de la Propiedad, puntualizar lo que
sigue:

a) En lo referente a la adquisición de terrenos públicos
por constar éstos en escritura pública, inscrita, además, en
el Registro de la Propiedad, ha de tenerse en cuenta que
la protección del Registro no alcanza a los datos de mero
hecho de los bienes de demonio público, y al señalar que
tales terrenos limitan con una vía pecuaria, todo lo más que
se presume es que limitan con la vía pecuaria, y esto ni prejuzga
ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta. Decir que
se garantiza con esa sola mención que se le atribuya a la
vía la anchura que nos interese es absolutamente gratuito.

La fe pública registral no alcanza a las cualidades físicas
de la finca que conste inmatriculada, pues la ficción jurídica
del artículo 34 de la Ley Hipotecaria sólo cabe en cuanto
a aspectos jurídicos del derecho y la titularidad, y no sobre
datos descriptivos, como indica García García. En este sentido,
entre otras muchas, podemos mencionar las Sentencias del
Tribunal Supremo de 3 de junio de 1989 y 30 de noviembre
de 1991. De su lado, y sobre el mismo particular, la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en Resoluciones de
27 de junio de 1935 y 6 de julio de 1956, declaran que
la fe pública no comprende los datos físicos y, por tanto, la
medida superficial, porque, según la Ley Hipotecaria los asien-
tos en el Registro no garantizan que el inmueble tenga la
cabida que conste en las respectivas inscripciones, a pesar
de la importancia de este dato fáctico, que constituye la mag-
nitud del soporte de los derechos que pertenecen al titular.

b) En cuanto a si la extensión y los linderos de la finca
quedarían amparados por el principio de legitimación registral,
la doctrina y la jurisprudencia se muestran oscilantes, pero
cabe destacarse la existencia de una línea jurisprudencial que
equipara legitimación y fe pública registral, considerando que
ni una ni otra amparan este tipo de datos de hecho. Y en
esta línea podemos mencionar las Sentencias del Tribunal
Supremo de 16 de noviembre de 1960, 16 de junio de 1989,
6 de julio de 1991, 1 de octubre de 1991, 30 de septiembre
de 1992 y 16 de octubre de 1992.

c) Lo dicho debe enmarcarse en una consideración gené-
rica sobre la posibilidad abstracta del Registro en incidir en
el dominio público. En primer lugar existen argumentos del
tipo de la naturaleza de las cosas. El Registro le es indiferente
al dominio público. Como indica Roca Sastre: «a los efectos
de la inscripción en el Registro de la Propiedad, no interesan
propiamente cuantos derechos puedan recaer sobre bienes
de dominio público estatal, comunitario, provincial o municipal
que no tengan carácter patrimonial, salvo en cuanto y en la
medida que hayan sido objeto de concesión administrativa».
La razón es que todos ellos, y por ende también las vías pecua-
rias, se encuentran fuera del comercio de los hombres y, por
consiguiente, no pueden ser objeto de tráfico. Estos bienes,
según Beraud y Lezon, carecen de potencialidad jurídica para
ser puestos bajo la salvaguardia de la inscripción, porque su
adcripción a fines de carácter público los sitúa fuera del comer-
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cio de los hombres, haciéndolos inalienables e imprescrip-
tibles, llevando en su destino la propia garantía de inataca-
bilidad o inmunidad, de manera que en ellos es completamente
superflua la inscripción. De lo dicho se infiere que, incluso
en el caso de que porciones de los mismos accedieran al
Registro, tal inclusión resultaría irrelevante, pues en ningún
caso desnaturalizaría el bien ni prevalecería sobre su carácter
demanial.

En esta línea de prevalencia del dominio público se inscriben
los artículos 8 y 9 de la Ley de Costas de 28 de julio de 1988.
El artículo 8 indica que «no se admitirán más derechos que
los de uso y aprovechamiento adquiridos de acuerdo con la
presente ley, careciendo de todo valor obstativo frente al dominio
público las detentaciones privadas por prolongadas que sean
en el tiempo y aunque aparezcan amparadas por asientos del
Registro de la Propiedad». Por su parte, el artículo 9 establece
que «no podrán existir terrenos de propiedad distinta de la dema-
nial del Estado en ninguna de las pertenencias del dominio
marítimo-terrestre, ni aun en el supuesto de terrenos ganados
al mar o desecados en su ribera». Como indica Roca Sastre,
la ley prima facie considera bastante la publicidad que osten-
siblemente tienen en general las características naturales de los
bienes de dominio público terrestre.

Consagrando asimismo la prevalencia de la naturaleza
demanial de las vías pecuarias se pronuncia el artículo 8 de
la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, cuyo
párrafo 3.º, resulta rotundo al decir que «... el deslinde apro-
bado declara la posesión y la titularidad demanial a favor de
la Comunidad Autónoma dando lugar al amojonamiento y sin
que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan
prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes des-
lindados». La inteligencia del precepto nos indica que el registro
no opera frente al deslinde, no juegan los principios de legi-
timación y fe pública registral y, sobre todo, del mismo modo
que sucede con el dominio público marítimo-terrestre, el que
la usurpación haya tenido acceso al Registro como parte de
una finca registral no constituye título para la prescripción
adquisitiva, sea secundum o contra tabulas, respecto a esa
porción de terreno. Admitir lo contrario sería consagrar una
interpretación contra legem, porque en definitiva se haría pre-
valecer lo que del Registro resulta frente a la naturaleza dema-
nial del bien.

d) Referente a la prescripción que se aduce haber sido
ganada sobre porciones de vía pecuaria supuestamente ocu-
padas por el transcurso de los plazos de prescripción, ha de
indicarse que, sin duda, corresponden a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la nueva ley, pues
la interpretación jurisprudencial es que ya no puede hablarse
de dominio público relajado o de segunda categoría, y sí de
dominio público militante y equiparable al correspondiente a
cualquier otro bien.

Ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio de 1974
intentaba conciliar la voluntad de demanializar con el respeto
a los derechos adquiridos, declarando de un lado la vía como
bien no susceptible de prescripción ni de enajenación, sin
que pudiera alegarse para su aprobación el tiempo que hayan
sido ocupados, ni legitimarse las usurpaciones de que hubieran
sido objeto. Ello no obstante, su Disposición Final Primera
señala que lo dispuesto en la Ley «se entiende sin perjuicio
de los derechos legalmente adquiridos que hayan hecho irrei-
vindicables los terrenos ocupados de vías pecuarias y cuyas
situaciones se apreciarán por los tribunales de justicia».

De cualquier modo, parece evidente que, con posterio-
ridad a la entrada en vigor de la Ley de 1974, ni pueden
entenderse iniciables cómputos del plazo de prescripción, por-
que ello sería tanto como desconocer lo que el artículo 1 de
la Ley establecía ni podrían completarse períodos de pres-
cripción iniciados con anterioridad. Otra cosa sería que pudiera
acreditarse de modo fehaciente que con anterioridad a la entra-
da en vigor de la mencionada Ley se había consumado la

prescripción adquisitiva, lo que no se hace en el presente
supuesto, pues ello llevaría el problema fundamentalmente
al terreno de la prueba y exigiría un estudio pormenorizado
de cada caso concreto presentado.

D) En cuanto a la alegación en que se hace hincapié
en la inobservancia del procedimiento, indicar que carece de
fundamento, y que las mismas partes alegantes, al hacerla
incurren en afirmaciones contradictorias. En un primer
momento, solicita la nulidad a causa de haber prescindido
la Administración en las actuaciones del deslinde de proce-
dimiento legalmente establecido, para, después, concluir
diciendo que se ha producido una simultaneidad de actos
procedimentales. Por el contrario, lo que ha tenido lugar por
razones de eficacia y celeridad es la concurrencia temporal
de trámites, que en ningún caso ha provocado indefensión
a las partes. Y ello ha sido así en consideración al principio
de economía procesal, que haya fundamento en la celeridad
del proceso, evitando así una posible y costosa dilación del
mismo. Por demás, el artículo 75.1 de la Ley de Procedimiento
expone que se acordarán en un solo acto todos los trámites
que, por su naturaleza, admitan una impulsión simultánea
y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.

Considerando que el presente deslinde se ha ajustado
preceptivamente a la Clasificación aprobada por Orden Minis-
terial de 21 de octubre de 1957, se ha seguido el proce-
dimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común, con
sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias y al Decreto 155/98, de 21 de julio, que
aprueba el reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la favorable propuesta al deslinde, evacuado en
fecha 11 de junio de 1997, por la Delegación Provincial de
la Consejería de Medio Ambiente en Sevilla, así como el informe
del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, emitido en
fecha 27 de noviembre de 1997,

HE RESUELTO

Primero. Aprobar el deslinde del tramo 4.º de la vía pecua-
ria denominada «Cañada Real de la Armada», en el tramo
que va desde el lugar donde el canal se separa a la derecha
hasta donde la Cañada se introduce en el término de Los
Palacios y Villafranca, en el término municipal de Utrera (Se-
villa), a tenor de la descripción que sigue, y en función a
las coordenadas que se anexan a la presente Resolución.

Descripción: El tramo 4.º de la vía pecuaria «Cañada Real
de la Armada», que se deslinda, linda al norte con más «Ca-
ñada Real de la Armada» y «Pinto Villalba S.A.»; al Este,
con las fincas de don Antonio San Melchor Toro Aguilera,
don José Muñiz Begines, don José Iniesta Román, don Joaquín
Bohórquez Arcenegui, don Claudio Chinchilla Escánez y la
Sociedad Agraria de Transformación «El Cebadero»; al sur,
con la Sociedad Agraria de Transformación «El Cebadero»,
línea de término con Los Palacios y «Cañada Real del Prado
del Gallego», y al oeste, con la línea de término de Los Palacios.

El tramo 4.º que se delinda tiene una longitud de
3.105,30 metros lineales y una anchura de 75 metros lineales.

Segundo. Desestimar las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde de parte de los interesados relacionados
en el punto quinto de los Antecedentes de Hecho, en función
a los argumentos esgrimidos en los puntos Tercero y Cuarto
de los Fundamentos de Derecho de la presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 13 de noviembre
de 1998.- El Secretario General Técnico, Juan Jesús Jiménez
Martín.



BOJA núm. 143Página núm. 15.308 Sevilla, 17 de diciembre 1998

RESOLUCION de 16 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se aprueba
el deslinde del tramo séptimo de la vía pecuaria deno-
minada Cañada Real de Ubrique a Sevilla, en el término
municipal de Utrera (Sevilla).

Examinado el expediente de aprobación del deslinde del
tramo 7.º de la vía pecuaria denominada «Cañada Real de
Ubrique a Sevilla», en el término municipal de Utrera (Sevilla),
instruido y tramitado por la Delegación Provincial de la Con-
sejería de Medio Ambiente en Sevilla, se desprenden los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real de
Ubrique a Sevilla», sita en el término municipal de Utrera
(Sevilla), fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 21
de octubre de 1957.

Segundo. Por Orden de fecha 1 de febrero de 1995, de
la Consejería de Medio Ambiente, se acordó el inicio del des-
linde en el tramo 7.º de dicha vía pecuaria.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron en fecha 11 de julio de 1995, notificándose dicha cir-
cunstancia a todos los afectados conocidos, siendo asimismo
publicado el citado extremo en el Boletín Oficial de la Provincia
de Sevilla en fecha 6 de mayo de 1995.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla.

Quinto. A la dicha Proposición de Deslinde, en tiempo
y forma, se presentaron alegaciones de parte de los interesados
que abajo se relacionan:

- Don José Luis Díaz Sauci, en representación de
«Pinganilla, S.C.».

- Don Ricardo Serra Arias, en su calidad de Presidente
de ASAJA-Sevilla.

- Don José Alé Martín.
- Don José Antonio Gallego Ortega.
- Doña Mercedes Van Moock Chaves Guardiola, en repre-

sentación de «La Higuera Cerca, S.A.»

Sexto. Los extremos alegados por los interesados ante-
dichos pueden clasificarse y resumirse tal como sigue:

A) Los señores Díaz Sauci, Serra Arias, Alé Martín y Galle-
go Ortega alegan:

- Reclasificación de la vía pecuaria.
- Solicitud en orden a que los terrenos pecuarios sean

declarados sobrantes, exigiendo sobre ello la desafectación
y la ocupación temporal de los mismos.

- Prescripción posesoria de los terrenos pecuarios, recla-
mando el amparo legal que pudiera otorgarle la inscripción
registral de los terrenos pertenecientes a la citada vía pecuaria
objeto del deslinde.

- Inobservancia de procedimiento.

B) Las alegaciones presentadas por doña Mercedes Van
Moock Chaves Guardiola se basan en:

- Inexistencia de la vía pecuaria e invención de la misma.
- Nulidad de todas las actuaciones administrativas refe-

ridas al deslinde de la presente vía pecuaria.
- Hace aportación de una serie de documentos que a

su parecer demuestran transmisiones sucesivas de esos terre-
nos pecuarios.

Séptimo. Sobre las alegaciones previas, se solicitó el pre-
ceptivo informe del Gabinete Jurídico, cuyo contenido se incor-
pora más adelante a la presente Resolución.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
resolución del presente deslinde en virtud a lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decre-
to 202/1997, de 3 de septiembre, por el que se aprueba
la estructura orgánica básica de la Consejería de Medio
Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cañada Real de
Ubrique a Sevilla» fue clasificada por Orden Ministerial de
fecha 21 de octubre de 1957, siendo esta Clasificación, como
rezan el artículo 7.º de la Ley de Vías Pecuarias y el artícu-
lo 12 del Reglamento de Andalucía sobre las mismas, res-
pectivamente, «el acto administrativo de carácter declarativo
en virtud del cual se determina la existencia, anchura, trazado
y demás características físicas generales de cada vía pecuaria»,
debiendo por tanto el deslinde, como acto administrativo defi-
nitorio de los límites de cada vía pecuaria, ajustarse a lo esta-
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blecido en el acto de Clasificación. En este caso, la aprobada
por la Orden Ministerial antes citada.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde, y en función a los argumentos vertidos
en el informe del Gabinete Jurídico, cabe señalar:

1.º Alegaciones interpuestas por don José Luis Díaz Sauci,
don Ricardo Serra Arias, don José Alé Martín y don José Antonio
Gallego Ortega.

A) La «Cañada Real de Ubrique a Sevilla», como se ha
manifestado repetidamente, fue Clasificada por Orden Minis-
terial de fecha 21 de octubre de 1957. Esto es, por acto
administrativo firme, de carácter declarativo, dictado por el
órgano competente en su momento: El Ministerio de Agri-
cultura. Y por todo lo dicho, clasificación incuestionable, deter-
minándose en dicha resolución la existencia, denominación,
anchura, trazado y demás características. Además, conviene
decir que el expediente que nos ocupa es el del deslinde del
tramo 7.º de la vía pecuaria, y no el de su Clasificación. Este
procedimiento, en suma, no puede entrar a conocer de la
clasificación aprobada en su día, sino que su objeto concreto
estriba en materializar físicamente la misma, es decir, des-
lindar; es decir, materializar físicamente la clasificación y deter-
minar con precisión y justeza el límite de la vía pecuaria de
acuerdo con la Clasificación.

B) Sobre la alegación planteada referida a la venta de
terrenos sobrantes, desafectación de los mismos u ocupación
de ellos, podemos indicar que el requisito previo a toda desa-
fectación supone el cese de la condición demanial del bien;
es decir, la desaparición de la finalidad de bien demanial,
siendo que en este caso la ausencia de tránsito ganadero o
de los usos complementarios o compatibles (situaciones que
podrían justificar lo solicitado y, a su tenor, trocar el bien
de dominio público en un bien privado de la Administración
susceptible de enajenación) son circunstancias que aquí no
se dan, además de no ser justificadas ni probadas por los
alegantes y, en su consecuencia, la improcedencia de cualquier
desafectación se antoja concluyente.

También decir que, aunque el artículo 14 de la Ley
3/1995, de Vías Pecuarias, como el artículo 46 del Reglamento
de Andalucía, consiente ocupaciones pecuarias por motivos
particulares, siempre lo serán en casos excepciones y siempre
y cuando no se impidan los usos compatibles y el tránsito
ganadero. Requisitos en modo alguno probados por los
alegantes.

C) En cuanto a la cuestión aducida referente a la pres-
cripción posesoria de los treinta años, así como la protección
dispensada por el Registro de la Propiedad, puntualizar lo
que sigue:

a) En lo referente a la adquisición de terrenos públicos
por constar éstos en escritura pública, inscrita, además, en
el Registro de la Propiedad, ha de tenerse en cuenta que
la protección del Registro no alcanza a los datos de mero
hecho de los bienes de dominio público, y al señalar que
tales terrenos limitan con una vía pecuaria, todo lo más que
se presume es que limitan con la vía pecuaria, y esto ni prejuzga
ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta. Decir que
se garantiza con esa sola mención que se le atribuya a la
vía la anchura que nos interese es absolutamente gratuito.

La fe pública registral no alcanza a las cualidades físicas
de la finca que conste inmatriculada, pues la ficción jurídica
del artículo 34 de la Ley Hipotecaria sólo cabe en cuanto
a aspectos jurídicos del derecho y la titularidad, y no sobre
datos descriptivos, como indica García García. En este sentido,
entre otras muchas, podemos mencionar las Sentencias del
Tribunal Supremo de 3 de junio de 1989 y 30 de noviembre
de 1991. De su lado, y sobre el mismo particular, la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en Resoluciones de

27 de junio de 1935 y 6 de julio de 1956, declaran que
la fe pública no comprende los datos físicos y, por tanto, la
medida superficial, porque, según la Ley Hipotecaria, los asien-
tos en el Registro no garantizan que el inmueble tenga la
cabida que conste en las respectivas inscripciones, a pesar
de la importancia de este dato fáctico, que constituye la mag-
nitud del soporte de los derechos que pertenecen al titular.

b) En cuanto a si la extensión y los linderos de la finca
quedarían amparados por el principio de legitimación registral,
la doctrina y la jurisprudencia se muestran oscilantes, pero
cabe destacarse la existencia de una línea jurisprudencial que
equipara legitimación y fe pública registral, considerando que
ni una ni otra amparan este tipo de datos de hecho. Y en
esta línea podemos mencionar las Sentencias del Tribunal
Supremo de 16 de noviembre de 1960, 16 de junio de 1989,
6 de julio de 1991, 1 de octubre de 1991, 30 de septiembre
de 1992 y 16 de octubre de 1992.

c) Lo dicho debe enmarcarse en una consideración gené-
rica sobre la posibilidad abstracta del Registro en incidir en
el dominio público.

En primer lugar existen argumentos del tipo de la natu-
raleza de las cosas. El Registro le es indiferente al dominio
público. Como indica Roca Sastre: «a los efectos de la ins-
cripción en el Registro de la Propiedad, no interesan propia-
mente cuantos derechos puedan recaer sobre bienes de domi-
nio público estatal, comunitario, provincial o municipal que
no tengan carácter patrimonial, salvo en cuanto y en la medida
que hayan sido objeto de concesión administrativa». La razón
es que todos ellos, y por ende también las vías pecuarias,
se encuentran fuera del comercio de los hombres y, por con-
siguiente, no pueden ser objeto de tráfico. Estos bienes, según
Beraud y Lezon, carecen de potencialidad jurídica para ser
puestos bajo la salvaguardia de la inscripción, porque su ads-
cripción a fines de carácter público los sitúa fuera del comercio
de los hombres, haciéndolos inalienables e imprescriptibles,
llevando en su destino la propia garantía de inatacabilidad
o inmunidad, de manera que en ellos es completamente super-
flua la inscripción. De lo dicho se infiere que, incluso en el
caso de que porciones de los mismos accedieran al Registro,
tal inclusión resultaría irrelevante, pues en ningún caso des-
naturalizaría el bien ni prevalecería sobre su carácter demanial.

En esta línea de prevalencia del dominio público se ins-
criben los artículos 8 y 9 de la Ley de Costas, de 28 de
julio de 1988. El artículo 8 indica que «no se admitirán más
derechos que los de uso y aprovechamiento adquiridos de
acuerdo con la presente Ley, careciendo de todo valor obstativo
frente al dominio público las detentaciones privadas por pro-
longadas que sean en el tiempo y aunque aparezcan ampa-
radas por asientos del Registro de la Propiedad». Por su parte,
el artículo 9 establece que «no podrán existir terrenos de pro-
piedad distinta de la demanial del Estado en ninguna de las
pertenencias del dominio marítimo-terrestre, ni aun en el
supuesto de terrenos ganados al mar o desecados en su ribera».
Como indica Roca Sastre, la ley prima facie considera bastante
la publicidad que ostensiblemente tienen en general las carac-
terísticas naturales de los bienes de dominio público terrestre.

Consagrando, asimismo, la prevalencia de la naturaleza
demanial de las vías pecuarias se pronuncian el artículo 8
de la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, cuyo
párrafo 3.º resulta rotundo al decir que «... el deslinde aprobado
declara la posesión y la titularidad demanial a favor de la
Comunidad Autónoma, dando lugar al amojonamiento y sin
que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan
prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes des-
lindados». La inteligencia del precepto nos indica que el registro
no opera frente al deslinde, no juegan los principios de legi-
timación y fe pública registral y, sobre todo, del mismo modo
que sucede con el dominio público marítimo-terrestre, el que
la usurpación haya tenido acceso al Registro como parte de
una finca registral no constituye título para la prescripción
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adquisitiva, sea secundum o contra tabulas, respecto a esa
porción de terreno. Admitir lo contrario sería consagrar una
interpretación contra legem, porque en definitiva se haría pre-
valecer lo que del Registro resulta frente a la naturaleza dema-
nial del bien.

d) Referente a la prescripción que se aduce haber sido
ganada sobre porciones de vía pecuaria supuestamente ocu-
padas por el transcurso de los plazos de prescripción, ha de
indicarse que, sin duda, corresponden a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la nueva Ley, pues
la interpretación jurisprudencial es que ya no puede hablarse
de dominio público relajado o de segunda categoría, y sí de
dominio público militante y equiparable al correspondiente a
cualquier otro bien.

Ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio de 1974
intentaba conciliar la voluntad de demanializar con el respeto
a los derechos adquiridos, declarando de un lado la vía como
bien no susceptible de prescripción ni de enajenación, sin
que pudiera alegarse para su aprobación el tiempo que hayan
sido ocupados, ni legitimarse las usurpaciones de que hubieran
sido objeto. Ello no obstante, su Disposición Final Primera
señala que lo dispuesto en la Ley «se entiende sin perjuicio
de los derechos legalmente adquiridos que hayan hecho irrei-
vindicables los terrenos ocupados de vías pecuarias y cuyas
situaciones se apreciarán por los Tribunales de Justicia».

De cualquier modo, parece evidente que, con posterio-
ridad a la entrada en vigor de la Ley de 1974, ni pueden
entenderse iniciables cómputos del plazo de prescripción, por-
que ello sería tanto como desconocer lo que el artículo 1 de
la Ley establecía, ni podrían completarse períodos de pres-
cripción iniciados con anterioridad. Otra cosa sería que pudiera
acreditarse de modo fehaciente que con anterioridad a la entra-
da en vigor de la mencionada Ley se había consumado la
prescripción adquisitiva, lo que no se hace en el presente
supuesto, pues ello llevaría el problema fundamentalmente
al terreno de la prueba y exigiría un estudio pormenorizado
de cada caso concreto presentado.

D) En cuanto a la alegación en que se hace hincapié
en la inobservancia del procedimiento, indicar que carece de
fundamento, y que las mismas partes alegantes, al hacerla,
incurren en afirmaciones contradictorias. En un primer
momento, solicita la nulidad a causa de haber prescindido
la Administración en las actuaciones del deslinde de proce-
dimiento legalmente establecido para, después, concluir
diciendo que se ha producido una simultaneidad de actos
procedimentales. Por el contrario, lo que ha tenido lugar por
razones de eficacia y celeridad es la concurrencia temporal
de trámites, que en ningún caso ha provocado indefensión
a las partes. Y ello ha sido así en consideración al principio
de economía procesal, que haya fundamento en la celeridad
del proceso, evitando así una posible y costosa dilación del
mismo. Por demás, el artículo 75.1 de la Ley de Procedimiento
expone que se acordarán en un solo acto todos los trámites
que, por su naturaleza, admitan una impulsión simultánea
y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.

2.º En referencia a las alegaciones vertidas por doña Mer-
cedes Van Moock Chaves Guardiola, indicar:

Aparte de reiterar lo expresado en los apartados del pun-
to 1.º de este Fundamento de Derecho, es lo cierto que de
las menciones de la escritura aportada no se desprende que
se hayan transmitido las porciones de vía supuestamente ocu-
padas. Por otra parte, tampoco son determinantes las men-
ciones que contiene a cargas o gravámenes, porque de ninguna

manera puede asimilarse una vía pecuaria a carga o gravamen
alguno que necesite de su expresa mención para apreciar su
existencia.

Tampoco parece procedente, como antes se señalara,
pasar a cuestionarse con ocasión del deslinde un acto admi-
nistrativo firme y consentido como es el acto de clasificación.
Ni se puede compartir que no se haya llevado a cabo inves-
tigación suficiente del trazado de la vía. Pues, por el contrario,
y a tenor del informe técnico obrante en el expediente, el
deslinde se llevó a cabo de acuerdo con la descripción de
la vía resultante de la Orden de Clasificación, conseguida en
base a antecedentes (planos, fotogramas aéreos, etc.) reco-
pilados con la debida precisión, información facilitada por veci-
nos de la localidad conocedores sin duda de las vías pecuarias
del término, inspección detallada y toma de datos fidedignos
sobre el terreno. En definitiva, un ejercicio de discrecionalidad
técnica que llevó a la concreción exacta del trazado de la
vía. Por demás, y finalizando, procede considerar lo señalado
en la Sentencia de fecha 10 de junio de 1991 del Tribunal
Supremo, la cual indica que «... incumbe a la parte actora
probar la improcedencia o falta de adecuación del deslinde
realizado». Lo que no se hace.

Considerando que el presente deslinde se ha ajustado
preceptivamente a la Clasificación aprobada por Orden Minis-
terial de 21 de octubre de 1957, se ha seguido el proce-
dimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común, con
sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998, de 21 de julio,
que aprueba el reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la favorable propuesta al deslinde, evacuada en
fecha 11 de marzo de 1998 por la Delegación Provincial de
la Consejería de Medio Ambiente en Sevilla, así como el informe
del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, emitido en
fecha 13 de julio de 1998, esta Secretaría General Técnica

HA RESUELTO

Primero. Aprobar el deslinde del tramo 7.º de la vía pecua-
ria denominada «Cañada Real de Ubrique a Sevilla», en el
tramo que va desde la unión por la izquierda con la «Cañada
Real del Prado del Gallego» hasta la «Cañada Real de Venta
Larga y Torres Alocaz a Sevilla», a la altura del Cortijo Pin-
ganillo, en el término municipal de Utrera (Sevilla), a tenor
de la descripción que sigue, y en función a las coordenadas
que se anexan a la presente Resolución.

Descripción: El tramo 7.º de la vía pecuaria «Cañada Real
de Ubrique a Sevilla», que se deslinda, linda al Norte con
la «Cañada Real de Venta Larga y Torres Alocaz»; al Sur,
con más «Cañada Real de Ubrique a Sevilla»; al Este, con
las fincas de don José Alé Martín, don José Antonio Gallego
Ortega, don Guillermo del Hoyo Rueda, doña Cristina Guardiola
Soto, Pinganillo, S.C., y al Oeste, con Pinganillo, S.C., y la
Higuera Cerca, S.A.

El tramo 7.º que se deslinda tiene una longitud de
2.666,32 metros lineales y una anchura de 75 metros lineales.

Segundo. Desestimar las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde de parte de los interesados relacionados
en el punto quinto de los Antecedentes de Hecho, en función
a los argumentos esgrimidos en los puntos tercero y cuarto
de los Fundamentos de Derecho de la presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 16 de noviembre
de 1998.- El Secretario General Técnico, Juan Jesús Jiménez
Martín.
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ANEXO A LA RESOLUCION DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE
DE 1998, DE LA SECRETARIA GENERAL TECNICA DE LA
CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE, POR LA QUE SE APRUE-
BA EL DESLINDE DEL TRAMO SEPTIMO DE LA VIA PECUARIA
DENOMINADA «CAÑADA REAL DE UBRIQUE A SEVILLA»,

EN EL TERMINO MUNICIPAL DE UTRERA (SEVILLA)

REGISTRO DE COORDENADAS

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 6 de noviembre de 1998, de
la Delegación Provincial de Cádiz, mediante la que
se hacen públicos los Convenios suscritos al amparo
de la Orden que se cita.

Mediante la Orden de 21 de enero de 1998 (BOJA
núm. 11, de 29 de enero de 1998) se regula la cooperación
con las Diputaciones Provinciales y los Ayuntamientos de
municipios con población superior a veinte mil habitantes per-
tenecientes a la Comunidad Autónoma Andaluza, en materia
de Servicios Sociales Comunitarios.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley de Presu-
puestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1998
procede hacer pública la relación de subvenciones concedidas
en el marco de los convenios suscritos al amparo de la citada
Orden.

La citada relación figura como Anexo a la presente Reso-
lución, indicando para cada uno de las Corporaciones que
ha suscrito Convenio las aportaciones del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales (MTAS) y de la Consejería de Asuntos Socia-
les (CAS).

Ayuntamiento de Cádiz:

Aportación (MTAS): 61.812.000.
Aportación (CAS): 83.086.000.
Total: 144.898.000.

Cádiz, 6 de noviembre de 1998.- La Delegada, Prudencia
Rebollo Arroyo.

CAMARA DE CUENTAS DE ANDALUCIA

RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, por
la que se ordena la publicación del Informe de Fis-
calización de los Conciertos de Transporte Sanitario,
ejercicio 1996.

Ver esta Disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo
número

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 4 de noviembre de 1998, de
la Universidad de Córdoba, por la que se acuerda la
publicación de los Presupuestos de esta Universidad
para 1998.

Ver esta Disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo
número

4. Administración de Justicia

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION
NUM. UNO DE SANLUCAR LA MAYOR

EDICTO sobre cédula de notificación. (PP.
3897/98).

Número: 77/93 MC. Procedimiento: Artículo 131 L.H.,
de Banco Central Hispanoamericano, S.A., Procurador Sr. Fer-
nando García Paúl, contra Las Minas Golf, S.A.

En el procedimiento de referencia se ha dictado la reso-
lución del tenor literal siguiente:

A U T O

En Sanlúcar la Mayor, a 24 de marzo de mil novecientos
noventa y ocho.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Procurador don Fernando García Paúl, en
nombre y representación de Banco Central Hispanoamericano,
S.A., presentó demanda de procedimiento judicial sumario del
art. 131 de la L.H., registrado bajo el núm. 77/93, a fin
de que fuere sacada a pública subasta la finca sobre la que
había sido constituida hipoteca mediante escritura pública otor-
gada en Sevilla el día 29 de junio de 1992 ante el Notario
don José Luis Vivancos Escobar, núm. 1.581 de su protocolo,
para garantizar el préstamo concedido a Las Minas Golf, S.A.,
por importe de 19.000.000 de ptas. Adeudaba la cantidad
de 19.000.000 de ptas. de principal, más 1.615.000 ptas.
de intereses ordinarios, más 468.324 ptas. de intereses de
demora a 6 de febrero de 1993, así como el resto de intereses
y costas.
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Segundo. Admitida a trámite la demanda y verificado el
requerimiento de pago a Las Minas Golf, S.A., se libró man-
damiento al Sr. Registrador de la Propiedad de Sanlúcar la
Mayor para que expidiese la certificación a que se refiere la
regla 4.ª del art. 131 de la L.H., desprendiéndose de la misma
que la hipoteca referida a favor de la actora se encontraba
subsistente y sin cancelar, apareciendo las siguientes cargas
posteriores sobre las fincas objeto de hipoteca: 1.º Un embargo
a favor de Banco de Santander, S.A., causado en autos eje-
cutivos núm. 840/92, seguidos ante el Juzgado de 1.ª Ins-
tancia núm. 12 de Sevilla, anotado con la letra A; 2.º Una
hipoteca a favor de Cubiertas y MZOV, S.A., inscrita por las
inscripciones 3.ª de las fincas obrantes, respectivamente, al
folio 186 del libro 127 de Aznalcázar, tomo 1.719 del archivo
y a los folios 32, 35, 38 y 41 del libro 124 de Aznalcázar,
tomo 1.675 del archivo, y con el derecho de opción de compra
a favor de Cubiertas MZOV, S.A., que aparece inscrito en las
5 fincas por las inscripciones 4.ª, obrantes, respectivamente,
al folio 186 del libro 127 de Aznalcázar, tomo 1.719 del
archivo, y a los folios vueltos 32, 35, 38 y 40 del libro 124
de Aznalcázar, tomo 1.675 del archivo.

Notificada la existencia del procedimiento al acreedor pos-
terior y a Cubiertas MZOV, S.A., a los efectos de la regla 5.ª
del art. 131 de la L.H. y transcurridos 10 días desde el reque-
rimiento de pago a la deudora hipotecaria y 30 días sin que
se efectuase manifestación alguna, a instancias de la parte
actora fueron sacadas a pública subasta las fincas cuyas des-
cripciones son las siguientes: 1.ª Parcela de terreno procedente
de la finca Las Minas en el término de Aznalcázar, señalada
en el proyecto con el núm. 78; tiene una superficie de
1.050 m2; linda al Norte con la parcela 77, al Este con calle,
al Oeste con el hoyo núm. 4 del campo de golf y al Sur
con parcela núm. 79. Esta inscrita en el Registro de la Pro-
piedad de Sanlúcar la Mayor, al tomo 1.675, libro 124 de
Aznalcázar, folio 28, finca núm. 8.580. 2.ª Parcela de terreno
procedente de la finca Las Minas en el término de Aznalcázar,
señalada en el proyecto con el núm. 79; tiene una superficie
de 1.000 m2; linda al Norte con la parcela 78, al Este con
calle, al Oeste con el hoyo núm. 4 del campo de golf y al
Sur con parcela núm. 80. Está inscrita en el Registro de la
Propiedad de Sanlúcar la Mayor, al tomo 1.675, libro 124
de Aznalcázar, folio 31, finca núm. 8.581. 3.ª Parcela de
terreno procedente de la finca Las Minas en el término de
Aznalcázar, señalada en el proyecto con el núm. 80; tiene
una superficie de 1.000 m2; linda al Norte con la parcela 79,
al Este con calle, al Oeste con el hoyo núm. 4 del campo
de golf y al Sur con parcela núm. 81. Está inscrita en el
Registro de la Propiedad de Sanlúcar la Mayor, al tomo 1.675,
libro 124 de Aznalcázar, folio 34, finca núm. 8.582. 4.ª Par-
cela de terreno procedente de la finca Las Minas en el término
de Aznalcázar, señalada en el proyecto con el núm. 81; tiene
una superficie de 967 m2; linda al Norte con la parcela 80,
al Este con calle, al Oeste con el hoyo núm. 4 del campo
de golf y al Sur con parcela núm. 82. Está inscrita en el
Registro de la Propiedad de Sanlúcar la Mayor, al tomo 1.675,
libro 124 de Aznalcázar, folio 37, finca núm. 8.583. 5.ª Par-
cela de terreno procedente de la finca Las Minas en el término
de Aznalcázar, señalada en el proyecto con el núm. 82; tiene
una superficie de 900 m2; linda al Norte con la parcela 81,
al Este con calle, al Oeste con el hoyo núm. 4 del campo
de golf y al Sur con finca de su procedencia. Está inscrita

en el Registro de la Propiedad de Sanlúcar la Mayor, al
tomo 1.675, libro 124 de Aznalcázar, folio 40, finca
núm. 8.584.

Las mencionadas subastas tuvieron lugar los días 6 de
octubre, 6 de noviembre y 4 de diciembre de 1997, en la
que la parte actora ofreció la cantidad de 4.219.270 ptas.
por la finca 8.580, 4.018.351 ptas. por la finca núm. 8.581,
4.018.351 ptas. por la finca núm. 8.582, 3.885.746 ptas.
por la finca núm. 8.583 y 3.616.515 ptas. por la núm. 8.584,
y como quiera que el precio ofrecido no cubría el tipo de
la 2.ª subasta se acordó con suspensión de la aprobación
del remate, hacer saber al deudor el precio ofrecido, a fin
de que dentro del término de 9 días pudiere hacer uso de
las facultades que le confiere la regla 12.ª del art. 131 de
la L.H. Dejó transcurrir el plazo referido. La acreedora hipo-
tecaria cedió el remate a favor de Gestiones y Desarrollos Patri-
moniales, S.A.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Unico. Habiéndose observado las prescripciones legales,
es procedente conforme a lo establecido en el art. 131 de
la L.H., dictar auto aprobando el remate y la adjudicación,
así como ordenar la cancelación de la hipoteca que garantizaba
el crédito de la parte actora y de todas las anotaciones e ins-
cripciones posteriores a la inscripción de aquélla, librándose
a tales efectos el oportuno mandamiento.

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente
aplicación, S.S.ª, don Rafael de los Reyes Sainz de la Maza,
Magistrado-Juez en Comisión de Servicios en el Juzgado de
Primera Instancia núm. 1 de esta población y su partido, ante
mí, el Secretario, dijo: Que debía aprobar y aprobaba los rema-
tes de las fincas descritas en el hecho 2.º de esta resolución,
adjudicándolas a favor de Gestiones y Desarrollos Patrimo-
niales, S.A., la núm. 8.580 por el precio de 4.219.270 ptas.;
la núm. 8.581 por el precio de 4.018.351 ptas.; la
núm. 8.582 por el precio de 4.018.351 ptas.; la núm. 8.583
por el precio de 3.885.746 ptas., y la núm. 8.584 por el
precio de 3.616.515 ptas., con las obligaciones que le impone
el art. 131 de la L.H. en su regla 8.ª, ordenando la cancelación
de la hipoteca que garantizaba el crédito de aquélla y que
ha motivado el presente procedimiento, así como las inscrip-
ciones y anotaciones posteriores, incluso las que se hubieren
verificado después de expedirse la certificación a que se refiere
la regla 4.ª, a cuyos efectos y una vez firme esta resolución,
cuyo testimonio con el Vº Bº del proveyente será título bastante
para la inscripción de la finca a favor de la parte actora, se
librará mandamiento por duplicado al Sr. Registrador de la
Propiedad de Sanlúcar la Mayor, poniendo en su conocimiento
que se hicieron las notificaciones expresadas en la regla 5.ª
y que el valor de lo adjudicado es inferior al crédito de la
parte actora.

Así lo acuerda, manda y firma S.S.ª, doy fe.

Y como consecuencia del ignorado paradero de Las Minas
Golf, S.A., se extiende la presente para que sirva de cédula
de notificación.

Sanlúcar la Mayor, a veinticuatro de marzo de mil nove-
cientos noventa y ocho.- El/La Secretario.
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5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 24 de noviembre de 1998, de
la Dirección General de Ordenación del Territorio y
Urbanismo, por la que se modifican los plazos de pre-
sentación y apertura de ofertas establecidos en la de 8
de octubre de 1998, por la que se anunciaba la con-
tratación de la consultoría y asistencia que se indica.
(PD. 3928/98).

Con fecha 17 de noviembre de 1998 fue publicada en
el BOJA núm. 131 la Resolución en esta Dirección General
de 8 de octubre de 1998, por la que se anunciaba la con-
tratación por el procedimiento abierto, mediante concurso, del
expediente E-705ATES8G. Consultoría y asistencia «Redac-
ción del Plan de Ordenación del Territorio de la Aglomeración
Urbana de Granada».

Toda vez que los plazos desde la publicación hasta el
final del plazo de presentación han resultado inferiores a lo
establecido legalmente, procede modificarlos como más ade-
lante se establece.

Dado que el conocimiento de esta subsanación es nece-
saria para todos los interesados en la licitación, esta Dirección
General

R E S U E L V E

Primero. Modificar la Resolución de 8 de octubre de 1998,
publicada en BOJA núm. 131, de 17 de noviembre de 1998,
únicamente en lo relativo a los plazos de presentación y aper-
tura de proposiciones, que serán los días:

Fecha límite de presentación de ofertas: El día 7 de enero
de 1999, a las 13 horas.

Apertura de las ofertas. Fecha: El día 21 de enero de
1999, a las 11 horas.

Segundo. Todos aquellos licitadores que hubieren pre-
sentado los sobres relativos a dicha licitación en el Registro
General de esta Consejería, sito en Plaza de la Contratación,
núm. 3, de Sevilla, podrán retirar los mismos de la citada
dependencia.

Sevilla, 24 de noviembre de 1998.- La Directora General,
Josefina Cruz Villalón.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 9 de diciembre de 1998, de
la Delegación Provincial de Sevilla, por la que se hace
público mediante tramitación de urgencia el concurso
abierto que se cita. (PD. 3934/98).

Esta Delegación Provincial de Educación y Ciencia ha
resuelto anunciar la contratación de los servicios de transporte
escolar y de estudiantes siguientes:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Delegación Provincial de Educación y Cien-

cia de Sevilla.

b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de
Ordenación Educativa.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Contratación de rutas de trans-

porte escolar de los niveles educativos de Primaria, Secundaria
y Educación Especial de la Provincia de Sevilla.

b) Condicionada dicha contratación a que exista el sufi-
ciente número de alumnos.

c) La Delegación Provincial de Educación y Ciencia, en
función de las necesidades de escolarización del alumnado
y teniendo en cuenta su lugar de procedencia, podrá modificar
el itinerario de las rutas, de acuerdo con la Orden de 25 de
marzo de 1998.

d) Lugar de ejecución: Según Anexo del Pliego de Cláu-
sulas Administrativas Particulares.

e) Plazo de ejecución: Del 1.1.1999 al 30.6.1999, de
acuerdo con el calendario escolar provincial.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente, según Resolución de esta Dele-

gación Provincial de fecha 10 de noviembre de 1998.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso Público.
4. Presupuesto base de licitación. El importe total será de:

Exp. SE/40/98-99: 18.604.959 pesetas.
Exp. SE/41/98-99: 19.431.835 pesetas.
Exp. SE/42/98-99: 18.184.667 pesetas.
Exp. SE/43/98-99: 19.636.009 pesetas.
Exp. SE/44/98-99: 19.933.579 pesetas.
Exp. SE/45/98-99: 19.138.487 pesetas.
Exp. SE/46/98-99: 19.735.457 pesetas.

La relación de rutas, con indicación de centros, localidad
y precio máximo de licitación de cada una de ellas, figuran
en el Anexo del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares
y expuestas en el Tablón de Anuncios de esta Delegación
Provincial de Educación y Ciencia.

5. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Todas las empresas de transporte que estén

interesadas en participar en el concurso pueden retirar el Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares y Anexo de las rutas,
y recibir cuanta información demanden en el Negociado de
Servicios Complementarios de la Delegación Provincial de Edu-
cación y Ciencia de Sevilla.

b) Domicilio: Avda. Ronda del Tamarguillo, s/n.
c) Localidad: Sevilla.
Los interesados pueden recabar documentos e informa-

ción hasta el día de presentación de ofertas.
6. Requisitos específicos del contratista: Las empresas

que quieran contratar el servicio de transporte escolar deberán
reunir todas las condiciones que la legislación general esta-
blece, así como las específicas que se recojan en el Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones
Técnicas.

7. Presentación de las ofertas de participación.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 14,00 horas

del día decimotercero desde el siguiente de la publicación
del anuncio en el BOJA.

b) Lugar de presentación: En el Registro General de la
Delegación Provincial de Educación y Ciencia, Planta 0, Avda.
Ronda del Tamarguillo, s/n, sin perjuicio de lo dispuesto en
el art. 38.4 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.
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c) Documentación que integrará las ofertas: La que esta-
blece el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que
rige la contratación de estos servicios.

Cuando una misma empresa licite más de una ruta deberá
presentar un sobre A por cada una de ellas pudiendo presentar
un solo sobre B, identificando los números de las rutas a
las que se presente, conteniendo toda la documentación que
el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares establece
e indicando en la relación de vehículos la asignación de cada
uno a una de las rutas que licita.

d) No se contempla la admisión de variantes.
8. Apertura de proposiciones: Se realizará a las 10 horas

del tercer día hábil siguiente al de finalización del plazo de
presentación de ofertas. Si éste fuera sábado, se efectuará
el inmediatamente hábil siguiente.

9. Gastos de anuncio: Serán por cuenta de los adju-
dicatarios.

Sevilla, 9 de diciembre de 1998.- La Delegada, Nazaria
Moreno Sirodey.

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 3 de diciembre de 1998, del
Instituto Andaluz de Servicios Sociales, por la que se
convoca licitación para la contratación del expediente
que se relaciona, por tramitación urgente. (PD.
3932/98).

1. Entidad adjudicadora.
Organismo: Instituto Andaluz de Servicios Sociales.
Dependencia que tramita el expediente: Gestión Econó-

mica y Contratación.
Número de expediente: 9/98-SERV.
2. Objeto del contrato.
Descripción del objeto: Pólizas de seguro de daños mate-

riales y responsabilidad civil.
Lugar de ejecución: Sevilla.
Plazo de ejecución (meses): Un (1) año.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
Tramitación: Urgente.
Procedimiento: Abierto.
Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
Lote núm. 1. Seguro daños materiales: 17.500.000 ptas.
Lote núm. 2. Responsabilidad civil: 17.500.000 ptas.
5. Garantías: Provisional.
Lote núm. 1: 350.000 ptas.
Lote núm. 2: 350.000 ptas.
6. Obtención de documentación e información.
Entidad: Instituto Andaluz de Servicios Sociales.
Domicilio: Avda. Héroes de Toledo, 14.
Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
Teléfono: 455.40.00.
Telefax: 455.40.14.
Fecha límite de obtención de documentación e informa-

ción: Decimotercer día natural contando a partir del día siguien-
te al de la publicación en BOJA.

7. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

Fecha límite de presentación: Hasta el decimotercer día
natural contado a partir del día siguiente al de la publicación
en BOJA.

Documentación a presentar: La indicada en la cláusula 8
del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares.

Lugar de presentación:

Entidad: Instituto Andaluz de Servicios Sociales (Registro
General).

Domicilio: Avda. Héroes de Toledo, 14.
Localidad y código postal: Sevilla, 41071.

8. Apertura de las ofertas.
Entidad: Instituto Andaluz de Servicios Sociales.
Domicilio: Avda. Héroes de Toledo, 14.
Localidad: Sevilla.
Fecha: Quinto día hábil contado a partir del día siguiente

al de terminación de presentación de ofertas.
Hora: Doce (12) horas.
9. Otras informaciones: El examen de la documentación

se realizará el segundo día hábil siguiente a la fecha límite
de presentación de las proposiciones, excepto sábado. El resul-
tado se publicará en el tablón de anuncios de los Servicios
Centrales del Instituto Andaluz de Servicios Sociales, a fin de
que los afectados conozcan y subsanen, en su caso, los defec-
tos materiales observados.

10. Gastos del anuncio: Serán por cuenta de los adju-
dicatarios.

Sevilla, 3 de diciembre de 1998.- La Directora Gerente,
M.ª Dolores Curtido Mora.

RESOLUCION de 4 de diciembre de 1998, del
Instituto Andaluz de Servicios Sociales, por la que se
convoca licitación para la contratación del expediente
que se relaciona. (PD. 3933/98).

1. Entidad adjudicadora.
Organismo: Instituto Andaluz de Servicios Sociales.
Dependencia que tramita el expediente: Gestión Econó-

mica y Contratación.
Número de expediente: 9/98-C.A.
2. Objeto del contrato.
Descripción del objeto: Redacción de proyecto, dirección

de obras y seguridad y salud para la construcción del Centro
de Día en Zona de Poniente.

Lugar de ejecución: Córdoba.
Plazo de ejecución (meses): Redacción de proyecto: Tres

(3) meses. Dirección técnica y coordinación del plan de segu-
ridad y salud: El que se fije para la ejecución de las obras.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento: Abierto.
Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total: Trece

millones quinientas veintidós mil doscientas treinta y ocho
pesetas (13.522.238 ptas.).

5. Garantías. Provisional: Dispensada.
6. Obtención de documentación e información.
Entidad: Instituto Andaluz de Servicios Sociales.
Domicilio: Avda. Héroes de Toledo, 14.
Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
Teléfono: 455.40.00.
Telefax: 455.40.14.
Fecha límite de obtención de documentación e informa-

ción: Vigésimo sexto día natural contando a partir del día
siguiente al de la publicación en BOJA.

7. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

Fecha límite de presentación: Hasta el vigésimo sexto día
natural contado a partir del día siguiente al de la publicación
en BOJA.

Documentación a presentar: La indicada en la cláusula 10
del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares.

Lugar de presentación:
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Entidad: Instituto Andaluz de Servicios Sociales (Registro
General).

Domicilio: Avda. Héroes de Toledo, 14.
Localidad y código postal: Sevilla, 41071.

8. Apertura de las ofertas.
Entidad: Instituto Andaluz de Servicios Sociales.
Domicilio: Avda. Héroes de Toledo, 14.
Localidad: Sevilla.
Fecha: Décimo día hábil contado a partir del día siguiente

al de terminación de presentación de ofertas.
Hora: Doce (12) horas.
9. Otras informaciones: El examen de la documentación

se realizará el segundo día hábil siguiente a la fecha límite
de presentación de las proposiciones, excepto sábado. El resul-
tado se publicará en el tablón de anuncios de los Servicios
Centrales del Instituto Andaluz de Servicios Sociales, a fin de
que los afectados conozcan y subsanen, en su caso, los defec-
tos materiales observados.

10. Gastos del anuncio: Serán por cuenta de los adju-
dicatarios.

Sevilla, 4 de diciembre de 1998.- La Directora Gerente,
M.ª Dolores Curtido Mora.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 26 de agosto de 1998, de la
Universidad Internacional de Andalucía, por la que se
hace pública la adjudicación del contrato que se indica.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Universidad Internacional de Andalucía.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General de la Universidad.
c) Número de expediente: 1/98.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Consultoría y Asistencia por

la redacción del proyecto y dirección de las obras para la
restauración del Palacio de Jabalquinto, en Baeza.

b) División por lotes y número:
c) Lugar de ejecución: Baeza (Jaén).
d) Plazo de ejecución: 10 meses para la redacción del

proyecto. Más la dirección de obras durante el período de
ejecución de las mismas.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

45.000.000 de pesetas.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 10 de julio de 1998.
b) Adjudicatario: BN Asociados (Don Ramón Valls Navas-

cués).
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de la adjudicación: 36.900.000 pesetas.

Sevilla, 26 de agosto de 1998.- El Rector, José María
Martín Delgado.

RESOLUCION de 29 de septiembre de 1998, de
la Universidad de Málaga, en la que se ordena la publi-
cación de la adjudicación del procedimiento negociado
sin publicidad de la contratación de suministros que
se citan.

A los efectos de lo previsto en el artículo 94.2 de la LCAP
se publica que esta Universidad de Málaga, mediante Reso-

lución del Excmo. y Magfco. Sr. Rector de fecha 2 de marzo
de 1998, procedió a la adjudicación mediante procedimiento
negociado sin publicidad a la empresa Swets & Zeitlinger BV,
del contrato de suministros de bases de datos en CD ROM,
con destino a la Biblioteca de esta Universidad. (Expte. U.M.A.
NP/001/98).

Málaga, 29 de septiembre de 1998.- El Rector, Antonio
Díez de los Ríos Delgado.

ANUNCIO de la Universidad de Huelva, por el
que se hace pública la adjudicación de contrato de
obras.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 94.2 de
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, se hace
pública la adjudicación del contrato de obras que a conti-
nuación se indica:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Universidad de Huelva.
b) Dependencia que tramita el expediente: Sección de

Patrimonio y Contratación.
c) Número de expediente: O/12/98.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Obras.
b) Descripción del objeto: Rehabilitación del Pabellón 11,

2.ª Fase, en el Campus del Carmen de la Universidad de
Huelva.

c) Boletín o Diario y fecha de publicación del anuncio
de licitación: Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
núm. 112, de fecha 3 de octubre de 1998.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

157.590.968 pesetas.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 29 de octubre de 1998.
b) Contratista: Cutesa, S.A.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 149.475.033 pesetas.

Huelva, 16 de noviembre de 1998.- El Rector, Antonio
Ramírez de Verger.

AYUNTAMIENTO DE SEVILLA. GERENCIA
DE URBANISMO

RESOLUCION de 13 de noviembre de 1998, de
la Comisión Ejecutiva, acordando la convocatoria de
concurso público, procedimiento abierto, para la lici-
tación de las obras que se citan. (PP. 3735/98).

La Comisión Ejecutiva de la Gerencia de Urbanismo del
Ayuntamiento de Sevilla, en sesión celebrada el 11 de noviem-
bre de 1998, aprobó la convocatoria de concurso público,
procedimiento abierto, para la adjudicación de las obras que
se citan:

Expediente núm. 190/98. Sección de Contratación.
Objeto del contrato: Proyecto de Nueva Pavimentación

de la Barriada Su Eminencia-La Plata, 1.ª Fase.
Lugar de ejecución: Sevilla.
Plazo de ejecución: Siete meses.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento de contratación: Abierto.
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Forma de contratación: Concurso.
Tipo de licitación: 108.083.661 ptas.
Garantía provisional: 2.161.673 ptas.
Garantía definitiva: 4.323.346 ptas.
Clasificación exigida al contratista: Grupo G, Subgrupo 6,

Categoría d.
Forma de pago: Certificaciones de obra.
Variantes: No se admiten.
Durante el plazo de 8 días contados a partir del siguiente

al de inserción de este anuncio en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía se encuentran expuestos los Pliegos de
Condiciones que rigen la contratación aprobados por la Comi-
sión Ejecutiva en sesión celebrada el día 11 de noviembre
de 1998, a los efectos de posibles reclamaciones, en el Nego-
ciado de Contratación del Departamento de Administración
y Economía de la Gerencia de Urbanismo, sito en el edificio
núm. 3 del Recinto de la Cartuja, Avda. de Carlos III, s/n,
Sevilla, C.P. 41092, en horas de 9 a 13. Teléfono:
95/448.02.50. Telefax: 95/448.02.93.

Asimismo, tanto el proyecto como la restante documen-
tación técnica y económico-administrativa podrán ser exami-
nados y solicitados en las citadas oficinas todos los días labo-
rables durante el plazo de presentación de proposiciones.

Presentación de proposiciones: Las proposiciones, que
estarán redactadas en castellano, se presentarán en tres sobres
sellados y firmados, señalados con los números 1, 2 y 3,
conforme a los establecidos en el punto sexto de los Pliegos
de Cláusulas Administrativas Particulares que rigen la con-
tratación. Se entregarán en el Registro General de la Gerencia
de Urbanismo en horas de 9 a 13,30. El envío, en su caso,
de las proposiciones por correo a dicha dirección deberá rea-
lizarse de conformidad con lo dispuesto en el art. 100 del
Reglamento General de Contratación del Estado.

Agrupación de empresas: Para el caso de resultar adju-
dicataria una agrupación de empresas, ésta deberá constituirse
en escritura pública.

Mantenimiento obligatorio de la oferta: Tres meses
siguientes a la apertura de proposiciones.

Plazo de presentación de las proposiciones: Veintiséis días
naturales contados a partir del siguiente al de publicación del
presente anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Apertura de proposiciones: Tendrá lugar en acto público
que se celebrará a las 10,00 horas del quinto día siguiente
hábil al de terminación del plazo de presentación de propo-
siciones, salvo que fuese sábado.

Gastos exigibles al contratista: Los señalados en los Plie-
gos de Cláusulas Administrativas Particulares.

Procedimiento de licitación: Se regirá por lo dispuesto
en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares que
rigen el concurso, aprobados por acuerdo de la Comisión Eje-
cutiva, en sesión celebrada el día 11 de noviembre de 1998.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Sevilla, 13 de noviembre de 1998.- El Secretario, P.D.,
Rafael Rodríguez-Varo Valverde.

RESOLUCION de 18 de noviembre de 1998, de
la Comisión Ejecutiva, convocando concurso público
para la licitación de las obras que se citan. (PP.
3798/98).

La Comisión Ejecutiva de la Gerencia de Urbanismo del
Ayuntamiento de Sevilla, en sesión celebrada el 18 de noviem-
bre de 1998, aprobó la convocatoria de concurso público para
la adjudicación de las obras que se citan:

Expediente núm.: 193/98. Sección de Contratación.
Objeto del contrato: Proyecto de Repavimentación de

calles Joaquín Costa, Juan Pérez, Marco Sánchez, Santa Rufi-
na y conexiones con la Alameda.

Lugar de ejecución: Sevilla.
Plazo de ejecución: Cinco meses.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento de contratación: Abierto.
Forma de contratación: Concurso.
Tipo de licitación: 94.363.364 ptas.
Garantía provisional: 1.887.267 ptas.
Garantía definitiva: 3.774.535 ptas.
Clasificación exigida al contratista: Grupo G, Subgrupo 6,

Categoría e.
Forma de pago: Certificaciones de obra.
Variantes: No se admiten.
Durante el plazo de ocho días contados a partir del siguien-

te al de inserción de este anuncio en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía se encuentran expuestos los Pliegos
de Condiciones que rigen la contratación, aprobados por la
Comisión Ejecutiva en sesión celebrada el 18 de noviembre
de 1998, a los efectos de posibles reclamaciones, en el Nego-
ciado de Contratación del Departamento de Administración
y Economía de la Gerencia de Urbanismo, sito en el edificio
núm. 3 del Recinto de la Cartuja, Avda. de Carlos III, s/n,
Sevilla, CP 41092, en horas de 9 a 13. Teléfo-
no: 95/448.02.50. Telefax: 95/448.02.93.

Asimismo, tanto el proyecto como la restante documen-
tación técnica y económico-administrativa podrán ser exami-
nados y solicitados en las citadas oficinas todos los días labo-
rables durante el plazo de presentación de proposiciones.

Presentación de proposiciones: Las proposiciones, que
estarán redactadas en castellano, se presentarán en tres sobres
sellados y firmados, señalados con los números 1, 2 y 3,
conforme a lo establecido en el punto sexto de los Pliegos
de Cláusulas Administrativas Particulares que rigen la con-
tratación. Se entregarán en el Registro General de la Gerencia
de Urbanismo en horas de 9 a 13,30. El envío, en su caso,
de las proposiciones por correo a dicha dirección deberá rea-
lizarse de conformidad con lo dispuesto en el art. 100 del
Reglamento General de Contratación del Estado.

Agrupación de empresas: Para el caso de resultar adju-
dicataria una agrupación de empresas, ésta deberá constituirse
en escritura pública.

Mantenimiento obligatorio de la oferta: Tres meses
siguientes a la apertura de proposiciones.

Plazo de presentación de las proposiciones: Veintiséis días
naturales a contar desde el siguiente al de publicación del
presente anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Apertura de las proposiciones: Tendrá lugar en acto públi-
co que se celebrará a las 10,00 horas del quinto día siguiente
hábil al de terminación del plazo de presentación de propo-
siciones, salvo que fuese sábado.

Gastos exigibles al contratista: Los señalados en los Plie-
gos de Cláusulas Administrativas Particulares.

Procedimiento de licitación: Se regirá por lo dispuesto
en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares que
rigen el concurso, aprobados por acuerdo de la Comisión Eje-
cutiva en sesión celebrada el día 18 de noviembre de 1998.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Sevilla, 18 de noviembre de 1998.- El Secretario, P.D.,
Rafael Rodríguez-Varo Valverde.

RESOLUCION de 18 de noviembre de 1998, de
la Comisión Ejecutiva, convocando concurso público
para la licitación de las obras que se citan. (PP.
3799/98).

La Comisión Ejecutiva de la Gerencia de Urbanismo del
Ayuntamiento de Sevilla, en sesión celebrada el 18 de noviem-
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bre de 1998, aprobó la convocatoria de concurso público para
la adjudicación de las obras que se citan:

Expediente núm.: 213/98. Sección de Contratación.
Objeto del contrato: Proyecto de Consolidación, Repara-

ción de Ejecución de Revestimiento de fachadas de la antigua
iglesia del Convento de Nuestra Señora del Valle.

Lugar de ejecución: Sevilla.
Plazo de ejecución: Seis meses.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento de contratación: Abierto.
Forma de contratación: Concurso.
Tipo de licitación: 25.122.797 ptas.
Garantía provisional: 502.456 ptas.
Garantía definitiva: 1.004.912 ptas.
Clasificación exigida al contratista: Grupo K, Subgrupo 7,

Categoría c.
Forma de pago: Certificaciones de obra.
Variantes: No se admiten.
Durante el plazo de ocho días contados a partir del siguien-

te al de inserción de este anuncio en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía se encuentran expuestos los Pliegos
de Condiciones que rigen la contratación, aprobados por la
Comisión Ejecutiva en sesión celebrada el 18 de noviembre
de 1998, a los efectos de posibles reclamaciones, en el Nego-
ciado de Contratación del Departamento de Administración
y Economía de la Gerencia de Urbanismo, sito en el edificio
núm. 3 del Recinto de la Cartuja, Avda. de Carlos III, s/n,
Sevilla, CP 41092, en horas de 9 a 13. Teléfo-
no: 95/448.02.50. Telefax: 95/448.02.93.

Asimismo, tanto el proyecto como la restante documen-
tación técnica y económico-administrativa podrán ser exami-
nados y solicitados en las citadas oficinas todos los días labo-
rables durante el plazo de presentación de proposiciones.

Presentación de proposiciones: Las proposiciones, que
estarán redactadas en castellano, se presentarán en tres sobres
sellados y firmados, señalados con los números 1, 2 y 3,
conforme a lo establecido en el punto sexto de los Pliegos
de Cláusulas Administrativas Particulares que rigen la con-
tratación. Se entregarán en el Registro General de la Gerencia
de Urbanismo en horas de 9 a 13,30. El envío, en su caso,
de las proposiciones por correo a dicha dirección deberá rea-
lizarse de conformidad con lo dispuesto en el art. 100 del
Reglamento General de Contratación del Estado.

Agrupación de empresas: Para el caso de resultar adju-
dicataria una agrupación de empresas, ésta deberá constituirse
en escritura pública.

Mantenimiento obligatorio de la oferta: Tres meses
siguientes a la apertura de proposiciones.

Plazo de presentación de las proposiciones: Veintiséis días
naturales a contar desde el siguiente al de publicación del
presente anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Apertura de las proposiciones: Tendrá lugar en acto públi-
co que se celebrará a las 10,00 horas del quinto día siguiente
hábil al de terminación del plazo de presentación de propo-
siciones, salvo que fuese sábado.

Gastos exigibles al contratista: Los señalados en los Plie-
gos de Cláusulas Administrativas Particulares.

Procedimiento de licitación: Se regirá por lo dispuesto
en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares que
rigen el concurso, aprobados por acuerdo de la Comisión Eje-
cutiva en sesión celebrada el día 18 de noviembre de 1998.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Sevilla, 18 de noviembre de 1998.- El Secretario, P.D.,
Rafael Rodríguez-Varo Valverde.

RESOLUCION de 4 de diciembre de 1998, con-
vocando concurso público procedimiento abierto para
la licitación del servicio que se cita. (PP. 3935/98).

El Sr. Gerente de la Gerencia de Urbanismo del Ayun-
tamiento de Sevilla, mediante Resolución de 4 de diciembre
de 1998, aprobó la convocatoria de concurso público para
la adjudicación del servicio que se cita:

Expediente núm.: 212/98. Sección de Contratación.
Objeto del contrato: Servicio de Reposición, Cierre y Aper-

tura del Parque de San Jerónimo.
Lugar de ejecución: Sevilla.
Plazo de ejecución: Desde la firma del contrato hasta

marzo de 1999.
Tramitación: Urgente.
Procedimiento de contratación: Abierto.
Forma de contratación: Concurso.
Tipo de licitación: 4.674.653 ptas.
Garantía provisional: 93.493 ptas.
Garantía definitiva: 186.986 ptas.
Clasificación exigida al contratista: No se exige.
Forma de pago: Facturaciones mensuales.
Variantes: No se admiten.
Durante el plazo de 4 días contados a partir del siguiente

al de inserción de este anuncio en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía se encuentran expuestos los Pliegos de
Condiciones que rigen la contratación, aprobados por Reso-
lución del Sr. Gerente de fecha 4 de diciembre de 1998,
a los efectos de posibles reclamaciones, en el Negociado de
Contratación del Departamento de Administración y Economía
de la Gerencia de Urbanismo, sito en el edificio núm. 3 del
Recinto de la Cartuja, Avda. de Carlos III, s/n, Sevilla, CP
41092, en horas de 9 a 13. Teléfono: 95/448.02.50. Telefax:
95/448.02.93.

Asimismo, la restante documentación técnica y econó-
mico-administrativa podrá ser examinada y solicitada en las
citadas oficinas todos los días laborables durante el plazo de
presentación de proposiciones.

Presentación de proposiciones: Las proposiciones, que
estarán redactadas en castellano, se presentarán en tres sobres
sellados y firmados, señalados con los números 1, 2 y 3,
conforme a lo establecido en el punto sexto de los Pliegos
de Cláusulas Administrativas Particulares que rigen la con-
tratación. Se entregarán en el Registro General de la Gerencia
de Urbanismo en horas de 9 a 13,30. El envío, en su caso,
de las proposiciones por correo a dicha dirección deberá rea-
lizarse de conformidad con lo dispuesto en el art. 100 del
Reglamento General de Contratación del Estado.

Agrupación de empresas: Para el caso de resultar adju-
dicataria una agrupación de empresas, ésta deberá constituirse
en escritura pública.

Mantenimiento obligatorio de la oferta: Tres meses
siguientes a la apertura de proposiciones.

Plazo de presentación de las proposiciones: Trece días
naturales a contar desde el siguiente al de publicación del
presente anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Apertura de las proposiciones: Tendrá lugar en acto públi-
co, que se celebrará a las 10,00 horas del día siguiente hábil
al de terminación del plazo de presentación de proposiciones,
salvo que fuese sábado.

Gastos exigibles al contratista: Los señalados en los Plie-
gos de Cláusulas Administrativas Particulares.

Procedimiento de licitación: Se regirá por lo dispuesto
en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares que
rigen el concurso, aprobados por Resolución del Sr. Gerente
de fecha 4 de diciembre de 1998.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Sevilla, 4 de diciembre de 1998.- El Secretario, P.D.,
Rafael Rodríguez-Varo Valverde.
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5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por don Manuel Sánchez Tras-
sierra, en representación de la entidad Massantra, SL,
contra la Resolución de 16 de junio de 1997, de la
Delegación del Gobierno de Córdoba, recaída en el
expediente sancionador núm. 184/97-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Manuel Sánchez Trassierra, contra la Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Córdoba, por la presente se procede a hacer
pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintiocho de septiembre de
mil novecientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 16 de junio de 1997, el Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba
dictó Resolución por la que se imponía a Massantra, S.L.,
una multa de 25.000 ptas., por considerarle responsable de
una falta leve por infracción al art. 40.b) del Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado por Decre-
to 491/96, de 19 de noviembre, siendo dicha infracción tipi-
ficada en los arts. 30.2 de la Ley 2/1986, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía
y 54.1 del Reglamento citado con anterioridad.

Segundo. Notificada la Resolución, con fecha 17 de julio
de 1997, se presentó escrito de interposición de recurso ordi-
nario suscrito por don Manuel Sánchez Trassierra en el que
básicamente alega:

- Que a la fecha del acta practicada el documento que
debía estar incorporado a la máquina era el correspondiente
al 2T de 1997, el cual fue debidamente solicitado el 21.4.97,
sin que haya sido facilitado hasta la fecha.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y de la Administración
de la Comunidad Autónoma de Andalucía se considera a la
Excma. Sra. Consejera de Gobernación y Justicia competente
para la resolución del presente recurso ordinario.

I I

Según establece el artículo 107 de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las resoluciones que no pongan fin a la vía administrativa
y los actos de trámite que determinen la imposibilidad de
continuar un procedimiento o produzca indefensión podrá
interponerse por los interesados el recurso ordinario.

Por su parte, el Reglamento de Máquinas Recreativas
y de Azar, aprobado por el Decreto 491/1996, de 19
de noviembre, establece textualmente en su art. 65.2, lo
siguiente:

“Las resoluciones dictadas por los Delegados de Gober-
nación en los expedientes sancionadores por infracciones leves
agotan la vía administrativa.

Contra las resoluciones no incluidas en el párrafo anterior
podrán interponerse los recursos establecidos en la legislación
vigente”.

A la vista de las normas citadas, se constata que la reso-
lución contra la que el interesado pretende interponer recurso
ordinario ha agotado la vía administrativa y no cabe deducir
contra ella el pretendido recurso en vía administrativa, sino
que lo procedente es recurrir en vía jurisdiccional. Motivo por
el que no cabe más que declarar inadmisible la pretendida
interposición del recurso ordinario, en virtud de lo dispuesto
en el art. 113.1 de la Ley 30/92.

En consecuencia, vistos los preceptos citados, concor-
dantes y demás de general y especial aplicación, resuelvo
no admitir el recurso ordinario, confirmando la Resolución
recurrida.

Contra la presente Resolución -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones-,
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo, de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, por
suplencia (Orden de 17.6.98), Fdo.: Presentación Fernández
Morales».

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por doña María Luisa Soriano
Ponce contra la Resolución de 2 de enero de 1997,
de la Delegación del Gobierno de Cádiz, recaída en
el expediente sancionador núm. 196/96-E.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
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a la recurrente doña María Luisa Soriano Ponce contra la Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Cádiz, por la presente se procede a hacer pública
la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a quince de mayo de mil nove-
cientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la
Junta de Andalucía en Cádiz se dictó, con fecha 2 de enero
de 1997, Resolución en el expediente arriba referenciado.

Segundo. Notificada la misma con fecha 30 de enero
de 1997, se interpuso por la interesada recurso ordinario con
fecha 7 de marzo de 1997.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

De acuerdo con lo previsto en el art. 114.2 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, el plazo para la inter-
posición del recurso ordinario será de un mes a partir, según
su art. 48.4, del día en que tenga lugar la notificación.

I I

A la vista de la fecha de la notificación de la Resolución
(30 de enero de 1997) y de presentación del recurso ordinario
(7 de marzo de 1997), éste fue interpuesto fuera del plazo
legalmente establecido, por lo que deviene firme la Resolución
recurrida.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general aplicación, resuelvo no admitir a trámite el recurso
ordinario interpuesto.

Contra la presente Resolución -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones-,
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo, de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, P.D.
(Orden 29.7.85), Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por don José Ramón Carrascosa
González contra la Resolución de 13 de mayo de 1997,
de la Delegación del Gobierno de Sevilla, recaída en
el expediente sancionador núm. SE/21/97-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don José Ramón Carrascosa González contra
la Resolución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta
de Andalucía en Sevilla, por la presente se procede a hacer
pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a seis de octubre de mil nove-
cientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha de 27 de enero de 1997 fue formulada
denuncia por la Unidad de Policía contra don José Ramón
Carrascosa González, respecto al establecimiento denominado
“Bar Jamón 2”, sito en C/ Lope de Vega, 11, de Sevilla, por
permitir o consentir la instalación y explotación de la máquina
tipo B-1, modelo Cirsa Mini Money, serie 93-20326, care-
ciendo de guía de circulación, matrícula y boletín de insta-
lación, no estando explotada por empresa operadora.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el día 13 de mayo de 1997 se dicta Resolución
por la que se imponía una sanción consistente en multa de
100.001 ptas. por la comisión de una infracción administrativa
a lo dispuesto en los artículos 4.1.c), 19 y 25.4 de la
Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, así como de lo estipulado en
los artículos 10, 21, 22, 23, 24, 26 y 43 del Reglamento
de Máquinas Recreativas y de Azar, tipificada como falta de
carácter grave en el artículo 29.1 de la citada Ley y artícu-
lo 53.2 del Reglamento.

Tercero. Notificada la Resolución, el interesado interpone
recurso ordinario, que basa resumidamente en las siguientes
argumentaciones:

- Que la titularidad de la mencionada máquina corres-
ponde a don Antonio Expósito González, por lo que debe ser
anulada la sanción.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, se considera competente a la
Excma. Sra. Consejera de Gobernación y Justicia para la reso-
lución del presente recurso ordinario.
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La Orden de 29 de julio de 1985 de delegación de com-
petencias en materia de resolución de recursos administrativos
le atribuye esta competencia al Ilmo. Sr. Viceconsejero de
Gobernación y Justicia.

I I

No es de recibo la alegación efectuada por el recurrente,
relativa a la titularidad de la máquina, ya que la infracción
cometida es la de “permitir o consentir” la instalación y explo-
tación de la máquina recreativa en el establecimiento del que
es titular, imputándose a don José Ramón Carrascosa su res-
ponsabilidad como titular del negocio.

El Tribunal Superior de Justicia de La Rioja en su sentencia
de 12 de diciembre de 1996, que estudiaba un supuesto
similar al presente si bien sancionado con la legislación estatal
similar a la andaluza, concluía: “si la Administración sancio-
nadora entendió que el expedientado consintió o permitió la
instalación de la máquina clandestina en su establecimiento,
poniéndola en funcionamiento, valoró su conducta como reve-
ladora del conocimiento que pretende negarse y en cuya des-
virtuación ninguna prueba se ha hecho ni siquiera propuesto”.

A la vista de las alegaciones expuestas y al haberse reco-
nocido los hechos que se encuentran debidamente tipificados,
no puede por más que procederse a la desestimación de los
mismos, dado que en ellos no se desvirtúan las argumen-
taciones tanto fácticas como jurídicas en que se sustenta la
resolución recurrida.

Vistos la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, y demás normas de especial
y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso ordinario
interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones-,
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo, de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, por
suplencia (Orden de 17.6.98), Fdo.: Presentación Fernández
Morales».

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
su Acuerdo de 24 de septiembre de 1998, en virtud
del que se procede al archivo del recurso ordinario
interpuesto por don Antonio Morilla Alcalde en repre-
sentación de Ajalfe, SL, contra la Resolución que se
cita, recaída en el expediente AL-29/96-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Antonio Morilla Alcalde contra la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en Almería, por la
presente se procede a hacer pública la misma, al no haberse

podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veinticuatro de septiembre
de mil novecientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el Ilmo. Sr. Delegado dictó, con fecha 22 de julio
de 1996, Resolución por la que se sancionaba a Ajalfe, S.L.,
con multa de treinta mil pesetas (30.000 ptas.), por infracción
tipificada como leve en el art. 47.1 del Reglamento de Máqui-
nas Recreativas y de Azar, al no tener incorporados a la máqui-
na los documentos establecidos en el art. 35 de dicho
Reglamento.

Segundo. El artículo 32.3 de la Ley 30/92, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, dispone: “Para
formular solicitudes, entablar recursos, desistir de acciones
y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá
acreditarse por cualquier medio válido en derecho que deje
constancia fidedigna, o mediante declaración en comparecen-
cia personal del interesado. Para los actos y gestiones de mero
trámite se presumirá aquella representación”.

El apartado 4 del artículo anteriormente señalado indica:
“La falta o insuficiente acreditación de la representación no
impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate,
siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro
del plazo de diez días que deberá conceder al efecto el órgano
administrativo, o de un plazo superior cuando las circuns-
tancias del caso así lo requieran”.

Al comprobarse que al escrito de interposición del recurso
ordinario no se acompañaba la acreditación de la represen-
tación, se le requirió, mediante escritos con acuse de recibo
de fechas 9 y 17 de marzo de 1998, para que subsanase
dicha falta.

Tercero. Transcurrido el plazo de 10 días establecido en
el art. 71.1 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común sin que haya aportado la citada docu-
mentación, se le tiene por desistido de su petición.

Vistos los preceptos citados y demás de general y especial
aplicación, acuerdo archivar el recurso ordinario interpuesto.

Contra el presente acuerdo, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer ante el Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía recurso contencioso-administrativo en el plazo
de dos meses a contar desde el día siguiente al de su noti-
ficación, de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de
27 de diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo, de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común».

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.
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RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera, resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por don Joaquín Herrera García
contra la Resolución de 28 de mayo de 1997 de la
Delegación del Gobierno de Cádiz, recaída en el expe-
diente sancionador núm. 55/97-E.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Joaquín Herrera García, contra la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Cádiz, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndose
a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva,
4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación
de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veinticinco de septiembre de
mil novecientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. 55/97/E tra-
mitado en instancia se fundamenta en la denuncia formulada
por agentes de la autoridad, incluidos en el ámbito de apli-
cación de la Ley Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad; por comprobación de los agentes de que en el
establecimiento público reseñado en el citado procedimiento,
se produjo el incumplimiento del horario permitido a dichos
establecimientos, por el exceso de la hora de cierre con respecto
a aquella en que el mismo debería encontrarse cerrado al
público y sin clientes en su interior.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía correspondiente, se dictó Resolución por la que se impo-
nía una sanción consistente en multa, como resultado de la
constatación de la comisión de una infracción a lo dispuesto
en el art. 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987, por la
que se determina el horario de cierre de los espectáculos y
establecimientos públicos, en relación con el art. 26.e) de
la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre Protección de
la Seguridad Ciudadana.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
ordinario, cuyas argumentaciones se dan por reproducidas,
al constar en el correspondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, es competente para la resolución del presente
recurso la Excma. Sra. Consejera de Gobernación y Justicia.

I I

Sobre la veracidad de los hechos constatados en la denun-
cia, ha sido y es constante jurisprudencia del Tribunal Supremo

la de atribuir a los informes policiales, en principio, veracidad
y fuerza probatoria, al responder a una realidad de hecho
apreciada directamente por los Agentes, todo ello salvo prueba
en contrario, y en tal sentido la sentencia de la Sala III de
dicho Alto Tribunal de 5 de marzo de 1979, al razonar la
adopción de tal criterio, afirma que, “si la denuncia es for-
mulada por un Agente de la Autoridad especialmente encar-
gado del servicio, la presunción de legalidad y veracidad que
acompaña a todo el obrar de los órganos administrativos, inclu-
so de sus Agentes, es un principio que debe acatarse y defen-
derse tanto en la vía administrativa como en la contencio-
so-administrativa, ya que constituye garantía de una acción
administrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Supremo en su sentencia de
24 de abril de 1997 (RJ 1997/3614) mantiene que el derecho
a la presunción de inocencia, reconocido a todo acusado en
el artículo 24.2 de la Constitución, constituye uno de los dere-
chos fundamentales de la persona que vincula a todos los
poderes públicos, es de aplicación inmediata y constituye uno
de los principios básicos de nuestro ordenamiento jurídico.
Dicho principio desenvuelve su eficacia cuando existe una
falta absoluta de pruebas o cuando las practicadas no reúnen
las garantías debidas. Junto a la exigencia de una válida acti-
vidad probatoria, constituye otra premisa fundamental de este
principio que la carga probatoria pesa sobre la acusación,
así como la valoración de la prueba es competencia propia
y exclusiva del órgano judicial. Debe decirse, por último, que
la prueba desvirtuadora de la presunción de inocencia -en
cuanto presunción “iuris tantum”- tiene por objeto, obviamen-
te, hechos, en un doble aspecto: De un lado, la existencia
del hecho punible y, de otro, la participación del acusado
en el mismo. Como se desprende de cuanto queda dicho,
la presunción de inocencia queda destruida por la prueba apre-
ciada libremente por el juzgador (v. SSTC 31/1989, de 28
julio, 36/1983, de 11 mayo y 92/1987, de 3 junio, entre
otras).

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del Tribunal
Constitucional de 28 de julio de 1981, “la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal de
Instancia, lo que supone que los distintos elementos de prueba
puedan ser libremente ponderados por el mismo a quien corres-
ponde valorar su significación y trascendencia para funda-
mentar el fallo”, y si bien este precepto se refiere a la actuación
de los Tribunales de Justicia, hay que tener presente que tam-
bién el Tribunal Constitucional en su sentencia de 8 de julio
de 1981 ha declarado, en base a lo establecido en el artícu-
lo 25 de la Constitución que los principios inspiradores del
ordenamiento penal son aplicables, con ciertos matices, al
derecho administrativo sancionador, dado que ambos son
manifestaciones jurídicas del ordenamiento punitivo del Esta-
do, según era ya doctrina reiterada y constante del Tribunal
Supremo.

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que,
en el caso que nos ocupa, los hechos imputados deben ser
tenidos por ciertos al haber sido objeto de comprobación por
inspección directa de los Agentes que formularon la denuncia
y no deducir el interesado en las actuaciones hasta ahora
practicadas, prueba alguna que desvirtúe la imputación de
la infracción cometida, ya que nada desvirtúa una simple nega-
ción de los hechos denunciados.

I I I

Es obvio que en el texto de una denuncia no se incorporan
los datos de una determinada persona por azar o por con-
veniencia de quien la formula, sino porque constan en la rea-
lidad que se aprecia en el momento de practicarla, en los
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archivos municipales, o en la documentación que exista en
el establecimiento precisamente para la comprobación en las
inspecciones que se produzcan. Y si esos datos no son correc-
tos o actuales, debe el imputado hacer valer el error o la modi-
ficación de un modo que deje constancia de ello, pero no
cabe asumirlo mediante una posible y genérica negación de
la titularidad, sin más, porque mientras esos datos consten
como reales en los archivos administrativos, la propia Admi-
nistración no puede más que tenerlos por válidos.

I V

Con respecto a la responsabilidad del imputado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa y así se expresa la sentencia del
Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”. En igual sentido se expre-
sa la sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

V

Con respecto a la posible prueba a practicar y la apre-
ciación de los hechos determinantes de la sanción que se
ha impuesto en instancia, como tiene declarado el Tribunal
Supremo, en aplicación de la doctrina penal al derecho admi-
nistrativo sancionador, en su sentencia de 13 de julio de 1992:

“Pero el derecho a las pruebas no es, en ningún caso,
un derecho a llevar a cabo una actividad probatoria ilimitada
y las pruebas que las partes tienen derecho a practicar son
las que guardan relación con el objeto del litigio (Sentencia
del Tribunal Constitucional 89/1986, de 1 julio), siempre que
sean necesarias y pertinentes. La ilimitación de la actividad
probatoria podría paralizar el proceso.

El difícil equilibrio en este orden de cosas ha de obtenerse
de la conjunción de elementos de distinta consideración: Qué
es lo que se pide, es decir, qué se quiere probar, verosimilitud
de esa prueba, relación con el objeto del proceso, pruebas
ya practicadas, características de las mismas, etc.

La pertinencia de las pruebas es algo distinto a su rele-
vancia que consiste en un juicio de necesidad o grado de
utilidad. Una prueba es impertinente cuando por su contenido
se pone de relieve la inoperatividad de la misma. La ino-
peratividad es, a su vez, un concepto relativo, puede nacer
de estar el hecho absolutamente acreditado, de haber perdido
la prueba su vigencia.

El Tribunal ‘a quo’ no tiene por qué admitir todas las
pruebas que se le proponen. Ello conduciría, a veces, a la
no celebración del juicio oral. Que el juicio se celebre y que
se dicte la sentencia procedente no es algo que esté a dis-
posición de la defensa, ni de la acusación, hay un interés
trascendente, relevante por el que el Tribunal debe velar. El

derecho a un juicio sin dilaciones indebidas es un derecho
del que son titulares el acusado, el acusador y la propia socie-
dad, a la que no es indiferente que los procesos penales se
eternicen. La sociedad y el Estado tienen también derecho
a la efectiva y regular realización en el tiempo del ‘ius puniendi’.
Se trata también de un Derecho Fundamental que ha de entrar
en la decisión judicial como factor de ponderación y de
equilibrio”.

V I

Finalmente, poner de manifiesto que tal y como se le
expuso en el acuerdo de iniciación de fecha 21 de febrero
de 1997, el procedimiento sancionador, objeto de la presente
litis, se ha tramitado por el procedimiento simplificado esta-
blecido en el Capítulo V del Reglamento del procedimiento
para el ejercicio de la potestad sancionadora, aprobado por
el Real Decreto 1398/1993, cuyo artículo 24 y demás con-
cordantes no exigen la notificación de la propuesta de reso-
lución a los interesados.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento general de policía de espectáculos públicos y
actividades recreativas; la Orden de 14 de mayo de 1987
por la que se determinan los horarios de cierre de espectáculos
y establecimientos públicos, así como las demás normas de
especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones-,
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, por
suplencia (Orden de 17.6.98), Fdo.: Presentación Fernández
Morales».

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por don Angel Pérez Rubio contra
la Resolución de 7 de abril de 1997, de la Delegación
del Gobierno de Almería, recaída en el expediente san-
cionador núm. AL-69/97-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Angel Pérez Rubio, contra la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Almería, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva,
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4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación
de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veinticinco de septiembre de
mil novecientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
AL-69/97-EP tramitado en instancia se fundamenta en la
denuncia formulada por agentes de la autoridad, incluidos
en el ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 2/1986, de
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; por comprobación de los
agentes de que en el establecimiento público reseñado en
el citado procedimiento, se produjo el incumplimiento del hora-
rio permitido a dichos establecimientos, por el exceso de la
hora de cierre con respecto a aquella en que el mismo debería
encontrarse cerrado al público y sin clientes en su interior.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía correspondiente, se dictó Resolución por la que se impo-
nía una sanción consistente en multa, como resultado de la
constatación de la comisión de una infracción a lo dispuesto
en el art. 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987, por la
que se determina el horario de cierre de los espectáculos y
establecimientos públicos, en relación con el art. 26.e) de
la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección de
la seguridad ciudadana.

Tercero. Notificada oportunamente la Resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
ordinario, cuyas argumentaciones se dan por reproducidas,
al constar en el correspondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, es competente para la resolución del presente
recurso la Excma. Sra. Consejera de Gobernación y Justicia.

I I

Sobre la veracidad de los hechos constatados en la denun-
cia, ha sido y es constante jurisprudencia del Tribunal Supremo
la de atribuir a los informes policiales, en principio, veracidad
y fuerza probatoria, al responder a una realidad de hecho
apreciada directamente por los Agentes, todo ello salvo prueba
en contrario, y en tal sentido la sentencia de la Sala III de
dicho Alto Tribunal de 5 de marzo de 1979, al razonar la
adopción de tal criterio, afirma que, “si la denuncia es for-
mulada por un Agente de la Autoridad especialmente encar-
gado del servicio, la presunción de legalidad y veracidad que
acompaña a todo el obrar de los órganos administrativos, inclu-
so de sus Agentes, es un principio que debe acatarse y defen-
derse tanto en la vía administrativa como en la contencio-
so-administrativa, ya que constituye garantía de una acción
administrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Supremo en su sentencia de
24 de abril de 1997 (RJ 1997/3614) mantiene que el derecho
a la presunción de inocencia, reconocido a todo acusado en
el artículo 24.2 de la Constitución, constituye uno de los dere-
chos fundamentales de la persona que vincula a todos los
poderes públicos, es de aplicación inmediata y constituye uno
de los principios básicos de nuestro ordenamiento jurídico.
Dicho principio desenvuelve su eficacia cuando existe una

falta absoluta de pruebas o cuando las practicadas no reúnen
las garantías debidas. Junto a la exigencia de una válida acti-
vidad probatoria, constituye otra premisa fundamental de este
principio que la carga probatoria pesa sobre la acusación,
así como la valoración de la prueba es competencia propia
y exclusiva del órgano judicial. Debe decirse, por último, que
la prueba desvirtuadora de la presunción de inocencia -en
cuanto presunción ‘iuris tantum’- tiene por objeto, obviamente,
hechos, en un doble aspecto: De un lado, la existencia del
hecho punible y, de otro, la participación del acusado en el
mismo. Como se desprende de cuanto queda dicho, la pre-
sunción de inocencia queda destruida por la prueba apreciada
libremente por el juzgador (v. SSTC 31/1989, de 28 julio;
36/1983, de 11 mayo y 92/1987, de 3 junio, entre otras).

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del Tribunal
Constitucional de 28 de julio de 1981, “la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal de
Instancia, lo que supone que los distintos elementos de prueba
puedan ser libremente ponderados por el mismo a quien corres-
ponde valorar su significación y trascendencia para funda-
mentar el fallo”, y si bien este precepto se refiere a la actuación
de los Tribunales de Justicia, hay que tener presente que tam-
bién el Tribunal Constitucional en su sentencia de 8 de julio
de 1981 ha declarado, en base a lo establecido en el artículo
25 de la Constitución que los principios inspiradores del orde-
namiento penal son aplicables, con ciertos matices, al derecho
administrativo sancionador, dado que ambos son manifesta-
ciones jurídicas del ordenamiento punitivo del Estado, según
era ya doctrina reiterada y constante del Tribunal Supremo.

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que,
en el caso que nos ocupa, los hechos imputados deben ser
tenidos por ciertos al haber sido objeto de comprobación por
inspección directa de los Agentes que formularon la denuncia
y no deducir el interesado en las actuaciones hasta ahora
practicadas, prueba alguna que desvirtúe la imputación de
la infracción cometida, ya que nada desvirtúa una simple nega-
ción de los hechos denunciados.

I I I

Es obvio que en el texto de una denuncia no se incorporan
los datos de una determinada persona por azar o por con-
veniencia de quien la formula, sino porque constan en la rea-
lidad que se aprecia en el momento de practicarla, en los
archivos municipales, o en la documentación que exista en
el establecimiento precisamente para la comprobación en las
inspecciones que se produzcan. Y si esos datos no son correc-
tos o actuales, debe el imputado hacer valer el error o la modi-
ficación de un modo que deje constancia de ello, pero no
cabe asumirlo mediante una posible y genérica negación de
la titularidad, sin más, porque mientras esos datos consten
como reales en los archivos administrativos, la propia Admi-
nistración no puede más que tenerlos por válidos.

I V

Con respecto a la responsabilidad del imputado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa y así se expresa la sentencia del
Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
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de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”. En igual sentido se expre-
sa la sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

V

Con respecto a la posible prueba a practicar y la apre-
ciación de los hechos determinantes de la sanción que se
ha impuesto en instancia, como tiene declarado el Tribunal
Supremo, en aplicación de la doctrina penal al derecho admi-
nistrativo sancionador, en su sentencia de 13 de julio de 1992:

“Pero el derecho a las pruebas no es, en ningún caso,
un derecho a llevar a cabo una actividad probatoria ilimitada
y las pruebas que las partes tienen derecho a practicar son
las que guardan relación con el objeto del litigio (Sentencia
del Tribunal Constitucional 89/1986, de 1 julio), siempre que
sean necesarias y pertinentes. La ilimitación de la actividad
probatoria podría paralizar el proceso.

El difícil equilibrio en este orden de cosas ha de obtenerse
de la conjunción de elementos de distinta consideración: Qué
es lo que se pide, es decir, qué se quiere probar, verosimilitud
de esa prueba, relación con el objeto del proceso, pruebas
ya practicadas, características de las mismas, etc.

La pertinencia de las pruebas es algo distinto a su rele-
vancia que consiste en un juicio de necesidad o grado de
utilidad. Una prueba es impertinente cuando por su contenido
se pone de relieve la inoperatividad de la misma. La ino-
peratividad es, a su vez, un concepto relativo, puede nacer
de estar el hecho absolutamente acreditado, de haber perdido
la prueba su vigencia.

El Tribunal ‘a quo’ no tiene por qué admitir todas las
pruebas que se le proponen. Ello conduciría, a veces, a la
no celebración del juicio oral. Que el juicio se celebre y que
se dicte la sentencia procedente no es algo que esté a dis-
posición de la defensa, ni de la acusación, hay un interés
trascendente, relevante por el que el Tribunal debe velar. El
derecho a un juicio sin dilaciones indebidas es un derecho
del que son titulares el acusado, el acusador y la propia socie-
dad, a la que no es indiferente que los procesos penales se
eternicen. La sociedad y el Estado tienen también derecho
a la efectiva y regular realización en el tiempo del ‘ius puniendi’.
Se trata también de un Derecho Fundamental que ha de entrar
en la decisión judicial como factor de ponderación y de
equilibrio”.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento general de policía de espectáculos públicos y
actividades recreativas; la Orden de 14 de mayo de 1987,
por la que se determinan los horarios de cierre de espectáculos
y establecimientos públicos, así como las demás normas de
especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa

comunicación a este órgano administrativo de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, por
suplencia (Orden 17.6.98). Fdo.: Presentación Fernández
Morales».

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por don Francisco Sevidanes
Rosa, en representación de Recreativos Sevidanes, SL,
contra la Resolución de 30 de enero de 1997 de la
Delegación del Gobierno de Cádiz recaída en el expe-
diente sancionador núm. 79/96-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente, don Francisco Sevidanes Rosa, contra la Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Cádiz, por la presente se procede a hacer pública
la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a once de septiembre de mil
novecientos noventa y ocho».

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. En fecha 13 de agosto de 1996 por la Inspección
del Juego y Apuestas se denunció la instalación y explotación
en el establecimiento denominado “Sevilla”, sito en Avda. de
Sanlúcar, núm. 52, de Chipiona (Cádiz), de la máquina recrea-
tiva tipo “B”, modelo Baby Fórmula-2, con núm. de serie
1-19270 y matrícula de la CAA SE-0655, por carecer de bole-
tín de instalación.

Segundo. Tramitado el procedimiento en la forma legal-
mente prevista, el día 30 de enero de 1997 se dictó Resolución
por la que se le imponía una sanción consistente en multa
de ciento cincuenta mil pesetas (150.000 ptas.), como res-
ponsable de infracción a lo dispuesto en los artículos 30 y 38
del Reglamento de máquinas recreativas y de azar de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, aprobado por Decre-
to 181/87, de 29 de julio. Infracción tipificada como grave
en los artículos 29.1 de la Ley 2/86, de 19 de abril, del
Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
y 46.1 del citado Reglamento.

Tercero. Notificada la Resolución, el interesado interpone
en tiempo y forma recurso ordinario. En él básicamente alega
que entregó la máquina de referencia sin conectar y poniéndola
de cara a la pared para que nadie la manipulara, comunicando
que no se podía conectar hasta que llevara el boletín de
instalación.
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FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

La competencia para conocer y resolver el presente recurso
ordinario viene atribuida a la titular de la Consejería de Gober-
nación y Justicia en base a lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma.

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente, en su artículo 25, la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-
mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.

De acuerdo con esta remisión al Reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 38 de la norma
reglamentaria establece que “cumplidos por la Empresa Ope-
radora los trámites a que se refiere el Título III del presente
Reglamento, podrá instalar la máquina de que se trate en
los locales a que se refiere el presente Título, con cumplimiento
previo de los requisitos y sometimiento a las limitaciones que
se establezcan en el mismo (...)”.

Entre los requisitos referidos se encuentra el de contar
con un boletín de instalación debidamente autorizado, tal y
como se desprende del mismo artículo, el cual continúa dicien-
do que “(...) la Empresa Operadora vendrá obligada a presentar
previamente en la Delegación de Gobernación correspondiente
la solicitud de Boletín de Instalación, en modelo normalizado
(...), que deberá estar firmado por la Empresa Operadora y
titular del establecimiento o sus representantes (...), que (...)
deberá ser autorizado mediante un sellado por la Delegación
de Gobernación, previamente a la instalación de la máquina”.

Y para obtener el boletín de instalación de las máquinas
deben contar previamente una serie de documentos cada una
de ellas, como son: La identificación documental (art. 19.1
del Reglamento); la guía de circulación (art. 20) y la matrícula
(art. 25).

I I I

Por la entidad sancionada se admite que la máquina care-
cía de la documentación que el fundamento jurídico anterior
señala, por lo que su ausencia ratifica la procedencia de la
sanción impuesta.

Se alega únicamente que la máquina se encontraba sin
funcionar o que había comunicado al encargado del estable-
cimiento que no la conectara, hecho que no impide, aun en
el caso de que resultara cierto, la ratificación de la sanción
impuesta. Así se expresan diversas sentencias del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, entre las que cabe citar
la de la Sala de Granada de 20 de enero de 1992, las de
la Sala de Sevilla de 13 de mayo de 1993, o la de la Sala
de Granada de 24 de enero de 1994, que han entendido
cometida infracción grave cuando la máquina estaba instalada
y se alegaba no estar enchufada. Una de las de Sevilla (recurso
núm. 1344/92) establece que “el hecho de su desconexión
en el momento de la visita inspectora no es óbice para que
las máquinas carezcan de los elementos necesarios corres-
pondientes a la autorización administrativa”, aclarando pos-

teriormente que “resulta irrelevante, por tanto, que la máquina
permaneciera o no conectada a la red eléctrica, por cuanto
lo que se tipifica es precisamente la instalación en el local”.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Reglamento de
máquinas recreativas y de azar, aprobado por Decreto 181/87,
de 29 de julio, y demás normas de general y especial apli-
cación, resuelvo desestimar el recurso ordinario interpuesto,
confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones-,
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo, de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, por
suplencia (Orden 17.6.98), Fdo.: Presentación Fernández
Morales».

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Huel-
va, notificando Acuerdo de Iniciación, formulado en
el expediente sancionador incoado que se cita.

Intentada sin efecto la notificación del Acuerdo de Ini-
ciación, formulado en el expediente sancionador que se detalla,
por supuestas infracciones a la normativa que se cita, y en
cumplimiento de lo prevenido en los arts. 59.4 y 61 de la
Ley 30/92 (LRJAP y PAC), de 26.11.92, se publica el presente
para que sirva de notificación de los mismos; significándole
que en el plazo de diez días hábiles, contados a partir del
siguiente al de aquél en que se practique la notificación, queda
de manifiesto el expediente en el Servicio de Juego y Espec-
táculos Públicos de esta Delegación del Gobierno, Plaza Isabel
la Católica, 9, de Huelva, pudiendo formular los descargos
que a sus derechos convengan, con la proposición y aportación
de las pruebas que consideren oportunas, a tenor de lo dis-
puesto en el art. 63.1 del Reglamento de Máquinas Recreativas
y de Azar.

Expediente: H-133/98-M.
Persona o entidad denunciada y domicilio: Ocio y Recrea-

tivos Dida, S.L. Pg. P.I.S.A. C/ Brújula, núm. 3, local 1, Mai-
rena del Aljarafe (Sevilla).

Establecimiento público y domicilio: Restaurante La Rábi-
da. Ctra. Variante Palos-Moguer, km 4,58, de Palos de la
Frontera (Huelva).

La Infracción: Artículo 43 del Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19
de noviembre.

Tipificación: Art. 53 del Reglamento de Máquinas Recrea-
tivas y de Azar.

Huelva, 17 de noviembre de 1998.- El Delegado, Juan
Ceada Infantes.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, por el que se notifica Acuerdo de Iniación incoado
a don Ramón Barreira Sánchez del expediente san-
cionador núm. SAN/EP-14/98-SE.

Vista la denuncia formulada con fecha 31 de mayo de
1998 por la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil, II Suba-
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grupación. 21.º Sector. Dto. de Lora del Río contra don Ramón
Barreira Sánchez, se observan presuntas infracciones a la nor-
mativa de espectáculos públicos y actividades recreativas.

Siendo este órgano competente para la iniciación de expe-
diente sancionador por los hechos, de acuerdo con el Real
Decreto 1677/1984, de 18 de julio, sobre traspaso de fun-
ciones y servicios a la Comunidad Autónoma de Andalucía
en materia de espectáculos públicos; Decreto 294/1984, de
20 de noviembre, que asigna la competencia a la Consejería
de Gobernación, y en uso de las atribuciones que le confiere
el Decreto 50/1985, de 5 de marzo, en relación con el art. 29,
apartado 1.d), de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, sobre
Protección de la Seguridad Ciudadana, y al amparo de lo esta-
blecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y los artículos 11 y 13 del Reglamento
del Procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora,
aprobado por el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

He acordado la iniciación de expediente sancionador, tra-
mitándose el mismo por el procedimiento administrativo
común, nombrando Instructora del mismo a doña M.ª Dolores
Alvarez Halcón, funcionaria de esta Delegación del Gobierno,
contra quien podrá promover recusación en cualquier momento
de la tramitación del procedimiento, cuando concurra alguna
de las causas y con los requisitos dispuestos en los arts. 28
y 29 de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

En cumplimiento de la normativa expuesta y examinada
la documentación remitida por el denunciante constan los
siguientes hechos ocurridos a la altura del Km 110,00 de
la A-431 (Córdoba-Sevilla):

Celebrar una prueba deportiva ciclista, careciendo de la
correspondiente autorización, lo que contraviene el contenido
de la Ley Orgánica 1/1992, tipificado como infracción grave
en el art. 23.d) de la Ley anteriormente mencionada, conducta
que puede ser sancionada con una multa de hasta 5 millones
ptas., de conformidad con el art. 28.a) de la mencionada
Ley 1/1992.

Igualmente le significo que podrán adoptarse medidas de
carácter provisional, a tenor de lo establecido en el art. 15
del mencionado Real Decreto 1398/1993.

En cualquier momento del procedimiento podrá reconocer
la responsabilidad de los hechos denunciados con los efectos
que establece el art. 8 del Reglamento del procedimiento para
el ejercicio de la potestad sancionadora ya citado.

Asimismo, se inicia un plazo de 15 días para que pueda
aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones esti-
me convenientes así como la proposición y práctica de la prue-
ba en dicho plazo, concediéndose trámite de audiencia durante
el mismo plazo, pudiendo en este período examinar el
expediente.

Trasládese al Instructor del expediente y notifiquese al
interesado.

Sevilla, 24 de septiembre de 1998.- El Delegado, José
Antonio Viera Chacón.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, por el que se notifica Acuerdo de iniciación incoado
a don José Antonio García de la Borbolla del expediente
sancionador núm. SAN/EP-26/98-SE.

Vista la denuncia formulada con fecha 18.10.98 por la
Policía Local del Ayuntamiento de Gines contra don José Anto-
nio García de la Borbolla, se observan presuntas infracciones
a la normativa de espectáculos públicos y actividades recrea-
tivas.

Siendo este órgano competente para la iniciación de expe-
diente sancionador por los hechos, de acuerdo con el Real

Decreto 1677/1984, de 18 de julio, sobre traspaso de fun-
ciones y servicios a la Comunidad Autónoma de Andalucía
en materia de espectáculos públicos; Decreto 294/1984, de
20 de noviembre, que asigna la competencia a la Consejería
de Gobernación, y en uso de las atribuciones que le confiere
el Decreto 50/1985, de 5 de marzo, en relación con el art. 29,
apartado 1.d), de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, sobre
Protección de la Seguridad Ciudadana, y al amparo de lo esta-
blecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y los artículos 11 y 13 del Reglamento
del Procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora,
aprobado por el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

He acordado la iniciación de expediente sancionador, tra-
mitándose el mismo por el procedimiento normal, nombrando
Instructora del mismo a doña M.ª Dolores Alvarez Halcón,
funcionaria de esta Delegación del Gobierno, contra quien
podrá promover recusación en cualquier momento de la tra-
mitación del procedimiento, cuando concurra alguna de las
causas y con los requisitos dispuestos en los arts. 28 y 29
de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

En cumplimiento de la normativa expuesta y examinada
la documentación remitida por el denunciante constan los
siguientes hechos ocurridos en Bar «El Desmarque», sito en
C/ Callejón de Elisa, s/n, de Gines:

Celebrar un espectáculo o una actividad recreativa, care-
ciendo de la correspondiente autorización, lo que contraviene
el contenido de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
en su art. 8.º, tipificado como infracción grave en el art. 23.d)
de la Ley anteriormente mencionada, conducta que puede ser
sancionada con una multa de hasta 5 millones de ptas., de
conformidad con el art. 28.a) de la mencionada Ley 1/1992.

Igualmente le significo que podrán adoptarse medidas de
carácter provisional, a tenor de lo establecido en el art. 15
del mencionado Real Decreto 1398/1993.

En cualquier momento del procedimiento podrá reconocer
la responsabilidad de los hechos denunciados con los efectos
que establece el art. 8 del Reglamento del procedimiento para
el ejercicio de la potestad sancionadora ya citado.

Asimismo, se inicia un plazo de 10 días para que pueda
aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones esti-
me convenientes, así como la proposición y práctica de la
prueba en dicho plazo, concediéndose trámite de audiencia
durante el mismo plazo, pudiendo en este período examinar
el expediente.

Trasládese al Instructor del expediente y notifíquese al
interesado.

Sevilla, 28 de octubre de 1998.- El Delegado, José Anto-
nio Viera Chacón.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, por el que se notifica Resolución incoado a don
Manuel Benjumea Ordóñez del expediente sancionador
núm. SAN/ET-64/97-SE.

Examinado en esta Delegación del Gobierno el expediente
sancionador de referencia seguido a don Manuel Benjumea
Ordóñez, con domicilio en la calle Telescopio, número 102,
de Sevilla, y sobre la base de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

I

Mediante denuncia formulada por la Asociación Andaluza
para la Defensa de los Animales (ASANDA) contra don Manuel
Benjumea Ordóñez y las averiguaciones realizadas por este
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Centro, con fecha 10 de julio de 1997 fue dictado acuerdo
de iniciación del expediente sancionador, en el que le fue
imputado que en el establecimiento denominado «Un poquito
de Compás», sito en la calle Bailén, núm. 41, de Alcalá de
Guadaira, propiedad del expedientado, durante diferentes
momentos del verano del 96, se soltó una vaquilla que era
toreada por los asistentes, sin autorización administrativa de
esta Delegación.

I I

El día 17 de octubre de 1997 se dictó la propuesta de
resolución, habiendo tenido entrada el día 17 de noviembre
del mismo año las alegaciones del interesado.

I I I

El día 1 de diciembre de 1997 se acuerda la apertura
de un período probatorio, en el que se solicitó informe al Excmo.
Ayuntamiento de Alcalá de Guadaira en cuanto a la auto-
rización por su parte de dicho espectáculo taurino y se rechazó
en relación a las declaraciones testificales propuestas, toda
vez el expedientado ha admitido que «la vaquilla efectivamente
se soltó».

HECHOS PROBADOS

Del examen del expediente y de la documentación incor-
porada al mismo resultan probados los hechos relatados en
el antecedente primero.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene competen-
cias en materia de espectáculos públicos en virtud del artícu-
lo 13.32 del Estatuto de Autonomía aprobado por la Ley Orgá-
nica 6/1981, de 30 de diciembre. La transferencia de
funciones y servicios de la Administración del Estado a la
Comunidad Autónoma en esta materia se realizó por el Real
Decreto 1677/1984, de 18 de julio, y por el Decre-
to 294/1984, de 20 de noviembre, se asignan a la Consejería
de Gobernación y Justicia dichas funciones y servicios.

I I

Los hechos constituyen infracción del artículo 26 del
Reglamento de Espectáculos Taurinos, aprobado por el Real
Decreto 145/1996, de 2 de febrero, tipificados como falta
grave en el artículo 15.p) de la Ley 10/1991, de 4 de abril,
sobre potestades administrativas en materia de espectáculos
taurinos, y sancionables conforme a lo dispuesto en los ar-
tículos 18 y 20 de dicha Ley 10/1991 y 95 del Reglamento.

Las alegaciones realizadas por el interesado a la propuesta
de resolución no pueden ser admitidas, toda vez que el esta-
blecimiento en el que se estuvo desarrollando el espectáculo
es de su propiedad, sin que, según el informe evacuado por
el Ayuntamiento de Alcalá de Guadaira al que se ha hecho
mención, haya constancia de que el mismo se hubiera infor-
mado o autorizado «no apareciendo dato alguno relativo a
este asunto en el Registro General de salida de la Corporación».
Por tanto, tampoco puede otorgarse credibilidad alguna al
documento aportado a nombre de la Escuela Taurina de dicha
localidad.

Vistos los textos legales citados y demás normativa de
general aplicación, esta Delegación del Gobierno ha resuelto
sancionar a don Manuel Benjumea Ordóñez con trescientas
veinticinco mil pesetas (325.000 ptas.) de multa, conforme
a lo dispuesto en el artículo 18.1.a) de dicha Ley 10/1991,
de 4 de abril, y 95 del Reglamento aprobado por el Real
Decreto 145/1996, de 2 de febrero.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso ordinario en el plazo de
un mes, conforme a lo dispuesto en los artículos 114 y siguien-
tes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, ante la Excma. Sra. Consejera de
Gobernación y Justicia de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 21 de septiembre de 1998.- El Delegado, José
Antonio Viera Chacón.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, por el que se notifica Propuesta de Resolución
incoado a don Raúl Aranda Pérez del expediente san-
cionador núm. SAN/ET-30/98-SE.

Examinadas las diligencias instruidas por presuntas infrac-
ciones a la normativa de espectáculos taurinos que motivaron
el inicio del procedimiento sancionador acordado el día 3 de
junio de 1998 contra don Raúl Aranda Pérez, y sobre la base
de los siguientes:

A N T E C E D E N T E S

Primero. Visto el informe elaborado por el Delegado Guber-
nativo del espectáculo taurino celebrado el día 19 de abril
del presente año en la plaza de toros de la Real Maestranza
de Caballería de Sevilla, fue acordada la iniciación del presente
expediente sancionador contra don Raúl Aranda Pérez, ban-
derillero de la cuadrilla de Pablo Hermoso de Mendoza, por
empapar a la res con el capote, provocando el choque contra
el burladero, sin que la acción causara merma alguna en las
facultades de la res corrida en quinto lugar.

Segundo. En la tramitación del procedimiento sancionador
han sido observadas las formalidades legales y reglamentarias,
no habiendo presentado el interesado alegaciones al acuerdo
de iniciación en el plazo concedido para ello.

HECHOS PROBADOS

De la documentación obrante en el expediente queda pro-
bado el hecho relatado en el antecedente primero.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El hecho descrito supone una infracción del artículo 71.3
del Real Decreto 145/1996, de 2 de febrero, por el que se
modifica y da nueva redacción al Reglamento de espectáculos
taurinos, tipificado como falta leve en el citado artículo y en
el artículo 14 de la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potes-
tades administrativas en materia de espectáculos taurinos.

Se propone que se sancione con multa de quince mil
pesetas (15.000 ptas.), de acuerdo con los artículos 17 y
20 de la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades admi-
nistrativas en materia de espectáculos taurinos, en relación
con el artículo 95 del Reglamento aprobado por el Real Decreto
145/1996, de 2 de febrero.

Asimismo, se inicia un plazo de quince días, de con-
formidad con el artículo 19 del Reglamento aprobado por el
Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, para que pueda
aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones esti-
me convenientes y se concede trámite de audiencia durante
el mismo plazo, pudiendo en este período examinar el expe-
diente en el que constan los siguientes documentos: Acta de
finalización del festejo y acuerdo de iniciación.

Sevilla, 4 de noviembre de 1998.- La Instructora, Con-
cepción Ibáñez Valdés.
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ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, por el que se notifica Propuesta de Resolución
incoado a don Antonio Gutiérrez Peña del expediente
sancionador núm. SAN/ET-44/98-SE.

Examinadas las diligencias instruidas por presuntas infrac-
ciones a la normativa de espectáculos taurinos que motivaron
el inicio del procedimiento sancionador acordado el día 8 de
junio de 1998 contra don Antonio Gutiérrez Peña, y sobre
la base de los siguientes:

A N T E C E D E N T E S

Primero. Vista la denuncia presentada por el Delegado
Gubernativo del espectáculo taurino celebrado en la plaza de
toros de Sevilla, el día 12 de abril de 1998, con fecha 8
de junio fue acordada la iniciación del presente expediente
sancionador contra don Antonio Gutiérrez Peña.

Segundo. En la tramitación del procedimiento sancionador
han sido observadas las formalidades legales y reglamentarias,
sin que el interesado haya realizado alegaciones al acuerdo
de iniciación en el plazo concedido para ello.

HECHOS PROBADOS

Del examen de la documentación queda probado el hecho
de que en la corrida de toros celebrada el pasado 12 de abril
en la plaza de toros de la Real Maestranza de Caballería de
Sevilla, don Antonio Gutiérrez Peña provocó al primer toro
de la tarde, nada más salir de chiqueros, un choque contra
un burladero, ocasionándole al animal la fractura del pitón
izquierdo, quedando cierta fase de la lidia mermado de facul-
tades y sangrando abundantemente por la herida producida.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Los hechos descritos suponen una infracción del artícu-
lo 71.3 del Real Decreto 145/1996, de 2 de febrero, por
el que se modifica y da nueva redacción al Reglamento de
espectáculos taurinos, tipificado como falta leve en el citado
artículo y en el artículo 14 de la Ley 10/1991, de 4 de abril,
sobre potestades administrativas en materia de espectáculos
taurinos.

Se propone que se sancione con multa de veinticinco
mil pesetas (25.000 ptas.), de acuerdo con los artículos 17
y 20 de la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades
administrativas en materia de espectáculos taurinos, en rela-
ción con el artículo 95 del Reglamento aprobado por el Real
Decreto 145/1996, de 2 de febrero.

Asimismo, se inicia un plazo de quince días, de con-
formidad con el artículo 19 del Reglamento aprobado por el
Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, para que pueda
aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones esti-
me convenientes y se concede trámite de audiencia durante
el mismo plazo, pudiendo en este período examinar el expe-
diente en el que constan los siguientes documentos: Acta de
finalización del festejo y acuerdo de iniciación.

Sevilla, 26 de noviembre de 1998.- La Instructora, Con-
cepción Ibáñez Valdés.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, por el que se notifica Acuerdo de iniciación incoado
a don José Antonio García de la Borbolla del expediente
sancionador núm. SEP/SIM-226/98-SE.

Vista la denuncia formulada con fecha 28.6.98 por la
Dirección General de la Guardia Civil, Puesto de Gines, contra
don José A. García de la Borbolla Vallejo, se observan presuntas

infracciones a la normativa de espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas.

Siendo este órgano competente para la iniciación de expe-
diente sancionador por los hechos, de acuerdo con el Real
Decreto 1677/1984, de 18 de julio, sobre traspaso de fun-
ciones y servicios a la Comunidad Autónoma de Andalucía
en materia de espectáculos públicos; Decreto 294/1984, de
20 de noviembre, que asigna la competencia a la Consejería
de Gobernación, y en uso de las atribuciones que le confiere
el Decreto 50/1985, de 5 de marzo, en relación con el art. 29,
apartado 1.d), de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, sobre
Protección de la Seguridad Ciudadana, y al amparo de lo esta-
blecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y los artículos 11 y 13 del Reglamento
del Procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora,
aprobado por el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

He acordado la iniciación de expediente sancionador, tra-
mitándose el mismo por el procedimiento simplificado, nom-
brando Instructora del mismo a doña M.ª Dolores Alvarez Hal-
cón, funcionaria de esta Delegación del Gobierno, contra quien
podrá promover recusación en cualquier momento de la tra-
mitación del procedimiento, cuando concurra alguna de las
causas y con los requisitos dispuestos en los arts. 28 y 29
de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

En cumplimiento de la normativa expuesta y examinada
la documentación remitida por el denunciante constan los
siguientes hechos ocurridos en Bar «El Desmadre», sito en
la localidad de Gines:

El establecimiento se encontraba abierto al público a las
5,15 horas del día del acta y con la música funcionando,
lo que contraviene el contenido de la Orden de 14 de mayo
de 1987 en su art. 1.º, tipificado como infracción leve en
el art. 26.e) de la Ley 1/1992, de Protección de la Seguridad
Ciudadana, conducta que puede ser sancionada con una multa
de hasta 50.000 ptas., de conformidad con el art. 28.a) de
la mencionada Ley 1/1992.

Igualmente le significo que podrán adoptarse medidas de
carácter provisional, a tenor de lo establecido en el art. 15
del mencionado Real Decreto 1398/1993.

En cualquier momento del procedimiento podrá reconocer
la responsabilidad de los hechos denunciados con los efectos
que establece el art. 8 del Reglamento del procedimiento para
el ejercicio de la potestad sancionadora ya citado.

Asimismo, se inicia un plazo de 10 días para que pueda
aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones esti-
me convenientes, así como la proposición y práctica de la
prueba en dicho plazo, concediéndose trámite de audiencia
durante el mismo plazo, pudiendo en este período examinar
el expediente.

Trasládese al Instructor del expediente y notifíquese al
interesado.

Sevilla, 10 de septiembre de 1998.- El Delegado, José
Antonio Viera Chacón.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, por el que se notifica Acuerdo de iniciación incoado
a don Manuel Sevillano López del expediente sancio-
nador núm. SEP/SIM-227/98-SE.

Vista la denuncia formulada con fecha 21.6.98 por la
Dirección General de la Guardia Civil, Puesto de Salteras, con-
tra don Manuel Sevillano López, se observan presuntas infrac-
ciones a la normativa de espectáculos públicos y actividades
recreativas.

Siendo este órgano competente para la iniciación de expe-
diente sancionador por los hechos, de acuerdo con el Real
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Decreto 1677/1984, de 18 de julio, sobre traspaso de fun-
ciones y servicios a la Comunidad Autónoma de Andalucía
en materia de espectáculos públicos; Decreto 294/1984, de
20 de noviembre, que asigna la competencia a la Consejería
de Gobernación, y en uso de las atribuciones que le confiere
el Decreto 50/1985, de 5 de marzo, en relación con el art. 29,
apartado 1.d), de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, sobre
Protección de la Seguridad Ciudadana, y al amparo de lo esta-
blecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y los artículos 11 y 13 del Reglamento
del Procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora,
aprobado por el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

He acordado la iniciación de expediente sancionador, tra-
mitándose el mismo por el procedimiento simplificado, nom-
brando Instructora del mismo a doña M.ª Dolores Alvarez Hal-
cón, funcionaria de esta Delegación del Gobierno, contra quien
podrá promover recusación en cualquier momento de la tra-
mitación del procedimiento, cuando concurra alguna de las
causas y con los requisitos dispuestos en los arts. 28 y 29
de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

En cumplimiento de la normativa expuesta y examinada
la documentación remitida por el denunciante constan los
siguientes hechos ocurridos en Bar «Sevillano», sito en C/ Alja-
rafe, s/n, de Salteras:

El establecimiento se encontraba abierto al público a las
4,50 horas del día del acta, lo que contraviene el contenido
de la Orden de 14 de mayo de 1987 en su art. 1.º, tipificado
como infracción leve en el art. 26.e) de la Ley 1/1992 de
Protección de la Seguridad Ciudadana, conducta que puede
ser sancionada con una multa de hasta 50.000 ptas., de
conformidad con el art. 28.a) de la mencionada Ley 1/1992.

Igualmente le significo que podrán adoptarse medidas de
carácter provisional, a tenor de lo establecido en el art. 15
del mencionado Real Decreto 1398/1993.

En cualquier momento del procedimiento podrá reconocer
la responsabilidad de los hechos denunciados con los efectos
que establece el art. 8 del Reglamento del procedimiento para
el ejercicio de la potestad sancionadora ya citado.

Asimismo, se inicia un plazo de 10 días para que pueda
aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones esti-
me convenientes, así como la proposición y práctica de la
prueba en dicho plazo, concediéndose trámite de audiencia
durante el mismo plazo, pudiendo en este período examinar
el expediente.

Trasládese al Instructor del expediente y notifíquese al
interesado.

Sevilla, 10 de septiembre de 1998.- El Delegado, José
Antonio Viera Chacón.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Sevi-
lla, por el que se notifica Resolución incoada a don
José Antonio García de la Borbolla del expediente san-
cionador núm. SEP/SIM-239/98-SE.

Se acordó con fecha 24.9.98 la iniciación del procedi-
miento sancionador por presuntas infracciones a la normativa
de espectáculos públicos y actividades recreativas a don José
Antonio García de la Borbolla por los hechos ocurridos el día
25.7.98, en el Bar «Desmarque», sito en C/ Callejón de Elisa,
s/n, de Gines.

En la tramitación del procedimiento han sido observadas
las formalidades legales y reglamentarias.

No presentó escrito de alegaciones.
Se considera probado el hecho: El establecimiento se

encontraba abierto al público a las 3,45 horas del día 25.7.98
y a las 3,45 horas del día 23.7.98.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El hecho contraviene el contenido del art. 1 de la Orden
de 14 de mayo de 1987, tipificado como infracción leve en
el art. 26.e) de la Ley 1/1992 de Protección de la Seguridad
Ciudadana.

Este órgano es competente para la resolución del expe-
diente sancionador por los hechos, de acuerdo con el Real
Decreto 1677/1984, de 18 de julio, sobre traspaso de fun-
ciones y servicios a la Comunidad Autónoma de Andalucía
en materia de espectáculos públicos; el Decreto 294/1984,
de 20 de noviembre, que asigna la competencia a la Consejería
de Gobernación, y de las atribuciones que le confiere el Decre-
to 50/1985, de 5 de marzo, en relación con el art. 29, aparta-
do 1.d), de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección
de la Seguridad Ciudadana, y al amparo de lo establecido
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y los artículos 11 y 13 del Reglamento del
Procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora,
aprobado por el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

Resuelvo: Sancionar a don José Antonio García de la Bor-
bolla por los hechos con una multa de 10.000 ptas. para
el primer hecho denunciado y para el segundo 20.000 ptas.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso ordinario en el plazo
de un mes conforme a lo estipulado en los artículos 114 y
siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, ante la Excma. Sra. Consejera
de Gobernación y Justicia de la Junta de Andalucía. Trans-
currido este plazo sin que el recurso haya sido presentado,
la Resolución será firme.

El pago de las 10.000 ptas. para el primer hecho denun-
ciado y para el segundo 20.000 ptas. deberá hacerse efectivo
dentro del plazo de treinta días siguientes al que la Resolución
sea firme. En otro caso, se procederá a su exacción por vía
ejecutiva de apremio de acuerdo con el procedimiento del
Reglamento General de Recaudación.

Lo que se le notifica en virtud de lo dispuesto en los
arts. 58 y siguientes de la mencionada Ley de Régimen Jurídico
y Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 28 de octubre de 1998.- El Delegado, José Anto-
nio Viera Chacón.

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ORDEN de 3 de diciembre de 1998, por la que
se autorizan tarifas de transporte urbano colectivo de
San Fernando (Cádiz). (PD. 3936/98).

Vista la propuesta de revisión de tarifas formulada por
la Comisión Provincial de Precios de Cádiz, y en uso de las
facultades que tengo atribuidas por el Decreto 266/1988, de
2 de agosto, por el que se regula el ejercicio de las com-
petencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia
de precios autorizados,

D I S P O N G O

Autorizar las tarifas de Transporte Urbano Colectivo que
a continuación se relacionan, ordenando su publicación en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.
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TRANVIA DE CADIZ A SAN FERNANDO Y CARRACA, S.A.
SAN FERNANDO (CADIZ)

Tarifas autorizadas
Concepto IVA incluido

Billete ordinario 115 ptas.
Billete nocturno y festivo 120 ptas.
Billete reducido 105 ptas.
Billete pensionista 58 ptas.
Billete Playa Camposoto 130 ptas.

Esta Orden entrará en vigor el 1 de enero de 1999.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de
dos meses contados desde el día siguiente al de su notificación,
previa comunicación a este órgano, de conformidad con lo
establecido en los artículos 57.2 y 58 de la Ley de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de
1956.

Sevilla, 3 de diciembre de 1998

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

ORDEN de 3 de diciembre de 1998, por la que
se autorizan tarifas de transporte urbano colectivo de
Cádiz. (PD. 3937/98).

Vista la propuesta de revisión de tarifas formulada por
la Comisión de Precios de Andalucía, y en uso de las facultades
que tengo atribuidas por el Decreto 266/1988, de 2 de agosto,
por el que se regula el ejercicio de las competencias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de precios
autorizados,

D I S P O N G O

Autorizar las tarifas de Transporte Urbano Colectivo que
a continuación se relacionan, ordenando su publicación en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

TRANVIA DE CADIZ A SAN FERNANDO Y CARRACA, S.A.
CADIZ

Tarifas autorizadas
Concepto IVA incluido

Billete ordinario 115 ptas.
Bonobús ordinario (10 viajes con transbordo) 830 ptas.
Bonobús especial (10 viajes con transbordo) 410 ptas.
Tarjeta mensual universitaria

(limitación 100 viajes/mes) 4.300 ptas.
Billete especial 175 ptas.

Esta Orden entrará en vigor el 1 de enero de 1999.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de
dos meses contados desde el día siguiente al de su notificación,
previa comunicación a este órgano, de conformidad con lo
establecido en los artículos 57.2 y 58 de la Ley de la Juris-

dicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de
1956.

Sevilla, 3 de diciembre de 1998

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

ORDEN de 3 de diciembre de 1998, por la que
se autorizan tarifas de transporte urbano colectivo de
Almería. (PD. 3939/98).

Vista la propuesta de revisión de tarifas formulada por
la Comisión de Precios de Andalucía, y en uso de las facultades
que tengo atribuidas por el Decreto 266/1988, de 2 de agosto,
por el que se regula el ejercicio de las competencias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de precios
autorizados,

D I S P O N G O

Autorizar las tarifas de Transporte Urbano Colectivo que
a continuación se relacionan, ordenando su publicación en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

EMPRESA MUNICIPAL DE TRANSPORTES DE ALMERIA, S.A.
ALMERIA

Tarifas autorizadas
Concepto IVA incluido

Billete ordinario 105 ptas.
Bono-Bus (10 viajes) 800 ptas.
Bono-Bus Pensionista (10 viajes) 310 ptas.
Bono-Bus Universidad (20 viajes) 1.200 ptas.
Tarjeta Mensual (libre uso) 3.520 ptas.
Tarjeta Mensual Estudiante (libre uso) 2.990 ptas.
Billetes especiales 125 ptas.

Esta Orden surtirá efecto el día siguiente al de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de
dos meses contados desde el día siguiente al de su notificación,
previa comunicación a este órgano, de conformidad con lo
establecido en los artículos 57.2 y 58 de la Ley de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de
1956.

Sevilla, 3 de diciembre de 1998

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

ORDEN de 3 de diciembre de 1998, por la que
se autorizan tarifas de agua potable de Alhama de
Granada (Granada). (PD. 3951/98).

Vista la propuesta de revisión de tarifas formulada por
la Comisión Provincial de Precios de Granada, y en uso de
las facultades que tengo atribuidas por el Decreto 266/1988,
de 2 de agosto, por el que se regula el ejercicio de las com-
petencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia
de precios autorizados,
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D I S P O N G O

Autorizar las tarifas de agua potable que a continuación
se relacionan, ordenando su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

AYUNTAMIENTO DE ALHAMA DE GRANADA (GRANADA)

Tarifas autorizadas
Concepto IVA excluido

Consumo doméstico y comercial

Cuota fija o de servicio 250 ptas./trimestre

Cuota variable o de consumo

Hasta 50 m3/trimestre 37 ptas./m3

Más de 50 m3/trimestre en adelante 50 ptas./m3

Consumo Organismos Oficiales

Cuota fija o de servicio 250 ptas./trimestre

Cuota variable o de consumo

Tarifa única/trimestre 37 ptas./m3

Consumo industrial

Cuota fija o de servicio 500 ptas./trimestre

Cuota variable o de consumo

Hasta 50 m3/trimestre 55 ptas./m3

Más de 50 m3/trimestre en adelante 70 ptas./m3

Derechos de acometida

Parámetro A 618 ptas./mm
Parámetro B 1.009 ptas./l/s

Fianzas

Uso doméstico, industrial, comercial y Orga-
nismos Oficiales (contadores entre 13 y 19 mm) 1.000 ptas.

Uso industrial (contadores de 20 mm en adelante) 2.000 ptas.

Para los suministros contra incendios, suministros espo-
rádicos, temporales o circunstanciales, suministros con con-
tadores de calibre superior a 50 mm y excepcionales sin con-
tadores, las fianzas se calcularán de acuerdo con los criterios
que se establecen en el art. 57 del Reglamento del Suministro
Domiciliario de Agua Potable.

Esta Orden surtirá efecto el día siguiente al de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de
dos meses contados desde el día siguiente al de su notificación,
previa comunicación a este órgano, de conformidad con lo
establecido en los artículos 57.2 y 58 de la Ley de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de
1956.

Sevilla, 3 de diciembre de 1998

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Granada,
de extravío de resguardo. (PP. 3576/98).

Se ha extraviado el resguardo del depósito en aval número
1051/93, por importe de 200.000 ptas., constituido en fecha
2.11.93 por Composán Distribución, S.A., CIF A-79835922,
a disposición de la Delegación Provincial de la Consejería de
Obras Públicas y Transportes en Granada. Se anuncia en este
periódico oficial que dentro del plazo de dos meses, contados
desde el día en que aparezca publicado el presente anuncio,
se sirva presentarlo en la Tesorería de esta Delegación la persona
que lo hubiese encontrado, en la inteligencia de que están
tomadas las precauciones oportunas para que no se entregue
sino a su legítimo dueño, quedando dicho resguardo sin ningún
efecto transcurridos dos meses desde la publicación del presente
anuncio, expidiéndose el correspondiente duplicado.

Granada, 23 de octubre de 1998.- El Delegado, Pedro
Alvarez López.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
por el que se cita a los interesados o a sus repre-
sentantes para ser notificados por comparecencia en
actos de gestión tributaria.

Por esta Delegación Provincial en Málaga de la Consejería
de Economía y Hacienda de la Junta de Andalucía se ha inten-
tado por dos veces la notificación a los responsables sub-
sidiarios de la puesta de manifiesto del expediente y la previa
audiencia para, en el plazo de diez días, alegar y presentar
las justificaciones que estime oportunas, como trámite previo
a, en su caso, derivar la responsabilidad por deudas a la
Hacienda Pública Autonómica del deudor principal, en cum-
plimiento de lo establecido en los artículos 37 y 40 de la
Ley General Tributaria en la redacción dada por las Leyes
10/1985, de 26 de abril, y 25/1995, de 20 de julio, sin
que haya sido posible su realización por causas ajenas a la
voluntad de esta Administración Tributaria.

En aplicación de lo dispuesto en el apartado 6 del artícu-
lo 105 y en el apartado 5 del artículo 124 de la Ley General
Tributaria 230/1963, de 28 de diciembre, en la redacción
introducida por el artículo 28 de la Ley 66/1997, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden
Social (BOE núm. 313, de 31 de diciembre de 1997), se
cita, por medio de este anuncio, a los interesados que se
relacionan, o a sus representantes, para ser notificados por
comparecencia en el Servicio de Tesorería de esta Delegación
Provincial, sita en la calle Compositor Lehmberg Ruiz,
núm. 22, en Málaga, en el plazo de diez días, contados a
partir del siguiente al de la publicación en el BOJA del presente
anuncio.

Cuando transcurrido dicho plazo no se hubiese compa-
recido, la notificación se entenderá producida a todos los efec-
tos legales desde el día siguiente al del vencimiento del plazo
señalado para comparecer.
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Málaga, 10 de diciembre de 1998.- El Delegado, José
Cosme Martín Jiménez.

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Huelva,
sobre notificación a encausados en actos administra-
tivos que se citan.

En virtud de lo dispuesto en los artículos 59.4 y 61 de
la Ley 30/1992, por el presente anuncio se notifica a los
encausados que seguidamente se relacionan los actos admi-
nistrativos que se citan, haciéndose constar que para cono-

cimiento íntegro del acto y constancia de tal conocimiento
podrán comparecer en el Servicio de Consumo de Huelva,
sito en Avda. Manuel Siurot, núm. 4, 1.ª planta, concediéndose
los plazos de contestación y recurso que, respecto del acto
notificado, a continuación se indican:

- Acuerdo de Iniciación: 15 días, alegaciones y pruebas
ante el Sr. Instructor.

- Propuesta de Resolución: 15 días, alegaciones ante el
Delegado Provincial de Trabajo e Industria.

- Resolución: 1 mes, recurso ordinario ante el Excmo.
Sr. Consejero de Trabajo e Industria.

- Resolución de recurso ordinario: 2 meses, recurso con-
tencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía.

- Liquidación: (Alternativamente) Bien recurso previo de
reposición, ante el Delegado Provincial de Huelva de la Con-
sejería de Trabajo e Industria (15 días), bien reclamación eco-
nómico-administrativa ante la Junta Provincial de Hacienda
de Huelva (15 días).

- Notificación de pago de sanciones. Notificaciones efec-
tuadas entre los días 1 y 15: Hasta el día 5 del mes siguiente;
las efectuadas entre los días 16 y 31: Hasta el día 20 del
mes siguiente.

Núm. expte.: H-131/98.
Encausado: Electricidad Industrial, S.L.
Ultimo domicilio: C/ Marina, 1. Huelva.
Acto que se notifica: Acuerdo de Iniciación.
Extracto del contenido: Infracción en materia de protección

al consumidor.

Núm. expte.: H-147/97.
Encausado: Doña M.ª Rosa Casas Campo (Mobby Dick).
Ultimo domicilio: Edificio Sancho, Bloque 2, Local 7.

Matalascañas (Huelva).
Acto que se notifica: Resolución.
Extracto del contenido: Infracción en materia de protección

al consumidor.

Núm. expte.: H-176/96.
Encausado: Doña M.ª Antonia Pina Domínguez.
Ultimo domicilio: C/ Unión, núm. 8, piso 3, bajo D. Sevilla.
Acto que se notifica: Notificación de Pago y Liquidación

núm. 0467003071430.
Extracto del contenido: Infracción en materia de protección

al consumidor e instrucciones para el pago.

Núm. expte.: H-37/97.
Encausado: Samper Bacaha, S.L. (Cafetería «Bacacha»).
Ultimo domicilio: C/ Duque de la Victoria, núm. 2. Huelva.
Acto que se notifica: Notificación de Pago y Liquidación

núm. 046700307133 3.
Extracto del contenido: Infracción en materia de protección

al consumidor e instrucciones para el pago.

Núm. expte.: H-169/97.
Encausado: Doña Candelaria Suárez Peral (Mini-Burg).
Ultimo domicilio: Avda. Federico Molina, núm. 94.

Huelva.
Acto que se notifica: Resolución.
Extracto del contenido: Infracción en materia de protección

al consumidor.

Núm. Expte.: H-174/96.
Encausado: Don Manuel Pérez Rodríguez.
Ultimo domicilio: C/ Puebla de Sanabria, núm. 1, 1.º

Huelva.
Acto que se notifica: Notificación de Pago y Liquidación

núm. 046700307139 4.
Extracto del contenido: Infracción en materia de protección

al consumidor e instrucciones para el pago.
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Núm. expte.: H-113/97.
Encausado: Don Mauricio Femat de Luna (Restaurante

«El Mexicano»).
Ultimo domicilio: C/ Pablo Rada, núm. 4. Huelva.
Acto que se notifica: Notificación de Pago y Liquidación

núm. 046700307148 2.
Extracto del contenido: Infracción en materia de protección

al consumidor e instrucciones para el pago.

Huelva, 18 de noviembre de 1998.- El Delegado, Manuel
Alfonso Jiménez.

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
sobre notificación de Resolución de expediente que
se cita.

Intentada la notificación sin haberse podido practicar de
la resolución recaída en el expediente sancionador MA-30/98,
incoado a Orextui, S.L., titular del establecimiento denominado
«Apartamentos Orextui», que tuvo su último domicilio conocido
en Avda. Palma de Mallorca, 6, edificio San Enrique, 2.º (Torre-
molinos), se publica el presente edicto en cumplimiento de
lo prevenido en los artículos 59.4 y 61 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
para que le sirva de notificación de la Resolución recaída en
el expediente sancionador MA-30/98 por la que se impone
una sanción de multa de doscientas mil pesetas (200.000
pesetas), y el cese inmediato de la actividad, por infracción
de la normativa turística vigente, del artículo 2.1 del Decreto
15/90, de 30 de enero (BOJA de 2 de marzo de 1990).

El plazo para el pago de la sanción impuesta será hasta
los días 5 ó 20, del mes siguiente (o el inmediato hábil pos-
terior), según que la notificación se haya producido entre los
días 1 y 15, o entre el 16 y último del mes anterior, debiendo
personarse en esta Delegación de Turismo y Deporte, sita en
Avda. de la Aurora, núm. 47, 9.ª planta (Edificio Administrativo
de Servicios Múltiples), en Málaga, para conocer el contenido
íntegro de la Resolución y proceder a la expedición del impreso
de liquidación, con la advertencia de que, en caso contrario,
se procederá a su cobro en vía ejecutiva de apremio.

Haciéndose saber que contra esta Resolución, que no
agota la vía administrativa, podrá interponer recurso ordinario
ante el Excmo. Consejero de Turismo y Deporte, en el plazo
de un mes contado desde el día de su notificación.

Málaga, 20 de noviembre de 1998.- El Delegado, Juan
Harillo Ordóñez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
sobre Cancelación de la inscripción de funcionamiento
de la oficina de agencia de viajes AV-MA-00458.

Ignorándose el domicilio de «Andalucía Universal, S.A.»,
titular del establecimiento del mismo nombre, que tuvo su
último domicilio en Río Mesa, 11, de Torremolinos (Málaga),
se publica el presente edicto en cumplimiento de lo previsto
en los arts. 59 y 60 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
del Procedimiento Administrativo Común, para que le sirva
de notificación del trámite de audiencia por término de quince
días desde su publicación, para presentación de cuantas ale-
gaciones y documentos estime procedentes.

Málaga, 17 de noviembre de 1998.- El Delegado, Juan
Harillo Ordónez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
sobre notificación de Resolución de expediente que
se cita.

Intentada la notificación sin haberse podido practicar de
la resolución recaída en el expediente sancionador MA-26/98,
incoado a Viajes Africa Travel, S.L., titular del establecimiento
denominado A.V.«Viajes Africa Travel», que tuvo su último
domicilio conocido en Ctra. Nacional 340 - Km. 139, Manilva
(Málaga), se publica el presente edicto en cumplimiento de
lo prevenido en los artículos 59.4 y 61 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
para que le sirva de notificación de la Resolución recaída en
el expediente sancionador MA-26/98 por la que se impone
una sanción de multa de doscientas cincuenta mil pesetas
(250.000 pesetas), y el cese inmediato de la actividad, por
infracción de la normativa turística vigente, del artículo 2.1
del Decreto 15/1990, de 30 de enero (BOJA de 2 de marzo
de 1990), en concordancia con lo dispuesto en el artícu-
lo 2.º 1.a) de la Orden 14.4.88.

El plazo para el pago de la sanción impuesta será hasta
los días 5 ó 20 del mes siguiente (o el inmediato hábil pos-
terior), según que la notificación se haya producido entre los
días 1 y 15, o entre el 16 y último del mes anterior, debiendo
personarse en esta Delegación de Turismo y Deporte, sita en
Avda. de la Aurora, núm. 47, 9.ª planta (Edificio Administrativo
de Servicios Múltiples), en Málaga, para conocer el contenido
íntegro de la Resolución y proceder a la expedición del impreso
de liquidación, con la advertencia de que, en caso contrario,
se procederá a su cobro en vía ejecutiva de apremio.

Haciéndose saber que contra esta Resolución, que no
agota la vía administrativa, podrá interponer recurso ordinario
ante el Excmo. Consejero de Turismo y Deporte, en el plazo
de un mes contado desde el día de su notificación.

Málaga, 18 de noviembre de 1998.- El Delegado, Juan
Harillo Ordoñez.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Huelva,
sobre pliego de cargos dirigido a don Fulgencio Rodrí-
guez Martín por no ocupación de la vivienda sita en
Avda. Cristóbal Colón, núm. 5, de Huelva, expte. núm.
47/98.

De acuerdo con lo previsto en los artículos 136 y 142
del vigente Reglamento de aplicación de la Ley sobre Viviendas
de Protección Oficial, aprobado por Decreto 2114/68, de 24
de julio, notifico a Ud. los siguientes cargos: No ocupar la
vivienda sita en Avda. Cristóbal Colón, núm. 5, de Huelva,
con carácter habitual y permanente, que constituye motivo
de desahucio a tenor de lo previsto en la causa 6.ª del artícu-
lo 138 del citado Reglamento.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 142 del
referido Reglamento, se le requiere para que en el plazo de
ocho días a partir de la fecha en que reciba esta comunicación
formule por escrito las alegaciones y, en su caso, proponga
las pruebas que considere oportunas para su descargo, sig-
nificándole que transcurrido el plazo concedido sin cumpli-
miento, se declarará decaído en su derecho al referido trámite,
conforme al artículo 76.3 de la Ley de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, continuándose la tramitación del expediente.

Se le adjunta orden de incoación de expediente con nom-
bramiento de Instructor y Secretario.

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- La Instructora, Marta
Zalvide Sotelo.
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CONSEJERIA DE CULTURA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Cádiz,
por el que se somete a información pública el expe-
diente para la declaración de Zona Arqueológica como
Bien de Interés Cultural a favor del yacimiento Mesas
de Asta, de Jerez de la Frontera (Cádiz).

Encontrándose en tramitación el expediente para decla-
ración de Zona Arqueológica como Bien de Interés Cultural
a favor del yacimiento Mesas de Asta, Jerez de la Frontera
(Cádiz), cuya delimitación literal y gráfica se adjunta en Anexo
aparte, se ha acordado en consideración al estado en que
se encuentran las actuaciones y conforme a lo dispuesto en
el apartado primero.2 de la Resolución de 4 de mayo de 1998,
de la Dirección General de Bienes Culturales, por la que se
delega el ejercicio de determinadas competencias en materia
de Patrimonio Histórico en las Delegaciones Provinciales (BO-
JA núm. 61, de 2 de junio), abrir un período de información
pública. A tal efecto se procede a publicar el correspondiente
anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, para
que de acuerdo con el artículo 9.2 de la Ley 16/85, de 25
de junio, del Patrimonio Histórico Español, en relación con
el 86 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, en un plazo de 20 días hábiles, a contar
desde el siguiente a aquél en que tenga lugar la publicación
del presente acuerdo, cuantos tengan interés en el mismo
puedan alegar lo que estimen conveniente en orden a la decla-
ración que se pretende, a cuyo fin, el expediente en cuestión
estará de manifiesto en la Delegación Provincial de la Con-
sejería de Cultura, en Cádiz, C/ Isabel la Católica, núm. 13,
de nueve a catorce horas.

Cádiz, 26 de noviembre de 1998.- La Delegada, Josefa
Caro Gamaza.

A N E X O

Delimitación literal

Zona Arqueológica.
Justificación de la delimitación: La delimitación propuesta

describe una figura poligonal que cierra un conjunto de ele-
vaciones o mesas individualizado por la presencia a su alre-
dedor de las antiguas marismas de la margen izquierda del
Guadalquivir: Al Oeste y al Sur, las marismas de Las Mesas
y Tabajete, y al Este, las marismas de Rajaldabas. El conjunto
no supera la cota de los 76 m.s.n.m. El criterio seguido para
la delimitación combina los rasgos geográficos descritos con
la existencia de restos arqueológicos en superficie y en las
excavaciones arqueológicas.

La carretera CA-610 Jerez-Trebujena atraviesa de Norte
a Sur la Zona Arqueológica, en la que quedan incluidos los
cortijos de El Rosario, La Mariscala, El Palomar y la barriada
rural de Las Mesas de Asta.

Descripción.
La delimitación se ha realizado sobre el Plano Topográfico

de Andalucía, escala 1:10.000, hojas (1048) 1-1 y 1-2, y
(1047) 4-2.

La Zona Arqueológica queda delimitada por un polígono
formado por 17 vértices, cuyas coordenadas UTM son las
siguientes:

1. 751.435 4.075.780
2. 751.800 4.076.070
3. 752.070 4.076.290

4. 752.130 4.076.625
5. 752.410 4.076.840
6. 752.548 4.076.850
7. 752.620 4.076.860
8. 752.748 4.076.870
9. 752.917 4.076.368

10. 752.690 4.075.300
11. 752.798 4.075.188
12. 752.640 4.074.845
13. 752.140 4.074.720
14. 751.911 4.074.410
15. 751.757 4.074.340
16. 751.472 4.074.390
17. 751.318 4.075.068

Las líneas rectas que separan los vértices continuos tienen
las siguientes longitudes:

1-2: 480 m.
2-3: 350 m.
3-4: 345 m.
4-5: 365 m.
5-6: 120 m.
6-7: 110 m.
7-8: 125 m.
8-9: 525 m.
9-10: 1.145 m.

10-11: 160 m.
11-12: 380 m.
12-13: 515 m.
13-14: 370 m.
14-15: 175 m.
15-16: 285 m.
16-17: 680 m.
17-1: 720 m.

Entorno de la Zona Arqueologica.
Justificación de la delimitación: Los criterios seguidos para

la delimitación del entorno de Mesas de Asta han estado mar-
cados por los trabajos de prospección arqueológica desarro-
llados durante 1992, que permitieron localizar varias necró-
polis y varias «villae» en los sectores Este y Oeste del yaci-
miento, por debajo de la cota de los 50 m. Al Este son dos
de las «villae» identificadas, una prerromana y la otra romana,
ambas junto a la Vía Augusta.

El entorno de la Zona Arqueológica se define mediante
una figura poligonal cuyos vértices (9 en total) tienen las
siguientes coordenadas UTM:

18. 752.125 4.077.245
19. 752.835 4.077.350
20. 753.360 4.077.030
21. 753.390 4.075.542
22. 753.357 4.075.068
23. 752.957 4.074.700
24. 751.798 4.073.965
25. 751.235 4.074.245
26. 751.912 4.075.250

Las líneas rectas que unen los vértices contiguos del polí-
gono tienen las siguientes longitudes:

18-19: 720 m.
19-20: 620 m.
20-21: 1.300 m.
21-22: 490 m.
22-23: 530 m.
23-24: 1.360 m.
24-25: 615 m.
25-26: 1.030 m.
26-18: 2.345 m.
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CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 18 de noviembre de 1998, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hace
pública la relación de solicitantes del Programa de Soli-
daridad a los que no ha sido posible notificar diferentes
Resoluciones y Actos Administrativos.

En cumplimiento del art. 59.4 de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se notifica
a los interesados diferentes Resoluciones y Actos Adminis-
trativos referentes al Programa de Solidaridad.

Cádiz, 18 de noviembre de 1998.- La Delegada,
Prudencia Rebollo Arroyo.

RESOLUCION de 18 de noviembre de 1998, de
la Delegación Provincial de Granada, por la que se
hace pública la relación de Resoluciones recaídas en
los expedientes que se relacionan y que no han podido
ser notificadas a los interesados.

De conformidad con los arts. 59.4 y 61 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y habida cuenta de que han sido intentadas las noti-
ficaciones sin que hayan surtido efecto, se notifican, por medio
de su anuncio, haciendo saber a los interesados que podrán
comparecer en un plazo de diez días en este Organismo, sito
en C/ Angel, núm. 16, a fin de conocer el contenido íntegro
de la Resolución dictada.

Expte./s: 179-180/98. Doña Dolores García Martín, que
con fecha 16 de septiembre de 1998 se ha dictado Resolución
de Archivo respecto de los menores N. y R.J.G., pudiendo
formular oposición ante el Juzgado de 1.ª Instancia-Familia
de esta capital.

Granada, 18 de noviembre de 1998.- La Delegada,
M.ª José Sánchez Rubio.

RESOLUCION de 19 de noviembre de 1998, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hace
pública la relación de solicitantes del Programa de Soli-
daridad a los que no ha sido posible notificar diferentes
Resoluciones y Actos Administrativos.

En cumplimiento del art. 59.4 de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se notifica
a los interesados diferentes Resoluciones y Actos Adminis-
trativos referentes al Programa de Solidaridad.
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Cádiz, 19 de noviembre de 1998.- La Delegada,
Prudencia Rebollo Arroyo.

RESOLUCION de 19 de noviembre de 1998, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hace
pública la relación de solicitantes del Programa de Soli-
daridad a los que no ha sido posible notificar diferentes
Resoluciones y Actos Administrativos.

En cumplimiento del art. 59.4 de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se notifica
a los interesados diferentes Resoluciones y Actos Adminis-
trativos referentes al Programa de Solidaridad.

Cádiz, 19 de noviembre de 1998.- La Delegada,
Prudencia Rebollo Arroyo.

AYUNTAMIENTO DE GALAROZA (HUELVA)

ANUNCIO. (PP. 3734/98).

Por este Ayuntamiento Pleno, en sesión del día 12 de
noviembre de 1998, se ha aprobado inicialmente la modi-
ficación del vigente Proyecto de Delimitación del Suelo Urbano
para la inclusión como tal de los terrenos municipales des-
tinados a instalaciones deportivas.

En cumplimiento de la normativa urbanística aplicable,
se abre información pública por plazo de un mes, a partir
del día siguiente a la publicación de este anuncio, durante
el cual se podrá consultar el expediente en la Secretaría de
este Ayuntamiento y formular las alegaciones o reclamaciones
que se estimen procedentes.

Galaroza, 13 de noviembre de 1998.- El Alcalde.

AYUNTAMIENTO DE ANTAS

ANUNCIO. (PP. 3742/98).

Don Bartolomé Soler Cano, Alcalde-Presidente de este
Ayuntamiento, hace saber:

Que terminada la elaboración del avance de los trabajos
de revisión de las vigentes NN.SS. municipales, en un grado
de desarrollo que permite formular los criterios objetivos y solu-
ciones generales del planeamiento, en virtud de acuerdo ple-
nario adoptado en sesión de fecha 30.10.1998, se abre un
período de información pública de treinta días contados desde
el día siguiente a la inserción de este anuncio en el BOJA,
durante los cuales podrán fomularse sugerencias y, en su caso,
otras alternativas de planeamiento por Corporaciones, Aso-
ciaciones y particulares.

Los trabajos pueden examinarse en horario de oficina en
los Servicios Técnicos del Ayuntamiento los días laborables,
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salvo los sábados, y en especial el miércoles, día de visita
del Arquitecto municipal.

Antas, 6 de noviembre de 1998.- El Alcalde, Bartolomé
Soler Cano.

AYUNTAMIENTO DE CONSTANTINA

ANUNCIO de bases.

Por el Pleno de este Excmo. Ayuntamiento, reunido en
sesión extraordinaria en fecha 19 de septiembre del presente
año, se aprobaron las bases generales por las que ha de regirse
la convocatoria de una plaza de Alguacil, personal funcionario,
Grupo E, las cuales dicen literalmente:

1. Introducción.
1.1. Se convoca, para su cobertura mediante nombra-

miento como funcionario de carrera, la plaza de Alguacil, encla-
vada dentro del Grupo E.

1.2. Dicha plaza pertenece a la Escala de Administración
General, Subescala de Subalterno, y se encuentra dotada pre-
supuestariamente con los haberes correspondientes al Grupo E.

1.3. El número, características y desarrollo de los ejer-
cicios se regirán por lo previsto en las presentes Bases y,
en su defecto, por lo establecido en el Real Decreto Legis-
lativo 781/86, de 18 de abril; Ley 30/84, de 2 de agosto,
reformada: R.D. 364/95, de 10 de marzo; R.D. 896/91, de
7 de junio, y demás disposiciones que le sean de aplicación.

2. Requisitos de los aspirantes.
2.1. Para su admisión a la realización de las pruebas

selectivas los aspirantes deberán reunir las siguientes cir-
cunstancias:

a) Tener nacionalidad española.
b) Tener cumplidos 18 años de edad y no exceder de

aquélla en que falten, al menos, diez años para la jubilación
forzosa por edad.

c) No padecer enfermedad o defecto físico que impida
el desempeño de las correspondientes funciones.

d) No haber sido separado, mediante expediente disci-
plinario, del servicio de cualquiera de las Administraciones
Públicas, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de funciones
públicas.

e) Estar en posesión del Certificado de Escolaridad, o
en condiciones de obtenerlo en la fecha en que se termine
el plazo de presentación de instancias en cada caso.

2.2. Para ser admitido y, en su caso, tomar parte en
las pruebas selectivas correspondientes, bastará con que los
aspirantes manifiesten en sus solicitudes de participación que
reúnen todas y cada una de las condiciones exigidas, referidas
siempre a la fecha de expiración del plazo de presentación
de las mismas. Será el aspirante propuesto por el Tribunal
correspondiente el que aportará ante esta Administración, den-
tro del plazo de 20 días naturales desde que se publique
en el Tablón de Anuncios de este Excmo. Ayuntamiento la
relación definitiva del aspirante propuesto, los documentos
acreditativos de las condiciones de capacidad y requisitos exi-
gidos en la convocatoria.

2.3. Los requisitos establecidos deberán cumplirse a la
fecha de cierre del plazo de presentación de instancias.

3. Solicitudes.
Las instancias solicitando tomar parte en la convocatoria

se dirigirán, haciendo constar los aspirantes que reúnen todos
y cada uno de los requisitos exigidos en estas bases, al Ilmo.
Sr. Alcalde, y se presentarán en el Registro General de la

Corporación, acompañada del justificante oficial de pago de
los derechos de examen, en el plazo se 20 días naturales
computados a partir del siguiente a aquél en aparezca el extrac-
to de esta convocatoria en el Boletín Oficial del Estado. También
podrán presentarse en la forma que determina el art. 38.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Se establece el derecho de examen en 1.000 ptas., que
deberán ser abonadas por los aspirantes.

Los derechos de examen podrán realizarse:

- En la Oficina de Tesorería, en horario de 9,00 a 14,00
horas.

- Mediante giro postal dirigido al Excmo. Ayuntamiento
de Constantina, calle Eduardo Dato, 7, 41450, Constantina,
haciendo constar en el texto: Derechos de Examen.

4. Admisión de aspirantes.
4.1. Terminado el plazo de presentación de instancias,

la Comisión de Gobierno Municipal, dentro del mes siguiente
a la terminación del plazo de presentación de solicitudes, adop-
tará acuerdo aprobando la relación provisional de aspirantes
admitidos y excluidos, con indicación de las causas de exclu-
sión, quedando las mismas expuestas en el tablón de edictos.
Dicha relación se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia.

Los aspirantes excluidos por defectos de forma podrán,
en un plazo de 10 días hábiles, subsanar los mismos de acuer-
do con lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley 30/92.

La relación definitiva de los aspirantes excluidos será
publicada en el tablón de edictos de la Corporación y podrá
ser impugnada por los interesados mediante recurso jurisdic-
cional ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia con sede en Sevilla, en el plazo
de dos meses desde tal publicación.

4.2. De acuerdo con lo establecido en la Ley 13/1982,
de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos, en
las pruebas selectivas previstas en esta convocatoria serán
admitidas las personas con minusvalías en igualdad de con-
diciones con los demás aspirantes. Sólo podrán establecerse
exclusiones por limitaciones físicas y psíquicas en los casos
de incompatibilidad con el desempeño de las tareas o funciones
propias de las plazas a las que se opta, habrá de acreditarse
por los servicios médicos que designe el Ayuntamiento.

En las pruebas selectivas se establecerán para las per-
sonas con minusvalía que lo soliciten las adaptaciones posibles
de tiempo y medios para su realización, si bien sometiéndose
a las mismas pruebas que el resto de los aspirantes. Los inte-
resados deberán formular la petición correspondiente al soli-
citar la participación en la convocatoria.

5. Tribunal.
El Tribunal estará constituido bajo el principio de espe-

cialización y estará configurado del siguiente modo:

Tribunal Calificador:

Presidente: El de la Corporación o miembro de la misma
en quien delegue.

Vocales:

- Un/a representante del Profesorado Oficial.
- Un/a representante de la Junta de Andalucía de igual

o superior grupo a la plaza a adjudicar.
- 4 Concejales, representantes de cada uno de los grupos

políticos que integran la Corporación.
- Un/a Funcionario/a de Carrera designado por los Dele-

gados de Personal.
- Un/a Funcionario/a de Carrera del Excmo. Ayuntamiento

designado por la Comisión de Gobierno.
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Secretario: El Secretario General de la Corporación o Fun-
cionario Público en quien delegue, designado por la Corpo-
ración Municipal.

Los vocales del Tribunal deberán estar en posesión del
título académico igual o de superior nivel al de la plaza objeto
de la convocatoria.

El Tribunal se constituirá y funcionará de acuerdo con
lo establecido en el Capítulo II del Título II de la Ley 30/92.

Los miembros del Tribunal, Presidente y Vocales, actuarán
con voz y voto.

Los miembros del Tribunal deberán abstenerse de inter-
venir, notificándolo a la Comisión Municipal de Gobierno,
cuando concurran en ellos alguna de las circunstancias pre-
vistas en el art. 28 de la Ley 30/92. Asimismo, los aspirantes
podrán recusar a los miembros del Tribunal por las mismas
circunstancias.

El Tribunal Calificador quedará facultado para resolver
las dudas que pudieren surgir en la aplicación de las Bases,
para decidir respecto de lo no contemplado en las mismas,
así como para incorporar especialistas en aquellas pruebas
cuyo contenido requiera el asesoramiento técnico de los mis-
mos, quienes actuarán con voz, pero sin voto.

Para la válida constitución del Tribunal en cada una de
sus sesiones, bastará la asistencia de más de la mitad de
sus miembros, titulares o suplentes, indistintamente.

La determinación concreta de los miembros del Tribunal,
así como la de sus Suplentes, se hará pública en el BOP
conjuntamente con la lista de admitidos y excluidos.

6. Desarrollo de los ejercicios.
Los lugares, fechas y horas de celebración de los primeros

ejercicios se anunciarán, al menos, con quince días de ante-
lación en el Boletín Oficial de la Provincia y tablón de anuncios
de la Corporación.

La realización de las pruebas no comenzará antes de que
transcurra un mes desde la publicación de la lista definitiva
de excluidos.

Los aspirantes serán convocados para cada uno de los
ejercicios en llamamiento único, sólo y exclusivamente salvo
causa de fuerza mayor, debidamente justificada y acreditada
por el aspirante que no haya podido comparecer a aquel lla-
mamiento, y apreciada libremente por el Tribunal, será admi-
sible un segundo llamamiento para el citado aspirante.

Desde la terminación de una prueba y el comienzo de
la siguiente, deberá transcurrir un plazo mínimo de 72 horas
y máximo de 45 días. Una vez comenzadas las pruebas, no
será obligatoria la publicación de los sucesivos anuncios de
celebración de las restantes en el BOP.

Estos anuncios se harán públicos en el tablón de anuncios
del Excmo. Ayuntamiento y en el local donde se efectúen las
pruebas, señalándose en dicho anuncio día y hora de cele-
bración de la prueba siguiente, quedando citados para ello
los aspirantes que hayan superado la prueba anterior.

En cualquier momento el Tribunal podrá requerir a los
aspirantes la acreditación de su personalidad, así como de
que reúnen los requisitos exigidos para tomar parte en las
pruebas selectivas.

7. Sistema de calificación.
Los ejercicios de las distintas pruebas selectivas serán

calificados de 0 a 10 puntos, siendo eliminados los aspirantes
que no alcancen un mínimo de 5 puntos en cada uno de ellos.

Las calificaciones de cada ejercicio se harán públicas en
el Tablón de Anuncios de la Corporación.

Las calificaciones definitivas se obtendrán sumando las
calificaciones conseguidas por cada uno de los aspirantes en
cada uno de los ejercicios.

8. Propuesta de selección. Presentación de documentos.
Nombramiento.

8.1. Concluido el proceso selectivo, el Tribunal publicará
en el Tablón de Anuncios de la Corporación el nombre del

aspirante seleccionado por haber obtenido la mayor puntuación
en la suma de los ejercicios, y elevará a la Comisión de Gobier-
no la correspondiente propuesta de nombramiento.

La resolución del Tribunal vincula a la Administración
Municipal, sin perjuicio de que ésta pueda proceder a su revi-
sión, conforme a lo previsto en el art. 14.1 del R.D. 364/95,
y mediante el procedimiento establecido en los arts. 102 y
siguientes de la Ley 30/92.

La decisión del Tribunal podrá ser impugnada mediante
recurso ordinario ante la Comisión Municipal de Gobierno en
el plazo de un mes desde su publicación en el tablón de
edictos de la Corporación.

8.2. El aspirante propuesto aportará en las Dependencias
Municipales de Personal, dentro del plazo de veinte días natu-
rales desde que se haga público el anuncio del punto 8.1,
los documentos acreditativos de las condiciones de capacidad
y requisitos exigidos en la base 2.1 de la convocatoria.

De conformidad con lo anterior, el aspirante habrá de
aportar en el plazo señalado los siguientes documentos:

a) Certificado de nacimiento y fotocopia compulsada
del DNI.

b) Copia auténtica o fotocopia compulsada del título
correspondiente que le habilite a la plaza convocada.

c) Declaración jurada de no hallarse incurso en ninguna
de las causas de incapacidad o incompatibilidad establecidas
por las disposiciones vigentes.

d) Declaración jurada de no haber sido separado,
mediante expediente disciplinario o sentencia judicial, del
servicio de ninguna Administración Pública, ni inhabilitado
para el ejercicio de las funciones públicas.

e) Certificado médico acreditativo de no padecer enfer-
medad o defecto físico que imposibilite para el ejercicio de
las funciones públicas.

Quien tuviere la condición de funcionario público estará
exento de justificar las condiciones y requisitos ya acreditados
para obtener su anterior nombramiento, debiendo presentar
únicamente certificación de la Administración Pública de la
que dependa, acreditando su condición y demás circunstancias
que consten en su expediente personal.

Quien dentro del plazo indicado, y salvo los casos de
fuerza mayor, no presentara la documentación, no podrá ser
nombrado funcionario de carrera, quedando anuladas todas
sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que
hubiera podido incurrir por falsedad en su instancia solicitando
tomar parte en los procesos selectivos. En este caso, el Pre-
sidente de la Corporación resolverá el nombramiento en favor
del aspirante que, habiendo aprobado todos los ejercicios, figu-
re en el puesto inmediato inferior en el orden de calificación.

Una vez resuelto el nombramiento por el Presidente de
la Corporación, el aspirante nombrado habrá de tomar posesión
en el plazo de un mes. El nombramiento será publicado en
el Boletín Oficial del Estado.

9. Norma final.
Las Bases de esta convocatoria serán publicadas en el

Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla y un anuncio de las
mismas en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y en
el Boletín Oficial del Estado, que será, en todo caso, el que
se tendrá en cuenta para el cómputo de plazo de los citados
en esta convocatoria.

Las Bases de esta convocatoria podrán ser impugnadas
por los interesados directamente ante la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia con sede
en Sevilla en el plazo de dos meses, computado a partir de
la publicación del anuncio de la convocatoria en el Boletín
Oficial del Estado. Los actos administrativos derivados de la
convocatoria y de la actuación del Tribunal serán impugnados
en la forma prevista en estas Bases y en la Ley 30/92, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (arts. 114 y ss. de la LRJAP
y PAC).
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10. Ejercicios.
Primer ejercicio: Consistirá en copiar un texto que se dic-

tará por el Tribunal (5 puntos) y en la realización, en el tiempo
de quince minutos, de operaciones aritméticas ajustadas al
nivel académico exigido en la convocatoria (5 puntos). No
se podrá hacer uso de máquina de calcular.

Segundo ejercicio: Consistirá en desarrollar un cuestio-
nario de respuestas alternativas (50) del programa de la con-
vocatoria, siendo 25 de la parte relativa a materias comunes
y 25 de la parte relativa a materias específicas. Cada pregunta
válida puntuará 0,20 puntos. Cada pregunta no válida restará
0,10 puntos.

Segundo ejercicio: Práctico. Consistirá en la realización
de cuatro trabajos o supuestos determinados por el Tribunal,
relacionados con las funciones de los Subalternos, que pongan
de manifiesto las aptitudes y capacidad profesional de los aspi-
rantes, en el tiempo que indique el Tribunal.

11. Programa.
11.1. Parte común:

1. La Constitución española de 1978. Principios gene-
rales. Derechos y Deberes Fundamentales de los españoles.

2. La Corona. El Poder Legislativo; el Gobierno y la Admi-
nistración del Estado y el Poder Judicial.

3. Organización Territorial del Estado: La Comunidad
Autónoma de Andalucía: Organización y competencias.

4. Colaboración y participación de los ciudadanos con
la Administración.

5. Ordenanzas y Reglamentos de las Entidades Locales.
Clases y procedimiento de elaboración y aprobación.

6. El personal al servicio de las Corporaciones Locales.
Derechos y deberes.

11.2. Parte específica:

7. El Municipio: Organización y competencias.
8. La Provincia: Organización y competencias.
9. El Registro de Entrada y Salida de Documentos. Requi-

sitos en la presentación de documentos. Comunicaciones y
Notificaciones.

10. Funcionamiento de los Organos Colegiados Locales.
Convocatorias, Orden del Día, Actas y Certificaciones de
Acuerdos.

11. El Gasto público local.
12. El Municipio de Constantina. Su Historia. Su Patri-

monio Cultural.

Constantina, 3 de noviembre de 1998.- El Alcalde-Pre-
sidente, Juan Antonio Rivera Meléndez.

AYUNTAMIENTO DE ALHAMA DE GRANADA

ANUNCIO de bases.

El Pleno del Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada
en sesión celebrada el día 29 de octubre de 1998, aprobó
la convocatoria de pruebas selectivas, para cubrir por el pro-
cedimiento de Concurso los siguientes puestos de trabajo de
personal laboral fijo vacantes en la plantilla del Ayuntamiento:

- Jefe de Mantenimiento y Obras.

- Alguacil en Ventas de Zafarraya.

- Servicios Polivalentes.

correspondientes a la Oferta de Empleo Público de 1998, con
arreglo a las siguientes:

BASES PARA LA PROVISION POR CONCURSO DE UNA PLA-
ZA DE JEFE DE MANTENIMIENTO Y OBRAS, PARA SU CON-

TRATACION LABORAL CON CARACTER INDEFINIDO

1. Normas Generales.
1.1. Esta convocatoria tiene por objeto la provisión

mediante concurso de una plaza de Jefe de Mantenimiento
y Obras, al servicio de este Ayuntamiento, pertenecientes a
la plantilla de personal laboral fijo de esta Entidad y corres-
pondiente a la Oferta de Empleo Público de 1998 (BOE núm.
235, de 1 de octubre) , para su contratación laboral con carác-
ter indefinido, la cual tendrá las funciones y retribuciones pre-
vistas en el Convenio Colectivo vigente.

1.2. Al presente Concurso le será de aplicación la Ley
7/1985, de 2 de abril; Ley 30/1984, de 2 de agosto; R.D.
Legislativo 781/1986, de 18 de abril; Convenio Colectivo para
el Personal Laboral al servicio del Ayuntamiento de Alhama
de Granada; las bases de la presente convocatoria y suple-
toriamente el R.D. 896/1991, de 7 de junio y el R.D.
364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Regla-
mento de Ingreso en la Administración del Estado.

2. Requisitos de los aspirantes.
Para participar en esta convocatoria será necesario reunir

los requisitos que a continuación se indican, de acuerdo con
las condiciones generales de capacidad para el ingreso al ser-
vicio de la Administración Local, establecidas en el art. 135
del Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en
materia de Régimen local:

a) Ser español/a o ciudadano/a de la Unión Europea.
b) Tener cumplidos 18 años de edad y no exceder de

aquella edad que, de acuerdo con sus antecedentes de coti-
zación a la Seguridad Social, le permita alcanzar la jubilación
en la misma al cumplir los 65 años.

c) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de
las tareas habituales de la plaza a la que se aspira.

d) No haber sido separado mediante expediente disci-
plinario o despido del mismo carácter, del servicio del Estado,
CC.AA. o Administración Local, ni hallarse inhabilitado para
el ejercicio de las funciones públicas.

3. Solicitudes.
3.1. Las solicitudes para tomar parte en estas pruebas

selectivas se dirigirán al Sr. Alcalde del Excmo. Ayuntamiento
de Alhama de Granada y se presentarán en el Registro General
de Entrada del Ayuntamiento, dentro del plazo de veinte días
naturales contados a partir del siguiente al de la publicación
de la convocatoria en el BOE.

Los interesados deberán unir a la solicitud fotocopia del
DNI y justificante o comprobante de haber ingresado los dere-
chos de participación en el Concurso a que se refiere el apar-
tado 3.4.

Para el concurso de méritos, originales o fotocopias de
los méritos alegados debidamente compulsadas o cotejadas
conforme al art. 158 del Reglamento de Organización, Fun-
cionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

3.2. Para ser admitido a esta convocatoria bastará que
los aspirantes manifiesten en su instancia que reúnen todos
y cada uno de los requisitos exigidos en la base 2, referidos
siempre a la fecha de expiración del plazo señalado para la
presentación de instancias.

3.3. Las solicitudes también podrán presentarse en la
forma que determina el art. 38.4 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3.4. Los derechos de participación en el Concurso serán
de 1.000 pesetas, que se ingresarán en la oficina de Tesorería
del Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada, con la indi-
cación de «Concurso-Plaza de Jefe de Mantenimiento y Obras.
Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada».
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Unicamente procederá la devolución de los derechos de
examen a los aspirantes que hayan sido excluidos definiti-
vamente de las pruebas selectivas. A tales efectos, el reintegro
se realizará de oficio.

3.5. Los errores que pudieran advertirse podrán ser sub-
sanados en cualquier momento de oficio o a petición del
interesado.

4. Admisión de los aspirantes.
4.1. Expirado el plazo de presentación de instancias el

Sr. Alcalde del Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada,
dictará resolución, declarando aprobada la lista de admitidos,
así como la de excluidos, dicha resolución se publicará en
el BOP, juntamente con la relación de excluidos y causas
que han motivado la exclusión. Copia de dicha resolución
y copias certificadas de las relaciones de admitidos y excluidos
se expondrán al público en el tablón de edictos el mismo
día en que se remita a publicación en el BOP.

4.2. Los aspirantes excluidos dispondrán de un plazo de
diez días, contados a partir del siguiente a la publicación de
la Resolución en el BOP para subsanar los defectos que hayan
motivado su exclusión. Los aspirantes que dentro del plazo
señalado no subsanasen dicha exclusión quedarán definiti-
vamente excluidos de la convocatoria.

En la misma resolución se hará público el lugar y fecha
de comienzo de la valoración de los méritos alegados.

5. Tribunal Calificador.
5.1. El Tribunal Calificador estará constituido por los

siguientes miembros:

Presidente: El Sr. Alcalde del Ayuntamiento de Alhama
de Granada, o Concejal en quien delegue.

Secretario: El de la Corporación o funcionario del Ayun-
tamiento en quien delegue.

Vocales:

- Un representante de la Comunidad Autónoma o suplente.
- Un representante sindical de los trabajadores del Ayun-

tamiento de Alhama de Granada, designado por la Sección
Sindical, o su suplente.

- El Coordinador de Servicios del Excmo. Ayuntamiento
de Alhama de Granada, o suplente.

- Un trabajador, técnico, experto o funcionario, del ser-
vicio al que está adscrita la plaza, del Ayuntamiento de Alhama
de Granada, o de otra entidad local, o su suplente.

- En todo caso, podrán asistir a las deliberaciones un
representante de cada uno de los grupos políticos municipales
que integran la Corporación, con voz pero sin voto.

Los Vocales del Tribunal deberán reunir las condiciones
exigidas en el art. 4 del R.D. 896/1991, de 17 de junio.

5.2. Los miembros del Tribunal podrán abstenerse de
intervenir, notificándolo a la Corporación cuando concurran
las circunstancias previstas en el art. 28 de la Ley 30/1992.
Los aspirantes podrán recusar a los miembros del Tribunal
cuando concurran las circunstancias anteriormente citadas.

5.3. Para la válida constitución del Tribunal en cada una
de sus sesiones, bastará la asistencia de más de la mitad
de sus miembros, titulares o suplentes, indistintamente.

5.4. La determinación concreta de los miembros del tri-
bunal, así como la de sus suplentes, se hará pública en el
BOP conjuntamente con la resolución a que hace referencia
la base 4.

5.5. De conformidad con lo establecido en el R.D.
236/1988, de 4 de marzo, a efectos de indemnizaciones por
asistencia, el Tribunal Calificador tendrá quinta categoría.

6. Sistema de selección.
El sistema de selección será el Concurso.
Los méritos alegados por los aspirantes se calificarán

según el baremo que figura en el Anexo I de esta convocatoria.

No se valorarán méritos justificados con posterioridad a
la finalización del plazo de presentación de instancias, salvo
que se hubiese alegado la imposibilidad de aportar dicha jus-
tificación en la solicitud de participación en la convocatoria
o dentro del referido plazo.

Quienes tuvieran la condición de funcionarios públicos
estarán exentos de justificar documentalmente las condiciones
y requisitos ya demostrados para obtener su nombramiento,
debiendo presentar certificación del Ministerio, Corporación
Local u Organismo Público del que dependan, acreditando
su condición y cuantas circunstancias consten en su expe-
diente personal.

Si dentro del plazo indicado y salvo casos de fuerza mayor,
los aspirantes no presentaran su documentación o no reunieran
los requisitos exigidos, no podrán ser contratados, y quedarán
anuladas todas sus actuaciones, sin perjuicio de la respon-
sabilidad en que hubieran podido incurrir por falsedad en la
instancia solicitando tomar parte en la convocatoria. En este
caso se propondrá para su contratación a aquel candidato
que le siga por orden de puntuación y que no hubiese sido
propuesto por no existir numero suficiente de plazas a cubrir,
requiriéndosele para que en el plazo de veinte días naturales
presenten la documentación pertinente a efectos de poder ser
contratado.

El solo hecho de presentar instancias, solicitando tomar
parte en la convocatoria constituye sometimiento expreso de
los aspirantes a las bases reguladoras de la misma, que tiene
consideración de Ley Reguladora de esta convocatoria.

La presente convocatoria, bases y cuantos actos admi-
nistrativos se deriven de ella y de la actuación del Tribunal,
podrán ser impugnados por los interesados, en los casos, for-
mas y plazos establecidos en la vigente Ley 30/92, de 26
de noviembre, a partir de la publicación de la misma en los
Boletines anteriormente citados.

El Tribunal queda facultado para resolver las dudas que
se presenten y tomar los acuerdos necesarios para el buen
orden de la convocatoria, en todo lo no previsto en estas bases
y disposiciones vigentes que regulen la materia.

Todos los avisos, citaciones y convocatorias, que el Tri-
bunal haya de hacer a los aspirantes que no sean las que
obligatoriamente se mencionan en estas bases, se realizarán
únicamente por medio del tablón de anuncios del Ayun-
tamiento.

7. Relación ordenada, presentación de documentos y
contratación.

Finalizada la valoración de los méritos alegados, el tribunal
hará pública la relación ordenada de los méritos debidamente
valorados, por orden de puntuación, en la que constará las
puntuaciones otorgadas en cada apartado y el resultado final.
Los interesados podrán interponer reclamación en el plazo
de tres días ante el Tribunal, y este deberá resolver en idéntico
plazo la reclamación. Contra dicha resolución podrán inter-
ponerse recurso ordinario, en el plazo de un mes, ante el
Pleno de la Corporación. Igualmente podrá interponerse direc-
tamente recurso ordinario en dicho plazo, sin necesidad de
reclamación previa ante el Tribunal.

La relación definitiva con las puntuaciones obtenidas, una
vez transcurrido el plazo de reclamaciones, se expondrá en
el tablón de anuncios del Ayuntamiento.

El Tribunal propondrá para su contratación al aspirante
que hubiese obtenido mayor calificación final. La propuesta
de aspirantes a contratar no podrá exceder, en ningún caso,
del número de plazas convocadas.

El aspirante seleccionado deberá presentar, en el plazo
de veinte días naturales, contados a partir de la publicación
de la lista de aprobados en el tablón de anuncios y, en todo
caso, con carácter previo a la formalización del contrato, los
documentos siguientes:

1. Los que para llevar a cabo la contratación laboral deter-
mina la legislación vigente.
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2. Fotocopia del DNI, acompañado del original para su
compulsa.

3. Certificado Médico Oficial sobre la capacidad funcional
para el desempeño de las tareas de la plaza a que se aspira.

4. Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado mediante expediente disciplinario de ninguna Adminis-
tración Pública ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de
las funciones públicas.

5. Declaración jurada de no hallarse incurso en casos
de incapacidad específica conforme al art. 36 del Reglamento
de Funcionarios.

6. Declaración jurada de no tener otro empleo público
en el momento de la contratación de la plaza, así como de
no ejercer actividades privadas incompatibles con el puesto
de trabajo a desempeñar, de conformidad con lo establecido
en el art. 10 de la Ley 53/84, de 26 de diciembre, sobre
incompatibilidades.

El aspirante seleccionado que no presentare la documen-
tación anteriormente relacionada, en el plazo indicado, o no
reuniera los requisitos exigidos con carácter general en la con-
vocatoria, no podrá ser contratado y quedarán anuladas todas
sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que
hubiera podido incurrir por falsedad.

8. Incorporación al trabajo.
El aspirante contratado para ocupar la plaza vacante se

incorporará al trabajo el primer día de vigencia del contrato
que haya formalizado.

Hasta tanto no se formalice el contrato, el aspirante no
tendrá derecho a percepción económica alguna.

Transcurrido el período de prueba de tres meses, el aspi-
rante contratado que lo supere satisfactoriamente, adquirirá
la condición de personal laboral fijo.

9. Disposición Transitoria Unica. Contratación Interina.
Si el aspirante seleccionado no concurriese a formalizar

su contrato, o a ocupar su puesto de trabajo en la fecha seña-
lada, quedando acreditada su renuncia al mismo, el Sr. Alcalde
queda facultado para contratar interinamente, hasta la cele-
bración de un nuevo procedimiento selectivo convocado para
cubrir la vacante con carácter definitivo, al aspirante que hubie-
se obtenido la mayor puntuación, inmediatamente después
de aquel que renunciare a su plaza.

Alhama de Granada, 14 de octubre de 1998.- El Alcalde,
José Fernando Molina López.

ANEXO I

VALORACION DE MERITOS CONCURSO

Servicios profesionales:

a) Por cada mes completo de servicios prestados en cual-
quiera de las Administraciones Públicas en plaza o puesto
de igual categoría al que se opta, mediante relación laboral,
acreditado mediante la correspondiente certificación expedida
por el organismo competente: 0,10 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado 3 puntos.
b) Por cada mes completo de servicios prestados en este

Ayuntamiento en plaza o puesto de igual categoría al que
se opta, mediante relación laboral, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el Secretario del
Ayuntamiento: 0,50 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado 12 puntos.
c) Por cada mes completo de servicios prestados en cual-

quiera de las Administraciones Públicas en plaza o puesto
de inferior categoría al que se opta, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el organismo com-
petente: 0,05 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado 1,5
puntos.

d) Por cada mes completo de servicios prestados en este
Ayuntamiento en plaza o puesto de inferior categoría al que
se opta, mediante relación laboral, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el Secretario del
Ayuntamiento: 0,25 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado 6 puntos.
Los servicios prestados a tiempo parcial se puntuarán

reduciendo proporcionalmente su valoración.

Experiencia:

a) Por experiencia acreditada en cualquiera de las Admi-
nistraciones Públicas, en plaza o puesto de igual categoría
profesional al que se opta, mediante relación laboral, acre-
ditada mediante la correspondiente certificación expedida por
el organismo competente.

La experiencia será valorada por el Tribunal, atendiendo
a criterios objetivos, con arreglo a la siguiente graduación:

Baja: De 0 a 2 puntos.
Media: A partir de 2 hasta 4 puntos.
Alta: A partir de 4 hasta 6 puntos.

b) Por experiencia acreditada en este Ayuntamiento, en
plaza o puesto de igual categoría profesional al que se opta,
mediante relación laboral, acreditada mediante la correspon-
diente certificación expedida por el Secretario del Ayunta-
miento.

La experiencia será valorada por el Tribunal, atendiendo
a criterios objetivos, con arreglo a la siguiente graduación:

Baja: De 0 a 5 puntos.
Media: A partir de 5 hasta 8 puntos.
Alta: A partir de 8 hasta 12 puntos.
Los certificados que acrediten la experiencia de los apar-

tados a ó b anteriores, deberán especificar claramente los tra-
bajos realizados por el trabajador, el período temporal durante
el cual se han desempeñado los mismos (años, meses y días)
y cuantos otros datos sean necesarios para que el tribunal
pueda formarse una idea precisa y objetiva de la experiencia
a valorar.

Cursos y seminarios, congresos y jornadas.
Se valorarán aquellos cursos de formación y perfeccio-

namiento impartidos por instituciones públicas y las homo-
logadas oficialmente para la impartición de cursos, que tengan
relación directa con las actividades a desarrollar en el puesto
de trabajo.

Hasta 14 horas o 2 días: 0,05 puntos.
De 15 a 40 horas o de 3 a 7 días: 0,10 puntos.
De 41 a 70 horas o de 8 a 12 días: 0,20 puntos.
De 71 a 100 horas o de 13 a 20 días: 0,25 puntos.
De 101 a 200 horas o de 21 a 40 días: 0,50 puntos.
Más de 200 horas o más de 40 días: 1 punto.
Máxima puntuación a otorgar por este apartado 1 punto.
Los cursos en los que no se expresa duración alguna

serán valorados con la puntuación mínima a que se refiere
la anterior escala.

Aplicación del Concurso.
El número máximo de puntos que se otorguen en el con-

curso para una puntuación máxima será el siguiente:

Servicios profesionales: 22,5 puntos.
Experiencia: 18 puntos.
Cursos y seminarios, congresos y jornadas: 1 punto.

Sistema de desempates.
En caso de empate entre concursantes, el orden de prio-

ridad se dirimirá por las puntuaciones parciales obtenidas en
los siguientes méritos y en el orden preferente que asimismo
se expresa:
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1. Servicios Profesionales del apartado b).
2. Servicios Profesionales del apartado d).
3. Experiencia en el apartado b).
4. Experiencia en el apartado a).
Caso de que persistiera el empate, se adjudicará el puesto

de trabajo al empleado que ostente más antigüedad en el
Ayuntamiento.

BASES PARA LA PROVISION POR CONCURSO DE UNA PLA-
ZA DE ALGUACIL DE VENTAS DE ZAFARRAYA, PARA SU
CONTRATACION LABORAL CON CARACTER INDEFINIDO

1. Normas Generales.
1.1. Esta convocatoria tiene por objeto la provisión

mediante concurso de una plaza de Alguacil de Ventas de
Zafarraya, al servicio de este Ayuntamiento, pertenecientes
a la plantilla de personal laboral fijo de esta Entidad y corres-
pondiente a la Oferta de Empleo Público de 1998 (BOE núm.
235, de 1 de octubre de 1998), para su contratación laboral
con carácter indefinido, la cual tendrá las funciones y retri-
buciones previstas en el Convenio Colectivo vigente.

1.2. Al presente Concurso le será de aplicación la Ley
7/1985, de 2 de abril; Ley 30/1984, de 2 de agosto; R.D.
Legislativo 781/1986, de 18 de abril; Convenio Colectivo para
el Personal Laboral al servicio del Ayuntamiento de Alhama
de Granada; las bases de la presente convocatoria y suple-
toriamente el R.D. 896/1991, de 7 de junio y el R.D.
364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Regla-
mento de Ingreso en la Administración del Estado.

2. Requisitos de los aspirantes.
Para participar en esta convocatoria será necesario reunir

los requisitos que a continuación se indican, de acuerdo con
las condiciones generales de capacidad para el ingreso al ser-
vicio de la Administración Local, establecidas en el art. 135
del Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en
materia de Régimen local:

a) Ser español/a o ciudadano/a de la Unión Europea.
b) Tener cumplidos 18 años de edad y no exceder de

aquella edad que, de acuerdo con sus antecedentes de coti-
zación a la Seguridad Social, le permita alcanzar la jubilación
en la misma al cumplir los 65 años.

c) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de
las tareas habituales de la plaza a la que se aspira.

d) No haber sido separado mediante expediente disci-
plinario o despido del mismo carácter, del servicio del Estado,
CC.AA. o Administración Local, ni hallarse inhabilitado para
el ejercicio de las funciones públicas.

3. Solicitudes.
3.1. Las solicitudes para tomar parte en estas pruebas

selectivas se dirigirán al Sr. Alcalde del Excmo. Ayuntamiento
de Alhama de Granada y se presentarán en el Registro General
de Entrada del Ayuntamiento, dentro del plazo de veinte días
naturales contados a partir del siguiente al de la publicación
de la convocatoria en el BOE.

Los interesados deberán unir a la solicitud fotocopia del
DNI y justificante o comprobante de haber ingresado los dere-
chos de participación en el Concurso a que se refiere el apar-
tado 3.4.

Para el concurso de méritos, originales o fotocopias de
los méritos alegados debidamente compulsadas o cotejadas
conforme al art. 158 del Reglamento de Organización, Fun-
cionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

3.2. Para ser admitido a esta convocatoria bastará que
los aspirantes manifiesten en su instancia que reúnen todos
y cada uno de los requisitos exigidos en la base 2, referidos
siempre a la fecha de expiración del plazo señalado para la
presentación de instancias.

3.3. Las solicitudes también podrán presentarse en la
forma que determina el art. 38.4 de la Ley 30/1992, de 26

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3.4. Los derechos de participación en el Concurso serán
de 1.000 pesetas, que se ingresarán en la oficina de Tesorería
del Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada, con la indi-
cación de «Concurso-Plaza de Alguacil de Ventas de Zafarraya.
Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada».

Unicamente procederá la devolución de los derechos de
examen a los aspirantes que hayan sido excluidos definiti-
vamente de las pruebas selectivas. A tales efectos, el reintegro
se realizará de oficio.

3.5. Los errores que pudieran advertirse podrán ser sub-
sanados en cualquier momento de oficio o a petición del
interesado.

4. Admisión de los aspirantes.
4.1. Expirado el plazo de presentación de instancias el

Sr. Alcalde del Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada,
dictará resolución, declarando aprobada la lista de admitidos,
así como la de excluidos, dicha resolución se publicará en
el BOP, juntamente con la relación de excluidos y causas
que han motivado la exclusión. Copia de dicha resolución
y copias certificadas de las relaciones de admitidos y excluidos
se expondrán al público en el tablón de edictos el mismo
día en que se remita a publicación en el BOP.

4.2. Los aspirantes excluidos dispondrán de un plazo de
diez días, contados a partir del siguiente a la publicación de
la Resolución en el BOP para subsanar los defectos que hayan
motivado su exclusión. Los aspirantes que dentro del plazo
señalado no subsanasen dicha exclusión quedarán definiti-
vamente excluidos de la convocatoria.

En la misma resolución se hará público el lugar y fecha
de comienzo de la valoración de los méritos alegados.

5. Tribunal Calificador.
5.1. El Tribunal Calificador estará constituido por los

siguientes miembros:

Presidente: El Sr. Alcalde del Ayuntamiento de Alhama
de Granada, o Concejal en quien delegue.

Secretario: El de la Corporación o funcionario del Ayun-
tamiento en quien delegue.

Vocales:

- Un representante de la Comunidad Autónoma o suplente.
- Un representante sindical de los trabajadores del Ayun-

tamiento de Alhama de Granada, designado por la Sección
Sindical, o su suplente.

- El Coordinador de Servicios del Excmo. Ayuntamiento
de Alhama de Granada, o suplente.

- Un trabajador, técnico, experto o funcionario, del ser-
vicio al que está adscrita la plaza, del Ayuntamiento de Alhama
de Granada, o de otra entidad local, o su suplente.

- En todo caso, podrán asistir a las deliberaciones un
representante de cada uno de los grupos políticos municipales
que integran la Corporación, con voz pero sin voto.

Los Vocales del Tribunal deberán reunir las condiciones
exigidas en el art. 4 del R.D. 896/1991, de 17 de junio.

5.2. Los miembros del Tribunal podrán abstenerse de
intervenir, notificándolo a la Corporación cuando concurran
las circunstancias previstas en el art. 28 de la Ley 30/1992.
Los aspirantes podrán recusar a los miembros del Tribunal
cuando concurran las circunstancias anteriormente citadas.

5.3. Para la válida constitución del Tribunal en cada una
de sus sesiones, bastará la asistencia de más de la mitad
de sus miembros, titulares o suplentes, indistintamente.

5.4. La determinación concreta de los miembros del tri-
bunal, así como la de sus suplentes, se hará pública en el
BOP conjuntamente con la resolución a que hace referencia
la base 4.
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5.5. De conformidad con lo establecido en el R.D.
236/1988, de 4 de marzo, a efectos de indemnizaciones por
asistencia, el Tribunal Calificador tendrá quinta categoría.

6. Sistema de selección.
El sistema de selección será el Concurso.
Los méritos alegados por los aspirantes se calificarán

según el baremo que figura en el Anexo I de esta convocatoria.

No se valorarán méritos justificados con posterioridad a
la finalización del plazo de presentación de instancias, salvo
que se hubiese alegado la imposibilidad de aportar dicha jus-
tificación en la solicitud de participación en la convocatoria
o dentro del referido plazo.

Quienes tuvieran la condición de funcionarios públicos
estarán exentos de justificar documentalmente las condiciones
y requisitos ya demostrados para obtener su nombramiento,
debiendo presentar certificación del Ministerio, Corporación
Local u Organismo Público del que dependan, acreditando
su condición y cuantas circunstancias consten en su expe-
diente personal.

Si dentro del plazo indicado y salvo casos de fuerza mayor,
los aspirantes no presentaran su documentación o no reunieran
los requisitos exigidos, no podrán ser contratados y quedarán
anuladas todas sus actuaciones, sin perjuicio de la respon-
sabilidad en que hubieran podido incurrir por falsedad en la
instancia solicitando tomar parte en la convocatoria. En este
caso se propondrá para su contratación a aquel candidato
que le siga por orden de puntuación y que no hubiese sido
propuesto por no existir número suficiente de plazas a cubrir,
requiriéndosele para que en el plazo de 20 días naturales
presenten la documentación pertinente a efectos de poder ser
contratado.

El solo hecho de presentar instancias solicitando tomar
parte en la convocatoria constituye sometimiento expreso de
los aspirantes a las bases reguladoras de la misma, que tiene
consideración de Ley Reguladora de esta convocatoria.

La presente convocatoria, bases y cuantos actos admi-
nistrativos se deriven de ella y de la actuación del Tribunal,
podrán ser impugnados por los interesados, en los casos, for-
mas y plazos establecidos en la vigente Ley 30/92, de 26
de noviembre, a partir de la publicación de la misma en los
Boletines anteriormente citados.

El Tribunal queda facultado para resolver las dudas que
se presenten y tomar los acuerdos necesarios para el buen
orden de la convocatoria en todo lo no previsto en estas bases
y disposiciones vigentes que regulen la materia.

Todos los avisos, citaciones y convocatorias que el Tri-
bunal haya de hacer a los aspirantes que no sean las que
obligatoriamente se mencionan en estas bases, se realizarán
únicamente por medio del tablón de anuncios del Ayun-
tamiento.

7. Relación ordenada, presentación de documentos y
contratación.

Finalizada la valoración de los méritos alegados, el Tri-
bunal hará pública la relación ordenada de los méritos debi-
damente valorados, por orden de puntuación, en la que cons-
tará las puntuaciones otorgadas en cada apartado y el resultado
final. Los interesados podrán interponer reclamación en el pla-
zo de 3 días ante el Tribunal, y éste deberá resolver en idéntico
plazo la reclamación. Contra dicha resolución podrá interpo-
nerse recurso ordinario, en el plazo de un mes, ante el Pleno
de la Corporación. Igualmente podrá interponerse directamente
recurso ordinario en dicho plazo, sin necesidad de reclamación
previa ante el Tribunal.

La relación definitiva con las puntuaciones obtenidas, una
vez transcurrido el plazo de reclamaciones, se expondrá en
el tablón de anuncios del Ayuntamiento.

El Tribunal propondrá para su contratación al aspirante
que hubiese obtenido mayor calificación final. La propuesta

de aspirantes a contratar no podrá exceder, en ningún caso,
del número de plazas convocadas.

El aspirante seleccionado deberá presentar, en el plazo
de veinte días naturales, contados a partir de la publicación
de la lista de aprobados en el tablón de anuncios y, en todo
caso, con carácter previo a la formalización del contrato, los
documentos siguientes:

1. Los que para llevar a cabo la contratación laboral deter-
mina la Legislación vigente.

2. Fotocopia del DNI, acompañada del original para su
compulsa.

3. Certificado Médico Oficial sobre la capacidad funcional
para el desempeño de las tareas de la plaza a que se aspira.

4. Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado mediante expediente disciplinario de ninguna Adminis-
tración Pública ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de
las funciones públicas.

5. Declaración jurada de no hallarse incurso en casos
de incapacidad específica conforme al art. 36 del Reglamento
de Funcionarios.

6. Declaración jurada de no tener otro empleo público
en el momento de la contratación de la plaza, así como de
no ejercer actividades privadas incompatibles con el puesto
de trabajo a desempeñar, de conformidad con lo establecido
en el art. 10 de la Ley 53/84, de 26 de diciembre, sobre
Incompatibilidades.

El aspirante seleccionado que no presentare la documen-
tación anteriormente relacionada, en el plazo indicado, o no
reuniera los requisitos exigidos con carácter general en la con-
vocatoria, no podrá ser contratado y quedarán anuladas todas
sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que
hubiera podido incurrir por falsedad.

8. Incorporación al trabajo.
El aspirante contratado para ocupar la plaza vacante se

incorporará al trabajo el primer día de vigencia del contrato
que haya formalizado.

Hasta tanto no se formalice el contrato, el aspirante no
tendrá derecho a percepción económica alguna.

Transcurrido el período de prueba de tres meses, el aspi-
rante contratado que lo supere satisfactoriamente adquirirá
la condición de personal laboral fijo.

9. Disposición Transitoria Unica. Contratación Interina.
Si el aspirante seleccionado no concurriese a formalizar

su contrato, o a ocupar su puesto de trabajo en la fecha seña-
lada, quedando acreditada su renuncia al mismo, el Sr. Alcalde
queda facultado para contratar interinamente, hasta la cele-
bración de un nuevo procedimiento selectivo convocado para
cubrir la vacante con carácter definitivo, al aspirante que hubie-
se obtenido la mayor puntuación, inmediatamente después
de aquél que renunciare a su plaza.

Alhama de Granada, 14 de octubre de 1998.- El Alcalde,
José Fernando Molina López.

ANEXO I

VALORACION DE MERITOS CONCURSO

Servicios profesionales:

a) Por cada mes completo de servicios prestados en cual-
quiera de las Administraciones Públicas en plaza o puesto
de igual categoría al que se opta, mediante relación laboral,
acreditado mediante la correspondiente certificación expedida
por el organismo competente: 0,10 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 3 puntos.
b) Por cada mes completo de servicios prestados en este

Ayuntamiento en plaza o puesto de igual categoría al que
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se opta, mediante relación laboral, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el Secretario del
Ayuntamiento: 0,50 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 12
puntos.

c) Por cada mes completo de servicios prestados en cual-
quiera de las Administraciones Públicas en plaza o puesto
de inferior categoría al que se opta, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el organismo com-
petente: 0,05 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 1,5
puntos.

d) Por cada mes completo de servicios prestados en este
Ayuntamiento en plaza o puesto de inferior categoría al que
se opta, mediante relación laboral, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el Secretario del
Ayuntamiento: 0,25 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 6 puntos.

Los servicios prestados a tiempo parcial se puntuarán
reduciendo proporcionalmente su valoración.

Experiencia:

a) Por experiencia acreditada en cualquiera de las Admi-
nistraciones Públicas, en plaza o puesto de igual categoría
profesional al que se opta, mediante relación laboral, acre-
ditada mediante la correspondiente certificación expedida por
el organismo competente.

La experiencia será valorada por el Tribunal, atendiendo
a criterios objetivos, con arreglo a la siguiente graduación:

Baja: De 0 a 2 puntos.
Media: A partir de 2 hasta 4 puntos.
Alta: A partir de 4 hasta 6 puntos.

b) Por experiencia acreditada en este Ayuntamiento, en
plaza o puesto de igual categoría profesional al que se opta,
mediante relación laboral, acreditada mediante la correspon-
diente certificación expedida por el Secretario del Ayunta-
miento.

La experiencia será valorada por el Tribunal, atendiendo
a criterios objetivos, con arreglo a la siguiente graduación:

Baja: De 0 a 5 puntos.
Media: A partir de 5 hasta 8 puntos.
Alta: A partir de 8 hasta 12 puntos.

Los certificados que acrediten la experiencia de los apar-
tados a) o b) anteriores, deberán especificar claramente los
trabajos realizados por el trabajador, el período temporal duran-
te el cual se han desempeñado los mismos (años, meses y
días) y cuantos otros datos sean necesarios para que el Tribunal
pueda formarse una idea precisa y objetiva de la experiencia
a valorar.

Cursos y seminarios, congresos y jornadas.
Se valorarán aquellos cursos de formación y perfeccio-

namiento impartidos por instituciones públicas y las homo-
logadas oficialmente para la impartición de cursos, que tengan
relación directa con las actividades a desarrollar en el puesto
de trabajo.

Hasta 14 horas o 2 días: 0,05 puntos.
De 15 a 40 horas o de 3 a 7 días: 0,10 puntos.
De 41 a 70 horas o de 8 a 12 días: 0,20 puntos.
De 71 a 100 horas o de 13 a 20 días: 0,25 puntos.
De 101 a 200 horas o de 21 a 40 días: 0,50 puntos.
Más de 200 horas o más de 40 días: 1 punto.
Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 1 punto.
Los cursos en los que no se expresa duración alguna

serán valorados con la puntuación mínima a que se refiere
la anterior escala.

Aplicación del concurso.
El número máximo de puntos que se otorguen en el con-

curso para una puntuación máxima será el siguiente:

Servicios profesionales: 22,5 puntos.
Experiencia: 18 puntos.
Cursos y seminarios, congresos y jornadas: 1 punto.

Sistema de desempates.
En caso de empate entre concursantes, el orden de prio-

ridad se dirimirá por las puntuaciones parciales obtenidas en
los siguientes méritos y en el orden preferente que asimismo
se expresa:

1. Servicios Profesionales del apartado b).
2. Servicios Profesionales del apartado d).
3. Experiencia en el apartado b).
4. Experiencia en el apartado a).

Caso de que persistiera el empate, se adjudicará el puesto
de trabajo al empleado que ostente más antigüedad en el
Ayuntamiento.

BASES PARA LA PROVISION POR CONCURSO DE DOS PLA-
ZAS DE SERVICIOS POLIVALENTES PARA SU CONTRATA-

CION LABORAL CON CARACTER INDEFINIDO

1. Normas Generales.
1.1. Esta convocatoria tiene por objeto la provisión

mediante concurso de dos plazas de Servicios Polivalentes,
al servicio de este Ayuntamiento, pertenecientes a la plantilla
de personal laboral fijo de esta Entidad y correspondientes
a la Oferta de Empleo Público de 1998 (BOE núm. 235,
de 1 de octubre de 1998), para su contratación laboral con
carácter indefinido, las cuales tendrán las funciones y retri-
buciones previstas en el Convenio Colectivo vigente.

1.2. Al presente Concurso le será de aplicación la Ley
7/1985, de 2 de abril; Ley 30/1984, de 2 de agosto; R.D.
Legislativo 781/1986, de 18 de abril; Convenio Colectivo para
el Personal Laboral al servicio del Ayuntamiento de Alhama
de Granada; las bases de la presente convocatoria y suple-
toriamente el R.D. 896/1991, de 7 de junio, y el R.D.
364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Regla-
mento de Ingreso en la Administración del Estado.

2. Requisitos de los aspirantes.
Para participar en esta convocatoria será necesario reunir

los requisitos que a continuación se indican, de acuerdo con
las condiciones generales de capacidad para el ingreso al
servicio de la Administración Local, establecidas en el
art. 135 del Texto Refundido de las Disposiciones Legales
vigentes en materia de Régimen Local:

a) Ser español/a o ciudadano/a de la Unión Europea.
b) Tener cumplidos 18 años de edad y no exceder de

aquella edad que, de acuerdo con sus antecedentes de coti-
zación a la Seguridad Social, le permita alcanzar la jubilación
en la misma al cumplir los 65 años.

c) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de
las tareas habituales de la plaza a la que se aspira.

d) No haber sido separado mediante expediente disci-
plinario o despido del mismo carácter del servicio del Estado,
CC.AA. o Administración Local, ni hallarse inhabilitado para
el ejercicio de las funciones públicas.

3. Solicitudes.
3.1. Las solicitudes para tomar parte en estas pruebas

selectivas se dirigirán al Sr. Alcalde del Excmo. Ayuntamiento
de Alhama de Granada y se presentarán en el Registro General
de Entrada del Ayuntamiento, dentro del plazo de veinte días
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naturales contados a partir del siguiente al de la publicación
de la convocatoria en el BOE.

Los interesados deberán unir a la solicitud fotocopia del
DNI y justificante o comprobante de haber ingresado los dere-
chos de participación en el Concurso a que se refiere el apar-
tado 3.4.

Para el concurso de méritos, originales o fotocopias de
los méritos alegados debidamente compulsadas o cotejadas
conforme al art. 158 del Reglamento de Organización, Fun-
cionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

3.2. Para ser admitido a esta convocatoria bastará que
los aspirantes manifiesten en su instancia que reúnen todos
y cada uno de los requisitos exigidos en la base 2.ª, referidos
siempre a la fecha de expiración del plazo señalado para la
presentación de instancias.

3.3. Las solicitudes también podrán presentarse en la
forma que determina el art. 38.4 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3.4. Los derechos de participación en el Concurso serán
de 1.000 pesetas, que se ingresarán en la Oficina de Tesorería
del Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada, con la indi-
cación de «Concurso-Plaza de Servicios Polivalentes. Excmo.
Ayuntamiento de Alhama de Granada».

Unicamente procederá la devolución de los derechos de
examen a los aspirantes que hayan sido excluidos definiti-
vamente de las pruebas selectivas. A tales efectos, el reintegro
se realizará de oficio.

3.5. Los errores que pudieran advertirse podrán ser sub-
sanados en cualquier momento de oficio o a petición del
interesado.

4. Admisión de los aspirantes.
4.1. Expirado el plazo de presentación de instancias el

Sr. Alcalde del Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Granada
dictará Resolución declarando aprobada la lista de admitidos,
así como la de excluidos dicha Resolución se publicará en
el BOP, juntamente con la relación de excluidos y causas
que han motivado la exclusión. Copia de dicha Resolución
y copias certificadas de las relaciones de admitidos y excluidos
se expondrán al público en el tablón de edictos el mismo
día en que se remita a publicación en el BOP.

4.2. Los aspirantes excluidos dispondrán de un plazo de
diez días, contados a partir del siguiente a la publicación de
la Resolución en el BOP para subsanar los defectos que hayan
motivado su exclusión. Los aspirantes que dentro del plazo
señalado no subsanasen dicha exclusión quedarán definiti-
vamente excluidos de la convocatoria.

En la misma Resolución se hará público el lugar y fecha
de comienzo de la valoración de los méritos alegados.

5. Tribunal Calificador.
5.1. El Tribunal Calificador estará constituido por los

siguientes miembros:

Presidente: El Sr. Alcalde del Ayuntamiento de Alhama
de Granada, o Concejal en quien delegue.

Secretario: El de la Corporación o funcionario del Ayun-
tamiento en quien delegue.

Vocales:

- Un representante de la Comunidad Autónoma o suplente.
- Un representante sindical de los trabajadores del Ayun-

tamiento de Alhama de Granada, designado por la Sección
Sindical, o su suplente.

- El Coordinador de Servicios del Excmo. Ayuntamiento
de Alhama de Granada, o suplente.

- Un trabajador, técnico, experto o funcionario, del
servicio al que está adscrita la plaza, del Ayuntamiento de
Alhama de Granada, o de otra entidad local, o su suplente.

- En todo caso, podrán asistir a las deliberaciones un
representante de cada uno de los grupos políticos municipales
que integran la Corporación, con voz pero sin voto.

Los Vocales del Tribunal deberán reunir las condiciones
exigidas en el art. 4 del R.D. 896/1991, de 17 de junio.

5.2. Los miembros del Tribunal podrán abstenerse de
intervenir, notificándolo a la Corporación, cuando concurran
las circunstancias previstas en el art. 28 de la Ley 30/1992.
Los aspirantes podrán recusar a los miembros del Tribunal
cuando concurran las circunstancias anteriormente citadas.

5.3. Para la válida constitución del Tribunal en cada una
de sus sesiones bastará la asistencia de más de la mitad de
sus miembros, titulares o suplentes, indistintamente.

5.4. La determinación concreta de los miembros del Tri-
bunal, así como la de sus suplentes, se hará pública en el
BOP conjuntamente con la Resolución a que hace referencia
la base 4.ª

5.5. De conformidad con lo establecido en el R.D.
236/1988, de 4 de marzo, a efectos de indemnizaciones por
asistencia, el Tribunal Calificador tendrá quinta categoría.

6. Sistema de selección.
El sistema de selección será el Concurso.
Los méritos alegados por los aspirantes se calificarán

según el baremo que figura en el Anexo I de esta convocatoria.
No se valorarán méritos justificados con posterioridad a

la finalización del plazo de presentación de instancias, salvo
que se hubiese alegado la imposibilidad de aportar dicha jus-
tificación en la solicitud de participación en la convocatoria
o dentro del referido plazo.

Quienes tuvieran la condición de funcionarios públicos
estarán exentos de justificar documentalmente las condiciones
y requisitos ya demostrados para obtener su nombramiento,
debiendo presentar certificación del Ministerio, Corporación
Local u Organismo Público del que dependan, acreditando
su condición y cuantas circunstancias consten en su expe-
diente personal.

Si dentro del plazo indicado y salvo casos de fuerza mayor,
los aspirantes no presentaran su documentación o no reunieran
los requisitos exigidos, no podrán ser contratados, y quedarán
anuladas todas sus actuaciones, sin perjuicio de la respon-
sabilidad en que hubieran podido incurrir por falsedad en la
instancia solicitando tomar parte en la convocatoria. En este
caso se propondrá para su contratación a aquel candidato
que le siga por orden de puntuación y que no hubiese sido
propuesto por no existir número suficiente de plazas a cubrir,
requiriéndosele para que en el plazo de 20 días naturales
presenten la documentación pertinente a efectos de poder ser
contratado.

El solo hecho de presentar instancias solicitando tomar
parte en la convocatoria constituye sometimiento expreso de
los aspirantes a las bases reguladoras de la misma, que tiene
consideración de Ley Reguladora de esta convocatoria.

La presente convocatoria, bases y cuantos actos admi-
nistrativos se deriven de ella y de la actuación del Tribunal,
podrán ser impugnados por los interesados, en los casos, for-
mas y plazos establecidos en la vigente Ley 30/92, de 26
de noviembre, a partir de la publicación de la misma en los
Boletines anteriormente citados.

El Tribunal queda facultado para resolver las dudas que
se presenten y tomar los acuerdos necesarios para el buen
orden de la convocatoria en todo lo no previsto en estas bases
y disposiciones vigentes que regulen la materia.

Todos los avisos, citaciones y convocatorias que el Tri-
bunal haya de hacer a los aspirantes que no sean las que
obligatoriamente se mencionan en estas bases, se realizarán
únicamente por medio del tablón de anuncios del Ayun-
tamiento.

7. Relación ordenada, presentación de documentos y
contratación.
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Finalizada la valoración de los méritos alegados, el Tri-
bunal hará pública la relación ordenada de los méritos debi-
damente valorados, por orden de puntuación, en la que cons-
tará las puntuaciones otorgadas en cada apartado y el resultado
final. Los interesados podrán interponer reclamación en el pla-
zo de 3 días ante el Tribunal, y éste deberá resolver en idéntico
plazo la reclamación. Contra dicha resolución podrá interpo-
nerse recurso ordinario, en el plazo de un mes, ante el Pleno
de la Corporación. Igualmente podrá interponerse directamente
recurso ordinario en dicho plazo, sin necesidad de reclamación
previa ante el Tribunal.

La relación definitiva con las puntuaciones obtenidas, una
vez transcurrido el plazo de reclamaciones, se expondrá en
el tablón de anuncios del Ayuntamiento.

El Tribunal propondrá para su contratación al aspirante
que hubiese obtenido mayor calificación final. La propuesta
de aspirantes a contratar no podrá exceder, en ningún caso,
del número de plazas convocadas.

El aspirante seleccionado deberá presentar, en el plazo
de veinte días naturales, contados a partir de la publicación
de la lista de aprobados en el tablón de anuncios y, en todo
caso, con carácter previo a la formalización del contrato, los
documentos siguientes:

1. Los que para llevar a cabo la contratación laboral deter-
mina la Legislación vigente.

2. Fotocopia del DNI, acompañada del original para su
compulsa.

3. Certificado Médico Oficial sobre la capacidad funcional
para el desempeño de las tareas de la plaza a que se aspira.

4. Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado mediante expediente disciplinario de ninguna Adminis-
tración Pública ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de
las funciones públicas.

5. Declaración jurada de no hallarse incurso en casos
de incapacidad específica conforme al art. 36 del Reglamento
de Funcionarios.

6. Declaración jurada de no tener otro empleo público
en el momento de la contratación de la plaza, así como de
no ejercer actividades privadas incompatibles con el puesto
de trabajo a desempeñar, de conformidad con lo establecido
en el art. 10 de la Ley 53/84, de 26 de diciembre, sobre
Incompatibilidades.

El aspirante seleccionado que no presentare la documen-
tación anteriormente relacionada, en el plazo indicado, o no
reuniera los requisitos exigidos con carácter general en la con-
vocatoria, no podrá ser contratado y quedarán anuladas todas
sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que
hubiera podido incurrir por falsedad.

8. Incorporación al trabajo.
Los aspirantes contratados para ocupar las plazas vacan-

tes se incorporarán al trabajo el primer día de vigencia del
contrato que hayan formalizado.

Hasta tanto no se formalice el contrato, los aspirantes
no tendrán derecho a percepción económica alguna.

Transcurrido el período de prueba de tres meses, los aspi-
rantes contratados que lo superen satisfactoriamente adqui-
rirán la condición de personal laboral fijo.

9. Disposición Transitoria Unica. Contratación Interina.
Si los aspirantes seleccionados no concurriesen a forma-

lizar su contrato, o a ocupar su puesto de trabajo en la fecha
señalada, quedando acreditada su renuncia al mismo, el Sr.
Alcalde queda facultado para contratar interinamente, hasta
la celebración de un nuevo procedimiento selectivo convocado
para cubrir las vacantes con carácter definitivo, al aspirante
que hubiese obtenido la mayor puntuación, inmediatamente
después de aquél que renunciare a su plaza.

Alhama de Granada, 14 de octubre de 1998.- El Alcalde,
José Fernando Molina López.

ANEXO I

VALORACION DE MERITOS CONCURSO

Servicios profesionales:

a) Por cada mes completo de servicios prestados en cual-
quiera de las Administraciones Públicas en plaza o puesto
de igual categoría al que se opta, mediante relación laboral,
acreditado mediante la correspondiente certificación expedida
por el organismo competente: 0,10 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 3 puntos.
b) Por cada mes completo de servicios prestados en este

Ayuntamiento en plaza o puesto de igual categoría al que
se opta, mediante relación laboral, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el Secretario del
Ayuntamiento: 0,50 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 12
puntos.

c) Por cada mes completo de servicios prestados en cual-
quiera de las Administraciones Públicas en plaza o puesto
de inferior categoría al que se opta, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el organismo com-
petente: 0,05 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 1,5
puntos.

d) Por cada mes completo de servicios prestados en este
Ayuntamiento en plaza o puesto de inferior categoría al que
se opta, mediante relación laboral, acreditado mediante la
correspondiente certificación expedida por el Secretario del
Ayuntamiento: 0,25 puntos.

Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 6 puntos.

Los servicios prestados a tiempo parcial se puntuarán
reduciendo proporcionalmente su valoración.

Experiencia:

a) Por experiencia acreditada en cualquiera de las Admi-
nistraciones Públicas, en plaza o puesto de igual categoría
profesional al que se opta, mediante relación laboral, acre-
ditada mediante la correspondiente certificación expedida por
el organismo competente.

La experiencia será valorada por el Tribunal, atendiendo
a criterios objetivos, con arreglo a la siguiente graduación:

Baja: De 0 a 2 puntos.
Media: A partir de 2 hasta 4 puntos.
Alta: A partir de 4 hasta 6 puntos.

b) Por experiencia acreditada en este Ayuntamiento, en
plaza o puesto de igual categoría profesional al que se opta,
mediante relación laboral, acreditada mediante la correspon-
diente certificación expedida por el Secretario del Ayunta-
miento.

La experiencia será valorada por el Tribunal, atendiendo
a criterios objetivos, con arreglo a la siguiente graduación:

Baja: De 0 a 5 puntos.
Media: A partir de 5 hasta 8 puntos.
Alta: A partir de 8 hasta 12 puntos.

Los certificados que acrediten la experiencia de los apar-
tados a) o b) anteriores, deberán especificar claramente los
trabajos realizados por el trabajador, el período temporal duran-
te el cual se han desempeñado los mismos (años, meses y
días) y cuantos otros datos sean necesarios para que el Tribunal
pueda formarse una idea precisa y objetiva de la experiencia
a valorar.

Cursos y seminarios, congresos y jornadas.
Se valorarán aquellos cursos de formación y perfeccio-

namiento impartidos por instituciones públicas y las homo-
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logadas oficialmente para la impartición de cursos, que tengan
relación directa con las actividades a desarrollar en el puesto
de trabajo.

Hasta 14 horas o 2 días: 0,05 puntos.
De 15 a 40 horas o de 3 a 7 días: 0,10 puntos.
De 41 a 70 horas o de 8 a 12 días: 0,20 puntos.
De 71 a 100 horas o de 13 a 20 días: 0,25 puntos.
De 101 a 200 horas o de 21 a 40 días: 0,50 puntos.
Más de 200 horas o más de 40 días: 1 punto.
Máxima puntuación a otorgar por este apartado: 1 punto.
Los cursos en los que no se expresa duración alguna

serán valorados con la puntuación mínima a que se refiere
la anterior escala.

Aplicación del concurso.
El número máximo de puntos que se otorguen en el con-

curso para una puntuación máxima será el siguiente:

Servicios profesionales: 22,5 puntos.
Experiencia: 18 puntos.
Cursos y seminarios, congresos y jornadas: 1 punto.

Sistema de desempates.
En caso de empate entre concursantes, el orden de prio-

ridad se dirimirá por las puntuaciones parciales obtenidas en
los siguientes méritos y en el orden preferente que asimismo
se expresa:

1. Servicios Profesionales del apartado b).
2. Servicios Profesionales del apartado d).
3. Experiencia en el apartado b).
4. Experiencia en el apartado a).

Caso de que persistiera el empate, se adjudicará el puesto
de trabajo al empleado que ostente más antigüedad en el
Ayuntamiento.

AYUNTAMIENTO DE MENGIBAR (JAEN)

ANUNCIO de bases.

Don Gil Beltrán Ceacero, Alcalde-Presidente del Ayun-
tamiento de esta Villa de Mengíbar (Jaén).

Hace saber: Que la Corporación Municipal en Pleno, en
sesión extraordinaria celebrada el pasado día 14 de julio de
1998, adoptó entre otros el acuerdo de aprobar las siguientes:

BASES PARA CUBRIR EN PROPIEDAD DOS PLAZAS DE POLI-
CIA LOCAL MEDIANTE OPOSICION LIBRE

Primera. Objeto de la convocatoria.
Es objeto de esta Convocatoria la provisión en propiedad

de 2 plazas de Policía Local, vacantes en la plantilla de fun-
cionarios/as de este Ayuntamiento e incluidas en la Oferta
de Empleo Público de 1998, mediante el sistema de oposición
libre. Dichas plazas se integran en la escala de «Admón. Espe-
cial», subescala de «Servicios Especiales», escala básica, cate-
goría de Policía, dotada con las retribuciones correspondientes
al Grupo «D», pagas extraordinarias, trienios y demás retri-
buciones o emolumentos que le correspondan con arreglo a
la legislación vigente y la Corporación tenga acordado o pueda
acordar y con la edad de jubilación a los 65 años.

Segunda. Requisitos de los aspirantes.
Para participar en el proceso selectivo será necesario que

los/las aspirantes, antes de que termine el último día de pre-
sentación de solicitudes, reúnan los siguientes requisitos:

a) Ser español.
b) Tener cumplidos 18 años de edad, y no haber cum-

plido los 30 años.

c) Tener una estatura mínima de 1,70 los hombres y
1,65 las mujeres.

d) Compromiso de portar armas y utilizarlas cuando legal-
mente sea preceptivo.

e) Estar en posesión del título de Graduado Escolar, For-
mación Profesional de primer grado o equivalente.

f) No haber sido condenado/a por delito doloso ni sepa-
rado del Servicio del Estado, de la Administración Autónoma,
Local o Institucional, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio
de funciones públicas. No obstante será aplicable el beneficio
de la rehabilitación, de acuerdo con las normas penales o
administrativas, si el interesado lo justifica.

g) Estar en posesión de los permisos de conducción de
las clases A-2 y B-2.

h) Compromiso de conducir vehículos policiales.

Tercera. Presentación de instancias.
Las instancias manifestando que se reúnen todos y cada

uno de los requisitos exigidos en la Base 2.ª (Anexo III), irán
dirigidas al Alcalde-Presidente y se presentarán en el plazo
de 20 días hábiles, a partir del día siguiente de la publicación
del extracto de esta Convocatoria en el «Boletín Oficial del
Estado», en el Registro General del Ayuntamiento o en cual-
quiera de las formas previstas en el artículo 38 de la Ley
30/92, de 26 de noviembre.

A la instancia deberá adjuntarse el justificante del ingreso
de 5.000 pesetas, en concepto de derechos de examen, foto-
copia del DNI, de los permisos de conducir de las Clases
A-2 y B-2, y fotocopia de la titulación exigida.

Cuarta. Admisión de aspirantes.
Terminado el plazo de admisión de instancias, el Alcal-

de-Presidente dictará resolución con los/as aspirantes admi-
tidos/as y excluidos/as, que se publicará en el Boletín Oficial
de la Provincia de Jaén y Tablón de Anuncios del Ayunta-
miento, y se determinará el lugar, fecha y hora del comienzo
de las pruebas, así como la composición del Tribunal.

Los/as aspirantes excluidos/as dispondrán de un plazo
de 10 días, contados a partir del siguiente a la publicación
de la resolución, para poder subsanar el defecto que haya
motivado la exclusión.

Quinta. Tribunal Calificador.
Estará constituido de la forma siguiente:

Presidente: El de la Corporación o Concejal en quien
delegue.

Secretario: El de la Corporación, o funcionario de la misma
en quien delegue, con voz y sin voto.

Vocales:

- Un representante de la Delegación del Gobierno de la
Junta de Andalucía (Delegación Pral. de Jaén).

- Un Técnico de Admón. Local.
- Un representante de los Delegados de Personal.
- El Jefe del respectivo servicio.
- Un Funcionario de Carrera de igual o superior categoría.
- El Concejal Delegado de Tráfico.

Los miembros del Tribunal Calificador serán nombrados
por el Alcalde mediante resolución, en que deberán figurar,
asimismo, los nombres de quienes vayan a actuar como
suplentes de aquéllos.

Todos los vocales, titulares o suplentes, deberán poseer
titulación o especialización igual o superior a la exigida para
la plaza convocada.

Los miembros del Tribunal deberán abstenerse, y los/as
aspirantes podrán recusarlos, en los términos y forma previstos
en el art. 28 de la Ley 30/92, cuando concurra en ellos cual-
quiera de las circunstancias contempladas en el mismo.
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El Tribunal se encuentra vinculado a lo dispuesto en estas
bases, si bien, no obstante, queda facultado para hacer inter-
pretación de las mismas y resolver cuantas dudas o cuestiones
pudieran surgir en su aplicación e igualmente resolver en todo
aquello que no esté expresamente previsto en ellas, de acuerdo
con el párrafo 2.º del artículo 16 del D. 196/92, de 24 de
noviembre, de la Consejería de Gobernación.

El Tribunal al efecto de la percepción de dietas estable-
cidas en la legislación vigente se clasifica de categoría cuarta.

El Tribunal no podrá constituirse ni actuar sin la asistencia,
al menos, de cuatro de sus componentes y el Presidente.

Sexta. Comienzo de las pruebas y orden de actuación
de los aspirantes.

No podrán dar comienzo las pruebas hasta haber trans-
currido, al menos, dos meses desde la fecha de publicación
del correspondiente anuncio en el Boletín Oficial del Estado.

El orden de actuación de los/as aspirantes se iniciará por
el mismo orden en el que aparezcan en la lista de admitidos/as,
que coincidirá con el de presentación de solicitudes, que será
publicado en el Boletín Oficial de la Provincia.

Séptima. Sistema de selección y calificación.
Los/as aspirantes serán convocados para cada ejercicio

en llamamiento único. La no presentación de un/a opositor/a
a cualquiera de los ejercicios significará la eliminación del
mismo en el proceso selectivo. A tal efecto, el Tribunal podrá
requerir en cualquier momento a los/as aspirantes para que
se identifiquen, debiendo acudir los mismos a la realización
de las pruebas provistos del DNI u otro documento identificativo
suficiente a criterio del Tribunal.

Fase Oposición. Consistirá en la realización de las siguien-
tes pruebas, que serán eliminatorias:

1.ª Pruebas Físicas.
2.ª Examen Médico.
3.ª Test psicotécnico.
4.ª Ejercicio Teórico.
5.ª Ejercicio Práctico.

1. Pruebas Físicas. Los/as aspirantes entregarán al Tri-
bunal un certificado médico en el que se haga constar que
el aspirante reúne las condiciones físicas precisas para realizar
las pruebas deportivas que se detallan en estas bases. Este
certificado deberá presentarse el mismo día de la realización
de las pruebas físicas y antes de su comienzo, con fecha
de expedición anterior al día de la realización de dichas prue-
bas. No se admitirán aquellos certificados que no se ajusten
en su redacción a los extremos antes expuestos.

El mismo día y antes de la realización de las pruebas
físicas, se procederá por el Tribunal a efectuar la medición
de los/as aspirantes para comprobar la altura mínima exigida
en las presentes bases.

Las pruebas físicas se realizan por el orden en que se
relacionan, y son las que a continuación de detallan:

a) Fuerza flexora.
1. Hombres: Desde la posición de suspensión pura, con

palmas al frente, brazos totalmente extendidos, se realizarán
flexiones de manera que la barbilla asome por encima de
la barra, y extendiendo totalmente los brazos sin que se permita
el balanceo del cuerpo o ayuda con movimientos de piernas.
Dos intentos. Los aspirantes tendrán que realizar un mínimo
de 8 flexiones.

2. Mujeres: El ejercicio consiste en quedar el mayor tiem-
po posible en la posición de brazos flexionados, presa con
las palmas de las manos hacia atrás, piernas completamente
extendidas y pies sin tocar el suelo, barbilla situada por encima
de la barra, y sin tener contacto con ella. Dos intentos. Las
aspirantes tendrán que mantenerse en la posición descrita
anteriormente un mínimo de 40 segundos.

b) Salto vertical (hombres y mujeres). Desde la posición
inicial de lado junto a una pared vertical, y con un brazo
totalmente extendido hacia arriba, el/la aspirante marca la altu-
ra que alcanza en esta posición. Separados 20 cm de la pared
vertical, salta tanto como pueda y marca nuevamente con
los dedos el nivel alcanzado. Se acredita la distancia existente
entre la marca hecha desde la posición inicial y la conseguida
en el salto. Dos intentos. Los aspirantes que alcancen 52
cm los hombres y 40 cm las mujeres.

c) Salto de longitud. Se tomará la carrera necesaria y
se batirá con un solo pie, según el Reglamento de Atletismo.
Dos intentos. Los/as aspirantes tendrán que superar 4,50
metros los varones y 3,80 metros las mujeres.

d) Salto de altura. 1,30 metros para los varones y 1,15
metros para las mujeres, batiendo con un solo pie según Regla-
mento de Atletismo. Dos intentos.

e) Carrera de velocidad sobre 60 metros. El/la aspirante
se colocará en la Pista en el lugar señalado, pudiendo realizar
la salida de pie o agachado, sin tacos. Dos intentos. Marcas
mínimas: 8,50 para los hombres y 9,50 para las mujeres.

f) Carrera de resistencia sobre 2.000 metros. El/la aspi-
rante se colocará en la pista en el lugar indicado. Dos intentos.
Marcas mínimas: 8,00 minutos para los hombres y 9,00 minu-
tos para las mujeres.

2. Examen Médico. Los/as aspirantes, que superen las
pruebas físicas, deberán someterse a un examen médico, que
se calificará de apto o no apto, con sujeción al cuadro de
exclusiones médicas que garantice la idoneidad, conforme a
las prescripciones contenidas en la Orden 29 de enero de
1993 y que figura en el Anexo I.

3. Pruebas psicotécnicas. El examen psicotécnico cons-
tará en todo caso de pruebas que evalúen los factores que
a continuación se indican:

Intelectuales: Nivel intelectual con un cociente de inte-
ligencia general superior a la media de la población española.

Aptitudes específicas: Comprensión y fluidez verbal, razo-
namiento verbal especial, y memoria. Atributos que requieren
una puntuación media-alta.

Características de personalidad: Ausencia de patología.
Madurez y estabilidad emocional, motivación personal y social,
sociabilidad y flexibilidad. La puntuación requerida será de
media, excepto en madurez y estabilidad emocional que deberá
ser media-alta.

Cualquier interpretación de los resultados ha de ir acom-
pañada de una entrevista que apoye las calificaciones obte-
nidas.

Se entiende por media y alta las de la población general
de nuestro país.

Para la realización de esta prueba, el Alcalde nombrará
a un psicólogo como asesor del Tribunal, y se calificará de
«apto» o «no apto».

4. Ejercicio Teórico. Que consistirá en responder, en un
tiempo máximo de 90 minutos, a un cuestionario de preguntas
con respuestas alternativas obtenidas de los temas incluidos
en el programa que figura como Anexo II.

5. Ejercicio Práctico. Consistirá en realizar, en el tiempo
máximo de 90 minutos, un supuesto práctico cuyo contenido
estará relacionado con el Temario del Anexo II.

Octava. Valoración y calificación de los ejercicios.
Los ejercicios serán valorados y calificados en los términos

y forma que a continuación se indican:

- El 1.er, 2.º y 3.er ejercicio, los/as aspirantes serán valo-
rados/as y calificados/as de Aptos o No Aptos, pasando al
siguiente ejercicio los primeros y siendo eliminados los
segundos.
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En el segundo ejercicio, para ser declarados aptos, los/as
aspirantes deberán superar la marca mínima señalada para
todas y cada una de las pruebas físicas que lo integran.

- En el 4.º ejercicio, cada pregunta correctamente res-
pondida será valorada con el cociente resultante de dividir
diez (10) entre el número de las formuladas.

No obstante, por cada respuesta errónea se deducirá el
5% del cociente obtenido de acuerdo con lo dispuesto en
el párrafo precedente.

- En el 5.º ejercicio, cada miembro del Tribunal podrá
otorgar de 0 a 10 puntos, siendo la calificación obtenida por
el/la aspirante igual a la media aritmética de aquélla, des-
preciándose a efectos de cómputo la puntuación máxima y
mínima respectivamente, de entre las otorgadas.

Para ser declarado/a aprobado/a, y por lo tanto, superar
el 4.º y 5.º ejercicio será necesario que el/la aspirante obtenga
en cada uno de ellos un mínimo de 5 puntos.

La puntuación final de cada aspirante se integrará por
la media aritmética de las puntuaciones parciales obtenidas
en el 4.º y 5.º ejercicio.

Novena. Propuesta de selección.
Concluidas las pruebas el Tribunal hará públicas en el

Tablón de Edictos del Ayuntamiento la relación de aproba-
dos/as según el orden de puntuación. El Tribunal no podrá
aprobar ni declarar que han superado las pruebas un número
superior de aspirantes al de plazas convocadas.

Los nombres de los aspirantes aprobados serán elevados
junto con la propuesta de nombramiento como funcionarios
en prácticas al Presidente de la Corporación, teniendo carácter
vinculante para la Administración Municipal.

Décima. Presentación de documentos.
Los aspirantes propuestos presentarán en la Secretaría

de la Corporación, en el plazo de 20 días naturales, desde
que se haga público el nombre de los opositores aprobados,
los documentos que acrediten los requisitos exigidos en la
base segunda de la convocatoria. Si dentro del plazo indicado,
y salvo causas de fuerza mayor, no presentasen la documen-
tación, no podrán ser nombrados funcionarios en prácticas,
quedando anuladas todas sus actuaciones, sin perjuicio de
la responsabilidad en que hayan podido incurrir por falsedad
en la solicitud.

Undécima. Curso selectivo de prácticas y formación.
Los aspirantes que hayan superado las pruebas selectivas

deberán, igualmente, superar el curso selectivo de formación
y prácticas en la Escuela de Seguridad Pública de Andalucía
«ESPA» y obtener así el nombramiento como funcionario de
carrera.

Los aspirantes, durante la realización del curso, tendrán
la consideración de funcionarios en prácticas con los derechos
y deberes inherentes. La no realización del curso o la no supe-
ración del mismo, llevarán aparejados los efectos previstos
en el Decreto 196/92, de la Consejería de Gobernación.

Si los aspirantes no superasen el referido período de prác-
ticas o curso de formación, perderán todos los derechos a
su nombramiento como funcionarios de carrera, mediante reso-
lución motivada de la Autoridad competente.

Duodécima. Nombramiento como funcionario de carrera.
Los aspirantes que superen el Curso selectivo serán nom-

brados como funcionarios de carrera por el Presidente de la
Corporación, debiendo tomar posesión de su cargo en el plazo
de 30 días, a contar del siguiente al que le sea notificado
el nombramiento, debiendo prestar previamente el juramento
o promesa establecido en el Real Decreto 707/79, de 5 de
abril.

Decimotercera. Derecho supletorio.
En lo no previsto en las bases de la presente convocatoria

será de aplicación el Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo,

por el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso del
Personal al Servicio de la Administración General del Estado;
Real Decreto 896/91, de 7 de junio, en virtud del cual se
establecen las reglas básicas y los programas mínimos a que
debe ajustarse el procedimiento de selección de los funcio-
narios de la Administración Local; Ley 1/89, de 8 de mayo,
de Coordinación de los Policías Locales de Andalucía, y Decreto
196/92, de 24 de noviembre, de Selección, Formación y Movi-
lidad de los Cuerpos de Policía Local de Andalucía; Orden
de 29 de enero de 1993, sobre pruebas para acceso de las
distintas categorías de los Cuerpos de Policía Local de Anda-
lucía, y demás normas que resulten de aplicación.

Decimocuarta. Impugnaciones.
La convocatoria, sus bases y cuantos actos administrativos

se deriven de su aplicación y de las actuaciones del Tribunal
podrán ser impugnados por los/as interesados/as en los casos
y en la forma establecidos en la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, de 26 de noviembre de 1992.

ANEXO I

CUADRO DE EXCLUSIONES MEDICAS

1. Talla.
Estatura mínima: 1,70 metros los hombres, 1,65 metros

las mujeres.
2. Obesidad-Delgadez.
Obesidad o delgadez manifiestas que dificulten o inca-

paciten para el ejercicio de las funciones propias del cargo.
Peso no superior ni inferior al 20% del teórico ideal, cal-

culado según la fórmula siguiente:

P.I. = [(talla en cm — 100) + edad ] x 0,9
4

3. Exclusiones definitivas.
3.1. Ojo y visión.
3.1.1. Agudeza visual sin corrección inferior a los dos

tercios de la visión en ambos ojos.
3.1.2. Queratotomía radial.
3.1.3. Desprendimiento de retina.
3.1.4. Estrabismo.
3.1.5. Hemianopsia.
3.1.6. Discromatopsias.
3.1.7. Cualquier otro proceso patológico que, a juicio

de los inspectores médicos, dificulte de manera importante
la agudeza visual.

3.2. Oído y audición.
Agudeza auditiva que suponga una pérdida entre 1.000

y 3.000 hertzios a 35 decibelios o de 4.000 hertzios a 45
decibelios. Asimismo no podrá existir una pérdida auditiva
en las frecuencias conversacionales igual o superior a 30
decibelios.

3.3. Otras exclusiones.
3.3.1. Aparato locomotor: Alteraciones del aparato loco-

motor que limiten o dificulten el desarrollo de la función policial,
o que puedan agravarse, a juicio de los inspectores médicos,
con el desempeño del puesto de trabajo (patología ósea de
extremidades, retracciones o limitaciones funcionales de causa
muscular o articular, defectos de columna vertebral y otros
procesos óseos, musculares y articulares).

3.3.2. Aparato Digestivo: Ulcera gastroduodenal y cual-
quier otro proceso digestivo que, a juicio de los inspectores
médicos, dificulte el desempeño del puesto de trabajo.

3.3.3. Aparato Cardiovascular: Hipertensión arterial de
cualquier causa, no debiendo sobrepasar las cifras 145 mm/hg
en presión sistólica y los 90 mm/hg en presión diastólica;
varices o insuficiencia venosa periférica, así como cualquier



BOJA núm. 143Sevilla, 17 de diciembre 1998 Página núm. 15.351

otra patología o lesión cardiovascular que, a juicio de los ins-
pectores médicos, puedan limitar el desempeño del puesto
de trabajo.

3.3.4. Aparato Respiratorio: El asma bronquial, bronco-
patía crónica obstructiva, el neumotórax espontáneo (en más
de una ocasión), la tuberculosis pulmonar activa y otros pro-
cesos del aparato respiratorio que dificulten el desarrollo de
la función policial.

3.3.5. Sistema nervioso: Epilepsia, depresión, jaquecas,
temblor de cualquier causa, alcoholismo, toxicomanías y otros
procesos patológicos que dificulten el desarrollo de la función
policial.

3.3.6. Piel y faneras: Psoriasis, eczemas, cicatrices que
produzcan limitación funcional y otros procesos patológicos
que dificulten o limiten el desarrollo de la función policial.

3.3.7. Otros procesos patológicos: Diabetes, enfermeda-
des transmisibles en actividad, enfermedades de transmisión
sexual, enfermedades inmunológicas sistémicas, intoxicacio-
nes crónicas, hemopatías graves, malformaciones congénitas,
psicosis y cualquier otro proceso patológico que, a juicio de
los inspectores médicos, limiten o incapaciten para el ejercicio
de la función policial.

Estas exclusiones médicas se garantizarán con las pruebas
complementarias de diagnóstico (estudio radiográfico, analítico
de sangre y orina).

ANEXO II

T E M A R I O

Tema 1. La Constitución española de 1978. Estructura
y contenido. Derechos y Deberes fundamentales. Su garantía
y suspensión. El Tribunal Constitucional. El Defensor del
Pueblo.

Tema 2. La Corona. Funciones constitucionales del Rey.
Sucesión y regencia. El refrendo. Las Cortes Generales. Com-
posición, atribuciones y funcionamiento. El Gobierno y la Admi-
nistración. Relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales.
El Poder Judicial. El Consejo General del Poder Judicial.

Tema 3. Tipología de los entes públicos: Las Adminis-
traciones Central, Autónoma, Local e Institucional.

Tema 4. Las Comunidades Autónomas. Constitución y
competencias. El Estatuto de Autonomía para Andalucía:
Estructura y disposiciones generales.

Tema 5. Idea general de las competencias de la Comu-
nidad Autónoma Andaluza.

Tema 6. Parlamento de Andalucía. El Presidente de la
Junta de Andalucía y el Consejo de Gobierno. El Tribunal Supe-
rior de Justicia.

Tema 7. Relaciones de la Junta de Andalucía con la
Administración Central y con otras Comunidades Autónomas.
La reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Tema 8. El Derecho administrativo y sus fuentes. La Ley
y el Reglamento.

Tema 9. Los actos administrativos: Concepto y clases.
Motivación y notificación. Eficacia y validez de los actos.

Tema 10. Los recursos administrativos: Conceptos y cla-
ses. Recurso de Alzada, reposición, revisión y súplica.

Tema 11. La organización territorial del Estado. La Pro-
vincia y el Municipio

Tema 12. La Administración Local: Autonomía de los
Entes Locales. Principios constitucionales de la Administración
Local.

Tema 13. Organización y Funcionamiento de la Admi-
nistración Local. El Alcalde. Los Tenientes de Alcalde. El Pleno.
La Comisión de Gobierno. Organos complementarios.

Tema 14. Potestades de la Administración Local. Potes-
tad normativa. Reglamentos, Ordenanzas, Bandos. Compe-
tencia de los entes locales: Materias en las que pueden asumir
competencias. Servicios mínimos obligatorios. Competencias
delegadas.

Tema 15. La función pública local: Concepto. Clases.
Adquisición y pérdida de la condición de funcionarios. Especial
referencia a los Policías Locales. Derechos, deberes e incom-
patibilidades de los funcionarios públicos locales.

Tema 16. La actividad de las policías locales. Funciones
según la Ley Orgánica 2/86, de Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad. Ley 1/89, de Coordinación de las Policías Locales de
Andalucía.

Tema 17. Ley de Seguridad Vial. El reglamento de
circulación. Normas generales de circulación. Transportes de
mercancías que requieren precauciones especiales.

Tema 18. Vida en sociedad. Personalidad y socialización.
Status. Rol.

Tema 19. La Ciudad. El suburbio. El fenómeno de la
urbanización. Población y grupo social.

Tema 20. La sociedad de masas. Características.
Tema 21. Características poblacionales, urbanas y rura-

les del municipio de Mengíbar. Centros y establecimientos
de interés policial.

ANEXO III

Ilmo. Señor:

Don ........................................................................,
ante V.I., como más procedente sea, comparece y expone:

Que deseando tomar parte en la Oposición Libre para
cubrir una plaza de Policía Local de ese Excmo. Ayuntamiento,
por medio de la presente

M A N I F I E S T A

a) Ser español/a.
b) Tener ...... años de edad (no haber cumplido los 30).
c) Tener una estatura de .......... (1,70 H. y 1,65 M.).
d) Compromiso de portar armas y utilizarlas cuando legal-

mente sea preceptivo.
e) Estar en posesión del Título de Graduado Escolar, F.

Profesional de 1.er Grado o equivalente.
f) No haber sido condenado/a por delito doloso ni sepa-

rado del Servicio del Estado, de la Administración Autónoma,
Local o Institucional, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio
de funciones públicas.

g) Estar en posesión de los permisos de conducción de
las clases A-2 y B-2 y comprometerme a conducir vehículos
policiales.

- Se acompaña a la presente, fotocopia del DNI, de los
permisos de conducir aludidos y de la titulación indicada.

- Igualmente, se adjunta el justificante de haber satis-
fecho los derechos de examen (3.000 ptas.).

Solicita de V.I., que por presentado este escrito, se sirva
admitirlo, juntamente con las copias de los documentos que
se acompañan por instada su participación en las pruebas
para acceso a plaza de Policía Local, convocadas por ese
Excmo. Ayuntamiento, sirviéndose admitirlo/a a las mismas,
al reunir las condiciones y requisitos exigidos en la Base 2.ª
de la Convocatoria publicada en el BOP o BOJA núm. ...........
de fecha ............, justicia que pide.

En Mengíbar, a ...... de ........... de 1996.
Fdo. .........................................................................

Ilmo. Sr. Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de
Mengíbar.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Mengíbar, 9 de noviembre de 1998.- El Alcalde-Presi-
dente, Gil Beltrán Ceacero.
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AGENCIA TRIBUTARIA. DEPENDENCIA REGIONAL
DE RECAUDACION DE MALAGA

EDICTO sobre notificaciones.

Por esta Dependencia se ha intentado la notificación a
los interesados que se relacionan, conforme al art. 105.6 de
la Ley General Tributaria, sin haber sido posible. Se comunica
mediante este edicto que deberán comparecer en el plazo de
10 días en estas oficinas para ser notificados en los siguientes
procedimientos, advirtiéndoles que, transcurrido dicho plazo
sin comparecer, la notificación se entenderá producida a todos
los efectos:

Interesado: Promociones La Herradura, S.A.

NIF: A18032920.

Procedimiento: Notificación de embargo de bienes inmuebles.

Málaga, 13 de noviembre de 1998.- El Jefe de la Depen-
dencia Regional Adjunto Recaudación, Emilio Nuño Castaño.

AEROPUERTOS ESPAÑOLES Y NAVEGACION AEREA

ANUNCIO. (PP. 3859/98).

Ente Público: «Aeropuertos Españoles y Navegación
Aérea» (AENA).

Asunto: Resolución del Consejo de Administración de
AENA, de 27 de julio de 1998, por la que se acordó no
acceder a la revisión de oficio de la cláusula 16 del pliego
de bases del concurso celebrado para la adjudicación, como
segundo operador en el Aeropuerto de Madrid/Barajas, del
servicio de handling de pasajeros y rampa-asistencia en tierra
pasajeros y aeronaves, del que resultó concesionaria Euro-

(Continúa en el fascículo 2 de 2)

FRANQUEO CONCERTADO núm. 41/63

BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA
Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014 SEVILLA

Papel ecológico

handling Madrid/Barajas, UTE, con fecha 21 de octubre de
1996, solicitada por:

- Doña Patricia Garberi Ferrando, C/ Fernán Núñez,
núm. 6-4.º-1, de Málaga.

- Don Antonio José Palmero Gamero, C/ Sancho Miranda,
núm. 24-4.º B, de Málaga.

- Don Emilio de las Peñas, C/ Las Palmeras del Limonar,
núm. 23-8.º I, de Málaga.

- Doña M.ª del Carmen Plasencia Rueda, C/ Las Palmeras
del Limonar, núm. 23-8.º I, de Málaga.

Advirtiéndose que contra esta Resolución podrá interpo-
nerse recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal
Superior de Justicia de Madrid o ante el Tribunal Superior
de Justicia que corresponda al domicilio de cada interesado,
en el plazo de dos meses a contar desde que se lleve a cabo
la presente publicación.

Madrid, 25 de noviembre de 1998.- El Director Corpo-
rativo de Asesoría Jurídica, Jesús Fernández Rodríguez.

COLEGIO LUZ R. CASANOVA

ANUNCIO de extravío de título de Graduado Esco-
lar. (PP. 1180/98).

Centro: Colegio Luz R. Casanova.
Se hace público el extravío de título de Graduado Escolar

de doña Adoración Jiménez Pérez, expedido el 20.6.92.
Cualquier comunicación sobre dicho documento deberá

efectuarse ante la Delegación Provincial de la Consejería de
Educación y Ciencia de Granada en el plazo de 30 días.

Granada, 3 de abril de 1998.- El Director, Juan Rodríguez
Mata.
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 29 de octubre de 1998, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se acuerda la publicación de los Estatutos modificados
de la Mancomunidad de Municipios del Bajo Guadal-
quivir, de las provincias de Cádiz y Sevilla.

El Capítulo I del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
recoge la facultad que ostentan los municipios para asociarse
entre sí en Mancomunidades.

La Mancomunidad de Municipios del Bajo Guadalquivir
ha tramitado expediente para la modificación de sus Estatutos,
que ha sido objeto de aprobación por su Junta General y
por los Plenos de los Ayuntamientos de Las Cabezas de San
Juan, El Coronil, El Cuervo, Los Molares, Los Palacios y Villa-
franca, Lebrija y Utrera, de la provincia de Sevilla, y por los
de Chipiona, Rota, Sanlúcar de Barrameda y Trebujena, de
la provincia de Cádiz. Informado por este Centro Directivo,
han sido aceptadas las observaciones formuladas, en la sesión
celebrada por la Mancomunidad el día 17 de junio de 1998.

Por todo ello, esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Aprobar la modificación de los Estatutos de la
Mancomunidad de Municipios del Bajo Guadalquivir de las
provincias de Cádiz y Sevilla.

Segundo. Acordar la publicación en el Boletín Oficial de
la Comunidad Autónoma de los Estatutos de la Mancomunidad
de Municipios del Bajo Guadalquivir que se adjuntan como
Anexo de la presente Resolución.

Tercero. La presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá ser recurrida mediante la interposición del
correspondiente recurso ordinario ante la Excma. Sra. Con-
sejera de Gobernación y Justicia en el plazo de un mes, contado
en los términos del artículo 48 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Dicho
recurso podrá presentarse ante el órgano que dictó el acto
que se impugna o ante el competente para resolverlo, conforme
a lo previsto en los artículos 114 y siguientes de la Ley ante-
riormente citada.

Sevilla, 29 de octubre de 1998.- El Director General,
Jesús M.ª Rodríguez Román.

A N E X O

ESTATUTOS DE LA MANCOMUNIDAD DE MUNICIPIOS
DEL BAJO GUADALQUIVIR

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Constitución.
De conformidad con la legislación local vigente, los muni-

cipios de Las Cabezas de San Juan, El Coronil, El Cuervo,
Los Molares, Los Palacios y Villafranca, Lebrija y Utrera, todos
ellos de la provincia de Sevilla, y Chipiona, Rota, Sanlúcar
de Barrameda y Trebujena, de la provincia de Cádiz, se asocian

entre sí, constituyéndose en Mancomunidad voluntaria de
municipios para el cumplimiento de los fines y objetivos de
su competencia establecidos en el Capítulo II de los presentes
Estatutos.

La Mancomunidad tendrá personalidad jurídica propia e
independiente de los municipios que la constituyen, así como
plena capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines,
gozando a tal efecto de la consideración de Entidad Local.
En consecuencia, podrá adquirir, poseer, reivindicar, permutar,
gravar y enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos y
convenios, establecer y explotar las instalaciones mancomu-
nadas que se pretenden, obligarse, interponer los recursos
pertinentes y ejercitar las acciones previstas en las Leyes.

Artículo 2. Denominación y sede.
La Mancomunidad se denominará «Mancomunidad de

Municipios del Bajo Guadalquivir».
La sede de la Presidencia y de los órganos de gobierno

y administración radicarán en Finca San José, carretera San
Benito, de Lebrija. No obstante, podrán ubicarse servicios man-
comunados y sus respectivas estructuras administrativas, en
función de su idoneidad, en cualquiera de los municipios de
la Mancomunidad.

Igualmente, los órganos colegiados podrán celebrar sesio-
nes, a propuesta del Presidente, en cualquiera de los muni-
cipios mancomunados.

Artículo 3. Ambito.
El ámbito territorial de la Mancomunidad abarcará a los

respectivos términos municipales de los municipios man-
comunados.

Su ámbito de actuación comprenderá el ejercicio de las
competencias reseñadas en el artículo 6 de los presentes Esta-
tutos, encaminadas al cumplimiento de sus fines.

Artículo 4. Duración.
La Mancomunidad se constituye por tiempo indefinido,

sin perjuicio de los acuerdos de disolución y modificación que
puedan adoptarse de conformidad con lo dispuesto en los
presentes Estatutos.

CAPITULO II

FINES Y COMPETENCIAS

Artículo 5. Fines.
Son fines de la Mancomunidad promover, dinamizar y

racionalizar el desarrollo económico y social de los municipios
que la integran, debiendo coordinarse los medios materiales
y humanos necesarios para ello.

A tal efecto, y en el ámbito de sus competencias, podrá
realizar toda clase de actividades y prestar cuantos servicios
públicos contribuyan a la consecución de dichos fines.

La actuación de la Mancomunidad habrá de estar pre-
sidida por los principios de:

A) Respeto al Medio Ambiente.
B) Equilibrio territorial.
C) Fomento Empresarial y Promoción de Empleo.
D) Solidaridad y Cooperación Internacional.

Artículo 6. Competencias.
1. Para el cumplimiento de sus fines y dentro de su ámbito

territorial, la Mancomunidad podrá ejercer competencias en
las siguientes materias:
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- Ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística;
promoción y gestión de viviendas y polígonos industriales;
mantenimiento y conservación de infraestructuras y caminos
y vías rurales.

- Programación y ejecución de planes medioambientales.
- Fomento del desarrollo y modernización de la agricul-

tura, pesca, artesanía, industria, comercio, ganadería y demás
sectores productivos.

- Planificación, coordinación y ejecución de actuaciones
encaminadas al fomento y mejora de la imagen turística de
los municipios que la integran.

- Participación y cooperación con la Administración Edu-
cativa en la creación y gestión de centros públicos docentes.

- Planificación, gestión y ejecución de recursos formativos
tendentes a la mejora del nivel de formación, promoción e
inserción de los ciudadanos.

- Coordinación y fomento de actuaciones culturales y
deportivas, así como gestión de unidades y servicios de acción
social, comunitarios y de actividades juveniles.

- Coordinación, asistencia técnica y colaboración en la
implantación y prestación de servicios de comunicación y difu-
sión social.

- Asistencia y cooperación técnica, jurídica y económica
a los municipios, con atención preferente a los municipios
pequeños en razón de sus dificultades de desarrollo.

- La creación, gestión y prestación de aquellos otros
servicios que se estimen de interés y que contribuyan a satis-
facer las necesidades y aspiraciones de la comunidad.

2. En general, le competerá a la Mancomunidad la pro-
moción e impulso de todas aquellas actividades que se enca-
minen al desarrollo de los municipios y al aumento de la calidad
de vida de los habitantes, así como la promoción de la co-
operación internacional para el desarrollo.

3. Las competencias referidas en los apartados anteriores
se ejercerán previa la delegación o autorización de los Ayun-
tamientos interesados, en su caso, y sin menoscabo de la
autonomía municipal en cuanto a las competencias legales
de los Ayuntamientos mancomunados, sin que en ningún caso
el ámbito de actuación de la Mancomunidad pueda extenderse
a la totalidad de las competencias de los municipios que la
integran.

Artículo 7. Gestión de servicios.
1. Para la prestación de los servicios y ejecución de las

obras que requiera el cumplimiento de sus fines se podrán
utilizar todas aquellas formas de gestión directa o indirecta
previstas en la legislación de régimen local, incluidas las fór-
mulas de gerencia y de consorcio, empresa pública, sociedades
mercantiles y cooperativas en los términos y condiciones pre-
vistos para las Administraciones Públicas.

2. La Mancomunidad podrá aceptar la ejecución de obras
y la prestación de servicios cuya titularidad o ejercicio pudieran
transferirle o delegarle otras Instituciones o Administraciones
Públicas, así como realizar actividades y asumir competencias
que se concierten, convengan o se determinen por aquéllas.

3. La Mancomunidad podrá, a través de la encomienda
de la gestión ordinaria de determinados servicios, realizar fun-
ciones ejecutivas correspondientes a competencias de otras
Entidades o Administraciones Públicas, previa aceptación y
determinación de las facultades y los medios con que se dote.

Artículo 8. Asunción de servicios y competencias.
1. El Pleno de Mancomunidad propondrá a los Ayun-

tamientos, previos estudios de eficacia, rentabilidad y/o fun-
cionalidad, la prestación de servicios o ejecución de obras
que crea convenientes y necesarias para la consecución de
sus fines.

Las Corporaciones Municipales aprobarán, en su caso,
las propuestas de asunción de servicios y ejecución de

obras que le sean formuladas por la Mancomunidad. A la
vista de los Ayuntamientos que hayan aprobado las propuestas
de asunción de servicios y de ejecución de obras, el Pleno
de la Mancomunidad decidirá si se acometen o no como
servicios y obras propias de la Mancomunidad.

En todo caso, la asunción de servicios y la ejecución de
obras estará regulada por un convenio entre la Mancomunidad
y cada uno de los Ayuntamientos.

2. La Mancomunidad, en virtud de encomienda de ges-
tión, delegación o transferencia, según los casos, que se ins-
trumentará en virtud de la fórmula prevista en la legislación
vigente de la materia, podrá asumir competencias de otras
Administraciones Públicas, siempre que estén incluidas dentro
de sus fines.

Artículo 9. Potestades y prerrogativas.
Para la consecución de sus fines y objetivos, la Man-

comunidad gozará de las siguientes potestades y prerrogativas:

A) De autoorganización y reglamentación de los servicios
que se gestionen.

B) Tributaria y financiera, de acuerdo con lo dispuesto
en estos Estatutos y en la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales que esté vigente.

C) De programación y planificación.
D) De investigación, deslinde y recuperación de oficio

de sus bienes.
E) De presunción de legitimidad y ejecutividad de sus

actos.
F) De ejecución forzosa y sancionadora.
G) De revisión de oficio de sus actos y acuerdos.
H) De inembargabilidad de sus bienes y derechos en

los términos previstos en las Leyes, y de acuerdo con las pre-
laciones y preferencias y demás prerrogativas reconocidas a
la Hacienda Pública para los créditos de la misma, sin perjuicio
de las que corresponden a las Haciendas del Estado y de
la Comunidad Autónoma.

I) Potestad expropiatoria, en los términos previstos por
la legislación de expropiación forzosa que resulte vigente en
cada momento, la cual se ejercitará por el municipio man-
comunado en cuyo término se hallen los bienes que han de
ser objeto de la expropiación, previo acuerdo del Pleno de
la Mancomunidad.

CAPITULO III

DE LOS ORGANOS DE GOBIERNO Y ADMINISTRACION

Artículo 10. Organos.
1. El gobierno y administración de la Mancomunidad esta-

rá a cargo de:

A) El Pleno de la Mancomunidad.
B) La Comisión de Gobierno.
C) El Presidente.

2. Podrán crearse, igualmente, cuantas Comisiones Infor-
mativas se requieran, en atención a las grandes áreas en que
se estructuren los servicios de la Mancomunidad.

Artículo 11. El Pleno de la Mancomunidad.
El Pleno de Mancomunidad asumirá el gobierno y admi-

nistración de la Mancomunidad, a la que representa y
personifica.

La composición del Pleno será la siguiente:

A) El Alcalde de cada uno de los Ayuntamientos inte-
grados en la Mancomunidad, o Concejal en quien delegue.

Un Concejal de cada Ayuntamiento, más otro por cada
cinco mil residentes inscritos como tales en el Padrón Muni-
cipal de Habitantes, sin tener en cuenta los restos.
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El referido Padrón Municipal de Habitantes será el que
sirvió de base para la determinación del número de concejales
a elegir por cada Ayuntamiento.

Artículo 12. Designación.
1. Los Concejales que resulten de aplicar lo dispuesto en

el artículo anterior serán designados originariamente por los
grupos políticos corporativos municipales a los que pertenezcan,
de entre los que correspondan a cada uno en proporción directa
al número de Concejales obtenidos por el partido, coalición
o agrupación correspondiente en cada circunscripción local,
dándose cuenta de los Concejales designados al Pleno de las
distintas Corporaciones Locales para su aceptación, sin cuyo
requisito no podrá integrarse el Concejal designado en el Pleno
de Mancomunidad.

En caso de empate en el número de concejales obtenidos,
la designación corresponderá al partido, coalición o agrupación
que haya obtenido mayor número de votos en la respectiva
circunscripción electoral.

2. Los miembros del Pleno de Mancomunidad deberán
cesar en sus cargos cuando dejen de ser Concejales de su
Corporación de origen por alguna de las causas legalmente
establecidas, o porque así lo acuerde el grupo municipal res-
pectivo. En ambos supuestos, el grupo político corporativo
municipal designará al sustituto para dicho Pleno y dará cuenta
al Ayuntamiento Pleno en el plazo y forma previstos en estos
Estatutos.

3. Si durante el mandato del Pleno de Mancomunidad
se produjera el cambio en la Alcaldía de alguno de los Ayun-
tamientos que integran la Mancomunidad, el nuevo Alcalde
sustituirá automáticamente al anterior como miembro del Pleno
y de los restantes órganos colegiados, salvo que el nuevo Alcal-
de ya goce anteriormente de la condición de vocal, en cuyo
caso la sustitución tendrá sólo efectos respecto a la compo-
sición interna de los distintos órganos de la Corporación.

4. Serán de aplicación, en todo caso, en lo no previsto
anteriormente y con carácter supletorio o integrador, las normas
electorales aplicables a los Ayuntamientos y órganos muni-
cipales en la legislación de Régimen Local.

Artículo 13. Constitución.
1. Tras la celebración de las elecciones locales y dentro

del plazo previsto por la Ley para la designación de repre-
sentantes en órganos colegiados, los Ayuntamientos Plenos
tomarán conocimiento de la designación de Concejales efec-
tuada por los grupos políticos municipales, una vez comu-
nicado por la Mancomunidad el número de representantes
que corresponde a cada municipio y grupo político corporativo
municipal.

2. Adoptado el acuerdo por el Ayuntamiento Pleno, y den-
tro de los veinte días siguientes al plazo señalado en el apartado
anterior, el Pleno de Mancomunidad celebrará sesión extraor-
dinaria para la constitución formal de sus órganos de gobierno,
previa convocatoria del Presidente en funciones.

Artículo 14. La Comisión de Gobierno.
La Comisión de Gobierno estará integrada por el Presi-

dente de la Mancomunidad y los Alcaldes de los Ayuntamientos
mancomunados o Concejales miembros del Pleno de la Man-
comunidad en quienes deleguen, que serán miembros de pleno
derecho.

Formará parte, asimismo, de la Comisión de Gobierno,
con voz pero sin voto, el Director Gerente de la Mancomunidad.

De entre sus miembros, el Presidente podrá nombrar uno
o varios Vicepresidentes, quienes sustituirán por su orden al
Presidente en los casos de vacante, ausencia o enfermedad.

Artículo 15. El Presidente.
El Pleno de Mancomunidad, en el día de su constitución

o renovación, y a propuesta del grupo político mayoritario en

la Corporación, elegirá de entre sus miembros que ostenten
la condición de Alcalde al Presidente de la Mancomunidad.

Para ser elegido Presidente, el candidato habrá de obtener
el voto de la mayoría absoluta de los miembros que compongan
el Pleno de Mancomunidad. En caso de no obtener dicha
mayoría, se procederá en la misma sesión a una segunda
votación, siendo suficiente la mayoría simple.

En el supuesto de que no se obtuviera dicha mayoría
simple, será designado Presidente el candidato propuesto por
el grupo político mayoritario.

Artículo 16. Duración de los cargos.
El mandato de los miembros del Pleno de la Mancomu-

nidad, así como del Presidente y Vicepresidentes, tendrá una
duración coincidente con la legislatura municipal, cualquiera
que fuese la fecha de su designación, salvo cuando pierdan
su condición de Alcalde o Concejal, o en los casos de des-
titución, renuncia o fallecimiento.

Una vez finalizado su mandato, los miembros de la Man-
comunidad continuarán en sus funciones, solamente para la
administración ordinaria, hasta la toma de posesión de sus
sucesores, y en ningún caso podrán adoptar acuerdos para
los que legalmente se requiera mayoría cualificada.

Artículo 17. Las Comisiones Informativas.
1. Para el estudio, informe, dictamen o consulta de los

asuntos, el Pleno de Mancomunidad podrá acordar la creación
de Comisiones Informativas, procurando que coincidan con
las Areas operativas en que se estructure la Mancomunidad,
sin perjuicio de las que estime conveniente constituir con carác-
ter especial para preparación y desarrollo de actividades y
servicios objeto de la Corporación.

2. Las Comisiones Informativas estarán constituidas en
la siguiente forma:

A) El Presidente de la Mancomunidad, en su calidad de
Presidente nato de todas ellas, sin perjuicio de delegar la Pre-
sidencia efectiva en cualquier miembro del Pleno de la
Mancomunidad.

B) Un representante de cada uno de los grupos políticos
representados en la Mancomunidad, elegido de entre sus
miembros.

La adscripción concreta a cada Comisión de los miembros
de la Corporación que deban formar parte de la misma en
representación de cada grupo se realizará mediante escrito
del portavoz del mismo dirigido al Presidente de la Manco-
munidad, y del que se dará cuenta al Pleno. Podrá designarse
un suplente por cada titular.

3. Los dictámenes y resoluciones que emitan las Comi-
siones Informativas se adoptarán por el sistema de voto
ponderado.

Artículo 18. Atribuciones del Pleno de Mancomunidad.
1. Son atribuciones del Pleno de la Mancomunidad las

siguientes:

A) Elegir y destituir de su cargo al Presidente conforme
a lo dispuesto en estos Estatutos y, supletoriamente, en la
legislación electoral general.

B) El control y fiscalización de los órganos de gobierno.
C) Aprobar y desarrollar Ordenanzas Generales, Regla-

mentos y Normas de Régimen Interior necesarias al cumpli-
miento de sus fines.

D) Proponer a las Corporaciones Locales mancomunadas
las modificaciones de los Estatutos.

E) Acordar, y en su caso aceptar, tanto la admisión de
nuevos municipios como la separación de éstos.

F) Acordar la disolución de la Mancomunidad y las reglas
de liquidación de sus bienes y derechos, conforme a lo dis-
puesto en estos Estatutos.
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G) Determinación de los recursos propios de carácter tri-
butario; la aprobación y modificación de los presupuestos y
la disposición de gastos en asuntos de su competencia y en
la cuantía prevista en las Bases de ejecución del presupuesto
y la aprobación de las cuentas.

H) Establecimiento e imposición de tasas por las pres-
taciones de servicios o la realización de actividades de su
competencia, así como contribuciones especiales para la eje-
cución de las obras o para el establecimiento, ampliación o
mejora de los servicios.

I) Aprobación de operaciones de tesorería cuyo importe
supere el 5% del presupuesto de la Mancomunidad.

J) Aprobación de la plantilla del personal y de la relación
de puestos de trabajo, así como las ofertas de empleo público.

K) Aceptar y ordenar la gestión de competencias dele-
gadas o concertadas con otras Administraciones Públicas.

L) La adquisición y enajenación del patrimonio inmo-
biliario.

M) Censura y aprobación de cuentas.
N) Determinación de las aportaciones económicas de los

municipios a la Mancomunidad, conforme a los criterios seña-
lados anteriormente.

Ñ) En general, y en cuanto le sean aplicables, todas aque-
llas otras que la legislación de régimen local señale para el
Ayuntamiento Pleno o exija una mayoría especial, o que se
le asigne específicamente en estos Estatutos.

2. El Pleno de Mancomunidad sólo podrá delegar el ejer-
cicio de las atribuciones enumeradas en el apartado anterior
de este precepto en la forma y supuestos permitidos legal-
mente.

Artículo 19. Atribuciones de la Comisión de Gobierno.
Con independencia de las competencias propias atribui-

das por estos Estatutos, corresponderá en general a la Comisión
de Gobierno la asistencia al Presidente en el ejercicio de sus
funciones.

Son atribuciones propias de la Comisión de Gobierno las
siguientes:

A) La organización de los servicios propios de la Man-
comunidad.

B) El desarrollo de la gestión económico-financiera, salvo
la aprobación de gastos que a tenor de las bases de ejecución
del presupuesto correspondan al Pleno de la Mancomunidad
o al Presidente.

C) Aprobación de las bases de las pruebas para la selec-
ción del personal, determinación de sus retribuciones com-
plementarias, separación de los funcionarios de su servicio
y ratificación del despido al personal laboral.

D) Contratación de obras, suministros y servicios, salvo
aquéllos que tengan atribuido el Presidente de la Mancomu-
nidad, y siempre que exista consignación presupuestaria, así
como la aprobación de los correspondientes pliegos de con-
diciones particulares.

E) Ejercicio de acciones judiciales y administrativas.
F) La aprobación de las formas de gestión de los servicios,

así como la solicitud y gestión de todo tipo de programas
y proyectos.

G) La aprobación de los gastos y la realización de todo
tipo de operaciones crédito, tesorería y afianzamiento en la
cuantía prevista en las bases de ejecución del presupuesto.

H) La realización y aceptación de concesión, arrenda-
miento y cesión en uso de bienes muebles e inmuebles.

I) La aprobación de los pliegos de condiciones generales
a que hayan de sujetarse la contratación de obras, servicios
o suministros.

J) La adopción de acuerdos que no estén atribuidos, ni
siquiera por analogía con una Corporación Local, al resto de
los órganos de la Mancomunidad.

K) Todas aquéllas que puedan delegar el Pleno de la
Mancomunidad o el Presidente.

Artículo 20. Atribuciones del Presidente.
1. Corresponde al Presidente de la Mancomunidad, en

el ejercicio de sus funciones representativas y ejecutivas, las
siguientes atribuciones y competencias:

A) Ostentar la representación de la Mancomunidad y diri-
gir el gobierno y administración de la misma.

B) Nombrar uno o varios Vicepresidentes.
C) Convocar, presidir y dirigir las sesiones del Pleno, de

la Comisión de Gobierno y cualesquiera otros órganos cor-
porativos, determinando el Orden del Día de los asuntos.

D) Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de
la Mancomunidad, llevando a cabo cuantas gestiones sean
precisas para ello.

E) Dirigir, impulsar e inspeccionar las obras, servicios
y actividades de la Mancomunidad.

F) Presidir subastas y concursos.
G) Contratar obras, servicios, suministros y otros, dentro

de los límites y procedimiento legalmente establecidos.
H) Desempeñar la Jefatura Superior de todo el personal

de la Mancomunidad y, como tal, ejercer todas las atribuciones
en esta materia que no sean competencia del Pleno o de
la Comisión de Gobierno.

I) Disponer gastos, dentro de los límites de su compe-
tencia y de los acuerdos del Pleno, ordenar todos los pagos,
autorizar los ingresos y rendir cuentas de acuerdo con la legis-
lación vigente.

J) Firmar, en nombre de la Mancomunidad, cuantos
documentos públicos o privados sean necesarios para el cum-
plimiento de sus fines.

K) Negociar los convenios de asunción de servicios y
ejecución de obras que se celebren con los Ayuntamientos
mancomunados o con otras Administraciones Públicas, y sus-
cribir los mismos debidamente facultado al efecto.

L) Otorgar los poderes necesarios para la defensa jurídica
de los intereses de la Mancomunidad.

M) Ejercitar acciones judiciales y administrativas en caso
de urgencia, debiendo dar cuenta a la Comisión de Gobierno,
en la primera sesión que se celebre.

N) Adoptar las resoluciones y medidas de urgencia que
requieren los asuntos y el buen funcionamiento de los servicios
de la Mancomunidad, dando cuenta al órgano de gobierno
competente.

Ñ) Visar con su firma las certificaciones que se expidan
de los actos y documentos de la Mancomunidad.

O) En general, y en cuanto le sean aplicables, todas aque-
llas atribuciones y facultades que la legislación de Régimen
Local señale para el Alcalde Presidente del Ayuntamiento y
las que requiera el adecuado cumplimiento de los fines de
la Mancomunidad.

2. La Presidencia podrá delegar en algún miembro de
la Comisión de Gobierno, con independencia de la condición
por la que forme parte de la misma, el ejercicio de sus atri-
buciones enumeradas en el apartado anterior de este precepto,
en la forma y supuestos permitidos legalmente.

CAPITULO IV

ORGANOS COMPLEMENTARIOS

Artículo 21. Organos complementarios.
El Pleno de la Mancomunidad podrá establecer órganos

complementarios de los anteriores conforme a lo establecido
en los Reglamentos Orgánicos y de Régimen Interior que se
establezcan en los distintos servicios.
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Artículo 22. Consejo Económico y Social.
Se creará como órgano complementario un Consejo Eco-

nómico y Social, que tendrá como objetivos canalizar la par-
ticipación de las diversas asociaciones interesadas en los fines
de la Mancomunidad. Sus funciones serán de estudio, informe
y propuesta. Su composición, organización y ámbito serán
establecidos por acuerdo del Pleno de la Mancomunidad.

Artículo 23. Grupos Políticos.
1. Los miembros de la Mancomunidad se constituirán

en Grupos Políticos. Nadie puede pertenecer simultáneamente
a más de un Grupo Político.

Para la constitución de Grupo Político será preciso contar
con un mínimo de cinco representantes en el Pleno de la
Mancomunidad. En caso contrario, dichos representantes se
integrarán o formarán parte del Grupo Mixto.

Ningún Concejal, miembro de la Mancomunidad, podrá
integrarse en un grupo político distinto al que estuviese adscrito
en su Ayuntamiento de origen, salvo lo dispuesto para el Grupo
Mixto.

2. Los Grupos Políticos se constituirán mediante escrito
dirigido al Presidente y suscrito por todos sus integrantes, que
se presentará en la Secretaría General dentro de los cinco
días hábiles siguientes a la constitución del Pleno de Man-
comunidad.

En el mismo escrito de constitución se hará constar la
designación de portavoz del grupo, debiendo designarse tam-
bién suplentes.

3. De la constitución de los Grupos Políticos y de sus
integrantes y portavoces, el Presidente dará cuenta al Pleno
de la Mancomunidad, en la primera sesión que celebre tras
cumplirse el plazo previsto en el apartado 2 del presente
artículo.

4. Los miembros que adquieran su condición con pos-
terioridad a la sesión constitutiva deberán incorporarse a los
grupos conforme a las reglas acordadas por el propio Pleno
de la Mancomunidad.

5. En la medida de las posibilidades funcionales y eco-
nómicas de la Mancomunidad, los diversos Grupos Políticos
dispondrán en la sede de la misma de un despacho o local
y el Presidente pondrá a su disposición una infraestructura
mínima de medios materiales y personales.

CAPITULO V

DEL PERSONAL DE LA MANCOMUNIDAD

Artículo 24. De la Secretaría, Intervención y Tesorería.
1. Las funciones de Secretaría serán las de fe pública

y asesoramiento legal preceptivo de todos los órganos cole-
giados de la Mancomunidad, junto con todas aquéllas que
le asigne la legislación vigente sobre Régimen Local, y las
que le sean encomendadas por el Presidente y demás órganos
de gobierno.

El cargo de Secretario habrá de ser ejercido necesaria-
mente por un funcionario con habilitación de carácter nacional,
que será nombrado por el procedimiento previsto en la nor-
mativa aplicable al funcionario de Administración Local con
habilitación de carácter nacional.

2. Las funciones de control y fiscalización interna de la
gestión económico-financiera y presupuestaria, y las de con-
tabilidad, tesorería y recaudación serán desempeñadas, en
caso de ser preceptivas dichas plazas, por un Interventor y
un Tesorero de habilitación nacional. En caso de no ser pre-
ceptiva la creación de tales plazas, las funciones propias de
la Intervención serán desempeñadas por el titular de la Secre-
taría, mientras que las funciones de contabilidad, tesorería
y recaudación podrán ser atribuidas a un funcionario sin habi-
litación de carácter nacional o a un miembro de la Man-
comunidad.

Para la cobertura de dichas plazas, una vez creadas y
clasificadas reglamentariamente, se procederá conforme al sis-
tema de provisión de puestos de trabajo correspondiente, con
arreglo a la legislación vigente en cada momento en materia
de función pública local.

No obstante, y hasta tanto se produzca la provisión de
las plazas referidas en los términos reflejados en el apartado
anterior, se acudirá a los procedimientos de interinidad o sus-
titución previstos legalmente al efecto.

3. Corresponderá al Pleno de la Mancomunidad la pro-
puesta de creación y clasificación, en cuanto a subescalas
y categorías, de los puestos de trabajo reservados a Funcio-
narios de la Administración Local con Habilitación de Carácter
Nacional, sin perjuicio de las competencias legalmente atri-
buidas a la Consejería de Gobernación y Justicia de la Junta
de Andalucía en esta materia.

En todo caso, las funciones de Secretaría e Intervención
podrán ser delegadas a propuesta de los titulares de los res-
pectivos puestos de trabajo.

Artículo 25. Otro personal de la Mancomunidad.
El personal que fuera necesario para el desarrollo de las

actividades de la Mancomunidad podrá ser funcionario, de
carrera o de empleo, y contratado en régimen laboral.

Los que tengan la condición de funcionarios serán de
cualquiera de los municipios mancomunados o de cualquier
otra Administración Pública, donde quedarán en la situación
administrativa más favorable de conformidad con la legislación
sobre Función Pública vigente, de cara a su reingreso auto-
mático en su Administración de origen, en los supuestos de
disolución de la Mancomunidad.

El resto del personal designado que no ostente la condición
de funcionario de carrera o de empleo se regirá por las normas
de Derecho Laboral.

En los casos de disolución de la Mancomunidad, el per-
sonal laboral cesaría en sus funciones, siendo indemnizado
por el capital resultante de la liquidación, si a ello hubiere
lugar.

CAPITULO VI

REGIMEN JURIDICO

Artículo 26. Sesiones.
A) Del Pleno de la Mancomunidad.
1. El Pleno de Mancomunidad celebrará sesiones ordi-

narias con la periodicidad que la misma fije, sin que la misma
pueda exceder del límite trimestral a que se refiere el artícu-
lo 46.2.a) de la Ley 7/85, de 2 de abril. También celebrará
las sesiones extraordinarias y extraordinarias urgentes que con-
voque la Presidencia, bien por propia iniciativa o a solicitud
de la cuarta parte de los miembros que legalmente constituyen
aquel órgano colegiado, quienes concretarán en su petición
los asuntos a tratar.

2. El quórum para la válida celebración de las sesiones
del Pleno será el de la mayoría absoluta del número legal
de miembros de la misma, en primera convocatoria, y en
segunda, treinta minutos después, el de la tercera parte del
número legal de miembros de la Corporación. En todo caso,
se requiere la asistencia del Presidente y del Secretario de
la Mancomunidad o de quienes legalmente les sustituyan.

B) De la Comisión de Gobierno.
1. La Comisión de Gobierno se reunirá, por lo menos,

una vez al mes, previa convocatoria del Presidente. También
celebrará las sesiones extraordinarias y extraordinarias urgentes
que convoque la Presidencia, bien por propia iniciativa o a
solicitud de la cuarta parte de los miembros que legalmente
constituyen aquel órgano colegiado, quienes concretarán en
su petición los asuntos a tratar.
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La Comisión de Gobierno quedará válidamente constituida
en primera convocatoria cuando concurra la mayoría absoluta
de los miembros que la integran, y en segunda convocatoria,
a los treinta minutos, cuando estén presentes un tercio del
número de sus miembros, además del Presidente y del Secre-
tario o de quienes legalmente les sustituyan.

Artículo 27. Adopción de acuerdos.
1. Los acuerdos del Pleno se adoptarán, como regla gene-

ral, mediante votación ordinaria y por mayoría simple de los
miembros presentes, salvo en aquellos supuestos en que la
Ley o los presentes Estatutos requieran una mayoría cuali-
ficada. En caso de empate, decidirá el voto de calidad del
Presidente. Dichos acuerdos obligarán a los municipios man-
comunados en la medida que les afecten.

2. Será preciso el voto favorable de la mayoría absoluta
legal de miembros del Pleno de la Mancomunidad para la
validez de los acuerdos que se adopten sobre las materias
para las que legal o reglamentariamente se exija este quórum
especial.

3. Será necesario el voto favorable de las dos terceras
partes del número de hecho de los miembros del Pleno, y
en todo caso de la mayoría absoluta de los mismos, para
la validez del acuerdo de la disolución de la Mancomunidad.

4. En lo no previsto en estos Estatutos respecto a la con-
vocatoria, quórum, desarrollo de las sesiones, votaciones y
adopción de acuerdos del Pleno, Comisión de Gobierno y
demás órganos colegiados de la Mancomunidad, se estará
a lo dispuesto por las Leyes y reglamentos vigentes de Régimen
Local.

Artículo 28. Obligatoriedad de acuerdos.
1. Los acuerdos y resoluciones adoptados por los órganos

de la Mancomunidad, en materia de su respectiva compe-
tencia, agotan la vía administrativa, serán inmediatamente eje-
cutivos y vincularán, en todo caso, a las personas y entidades
a quienes puedan afectar y a los Municipios mancomunados,
así como a los respectivos Alcaldes y demás órganos de la
Administración Municipal, quienes darán cumplimiento a
aquellos acuerdos y resoluciones en lo que afecten a sus corres-
pondientes Corporaciones Locales.

2. Las actuaciones y actos administrativos de la Man-
comunidad se regirán en cuanto a su naturaleza y efectos,
procedimientos, revisión y recursos, por la normativa prevista
para los Ayuntamientos en la legislación de Régimen Local
y, supletoriamente, por la legislación de Procedimiento Admi-
nistrativo y de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa que
estén vigentes en cada momento.

Artículo 29. Libro de actas y resoluciones.
1. Se llevarán los correspondientes libros de Actas de

las sesiones del Pleno y de Comisión de Gobierno, así como
otro en el que se transcriban las resoluciones que en el ámbito
de sus competencias dicte el Presidente de la Mancomunidad.

2. En relación con la publicidad y constancia de los actos
y acuerdos de la Mancomunidad, se estará a lo dispuesto
en la legislación de Régimen Local para los actos y acuerdos
de los órganos municipales.

CAPITULO VII

HACIENDA DE LA MANCOMUNIDAD

Artículo 30. Recursos.
1. La Hacienda de la Mancomunidad estará constituida

por los siguientes recursos:

A) Ingresos procedentes de su patrimonio y demás de
derecho privado.

B) Subvenciones y otros ingresos de derecho público,
así como demás medidas de carácter financiero provenientes
de otras Administraciones.

C) Tasas y precios públicos por la prestación de servicios
o realización de actividades de su competencia.

D) Contribuciones especiales para la ejecución de obras
o por el establecimiento, ampliación o mejora de servicios
de su competencia.

E) Los procedentes de operaciones de crédito en cual-
quiera de las formas que se establezcan legalmente.

F) Multas y demás sanciones impuestas en el ámbito
de sus competencias.

G) Las aportaciones de los municipios mancomunados.
H) Cualquier otro recurso que se establezca en favor de

las Mancomunidades por disposición legal o reglamentaria.

Artículo 31. Aportaciones de los municipios.
Sólo se recurrirá a las aportaciones señaladas en el apar-

tado H) del artículo 30 cuando, después de utilizados los
restantes recursos, no pueda la Mancomunidad cubrir la tota-
lidad de sus gastos, en cuyo caso la diferencia resultante será
distribuida entre los Ayuntamientos integrantes de la Man-
comunidad.

La cantidad correspondiente a esta diferencia, que tendrá
que prorratearse entre los municipios mancomunados, se
obtendrá por las aportaciones de cada uno de ellos, que quedan
fijadas para la finalidad inicial, teniendo en cuenta por igual
los criterios del presupuesto municipal, población y territorio,
de acuerdo con la siguiente fórmula:

(P/1.000) + H + t
X = × 100

T

X = Coeficiente de Participación (en %).
P = Presupuesto general consolidado vigente de cada

uno de los municipios que constituyen la Mancomunidad.
H = Número de habitantes de derecho según la última

rectificación anual del Padrón aprobada por cada uno de los
Ayuntamientos.

t = Territorio de cada uno de los municipios que cons-
tituyen la Mancomunidad.

T = Suma total de los importes de P de todos los Ayun-
tamientos, dividido por mil, más el número total de habitantes.

Cuando alguno de los Ayuntamientos no participara en
todos los servicios de la Mancomunidad, las aportaciones se
calcularán independientemente para cada uno de ellos. No
obstante, los gastos generales se prorratearán entre todos los
municipios interesados.

Artículo 32. Obligatoriedad de las aportaciones.
1. Los municipios mancomunados se comprometen a con-

signar en sus respectivos presupuestos las cantidades precisas
para subvenir o satisfacer las obligaciones y compromisos eco-
nómicos contraídos, a los que se alude expresamente en los
artículos precedentes.

2. Las aportaciones municipales deberán ser pagadas en
la forma y con la periodicidad que se acuerde por el Pleno
de la Mancomunidad. La falta de pago de alguna aportación
llevará consigo un recargo, equivalente al interés legal del dine-
ro, a fin de mantener la igualdad y la solidaridad de las
aportaciones.

El Pleno de la Mancomunidad, con el quórum de la mayo-
ría absoluta, podrá solicitar de la Comunidad Autónoma la
retención del importe de las aportaciones no satisfechas en
los plazos previstos, para su posterior ingreso en las arcas
de la Mancomunidad. En todo caso, se dará audiencia al muni-
cipio afectado.
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Artículo 33. Presupuesto.
1. El Pleno de Mancomunidad aprobará anualmente un

Presupuesto único, en el que se incluirán todas sus previsiones
económicas para el ejercicio, tanto ordinarias como en inver-
sión, ajustándose dicho presupuesto en cuanto a su estructura
y normas de formación a las aplicables con carácter general
a las Entidades Locales.

2. El Presidente de la Mancomunidad ejercerá las fun-
ciones de Ordenador de Pagos y todas las demás que, en
materia económica, se atribuyen al Alcalde en los Municipios,
de acuerdo con la legislación vigente en materia de Régimen
Local.

Asimismo, el Presidente presentará al Pleno de Manco-
munidad la liquidación del Presupuesto, ya aprobada, para
su conocimiento, y rendirá las cuentas previstas igualmente
en las disposiciones vigentes aplicables a las Haciendas
Locales.

3. El régimen presupuestario, de intervención y conta-
bilidad de la Mancomunidad será el establecido en la legis-
lación sobre Haciendas Locales.

Artículo 34. Patrimonio.
1. El Patrimonio de la Mancomunidad estará integrado

por toda clase de bienes, derechos y acciones que legítima-
mente adquiera, bien en el momento de su constitución, bien
con posterioridad. A tal efecto, habrá de formar el inventario
de su patrimonio y su rectificación anual, de conformidad con
las disposiciones en materia de régimen local.

2. La Mancomunidad podrá disfrutar del patrimonio cedi-
do en uso por los Ayuntamientos o por cualquier otra Institución
o Administración Pública, facilitando éstas la disponibilidad
de bienes de su titularidad adscritos a los servicios man-
comunados.

En el propio acuerdo de cesión se regularán los supuestos
y condiciones en que el uso de los bienes y medios patri-
moniales adscritos revertirá a su titular, en caso de separación
o disolución de la Mancomunidad.

CAPITULO VIII

ADHESIONES, SEPARACIONES, MODIFICACION DE LOS
ESTATUTOS Y DISOLUCION DE LA MANCOMUNIDAD

Artículo 35. Adhesiones de otros miembros.
1. El procedimiento de adhesión de un nuevo municipio

a la Mancomunidad seguirá los trámites siguientes:

A) Podrán adherirse a la Mancomunidad aquellos Muni-
cipios que, reuniendo las condiciones previstas en estos Esta-
tutos, se comprometan a asumir las obligaciones que en ellos
se imponen a los miembros que la integran y a aceptar las
condiciones de aportación económica y representatividad polí-
tica fijadas por el Pleno de Mancomunidad y estos Estatutos.

B) Corresponde al municipio interesado solicitar formal-
mente su incorporación mediante acuerdo plenario de la mayo-
ría absoluta legal, fijando las condiciones expuestas en el apar-
tado anterior, así como los servicios en que se integra, en
su caso.

La adhesión no ha de referirse necesariamente a todos
los servicios que comprende la Mancomunidad, pero sí a aqué-
llos que por guardar cierta conexión entre sí requieren que
se presten conjuntamente.

C) Acuerdo inicial del Pleno de la Mancomunidad pro-
poniendo la adhesión, adoptado por el quórum de la mayoría
absoluta de sus miembros.

D) Se abrirá un período de información pública por plazo
de 1 mes, exponiendo anuncio en los Tablones de los Ayun-
tamientos integrados y de la Mancomunidad. Durante dicho
período, los municipios mancomunados podrán presentar ale-
gaciones y sugerencias sobre la adhesión solicitada.

E) Por último, se adoptará acuerdo del Pleno de Man-
comunidad con el quórum de mayoría absoluta, resolviendo
las alegaciones presentadas, en su caso, y aprobando la pro-
puesta de adhesión, que supondrá la adaptación de los Esta-
tutos y su entrada en vigor.

2. En el plazo máximo de un mes a partir de la fecha
de adopción del acuerdo de adhesión por el Pleno de Man-
comunidad, deberá comunicar el Ayuntamiento interesado los
vocales designados conforme a estos Estatutos para formar
parte de dicho órgano de gobierno de la Mancomunidad.

Artículo 36. Separación de miembros.
1. La separación de alguno de los miembros de la Man-

comunidad podrá ser voluntaria o forzosa.
2. Para la separación de la Mancomunidad de forma

voluntaria de alguno de los municipios que la integran serán
necesarios los siguientes requisitos:

A) Que lo solicite formalmente la Corporación interesada,
previo acuerdo adoptado por la mayoría absoluta legal del
Pleno de la misma, fundado en motivos de economicidad o
de eficacia o funcionalidad administrativa y remitiendo cer-
tificación de ese acuerdo a la Mancomunidad.

B) Que adopte acuerdo de emisión de informe el Pleno
de Mancomunidad, dándose por enterada en el plazo máximo
de un mes, el cual en ningún caso podrá tener carácter
vinculante, sin perjuicio de la liquidación previa de los derechos
y obligaciones mutuos existentes entre la Mancomunidad y
el municipio correspondiente.

La separación voluntaria surtirá plenos efectos a partir
de la comunicación de este informe al Ayuntamiento inte-
resado, reduciéndose en consecuencia desde ese momento
el número legal de vocales en el Pleno en la proporción
correspondiente.

C) Se dará traslado de dicho acuerdo -el cual supondrá
la adaptación de los Estatutos- a la Comunidad Autónoma
a los efectos oportunos.

3. Procederá la separación forzosa de alguno de los muni-
cipios que la integran en caso de incumplimiento reiterado
de sus obligaciones económicas o por la concurrencia de cau-
sas que le sean imputables al mismo, que afecten notoriamente
a la viabilidad de la Mancomunidad o de algún servicio man-
comunado esencial, a juicio del Pleno de Mancomunidad, la
cual deberá acordarla con el quórum de la mayoría absoluta
legal de sus miembros.

4. La separación producida en cualquiera de los casos
anteriores implicará la práctica previa de una liquidación de
derechos y obligaciones mutuos existentes entre la Manco-
munidad y el municipio correspondiente.

Artículo 37. Procedimiento de modificación de Estatutos.
1. La modificación de los presentes Estatutos se aco-

modará a lo dispuesto por este precepto estatutario, teniendo
en cuenta lo establecido al respecto por la legislación vigente
de Régimen Local.

2. El procedimiento a seguir deberá cumplir los siguientes
trámites:

A) Acuerdo inicial del Pleno de Mancomunidad propo-
niendo la modificación, adoptado por el quórum de mayoría
absoluta del número de sus miembros.

B) Información pública por plazo mínimo de un mes,
exponiendo el anuncio simultáneamente en el Boletín Oficial
de cada provincia (Cádiz y Sevilla) y en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía, así como en los tablones de anuncios
de los Ayuntamientos interesados y en el de la propia
Mancomunidad.
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C) Remisión simultánea, para informe preceptivo, al órga-
no competente de la Comunidad Autónoma y a las respectivas
Diputaciones Provinciales.

Estos informes habrán de emitirse en el plazo de tres
meses.

D) Tras lo anterior, acuerdo del Pleno de Mancomunidad
por mayoría absoluta de sus miembros, resolviendo las ale-
gaciones y sugerencias presentadas, en su caso, y aprobando
provisionalmente la propuesta de modificación de los Estatutos.

E) Remisión del expediente a la Consejería de Gober-
nación y Justicia de la Junta de Andalucía para emisión de
informe en el plazo de 30 días. Caso de no emitirse en el
plazo señalado, se considerará que éste es favorable.

F) Recibido el informe o transcurrido el plazo señalado,
el Pleno de Mancomunidad adoptará acuerdo de aprobación
definitiva por mayoría absoluta de sus miembros y remitirá
el proyecto de modificación a cada una de las Corporaciones
municipales interesadas para su aprobación definitiva con el
voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de
sus miembros.

G) Remisión a la Dirección General de Administración
Local de las certificaciones de los acuerdos plenarios de apro-
bación definitiva del proyecto de modificación, junto con un
ejemplar de los mismos debidamente diligenciados por cada
Ayuntamiento.

H) Publicación de los Estatutos modificados en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, circunstancia ésta que deter-
minará la vigencia de los mismos.

Artículo 38. Disolución de la Mancomunidad.
1. La Mancomunidad se disolverá por alguna de las cau-

sas siguientes:

A) Por imposibilidad para realizar sus fines.
B) Por asumir la competencia para la prestación de los

servicios objeto de la Mancomunidad el Estado, la Comunidad
Autónoma, la Provincia o la Comarca.

C) Por haberse separado de ella todos o una gran parte
de los municipios que la forman, cuya presencia sea impres-
cindible para su funcionamiento.

D) Por algún supuesto de los demás previstos en las
disposiciones legales vigentes.

2. La disolución de la Mancomunidad, por alguna de
las causas mencionadas, tendrá lugar a propuesta del Pleno
de Mancomunidad, mediante acuerdo adoptado por mayoría
absoluta de sus miembros y ratificado con el mismo quórum
por el Pleno de cada una de las Corporaciones que en tal
momento la integran. Esta ratificación deberá ser acordada
por, al menos, las dos terceras partes de los municipios
mancomunados.

3. El acuerdo inicial de disolución determinará la forma
en que ha de procederse a la liquidación de bienes y obli-
gaciones de la Mancomunidad y las bases generales del repar-
to. A tales efectos, se aplicarán los bienes y derechos, en
primer término, al pago de las deudas contraídas por la Man-
comunidad. El resto, si lo hubiera, se distribuirá entre los muni-
cipios en la misma proporción señalada para efectuar sus apor-
taciones. Si las deudas superan las disponibilidades patrimo-
niales de la Mancomunidad, se absorberán por los municipios
en proporción a dichas aportaciones.

A estos efectos, el Pleno de Mancomunidad, en dicho
acuerdo inicial de disolución nombrará una Comisión Liqui-
dadora compuesta por el Presidente y un vocal por cada uno
de los Ayuntamientos miembros, siendo el Secretario y el Inter-
ventor de Mancomunidad asesores de la misma, sin perjuicio
de que se pueda solicitar la colaboración técnica de otros espe-
cialistas para una mejor liquidación final. Dicha Comisión se
constituirá y comenzará sus funciones dentro del plazo de
30 días siguientes a la adopción del mencionado acuerdo.

La Comisión, en término no superior a 6 meses desde
su constitución, someterá a la aprobación del Pleno una pro-
puesta conteniendo, al menos, los siguientes aspectos:

- Un inventario de los bienes, servicios y derechos de
la Mancomunidad.

- Una valorización de los recursos, cargas y débitos.
- Una distribución de activo y pasivo.

4. Habrá un período de información pública durante 1
mes, exponiendo anuncio en el BOP, en los tablones muni-
cipales de los Ayuntamientos afectados y en el de la Man-
comunidad, pudiéndose presentar reclamaciones y sugeren-
cias por todos los interesados. Este trámite se celebrará una
vez esté elaborada la propuesta de la Comisión Liquidadora
y antes de su aprobación definitiva por el Pleno de Manco-
munidad, que habrá de resolver las reclamaciones y suge-
rencias que se presenten, en su caso.

5. La propuesta definitiva de liquidación, para ser apro-
bada válidamente, requerirá el acuerdo del Pleno de la Man-
comunidad, con el quórum de la mayoría absoluta de sus
miembros. Una vez aprobada la propuesta, será vinculante
para todos los Ayuntamientos mancomunados.

6. Una vez adoptado el acuerdo definitivo de disolución,
se remitirá anuncio para su publicación en el BOJA y se comu-
nicará dicho acuerdo al órgano competente de la Comunidad
Autónoma.

CAMARA DE CUENTAS DE ANDALUCIA

RESOLUCION de 23 de noviembre de 1998, por
la que se ordena la publicación del Informe de Fis-
calización de los Conciertos de Transporte Sanitario,
ejercicio 1996.

En virtud de las facultades que me están atribuidas por
el artículo 21 de la Ley 1/1988, de 17 de marzo, de la Cámara
de Cuentas de Andalucía, y en cumplimiento del acuerdo adop-
tado por el Pleno de esta Institución, en la sesión del 28
de septiembre de 1998,

R E S U E L V O

De conformidad con el art. 12 de la Ley 1/1988, de
17 de marzo, de la Cámara de Cuentas de Andalucía, ordenar
la publicación del Informe de Fiscalización de los Conciertos
de Transporte Sanitario, ejercicio 1996.

Sevilla, 23 de noviembre de 1998.- El Consejero Mayor,
Rafael Navas Vázquez.
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UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 4 de noviembre de 1998, de
la Universidad de Córdoba, por la que se acuerda la
publicación de los Presupuestos de esta Universidad
para 1998.

El Consejo Social de la Universidad de Córdoba, en su
sesión plenaria del 8 de junio de 1998, y en uso de las atri-
buciones que le concede el artículo 14.2 de la Ley Orgáni-
ca 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria, y
el artículo 48 del Decreto 184/1985, de 31 de julio, por el

que se promulgan los Estatutos provisionales de la Universidad
de Córdoba, acordó la aprobación del presupuesto de esta
Universidad para 1998.

Por tanto, para dar cumplimiento a lo establecido en el
artículo 54.2 de la citada Ley Orgánica 11/1983 y el artícu-
lo 294 del Decreto 184/1985, antes citados, este Rectorado
ha resuelto hacer público en el «Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía» el citado presupuesto para 1998, que figura
como Anexo a la presente Resolución.

Córdoba, 4 de noviembre de 1998.- El Rector, Eugenio
Domínguez Vilches.
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5. Anuncios

5.2. Otros anuncios

AYUNTAMIENTO DE LA RINCONADA

ANUNCIO de bases.

Por acuerdo del Ayuntamiento Pleno en sesión ordinaria
celebrada el día 13 de octubre de 1998, se aprueban las
Bases Generales y los Anexos de las plazas a cubrir mediante
proceso de selección, correspondiente a la Oferta de Empleo
Público de 1998.

El texto íntegro de las Bases y sus Anexos es el siguiente:

BASES GENERALES PARA CUBRIR EN PROPIEDAD PLAZAS
DE PERSONAL FUNCIONARIO Y LABORAL INTEGRANTES

DE LA OFERTA DE EMPLEO PUBLICO PARA 1998

I. BASES GENERALES

Primera.
A) Se convocan, para cubrir con carácter fijo, las plazas

de plantilla de Personal Laboral de este Excmo. Ayuntamiento,
que figuran en los Anexos de estas Bases Generales.

Estas plazas pertenecen a la categoría que se indica, y
están dotadas de los haberes correspondientes al grupo que
igualmente se especifica.

De ellas se reservan a turno de ascenso y turno de traslado
de Personal Laboral de la propia Corporación, el número de
plazas que se indican en los anexos respectivos.

B) Se convocan para cubrir en propiedad las plazas de
funcionario de este Excmo. Ayuntamiento, que figuran en los
Anexos de estas Bases Generales.

Estas plazas pertenecen a la escala, subescala o clase
que se indica, y están dotadas de los haberes correspondientes
al grupo que igualmente se especifica.

De ellas se reservan a promoción interna de funcionarios
en propiedad de la propia Corporación el número de plazas
que se indican en los Anexos respectivos.

Los aspirantes que obtengan plaza quedarán sometidos
al sistema de incompatibilidad actualmente vigente.

Segunda. La realización de las pruebas se regirá por lo
previsto en las presentes Bases y Anexos correspondientes,
y en su defecto, se estará a lo establecido en el R.D. Legislativo
781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de las Disposiciones Legales vigentes en materia de Régi-
men Local; Ley 30/84, de 2 de agosto; y R.D. 364/95, de
10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General
de Ingreso del Personal al servicio de la Administración del
Estado; R.D. 896/91, de 7 de junio; Ley 17/93 de 23 de
diciembre, sobre el acceso a determinados sectores de la fun-
ción pública de los nacionales de los demás Estados miembros
de la Comunidad Europea; R.D. 800/95 de 19 de mayo.

II. REQUISITOS DE LOS ASPIRANTES

Tercera. Para ser admitidos a la realización de las pruebas
selectivas los aspirantes deberán reunir los siguientes requi-
sitos:

a) Ser español.
b) Tener cumplidos 18 años de edad, y no exceder de

aquella que falten al menos 10 años para la jubilación forzosa
por edad, determinada por la legislación básica en materia
de función pública.

c) No padecer enfermedad o defecto físico que impida
el desempeño de las correspondientes funciones.

d) No haber sido separado, mediante expediente disci-
plinario, del servicio de cualquiera de las Administraciones
Públicas, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de las fun-
ciones públicas.

e) No hallarse incurso en ninguno de los supuestos de
incapacidad o incompatibilidad establecidos en la legislación
vigente.

f) Estar en posesión o en condiciones de obtener los títulos
exigidos para el ingreso en los grupos que se especifican en
los Anexos correspondientes.

g) Aquellos que, independientemente de los anteriores
se establecieren en los Anexos correspondientes.

Cuarta. Los requisitos establecidos en las Bases anteriores,
así como aquellos otros que pudieran recogerse en los Anexos
respectivos, deberán cumplirse el último día de plazo de pre-
sentación de solicitudes.

III. SOLICITUDES

Quinta. Las solicitudes para participar en los procedimien-
tos de ingreso serán facilitadas en la Secretaría Municipal del
Excmo. Ayuntamiento y deberán presentarse en el plazo de
veinte días naturales a partir del siguiente al de la publicación
de la convocatoria en el Boletín Oficial del Estado, se dirigirán
al Excmo. Sr. Alcalde y se presentarán en el Registro General
del Ayuntamiento, para ser admitidos y, en su caso, tomar
parte en la práctica de las pruebas selectivas correspondientes,
bastará con que los aspirantes manifiesten en su instancia
que reúnen todas y cada una de las condiciones exigidas,
referidas a la fecha de expiración del plazo señalado para
la presentación de instancias.

A las instancias habrá de acompañarse relación detallada
de los méritos que los aspirantes aportan a la fase de concurso,
así como los documentos, originales o fotocopias compulsadas,
acreditativos de los mismos.

También podrán presentarse en la forma que determina
el art. 38.4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común (en las oficinas de correos, oficinas consulares o regis-
tros de la Administración General del Estado, o Comunidades
Autónomas).

Los derechos de examen, que se fijan en las cantidades
recogidas en los Anexos correspondientes, serán satisfechos
por los opositores al presentar la instancia, a la que deberá
adjuntarse el resguardo acreditativo del ingreso y fotocopia
compulsada del DNI y de la titulación exigida.

IV. ADMISION DE CANDIDATOS

Sexta. Terminado el plazo de presentación de instancias
se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia la Resolución
de la Alcaldía aprobando las listas de los aspirantes admitidos
y excluidos, en las que constarán los nombres y apellidos
de los candidatos, y en su caso, la causa de la no admisión.

Los errores de hecho podrán subsanarse en cualquier
momento, de oficio o a petición del interesado. En todo caso,
la resolución anterior establecerá un plazo de 10 días para
aportación de documentación, según art. 71 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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Los aspirantes excluidos podrán interponer reclamación
en el plazo de un mes a partir de la publicación de la referida
lista.

En ningún caso será necesaria la previa inscripción en
las Oficinas de Empleo para participar en las pruebas selectivas
derivadas de la presente Oferta de Empleo Público.

Séptima. De acuerdo con lo establecido en el Ley
13/1982, de 7 de abril, y Ley 23/98 de 28 de julio, serán
admitidas las personas con minusvalía en igualdad de con-
diciones con los demás aspirantes. Sólo podrán establecerse
exclusiones por limitaciones psíquicas y físicas en los casos
en que sean incompatibles con el desempeño de las tareas
o funciones correspondientes.

En las pruebas selectivas, se establecerán para las per-
sonas con minusvalía que lo soliciten, las adaptaciones posi-
bles de tiempo y medios para su realización, si bien some-
tiéndose a las mismas pruebas que el resto de los aspirantes.
Los interesados deberán formular la petición correspondiente
al solicitar la participación en la convocatoria.

Corresponderá a los interesados, en el momento de soli-
citar tomar parte en las pruebas selectivas, acreditar docu-
mentalmente, a través del Organismo competente, su con-
dición de minusválido y poseer una discapacidad de grado
igual o superior al treinta por ciento. La incompatibilidad para
el desempeño de las tareas y funciones propias de las plazas
a las que se opta, habrá de acreditarse por el Servicio Médico
de Empresa.

V. TRIBUNALES

Octava. El Tribunal estará constituido de la siguiente
forma:

Presidente: El de la Corporación o miembro de la misma
en quien delegue.

Secretario: El de la Corporación o funcionario de la misma
en quien delegue.

Vocales: Un representante de la Diputación Provincial de
Sevilla; un representante de la Junta de Andalucía; un fun-
cionario de carrera de la Corporación, nombrado por ésta a
propuesta de la Junta de Personal cuando se trate de cubrir
plazas de funcionarios; un representante del personal laboral
de la Corporación, designado por ésta a propuesta de los repre-
sentantes de los trabajadores, cuando se trate de cubrir plazas
de carácter laboral.

Así como un Auxiliar Administrativo para la realización
de los trabajos mecanográficos y administrativos que resulten
necesarios, y que no tendrá ni voz ni voto.

La composición del Tribunal será predominantemente téc-
nica y los vocales deberán poseer titulación o especialización
iguales o superiores a las exigidas para el acceso a las plazas
convocadas.

El Tribunal se constituirá de acuerdo con lo establecido
en el art. 26 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común y las decisiones se adoptarán por mayoría de
los miembros presentes, resolviendo, en caso de empate, el
voto de calidad del que actúe como presidente, siendo igual-
mente de aplicación cuanto se establece en el art. 25 de
dicho texto legal.

El Tribunal Calificador quedará facultado para resolver
las dudas que pudieran surgir en la aplicación de las Bases,
para decidir respecto a lo no contemplado en las mismas,
así como para incorporar especialistas en aquellas pruebas
cuyo contenido requiera el asesoramiento técnico de los mis-
mos, quienes actuarán con voz, pero sin voto.

Los miembros del Tribunal deberán abstenerse de inter-
venir, notificándolo a la autoridad competente, y los aspirantes
podrán recusarlos cuando concurran las circunstancias pre-

vistas en el art. 28 y 29 de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, de 26 de noviembre de 1992.

VI. DESARROLLO DE LOS EJERCICIOS

Novena. El calendario de pruebas, hora y lugar de su
realización se publicarán en el Boletín Oficial de la Provincia,
conjuntamente con la relación de admitidos y excluidos defi-
nitivamente, así como la composición del Tribunal.

En cualquier momento el Tribunal podrá requerir a los
opositores para que acrediten su personalidad.

Para la realización de las pruebas en que tengan que
actuar individualmente los aspirantes, se comenzará por el
primer aspirante cuyo primer apellido, y según la lista de admi-
tidos alfabéticamente ordenada, comience por la letra que se
determinará en sorteo público a celebrar en la Secretaría Gene-
ral de este Ayuntamiento, el segundo día hábil siguiente a
la publicación de estas bases en el Boletín Oficial de la
Provincia.

Los aspirantes serán nombrados en llamamiento único
para cada ejercicio, salvo casos de fuerza mayor debidamente
justificados y apreciados libremente por el Tribunal.

Los ejercicios de la oposición no podrán comenzar hasta
transcurridos tres meses desde la fecha en que aparezca publi-
cado el anuncio de la convocatoria.

El Tribunal establecerá el calendario para la realización
debiendo mediar entre la terminación de una prueba y el
comienzo de la siguiente un plazo mínimo de 72 horas. No
obstante, si los opositores dieren su conformidad, se podrán
realizar todas las pruebas en el mismo día.

VII. SISTEMA DE CALIFICACION

Décima. Fase de Oposición.
Todos los ejercicios de las distintas pruebas selectivas

serán por escrito, y leídos por los aspirantes si así lo decide
el Tribunal Calificador, eliminados los aspirantes que no alcan-
cen un mínimo de 5 puntos en cada uno de ellos. El número
de puntos que podrá ser otorgado por cada miembro del Tri-
bunal, en cada uno de los ejercicios, será de 0 a 10 puntos,
obteniéndose la calificación de cada ejercicio por la media
de los puntos concedidos por cada miembro del Tribunal,
pudiéndose eliminar, si se considera oportuno, las puntua-
ciones mayor y menor, al objeto de garantizar la equidad en
la nota concedida a los aspirantes. Las plazas que en sus
Anexos lleven un sistema de calificación propio serán excluidas
del anteriormente expuesto.

Fase de Concurso: En aquellas convocatorias en que así
se determine en sus Anexos respectivos, se valorarán los méri-
tos incluidos en los baremos correspondientes. La valoración
de dichos méritos no servirá para superar la Fase de Oposición.

La puntuación definitiva y el orden de calificación estará
determinado por la suma de las puntuaciones obtenidas en
cada uno de los ejercicios de la fase de oposición y la fase
de concurso.

VIII. PUNTUACION Y PROPUESTA DE SELECCION

Undécima. Concluidas las pruebas, el Tribunal publicará
en el tablón de edictos de la Corporación la relación de aspi-
rantes por orden de puntuación, precisándose que el número
de seleccionados no podrá rebasar el número de plazas con-
vocadas. Seguidamente, el Tribunal elevará dicha relación jun-
to con el acta de la última sesión, que deberá hacer concreta
referencia al aspirante o aspirantes seleccionados, a la Pre-
sidencia de la Corporación, quien, a su vez, formulará la corres-
pondiente propuesta de nombramiento a la Comisión de
Gobierno de la misma.
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IX. PRESENTACION DE DOCUMENTOS Y NOMBRAMIENTO

Duodécima. El aspirante propuesto deberá aportar, dentro
del plazo de 20 días naturales desde que se hagan públicas
las relaciones de aprobados, los documentos acreditativos exi-
gidos en las Bases de la convocatoria, y los que se exijan,
en su caso, en cada uno de los Anexos.

Quienes dentro del plazo indicado, y salvo causas de fuer-
za mayor, no presentaran la documentación, no podrán ser
nombrados, quedando anuladas todas sus actuaciones, sin
perjuicio de la responsabilidad en que pudieran haber incurrido
por falsedad en sus instancias. En aquellos casos en que el
aspirante no tomara posesión en el plazo indicado, no reuniese
los requisitos para ocupar la plaza, o no superase el respectivo
curso de formación, perderá su derecho a la plaza, formu-
lándose nueva propuesta en la forma prevista a favor del aspi-
rante, que habiendo superado todos los ejercicios, figure en
el puesto inmediatamente inferior en el orden de calificación.
Los que tuvieran la condición de funcionarios públicos estarán
exentos de justificar las condiciones y requisitos ya acreditados
para obtener su anterior nombramiento, debiendo presentar
únicamente certificación de la Administración Pública de quien
dependan, acreditando la condición y demás circunstancias
que consten en su expediente personal.

Cumplidos los trámites, el Presidente de la Corporación
elevará propuesta de nombramiento a la Comisión de Gobierno
Municipal, en favor de aquellos aspirantes que hubieran obte-
nida plaza, quienes deberán tomar posesión en el plazo de
30 días naturales, a contar del siguiente a aquél en que le
sea notificado.

X. IMPUGNACION

La presente convocatoria, sus bases y cuantos actos admi-
nistrativos se deriven de las mismas y de las actuaciones del
Tribunal, podrán ser impugnadas por los interesados en los
casos, plazos y en la forma establecida en la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común. En concreto las propuestas del Tribunal
Calificador de las distintas pruebas, podrán ser recurridas ante
Sr. Alcalde-Presidente a través de un recurso ordinario, de
conformidad con lo dispuesto en el art. 114 de la Ley 30/92,
del Procedimiento Administrativo Común. La resolución defi-
nitiva que ponga fin al proceso administrativo que será adop-
tado por el Sr. Alcalde-Presidente, podrá ser recurrida ante
la jurisdicción contencioso-administrativa.

ANEXO I

Plaza de Administrativo

Número de plazas: Una (Personal Laboral).
Categoría profesional: Administrativo.
Grupo de convenio: C.
Sistema de selección: Concurso-Oposición. Turno de

ascenso.
Titulación: BUP, Formación Profesional 2.º Grado o

equivalente.
Derechos a examen: 1.035 ptas.

Requisitos específicos de la plaza: Podrán presentarse los
trabajadores de cualquier grupo y categoría que tengan una
relación laboral de carácter indefinido con este Ayuntamiento,
siempre que estén en posesión de la titulación o condiciones
requeridas para el puesto.

Fase de concurso: Será previa a la fase de oposición,
no tendrá carácter eliminatorio ni podrá tenerse en cuenta
para superar las pruebas de la fase de oposición. Se desarro-
llará mediante la valoración de los méritos que a continuación
se indican:

- Desempeño de plaza análoga a la convocada en cual-
quiera de las Administraciones Públicas, 1 punto por cada
año de servicio (las fracciones puntuarán proporcionalmente
cuando alcancen meses completos), hasta un máximo de tres
puntos).

Fase de oposición:
1.º Consistirá en contestar en el tiempo máximo que deter-

mine el Tribunal, un cuestionario tipo test con respuestas alter-
nativas o en desarrollo de tres temas elegidos al azar por el
Tribunal , común a todos los aspirantes, en el tiempo que
por el Tribunal se determine, sobre el programa adjunto a
la presente convocatoria.

2.º Consistirá en la resolución de un supuesto o supuestos
prácticos que, en relación con el contenido de la plaza formule
el tribunal inmediatamente antes del comienzo del ejercicio,
en el tiempo máximo que así mismo se determine.

P R O G R A M A

Grupo I.

Tema 1. La Constitución española de 1978. Principios
Generales.

Tema 2. Derechos y deberes fundamentales de los
españoles.

Tema 3. La Corona. El Poder Legislativo.
Tema 4. El Gobierno y la Administración del Estado. El

Poder Judicial.
Tema 5. Organización territorial del Estado. Estatuto de

Autonomía andaluza: Su significado.
Tema 6. Régimen Local Español. Principios Constitucio-

nales y regulación jurídica.
Tema 7. La provincia en el Régimen local. Organización

Provincial. Competencias.
Tema 8. El municipio. Término municipal y población.

Organización y competencias.
Tema 9. Régimen de sesiones y acuerdos de los órganos

locales. Resoluciones de los órganos unipersonales. Ordenan-
zas y Reglamentos: Concepto, clases, procedimientos de ela-
boración y aprobación.

Tema 10. Los presupuestos locales. Régimen Jurídico
del gasto público local. Responsabilidades derivadas de la
actuación económica.

Tema 11. La Rinconada: Historia y evolución. Caracte-
rísticas socio-económicas. Los sectores económicos. La estruc-
tura de la población. Situación.

Tema 12. La función pública local: Organización, selec-
ción y situación administrativa. El personal laboral.

Tema 13. Derechos y deberes del personal laboral. Dere-
chos y deberes del personal según el Estatuto de los tra-
bajadores.

Tema 14. Funcionamiento de los órganos colegiados loca-
les. Convocatoria y orden del día. Requisitos de constitución.
Votación. Actas y Certificaciones de acuerdos.

Grupo II.

Tema 1. La Administración Pública en el ordenamiento
español. La personalidad jurídica de la Administración Pública.
Clases de Administraciones Públicas.

Tema 2. Principios de actuación de la Administración
Pública. Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentra-
ción y coordinación.

Tema 3. Sometimiento de la Administración a la Ley y
al Derecho. Fuentes del Derecho Público. La Ley: Sus clases.

Tema 4. El Reglamento: Sus clases. Otras fuentes del
Derecho Administrativo.

Tema 5. El Administrado. Colaboración y participación
de los ciudadanos en las funciones administrativas. El principio
de audiencia del interesado.
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Tema 6. El acto administrativo. Conceptos. Elementos.
Tema 7. Principios generales del procedimiento admi-

nistrativo. Normas reguladoras. Dimensión temporal del pro-
cedimiento administrativo. Días y horas hábiles; cómputos de
plazos. Recepción y registro de documentos.

Tema 8. Fases del procedimiento administrativo general.
El silencio administrativo.

Tema 9. La teoría de la invalidez del acto administrativo.
Actos nulos y anulables. Convalidación. Revisión de oficio.

Tema 10. Los recursos administrativos. Conceptos y
clases.

Tema 11. Ley 13/95, de contratos de las Administraciones
Públicas. La subasta y el concurso.

Tema 12. Los derechos reales administrativos. El dominio
público. El patrimonio privado de la Administración.

Tema 13. La intervención administrativa en la propiedad
privada. La expropiación forzosa.

Tema 14. Las formas de la actividad administrativa. El
fomento. La Policía.

Tema 15. El servicio público. Nociones generales. Los
modos de gestión de los servicios públicos.

Tema 16. Consideración económica de la actividad finan-
ciera. El derecho Financiero. Los sujetos de la actividad
financiera.

Tema 17. El gasto público y sus clases. El control del
gasto público. Idea general del gasto público en España.

Tema 18. Los ingresos públicos. Concepto y clases. El
impuesto. Las tasas fiscales.

Tema 19. Los procedimientos abierto, restringido y nego-
ciado en la Ley 13/95.

Tema 20. El presupuesto municipal. Estructura y eje-
cución.

Tema 21. Las ordenanzas fiscales del Ayuntamiento de
La Rinconada.

Tema 22. Estructuras supramunicipales. Mancomunida-
des. Agrupaciones. La comarca.

Tema 23. Ordenanzas y reglamentos de las entidades
locales. Clases. Procedimiento de elaboración y aprobación.

Tema 24. Seguridad e higiene: Ley 31/95, de 8 de
noviembre de prevención de riesgos laborales. Nociones
generales.

Tema 25. Procedimiento administrativo local. El registro
de entrada y salida. Requisitos en la presentación de docu-
mentos. Comunicaciones y notificaciones.

Tema 26. El Patronato Municipal de Juventud y Deportes
como organismo autónomo local. El Consejo de Gobierno del
Patronato.

ANEXO II

Plaza de Arquitecto Superior

Número de plazas: Una (Personal Laboral).
Categoría profesional: Arquitecto Superior.
Grupo de convenio: A.
Sistema de selección: Oposición Libre.
Titulación exigida: Arquitecto Superior.
Derechos de examen: 1.555 ptas.

E J E R C I C I O S

Constará de los siguientes ejercicios con carácter obli-
gatorio y eliminatorio:

1.º El opositor deberá contestar por escrito, en el tiempo
que determine el Tribunal, a un cuestionario de 40 preguntas,
que versarán sobre el contenido del programa.

2.º El opositor deberá exponer oralmente, en el tiempo
que determine el Tribunal, tres Temas extraídos a la suerte

de entre los comprendidos en el Programa de la convocatoria:
Uno el Grupo I, uno del Grupo II y uno del Grupo III. El
Tribunal queda facultado para dialogar con el aspirante res-
pecto a los temas expuestos por él mismo, durante el tiempo
que estime oportuno.

3.º Consistirá en la resolución por escrito durante el tiempo
que determine el Tribunal de un supuesto o supuestos prác-
ticos, común a todos los aspirantes que planteará el tribunal
inmediatamente antes del comienzo del ejercicio en relación
con las funciones propias de la plaza y el programa Anexo.

Los ejercicios se calificarán de la forma siguiente:

Primer ejercicio: Se calificará de 0 a 40 puntos. Para
superarlo será necesario obtener un mínimo de 20 puntos.

Segundo ejercicio: Se calificará de 0 a 30 puntos. Para
superarlo será necesario obtener, al menos, 15 puntos.

Tercer ejercicio: Se calificará de 0 a 30 puntos, y serán
eliminados los opositores que obtengan menos de 15 puntos.

La calificación final de la oposición vendrá determinada
por la suma total de las puntuaciones obtenidas en cada uno
de los ejercicios.

En caso de empate, el orden se establecerá atendiendo
a la mayor puntuación obtenida por los aspirantes en el primer
ejercicio; caso de persistir el empate, a la mayor puntuación
obtenida en el tercer ejercicio, y finalmente, y en su caso,
al segundo ejercicio.

P R O G R A M A

Grupo I.
Tema 1. La Constitución española de 1978. Principios

Generales.
Tema 2. Derechos y deberes fundamentales de los

españoles.
Tema 3. La Corona. El Poder Legislativo.
Tema 4. El Gobierno y la Administración del Estado. El

Poder Judicial.
Tema 5. Organización Territorial del Estado. Estatuto de

Autonomía Andaluza: Su significado.
Tema 6. Régimen Local Español. Principios Constitucio-

nales y regulación jurídica.
Tema 7. La provincia en el Régimen Local. Organización

provincial. Competencias.
Tema 8. El Municipio. Término municipal y población.

Organización y competencias.
Tema 9. Régimen de sesiones y acuerdos de los órganos

locales. Resolución de los órganos unipersonales. Ordenanzas
y Reglamentos: Concepto, clases, procedimientos de elabo-
ración y aprobación.

Tema 10. Los Presupuestos Locales. Régimen jurídico
del gasto público local. Responsabilidades derivadas de la
actuación económica.

Tema 11. La Rinconada. Historia y evolución. Caracte-
rísticas socioeconómicas. Los sectores económicos. La estruc-
tura de la población. Situación.

Tema 12. El acto administrativo. Concepto y clases. Efi-
cacia del acto administrativo. Recursos administrativos.

Tema 13. Las Cortes Generales. Composición y atribu-
ciones del Congreso de los Diputados y del Senado.

Tema 14. La Administración Central del Estado. Consejo
de Ministros. El Presidente del Gobierno, los Ministros, Secre-
tarios de Estado, Subsecretarios, Secretarios Generales y Direc-
tores Generales.

Tema 15. La Legislación sobre Régimen Local. La Ley
7/85, Reguladora de Bases de Régimen Local y el Texto Refun-
dido de Régimen Local (R.D. Legislativo 781/86, de 18 de
abril).

Tema 16. El Reglamento de Bienes de las Corporaciones
Locales. La enajenación de los bienes inmuebles, patrimo-
niales y la sesión gratuita.



BOJA núm. 143Página núm. 15.416 Sevilla, 17 de diciembre 1998

Tema 17. El Reglamento de Servicio de las Corporaciones
Locales. Los proyectos de obra en las concesiones admi-
nistrativas.

Tema 18. Las relaciones entre la Administración Local
y otras Administraciones Públicas. Principios Generales. Fór-
mulas de Cooperación. Colaboración y coordinación.

Grupo II.

Tema 1. Fórmulas específicas de cooperación de las Admi-
nistraciones del Estado y de las Comunidades autónomas a
la Gestión de los Servicios de las Entidades Locales. Asistencia
y cooperación de las Diputaciones Provinciales con los muni-
cipios, en especial en materia de obras y servicios.

Tema 2. Competencias locales en materia de abastos:
Mataderos, Mercados. Competencias en materia de educación
y cultura. Competencias sanitarias: Cementerios.

Tema 3. Servicios públicos de suministro. Especial con-
sideración al suministro de agua potable.

Tema 4. Saneamiento, recogida y tratamiento de residuos
sólidos. Vertidos y contaminación de las aguas.

Tema 5. Ley 7/94, de protección ambiental de la Comu-
nidad Autónoma Andaluza. Sus reglamentos de desarrollo.
Especial consideración a su Reglamento de Calificación
Ambiental.

Tema 6. Competencias locales en materia de vías de
comunicación, circulación y transportes urbanos. Estaciones
de autobuses. Pavimentación de calzada.

Tema 7. Competencias locales en relación con la vivienda.
Viviendas de protección oficial. Rehabilitación de viviendas.
Viviendas en régimen de autoconstrucción.

Tema 8. Instalaciones escolares. Programas de necesi-
dades. Recomendaciones sobre su diseño.

Tema 9. Instalaciones deportivas: De base y especia-
lizadas.

Tema 10. Reglamento en la protección contra incendios.
Normativas generales y específicas. Instalaciones de protección
contra incendios.

Tema 11. Lugares, recintos e instalaciones destinados
a espectáculos y recreos públicos. Ambito de aplicación de
la reglamentación vigente. Condiciones exigibles a la cons-
trucción o transformación de edificios y locales cubiertos.

Tema 12. La protección del medio ambiente urbano con
la emisión de residuos. Estudios acústicos. Niveles admisibles.

Tema 13. Calidad e higiene en edificios y locales. Con-
diciones dotacionales, ambientales y de seguridad.

Tema 14. Concepto de contrato de obras. Clasificación
de las obras. Obras completas y obras fraccionadas. Ante-
proyectos de obras: Supuestos en que proceden. Documen-
tación de los anteproyectos.

Tema 15. Los proyectos de obras de primer estableci-
miento, reforma o gran reparación. Documentación de que
deben componerse. Factores a considerar en la memoria. Los
planos y las prescripciones técnicas particulares.

Tema 16. Cálculo de los precios de las distintas unidades.
Costos directos e indirectos. Presupuesto de ejecución por con-
trata. Programa de trabajo.

Tema 17. Proyectos de obras de reparaciones menores
y de conservación. Unidades de obra de imposible determi-
nación. Fijación y utilización de la posible imprevisión de las
formas de adjudicación de los contratos de obras.

Tema 18. Del inicio de la ejecución de los contratos de
obras. Comprobación del replanteo. La suspensión de la ini-
ciación de las obras. Custodia y conservación de los materiales
facilitados por la Administración. El cumplimiento de los pla-
zos. Plazo total y plazos parciales. De las prórrogas.

Tema 19. Supuestos en que cabe la modificación de los
proyectos contratados. Diferencia entre la modificación e incre-
mento de las mediciones. Reajuste de los plazos. La modi-

ficación y el empleo de la provisión especial para unidades
de obra indeterminables.

Tema 20. La suspensión y reducción de unidades de
obra. La modificación introductora de unidades nuevas. Los
límites cuantitativos de la modificación. Sus consecuencias.

Tema 21. Las obras accesorias y complementarias. Lími-
tes para su adjudicación al contratista de la principal. Res-
ponsabilidad por defecto o improvisión imputable al autor del
proyecto. Las modificaciones no autorizadas. Responsabilidad
de funcionarios y empresarios.

Tema 22. Abonos al contratista. Lo que se debe abonar
y forma de abono. Abono a cuenta de operaciones prepa-
ratorias. La suspensión temporal de las obras. La suspensión
por más de un año. Desistimiento.

Tema 23. La recepción de las obras. La liquidación de
las obras. Incrementos posibles. El plazo de garantía. Arrui-
namiento de las obras con posteridad a la recepción definitiva.

Tema 24. Ejecución de obras por la propia Administración.
Supuestos en que procede la elaboración de los proyectos
de obra a ejecutar por la propia Administración. Obras de
emergencia. La colaboración de empresarios particulares.
Modalidades.

Tema 25. Reconocimiento y comprobación de las obras
ejecutadas por la Administración. Trabajos ordinarios y per-
manentes de conservación. Liquidación de las obras ejecu-
tadas por unidades completas. La adquisición de materiales
o de primeras materias.

Tema 26. El anteproyecto de explotación en el contrato
de gestión de servicios. Los Pliegos de Cláusulas de explo-
tación. Forma de adjudicación del contrato de gestión de ser-
vicios. Prescripciones técnicas en los contratos de suministros.
Formas de adjudicación del contrato de suministros.

Tema 27. Revisión de precios. Su procedencia en la con-
tratación de las Corporaciones Locales. Contratos a los que
les es de aplicación la revisión de precios. Requisito para que
proceda la revisión de precios. Límites exentos, topes y mora.
Las fórmulas polinómicas. La aplicación de la revisión de pre-
cios en los contratos de gestión de servicios y de suministros.

Tema 28. El derecho urbanístico en España. Evolución
histórica. Vigencia y valoración de la Ley del suelo de 1976.
El Texto refundido de 1992.

Tema 29. El marco constitucional del urbanismo en Espa-
ña. Las competencias urbanísticas de las distintas adminis-
traciones públicas. La sentencia del Tribunal Constitucional
núm. 61, de 20 de marzo de 1996.

Tema 30. El Plan como concepto central del Derecho
Urbanístico. Criterios legales del planeamiento y normas de
directa aplicación. Clases de planes y normas urbanísticas.
Jerarquía normativa.

Tema 31. Ley 1/97, de 18 de junio, de régimen de suelo
y ordenación urbana en Andalucía. Ley 6/98, de 13 de abril,
sobre régimen del suelo y valoraciones.

Tema 32. Los planes parciales. Los estudios de detalle.
Los planes especiales. Las ordenanzas de edificación y uso
del suelo. Instrumentos auxiliares de carácter normativo. Los
catálogos.

Tema 33. Formación aprobación de los planes. Líneas
generales de los diferentes procedimientos. La participación
ciudadana. La suspensión de licencias. La aprobación defi-
nitiva y el juego del silencio positivo. La publicación.

Tema 34. Efectos de la aprobación de los planes. Vigencia.
Modificación y revisión de los planes.

Tema 35. El Estatuto legal de la propiedad del suelo.
Límites de la potestad de planeamiento en su definición y
consecuencias de su transgresión.

Tema 36. Régimen Jurídico del suelo urbano, urbanizable
y no urbanizable. El riesgo de formación de núcleo de
población.

Tema 37. Técnicas de redistribución de beneficios y car-
gas derivadas del planeamiento. Consideraciones generales.
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El aprovechamiento tipo. Las transferencias de aprovecha-
miento urbanístico.

Grupo III.

Tema 1. Valoraciones del suelo. Tipos. Vigencia y revisión
de valoraciones. Cesiones al Ayuntamiento.

Tema 2. La ejecución del planeamiento. Presupuestos
jurídicos de la ejecución de los planes. Tipos de planes que
legitiman la actividad de ejecución: La obligación de respetar
el orden de prioridad establecido. La delimitación de las uni-
dades y polígonos de actuación.

Tema 3. Los diferentes sistemas de ejecución de los pla-
nes. El sistema de compensación. La puesta en marcha del
sistema. Naturaleza y régimen de las juntas de compensación.
La mecánica del sistema. Responsabilidad de la junta de com-
pensación y de los miembros.

Tema 4. El sistema de cooperación. La expropiación como
sistema de ejecución de planeamiento. Otras funciones de
la institución expropiatoria en el ámbito urbanístico. La eje-
cución de los programas de actuación urbanística.

Tema 5. La edificación. Consideraciones generales. El
deber de conservación y los límites. La declaración de ruina.
El deber especial de conservación de la propiedad monu-
mental.

Tema 6. La edificación forzosa. Medidas de fomento de
la edificación. El derecho de superficie. Los patrimonios muni-
cipales de suelo.

Tema 7. El control de la edificación y uso del suelo. Las
licencias urbanísticas. naturaleza jurídica de las licencias.
Alcance objetivo y subjetivo del deber de obtener licencia.

Tema 8. Competencia y procedimiento para el otorga-
miento de licencias. Especial referencia a la subrogación y
al otorgamiento por silencio administrativo positivo. El visado
urbanístico. Las licencias urbanísticas y otras autorizaciones
administrativas concurrentes.

Tema 9. La protección de la legalidad urbanística. Obras
sin o contra licencia. Obras sin licencia en zonas verdes y
espacios libres. Suspensión y revisión de actos y acuerdos
en materia urbanística.

Tema 10. Las infracciones urbanísticas. Concepto. Clases
y tipos de infracciones. Personas responsables. Las sanciones
administrativas. El régimen especial de las parcelaciones ile-
gales. La acción pública en materia urbanística. La tutela judi-
cial a través de los tribunales ordinarios.

Tema 11. El derecho sancionador. Principios. Las san-
ciones administrativas. Procedimiento sancionador.

Tema 12. El expediente de ruina. Declaración. Trami-
tación. La licencia de derribo, planteamiento. El desahucio
de inquilinos.

Tema 13. El sistema de expropiación. Especial conside-
ración del sistema de tasación conjunta.

Tema 14. Transformadores: Disposición constructiva,
características de funcionamiento, pérdidas, tipos de conexión,
estaciones transformadoras y de distribución.

Tema 15. Seguridad e higiene en el trabajo: Ley 31/95,
de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales. Real
Decreto 39/97, de 17 de enero, por el que se aprueba el
reglamento de los servicios de prevención.

Tema 16. Alumbrado de espacios abiertos públicos: Sus
tipos y soluciones técnicas.

Tema 17. Control de calidad en la ejecución de proyectos
de infraestructura.

Tema 18. El problema de la evacuación de humos y gases
en las industrias y actividades. Legislación y soluciones alter-
nativas que representa.

Tema 19. Depuración de aguas residuales, problemática
y soluciones.

Tema 20. Degradaciones de los pavimentos urbanos: Defi-
nición, causas posibles, evolución, cuantificación.

Tema 21. Criterios básicos para la mejora de la acce-
sibilidad y habitabilidad en el medio urbano para el trazado
y diseño en espacios urbanos, para la edificación, para el
transporte, desarrollo y ejecución de los criterios básicos.

Tema 22. Principales contenidos de la legislación de Cos-
tas y Reglamento General aprobado. Márgenes fluviales. Limi-
taciones. Protecciones.

Tema 23. Plan General de Ordenación Urbana de La Rin-
conada. Objetivos y directrices.

Tema 24. Directrices para proyectos de canalizaciones
telefónicas en urbanizaciones y polígonos industriales.

Tema 25. El estudio del impacto ambiental como docu-
mento necesario para la aprobación del Plan General de Orde-
nación Urbana. El reglamento de evaluación de impacto
ambiental.

Tema 26. Reconocimiento y diagnóstico de la reha-
bilitación.

Tema 27. La protección del medio ambiente urbano contra
la emisión de ruidos. Estudios acústicos. Niveles admisibles.

Tema 28. Zona de protección de carreteras y caminos.
Limitaciones. Protección.

Tema 29. Lugares, recintos e instalaciones destinadas
a espectáculos y recreos públicos. Ambito de aplicación de
la reglamentación vigente. Condiciones exigibles a la cons-
trucción o transformación de edificios y locales.

Tema 30. Zonas de protección de vías férreas. Limita-
ciones. Protección.

Tema 31. Zonas de protecciones aeronáuticas. Limita-
ciones. Protección.

Tema 32. Las aguas potables de consumo público, guía
para la gestión local de vigilancia sanitaria, características de
los abastecimientos e instalaciones. Suministro y distribución
de las aguas potables de consumo público.

Tema 33. Control de calidad del hormigón armado.
Tema 34. Entidades urbanísticas colaboradoras.
Tema 35. La policía en general como control urbanístico.

La actividad de policía y las normas locales. La ordenanza,
la licencia, planteamiento previo.

Tema 36. Tipos de pavimentos viarios. Relación de la
pavimentación con otros servicios de la vía.

Tema 37. Tratamientos superficiales y mezclas bitu-
minosas.

Tema 38. Pavimentos peatonales. Tipología y caracte-
rísticas. Materiales, etc...

ANEXO III

Plaza de Auxiliar Administrativo

Número de plazas: Una .
Denominación: Auxiliar Administrativo.
Escala: Administración General.
Subescala: Auxiliar.
Grupo: D.
Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Titulación exigida: Graduado Escolar, Formación Profe-

sional de 2.º Grado o equivalente.
Derechos de examen: 1.035 ptas.

E J E R C I C I O S

Fase de concurso: Será previa a la fase de oposición,
no tendrá carácter eliminatorio ni podrá tenerse en cuenta
para superar las pruebas de la fase de oposición. Se desarro-
llará mediante la valoración de los méritos que a continuación
se indican:

- Desempeño de plaza análoga a la convocada en cual-
quiera de las Administraciones Públicas, 1 punto por cada
año de servicio (las fracciones puntuarán proporcionalmente
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cuando alcancen meses completos), hasta un máximo de tres
puntos.

Fase de oposición: Constará de los siguientes ejercicios
con carácter obligatorio y eliminatorio:

1.º Consistirá en copiar a máquina durante 10 minutos,
un texto elegido por el Tribunal, común a todos los aspirantes
a una velocidad máxima de 250 pulsaciones por minuto. A
efectos de puntuación, si se utilizan máquinas eléctricas o
electrónicas, las pulsaciones obtenidas se reducirán en un 10%
a efectos de igualar sus ventajas comparativas con las nor-
males. No se admitirán máquinas con memoria ni elementos
correctores, siendo eliminados aquellos aspirantes que incum-
plan esta norma.

Se calificará la velocidad desarrollada, la limpieza y exac-
titud de lo copiado y la corrección que presente el escrito.

La máquina será aportada por los aspirantes.
2.º Consistirá en la realización de un test con respuestas

alternativas o en el desarrollo de tres temas elegidos al azar
por el Tribunal, común a todos los aspirantes, en el tiempo
que por el Tribunal determine, sobre las materias del Programa
adjunto.

3.º Constará de dos partes, que se desarrollarán en el
tiempo que determine el Tribunal:

a) Ejercicio de redacción: Consistirá en el desarrollo de
un tema elegido libremente por el Tribunal, común para todos
los aspirantes, quedando el opositor facultado para exponerlo
según su criterio y en el que se valorará la composición, nivel
cultural, y claridad de exposición.

b) Resolución de problemas de Cálculo Aritmético.

P R O G R A M A

Tema 1. La Constitución española de 1978. Los derechos
y deberes fundamentales. Nociones generales.

Tema 2. La Corona. Los Poderes del Estado.
Tema 3. La Administración Pública en el ordenamiento

jurídico español. Tipología de los entes públicos: Las Admi-
nistraciones del Estado, Autonómica, Local e Institucional.

Tema 4. Las Comunidades Autónomas: Constitución y
competencias. El Estatuto de Autonomía para Andalucía:
Estructura y disposiciones generales. Idea general de las com-
petencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Tema 5. Régimen Local español. Entidades que lo inte-
gran. Principios Constitucionales y Regulación jurídica.

Tema 6. La Provincia en el Régimen Local. Organización
Provincial. Competencias.

Tema 7. El Municipio. Organización Municipal. Com-
petencias.

Tema 8. Relaciones de las Entidades Locales con las res-
tantes Administraciones Territoriales. La autonomía municipal
y el control de la legalidad.

Tema 9. El Derecho Administrativo y sus fuentes. La Ley
y el Reglamento.

Tema 10. Las normas de acción administrativa en la esfera
local. Fomento, servicio público y policía.

Tema 11. Intervención administrativa en la actividad pri-
vada. Especial referencia a la concesión de licencias.

Tema 12. Las Haciendas Locales. Clasificación de los
Recursos. Las Ordenanzas Fiscales.

Tema 13. Los presupuestos locales: Estructura. Trami-
tación. Régimen jurídico del gasto público local.

Tema 14. Procedimiento Administrativo Local. El Registro
de entrada y salida de documentos. Requisitos en la presen-
tación de documentos. Comunicaciones y notificaciones.

Tema 15. Los Actos Administrativos: Concepto y Clases.
Motivación y notificación. Eficacia y validez de los actos.

Tema 16. Funcionamiento de los Organos colegiados.
Convocatoria y Orden del Día. Actas y Certificaciones de
Acuerdos.

Tema 17. Los contratos administrativos en la esfera local.
La selección del contratista.

Tema 18. Los Bienes de las Entidades Locales.
Tema 19. La responsabilidad de la Administración.
Tema 20. Los recursos administrativos: Concepto y clases.

Recurso ordinario, contencioso-administrativo y de revisión.
Tema 21. El personal al servicio de la Entidad Local.

La función pública local: Organización, selección y situaciones
administrativas. El personal laboral.

Tema 22. Derechos de los funcionarios públicos locales.
El sistema de Seguridad Social del personal al servicio de
las Entidades Locales.

Tema 23. Deberes de los funcionarios públicos. Respon-
sabilidad y régimen disciplinario.

Tema 24. La relación con los administrativos. Introducción
a la comunicación. Tipos de comunicación: Oral y telefónica.

Tema 25. Organización del trabajo. El trabajo en equipo.
Tema 26. Concepto de documento y archivo. Funciones

del archivo. Clases de archivos. Especial consideración al archi-
vo de gestión.

Tema 27. Análisis documental: Documentos oficiales.
Formación del expediente administrativo. Documentación del
apoyo informático. Criterios de ordenación de archivos. El
archivo como fuente de información: Servicio del archivo.

Tema 28. La informática en la Administración Pública.
El ordenador personal: Sus componentes fundamentales.

Tema 29. La ofimática. Especial referencia al tratamiento
de textos y las Bases de Datos.

Tema 30. El Cálculo Mercantil. Interés simple e interés
compuesto. La estadística y sus fines.

ANEXO IV

Plaza Cabo de Policía Local

Núm. de plazas: Una.
Denominación: Cabo de Policía Local.
Escala: Administración Especial.
Subescala: Servicios Especiales.
Clase: Policía Local.
Categoría: Cabo.
Grupo: D.
Sistema de selección: Concurso-Oposición por Promoción

Interna.
Titulación exigida: Graduado Escolar, Formación Profe-

sional de 1.º Grado o Equivalente.
Derechos a examen: 1.035 ptas.

I. Requisitos específicos de la plaza de Cabo de la Policía
Local:

a) Haber permanecido, al menos dos años de servicio
efectivo en la categoría inmediata inferior a la que se aspira.

b) Tener la correspondiente titulación académica.
c) Carecer en el expediente personal de inscripciones por

faltas graves o muy graves en virtud de resolución firme. No
se tendrán en cuenta las canceladas.

II. Solicitudes.
Se estará a lo dispuesto en las Bases Generales que rigen

la presente convocatoria.

III. Tribunales.
A la composición del Tribunal reflejado en las Bases Gene-

rales por las que se rige la presente convocatoria, se sumarán
como vocales el Sargento Jefe de la Policía Local y un repre-
sentante de la Jefatura Provincial de Tráfico.
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IV. Sistema de selección y pruebas selectivas.
Fase de concurso. Además de lo contemplado en las Bases

Generales que rigen en la presente convocatoria, los méritos
se valorarán con referencia a la fecha del cierre del plazo
de presentación de instancias y se acreditarán documental-
mente con la solicitud de participación. El Tribunal podrá reca-
bar de los interesados las aclaraciones, así como la docu-
mentación adicional que estime necesaria para la compro-
bación de los méritos alegados:

A) Titulaciones académicas:

- Título de Doctor o Estudios Universitarios de Postgrados:
3 Ptos.

- Licenciatura o Escuela Técnica Superior: 2 Ptos.
- Título de Grado Medio o Diplomado Universitario o Pri-

mer Ciclo de Licenciatura: 1 Pto.
- Selectividad o Acceso a la Universidad: 0,5 Ptos.
- BUP, Bachiller Superior o Formación Profesional 2.º

Grado: 0,25 Ptos.
- No se tendrán en cuenta a efectos de valoración, las

titulaciones exigibles para el puesto al que se aspira, ni las
necesarias para obtener las requeridas; tampoco se tomarán
en consideración más de una, ni las superiores en más de
un grado a la exigible.

B) Antigüedad:

- Por cada año prestado en la categoría anterior a la que
se aspira, de los Cuerpos de la Policía Local: 0,15 puntos
( máximo 15 años).

- Por cada año prestado en otros Cuerpos y Fuerzas de
Seguridad, en la categoría anterior equivalente: 0,10 puntos
(máximo 15 años).

- Por cada año prestado en otros Cuerpos de las distintas
Administraciones Públicas: 0,05 puntos (máximo 15 años).

C) Formación:

- Por cursos superados en Centros Docentes Policiales,
se valorarán cada 35 horas con 0,15 puntos. Las fracciones
con 0,10 puntos.

- Los cursos de interés policial superados en Instituciones
y Escuelas, en función del número de horas de asistencia,
estableciéndose por cada 50 horas lectivas 0,10 puntos. Las
fracciones se valorarán con 0,05 puntos.

- En los cursos en los que solamente se ha obtenido
«asistencia», se valorarán respectivamente en la tercera parte.

- Ser profesor en los cursos anteriores, respectivamente,
quíntuplo de las valoraciones correspondientes.

- Ponencias y Publicaciones, se valorarán por el Tribunal
en función del valor específico e interés policial de las mismas,
hasta un máximo de 1 punto.

D) Otros méritos: Haber sido recompensado con la Meda-
lla al Mérito de la Policía Local de Andalucía:

- Categoría de Oro: 3 puntos.
- Categoría de Plata: 2 puntos.
- Felicitación Pública Individual acordada por Ayuntamien-

to en Pleno, cada una 0,25 puntos. Máximo cuatro feli-
citaciones.

Calificación de la Fase de Concurso: La calificación de
la fase de concurso vendrá dada por la suma de los puntos
obtenidos en cada uno de los apartados anteriores. En ningún
caso la valoración de los méritos puede ser superior al 45%
de la máxima prevista en la fase de oposición.

De igual forma, la valoración de los méritos no servirá
para poder superar la fase de oposición.

Fase de Oposición. Los ejercicios de la fase de oposición
serán cuatro, todos ellos de carácter obligatorio y eliminatorio:

Primer ejercicio. Examen médico.
Se realizará al objeto de comprobar la capacidad necesaria

para el puesto que va a desempeñar el aspirante, conforme
al cuadro de exclusiones médicas que figura como Anexo IV.3
a las Bases que rigen la presente convocatoria.

Segundo ejercicio. De aptitud física.
Consistirá en la realización de las pruebas a continuación

se detallan:

a) Carrera de velocidad (60 metros): El aspirante se colo-
cará en la pista en el lugar señalado, pudiendo realizar la
salida de pie o agachado, sin tacos ni clavos en las zapatillas.
Dos intentos.

b) Carrera de resistencia sobre 1000 metros: El aspirante
se colocará en la pista en el lugar indicado. No se admiten
clavos en las zapatillas. Dos intentos.

c) Salto de longitud con los pies juntos: El aspirante se
colocará entre la raya de un metro de larga y 0,05 metros
de ancha marcada en el suelo paralela al foso de saltos y
a una distancia de 0,50 metros del borde anterior del mismo.
Cuando esté dispuesto, el aspirante flexionará y extenderá rígi-
damente el tren inferior para, apoyando los dos pies en el
suelo, proyectar el cuerpo hacia adelante y caer en el foso.

Puede realizar dos intentos contabilizándose el mejor. El
salto debe realizarse con un solo impulso de los pies, esti-
mándose nulo aquel en el que una vez separados los pies
del suelo, vuelvan a apoyarse de nuevo para la impulsión
definitiva.

Será nulo el salto que se produce por el apoyo alternativo
y no simultáneo de los pies sobre el suelo.

d) Lanzamiento de balón medicinal: El aspirante se colo-
cará con los pies separados y simétricos, sosteniendo el balón
con ambas manos por encima y detrás de la cabeza. Lanzarán
el balón con fuerza por encima de la cabeza, de forma que
caiga dentro del sector de lanzamiento. Dos intentos.

Invalidaciones:

- Levantar los pies del suelo en su totalidad.
- Que el balón no caiga dentro de la zona de lanzamiento.
e) Natación (25 metros estilo libre): El aspirante podrá

colocarse sobre la plataforma de salida, en el borde de la
piscina o en el interior de la pileta, tomando en todo caso,
contacto con la pared de la piscina en el borde de la salida.

Dada la salida, los aspirantes en la posición adoptada
bien en zambullida o por impulsión sobre la pared, iniciarán
la prueba empleando cualquier estilo para su progresión. Dos
intentos.

Las marcas exigidas para cada una de las pruebas de
que consta este ejercicio, por grupo de edades, serán las que
figuran en el Anexo IV.1, tanto para hombres como para
mujeres.

Tercer ejercicio. De conocimientos.
Consistirá en la contestación por escrito de los temas o

cuestionarios de preguntas con respuestas alternativas, pro-
puestos por el Tribunal para cada materia de las que figuran
en el temario de la convocatoria y la resolución de un caso
práctico cuyo contenido estará relacionado con el temario.

El Temario de la convocatoria es el que figura en el Anexo
IV.2.

El tiempo para la realización de este ejercicio será deter-
minado por el Tribunal.

Cuarto ejercicio. Pruebas psicotécnicas.
Para la realización de esta prueba, el Alcalde nombrará

un psicólogo como asesor del Tribunal. El examen psicotécnico
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constará en todo caso, de pruebas que evalúen los factores
que a continuación se indican:

- Intelectuales: Nivel intelectual con un cociente de inte-
ligencia general superior a la media de la población española.

- Aptitudes específicas: Comprensión y fluidez verbal y
espacial, y memoria. Atributos que requieren una puntuación
media-alta.

- Características de personalidad: Ausencia de patologías,
madurez y estabilidad emocional, motivación personal y social,
sociabilidad y flexibilidad. La puntuación requerida será la
media, excepto en madurez y estabilidad emocional que deberá
ser media-alta.

Para las características de mando se requerirá una pun-
tuación superior en las anteriores pruebas y se evaluarán rasgos
psicológicos inherentes a las funciones a desempeñar: Capa-
cidad de mando, independencia, capacidad de decisión, sen-
tido de organización, sentido de responsabilidad.

Las puntuaciones obtenidas en estos factores serán supe-
riores a la media.

Cualquier interpretación de los resultados ha de ir acom-
pañada de una entrevista que apoye las calificaciones obte-
nidas.

Se entiende por media y alta las de población general
de nuestro país.

Calificación de la Fase de Oposición: Los aspirantes serán
convocados para cada ejercicio en llamamiento único, per-
diendo todos sus derechos aquel opositor que el día de la
prueba no se presente a realizarla.

Los ejercicios primero y segundo, serán calificados con
el concepto de: Apto o no apto.

Todas las pruebas se establecen obligatorias, salvo la nata-
ción que será opcional. Para ser considerado Apto en el ejer-
cicio, el aspirante debe superar al menos cuatro de las cinco
pruebas de que consta el ejercicio.

Caso de no superar el mínimo de cuatro pruebas, incluso
por lesión sufrida en el desarrollo de alguna de ellas, será
declarado no apto, quedando desde ese momento eliminado.

El ejercicio tercero se calificará de la siguiente forma: Cada
una de las dos partes de que se compone el ejercicio, se
calificará de 0 a 10 puntos, siendo necesario para aprobar,
obtener como mínimo 5 puntos en las contestaciones y otros
5 en la resolución práctica. La calificación final del ejercicio,
será la suma de ambas calificaciones dividida por 2. Para
su realización se dispondrá de tres horas como mínimo.

La calificación de la fase de oposición, vendrá dada por
la puntuación obtenida en el tercer ejercicio.

Curso de capacitación: El aspirante que supere el con-
curso-oposición se incorporará a la Escuela de Seguridad Públi-
ca de Andalucía, para la realización del Curso de Capacitación
preceptivo.

El contenido del Curso, se ajustará a la adquisición de
los conocimientos necesarios para el desempeño del puesto
policial al que se ha optado.

La no incorporación al Curso de Capacitación o el aban-
dono del mismo, solo podrá excusarse por causas involuntarias
que lo impidan, debidamente justificadas y apreciadas por
el Alcalde, debiendo el interesado incorporarse al primer curso
que se celebre una vez desaparecidas tales circunstancias.
En este caso, el posterior escalafonamiento tendrá lugar con
la promoción en que efectivamente se realice el curso.

La no incorporación o el abandono de este curso, sin
causa que se considere justificada, producirá la necesidad
de superar nuevamente las pruebas de selección realizadas.

Cuando el alumno no haya superado el curso a la vista
del informe remitido por la Escuela de Seguridad Pública de
Andalucía, el Ayuntamiento decidirá si se da opción a que

el alumno repita el curso siguiente que, de no superar, supon-
drá la pérdida de los derechos adquiridos en la fase anterior.

ANEXO IV.1

CUADRO DE EXCLUSIONES MEDICAS

Estatura mínima: 1,70 metros en hombres; 1,65 metros
en mujeres.

1. Obesidad o delgadez manifiestas que dificulten o inca-
paciten para el desempeño del puesto de trabajo. Peso no
inferior ni superior al 20% del teórico ideal, calculado según
la fórmula siguiente:

P.I. = [(talla en cms — 100) + edad ] x 0,9
4

2. Enfermedades o lesiones agudas activas en el momento
del reconocimiento, que puedan producir secuelas capaces
de dificultar o impedir el desarrollo de las funciones propias
del cargo.

3. Exclusiones definitivas.
3.1. Ojos y visión:

3.1.1. Agudeza visual sin corrección inferior a los dos
tercios de la visión normal en ambos ojos.

3.1.2. Desprendimiento de retina en más de dos oca-
siones.

3.1.3. Queratotomía radial.
3.1.4. Estrabismo.
3.1.5. Hemianopsias.
3.1.6. Discromatopsias.
3.1.7. Cualquier otro proceso patológico que dificulte de

manera importante la agudeza visual.

3.2. Oído y audición: Agudeza auditiva que suponga una
pérdida entre 1000 y 3000 hertzios a 35 decibelios o 4000
hertzios a 45 decibelios. Así mismo no podrá existir una pérdida
auditiva en las frecuencias conversacionales igual o superior
a 30 decibelios.

3.3. Otras exclusiones:

3.3.1. Aparato Locomotor: Alteraciones del aparato loco-
motor que limiten o dificulten el desarrrollo de la función policial
o que puedan agravarse a juicio de los inspectores médicos
con el desempeño del puesto de trabajo (patología ósea de
extremidades, retracciones o limitaciones funcionales de causa
muscular o articular, defecto de columna vertebral y otros pro-
cesos óseos, musculares y articulares).

3.3.2. Aparato digestivo: Ulcera gastroduodenal y cual-
quier otro proceso digestivo que a juicio de los inspectores
médicos, dificulte el desempeño del puesto de trabajo.

3.3.3. Aparato cardiovascular: Hipertensión arterial de
cualquier causa, no debiendo sobrepasar la cifra en reposo
de 145 mm/hg en presión sistólica y los 90 mm/hg en presión
diastólica; varices o insuficiencia venoso periférica, así como,
cualquier otra patología o lesión cardiovascular que, a juicio
de los inspectores médicos, pueda limitar el desempeño del
puesto de trabajo.

3.3.4. Aparato respiratorio: El asma bronquial, la bron-
copatía crónica obstructiva, el neumotórax espontáneo (en más
de una ocasión), la tuberculosis pulmonar activa y otros pro-
cesos del aparato respiratorio que dificulten el desarrollo de
su trabajo.

3.3.5. Sistema nervioso: Epilepsia, depresión, jaquecas,
temblor de cualquier causa, alcoholismo, toxicomanías y otros
procesos patológicos que dificulten el desarrollo de la función
policial.

3.3.6. Piel y faneras: Psoriasis, eczemas, cicatrices que
produzcan limitación funcional y otros patológicos que difi-
culten o limiten el desarrollo de la función policial.
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3.3.7. Otros procesos patológicos: Diabetes, enfermeda-
des transmisibles en actividad, enfermedades de transmisión
sexual, enfermedades inmunológicas, sistémicas, intoxicacio-
nes crónicas, hemopatías graves, malformaciones congénitas,
psicosis y cualquier otro proceso patológico que, a juicio de
los inspectores médicos, limite o incapacite para el desarrollo
de la función policial.

ANEXO IV.2

T E M A R I O

Tema 1. La Constitución española de 1978: Estructura
y contenido. Derechos y Deberes fundamentales. Su garantía
y suspensión. El Tribunal Constitucional. El Defensor del
Pueblo.

Tema 2. La Corona. Funciones constitucionales del Rey.
Sucesión y regencia. El refrendo. Las Cortes Generales. Com-
posición, atribuciones y funcionamiento. El gobierno y la Admi-
nistración. Relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales.
El Poder Judicial. El Consejo General del Poder Judicial.

Tema 3. Tipología de los entes públicos: Las Adminis-
traciones Central, Autonómica, Local e Institucional.

Tema 4. Las Comunidades Autónomas: Constitución y
competencias. El estatuto de Autonomía para Andalucía:
Estructura y disposiciones generales.

Tema 5. Idea general de las competencias de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

Tema 6. El Parlamento de Andalucía. El presidente de
la Junta de Andalucía y el Consejo de Gobierno. El Tribunal
Superior de Justicia.

Tema 7. Relaciones de la Junta de Andalucía con la Admi-
nistración Central y con otras Comunidades Autónomas. La
reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Tema 8. El Derecho Administrativo y sus fuentes. La ley
y el Reglamento.

Tema 9. Los actos administrativos: Concepto y clases.
Motivación y notificación. Eficacia y validez de los actos.

Tema 10. Los recursos administrativos: Concepto y clases.
Tema 11. La organización territorial del estado: La pro-

vincia y el municipio.
Tema 12. La Administración Local: Autonomía de los

entes locales. Principios constitucionales de la Administración
Local.

Tema 13. Organización y funcionamiento de la Admi-
nistración Local. El Alcalde. Los Tenientes de Alcalde. El Pleno.
La Comisión de Gobierno. Organos complementarios.

Tema 14. Potestades de la Administración Local. Potestad
normativa: Reglamentos, ordenanzas, bandos. Competencia
de los entes locales: Materias en las que pueden asumir com-
petencias. Servicios mínimos obligatorios. Competencias dele-
gadas.

Tema 15. La función pública local: Concepto. Clases.
Adquisición y pérdida de la condición de funcionario. Especial
referencia a los policías locales. Derechos, deberes e incom-
patibilidades de los funcionarios públicos locales.

Tema 16. La actividad de las Policías Locales. Funciones
según la Ley Orgánica 2/86, de Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad. Ley 1/89, de Coordinación de las Policías Locales de
Andalucía.

Tema 17. Ley de Seguridad Vial. El Reglamento de Cir-
culación. Normas generales de circulación. Transportes de
mercancías que requieren precauciones especiales.

Tema 18. La actividad de la Policía Local como Policía
Administrativa. La actividad de la Policía Local en materia
de protección civil municipal.

Tema 19. Delitos y faltas. Concepto. Circunstancias modi-
ficativas de la responsabilidad criminal.

Tema 20. De los delitos cometidos con ocasión del ejer-
cicio de los derechos de la persona reconocidos por las leyes.
Delitos cometidos por particulares y por funcionarios públicos.

Tema 21. Delitos de los funcionarios públicos en el ejer-
cicio de sus cargos. Delitos contra la autoridad y sus agentes.

Tema 22. Delitos contra las personas. Delitos contra la
propiedad.

Tema 23. El atestado policial en la Ley de Enjuiciamiento
Criminal. Concepto y estructura.

Tema 24. Vida en sociedad. Personalidad y socialización.
Status. Rol.

Tema 25. La ciudad. El suburbio. El fenómeno de la
urbanización. Población y grupo social.

Tema 26. La sociedad en masas. Características.
Tema 27. La Ley Orgánica 2/86, de Fuerzas y Cuerpos

de Seguridad.
Tema 28. La Ley 1/89, de Coordinación de Policías Loca-

les. Desarrollo.
Tema 29. Etica policial.

ANEXO IV.3

H O M B R E S

PRUEBAS EDADES

Hasta 31 32-35 36-40 41-45 46-50 51-55 56-60 61-65

Carrera de Velocidad (60 m) 9”00 9”3 9”8 10”1 10”4 10”7 10”10 11”2
Carrera Resistencia (1.000 m) 3’40” 4’05” 4’15” 4’25” 4’35” 4’45” 4’55” 5’05”
Salto Longitud (pies juntos) 2,00 1,80 1,70 1,60 1,50 1,40 1,30 1,20
Balón Medicinal (5 Kg) 5,30 5,00 4,80 4,70 4,60 4,50 4,40 4,30
Natación (25 m) 23” 31” 36” 38” 41” 43” 46” 49”

M U J E R E S

PRUEBAS EDADES

Hasta 31 32-35 36-40 41-45 46-50 51-55 56-60 61-65

Carrera de Velocidad (60 m) 10”00 10”5 11” 11”5 12”1 12”5 12”9 13”2
Carrera Resistencia (1.000 m) 4’25” 4’50” 5’00” 5’15” 5’45” 6’15” 6’40” 6’55”
Salto Longitud (pies juntos) 1,70 1,50 1,40 1,20 1,00 0,85 0,75 0,70
Balón Medicinal (3 Kg) 5,50 4,50 4,00 3,85 3,25 3,00 2,50 2,25
Natación (25 m) 29” 36” 43” 49” 53” 58” 1’03” 1’09”
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ANEXO V

Plaza de Graduado Social

Número de plazas: Una (Personal Laboral).
Denominación: Graduado Social.
Grupo de convenio: B.
Sistema de selección: Oposición Libre.
Titulación exigida: Graduado Social.
Derechos de examen: 1.555 ptas.

E J E R C I C I O S

Constará de los siguientes ejercicios con carácter obli-
gatorio y eliminatorio:

1.º El opositor deberá contestar por escrito, en el tiempo
que determine el Tibunal, a un cuestionario de 40 preguntas,
que versarán sobre el contenido del programa.

2.º El opositor deberá exponer oralmente, en el tiempo
que determine el Tribunal, tres temas extraídos a la suerte
de entre los comprendidos en el Programa de la convocatoria:
Uno el Grupo I, uno del Grupo II y uno del Grupo III. El
Tribunal queda facultado para dialogar con el aspirante res-
pecto a los temas expuestos por él mismo, durante el tiempo
que estime oportuno.

3.º Consistirá en la Resolución por escrito en el tiempo
que determine el Tribunal de un supuesto o supuestos prác-
ticos, común a todos los aspirantes que planteará el tribunal
inmediatamente antes del comienzo del ejercicio en relación
con las funciones propias de la plaza y el programa Anexo.

Los ejercicios se calificarán de la forma siguiente:

Primer ejercicio: Se calificará de 0 a 40 puntos. Para
superarlo será necesario obtener un mínimo de 20 puntos.

Segundo ejercicio: Se calificará de 0 a 30 puntos. Para
superarlo será necesario obtener, al menos, 15 puntos.

Tercer ejercicio: Se calificará de 0 a 30 puntos, y serán
eliminados los opositores que obtengan menos de 15 puntos.

La calificación final de la oposición vendrá determinada
por la suma total de las puntuaciones obtenidas en cada uno
de los ejercicios.

En caso de empate, el orden se establecerá atendiendo
a la mayor puntuación obtenida por los aspirantes en el primer
ejercicio; caso de persistir el empate, a la mayor puntuación
obtenida en el tercer ejercicio, y finalmente, y en su caso,
al segundo ejercicio.

P R O G R A M A

Grupo I.

Tema 1. La Constitución española de 1978. Principios
Generales y estructura.

Tema 2. Derechos y deberes fundamentales de los
españoles.

Tema 3. Principios rectores de la política social y
económica.

Tema 4. Organización Territorial del Estado. Los Estatutos
de Autonomía. Su significado. Especial referencia al Estatuto
de Autonomía de Andalucía.

Tema 5. El Municipio. Organización y competencias
municipales.

Tema 6. La Provincia. Organización y competencias
provinciales.

Tema 7. El Administrado. Concepto y clases. Colaboración
y participación de los ciudadanos en la Administración.

Tema 8. El acto administrativo. Concepto. Clases de actos
administrativos. Elementos del acto administrativo.

Tema 9. El procedimiento administrativo: Concepto y sig-
nificado. Principios generales del procedimiento administra-
tivo. Cómputo del tiempo: Términos y plazos. Los interesados
en el procedimiento administrativo.

Tema 10. Las fases del procedimiento administrativo
general. El silencio administrativo.

Tema 11. El personal al servicio de la Administración
Local. Clases. Formas de acceso a la Función Pública Local.
El personal laboral.

Tema 12. El personal al servicio de la Administración
Local. Situaciones Administrativas.

Tema 13. Gestión de plantillas y puestos de trabajo en
la Administración Local. La relación de puestos de trabajo.

Tema 14. Derechos de los funcionarios públicos locales.
Responsabilidad.

Tema 15. Deberes de los funcionarios públicos. Régimen
disciplinario.

Tema 16. Los presupuestos locales. Estructura. Trami-
tación. Régimen jurídico del gasto público local.

Grupo II

Tema 1. El concepto de Derecho del Trabajo. Naturaleza.
Principios fundamentales que lo inspiran.

Tema 2. Las fuentes del Derecho de Trabajo. Ley y Regla-
mento. La costumbre laboral. La jurisprudencia y las Reso-
luciones Administrativas.

Tema 3. La aplicación de la norma. La jerarquía de las
fuentes. Los principios de ordenación jerárquica: Principio de
norma mínima. Principio de norma más favorable. La inter-
pretación. La integración del Derecho del Trabajo.

Tema 4. Los Convenios Colectivos de trabajo. Concepto
y naturaleza jurídica. Vigencia. Aplicación e interpretación.

Tema 5. La Negociación colectiva de los funcionarios
públicos.

Tema 6. Los conflictos de trabajo. Regulación legal.
Tema 7. La huelga y el cierre patronal.
Tema 8. Régimen jurídico sindical. La representación sin-

dical. Organos de representación. Competencias y garantías.
Tema 9. El contrato de trabajo. Concepto y naturaleza.

Los sujetos del contrato de trabajo: El trabajador y el empre-
sario.

Tema 10. La capacidad contractual. Nacimiento del con-
trato de trabajo. La forma en la contratación. La prueba del
contrato de trabajo.

Tema 11. La contratación a tiempo parcial y de relevo.
Jubilación parcial. Sustitución por anticipación de la edad de
jubilación. El trabajo en común y el trabajo en grupo.

Tema 12. Contratos de duración determinada. Contra-
tación indefinida. Fomento de la contratación indefinida.

Tema 13. El salario. Concepto, naturaleza jurídica y
estructura.

Tema 14. El salario. Clases. Garantías de salario: El carác-
ter privilegiado del crédito salarial.

Tema 15. La jornada de trabajo. Límites legales generales
y especiales del tiempo máximo de trabajo.

Tema 16. La jornada de trabajo. Horas extraordinarias.
Descanso semanal y fiestas laborales. Calendario laboral.

Tema 17. Las modificaciones del contrato de trabajo. Las
suspensiones de contrato de trabajo.

Tema 18. El trabajo de menores. El trabajo de las mujeres:
El principio de no discriminación.

Tema 19. El poder disciplinario del empresario. Extinción
del contrato de trabajo.

Tema 20. Extinción del contrato de trabajo por causas
objetivas: Consecuencias e indemnizaciones. Las restantes
causas de extinción del contrato de trabajo.

Tema 21. Despido disciplinario. Consecuencias e indem-
nizaciones.

Tema 22. Prevención de riesgos laborales. Servicios de
prevención.
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Grupo III

Tema 1. Seguridad Social en España: Texto refundido
de la Ley General de la Seguridad Social. Ley de Consolidación
y Racionalización del sistema de la Seguridad Social.

Tema 2. La estructura del sistema de la Seguridad Social.
Su organización en regímenes. Clasificación y enumeración
de los regímenes especiales.

Tema 3. Inscripción de empresas, afiliación, altas y bajas
de trabajadores en el régimen general de la Seguridad Social.
Situaciones asimiladas al alta. El libro de matrícula del
personal.

Tema 4. La cotización. La cuota: Concepto y naturaleza
jurídica. Sujetos obligados y sujetos responsables.

Tema 5. Nacimiento y duración de la obligación de cotizar.
Prescripción. Prelación de créditos y devolución de ingresos
indebidos.

Tema 6. Bases de cotización. Concepto y exclusiones.
Determinación de la base de cotización.

Tema 7. Cotización en las situaciones de pluriempleo,
trabajos a tiempo parcial y contrato formativos. La cotización
en situación de Incapacidad Temporal.

Tema 8. Tipo único de cotización. Cotización por desem-
pleo. Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional. Coti-
zación adicional por horas extraordinarias.

Tema 9. Reducción de la cuota por contingencias exclui-
das. Bonificación y reducciones de la cuota. Cotización al régi-
men de accidentes de trabajo y enfermedad profesional.

Tema 10. Cotización y recaudación. Recaudación en
período voluntario: Plazos, lugar y forma de liquidación de
las cuotas. Aplazamientos y fraccionamiento de pago.

Tema 11. Falta de cotización en plazo reglamentario:
Requerimientos y actas de liquidación.

Tema 12. La Recaudación en vía ejecutiva. Normas regu-
ladoras. Títulos ejecutivos. Causas de oposición a los apremios.

Tema 13. Acción protectora. Contenido y clasificación de
las prestaciones. El concepto de accidente de trabajo y enfer-
medad profesional.

Tema 14. Asistencia sanitaria. Beneficiarios. Modali-
dades.

Tema 15. La protección por incapacidad temporal: Naci-
miento, duración y extinción. Cuantía. Lesiones permanentes
no invalidantes.

Tema 16. Maternidad. Tramitación. Períodos de descan-
so. Subsidio por maternidad.

Tema 17. La protección por incapacidad permanente: La
calificación y revisión de la incapacidad permanente.

Tema 18. La protección por jubilación. Hecho causante.
Cuantía de la prestación. Incompatibilidad con el trabajo.

Tema 19. Régimen especial agrario. Campo de aplicación.
Especia referencia a la cotización y recaudación de trabajadores
y empresas.

Tema 20. La protección por desempleo. Concepto y cla-
ses. Campo de aplicación. Acción protectora. Especial refe-
rencia a la situación legal de desempleo y formas de acre-
ditación.

Tema 21. La protección por desempleo: Beneficiarios.
Requisitos para el nacimiento de derecho. Duración, cuantía,
reanudación y extinción del derecho.

Tema 22. El subsidio por desempleo: Beneficiarios. Requi-
sitos para el nacimiento del derecho. Duración y cuantía del
subsidio. Breve referencia al subsidio por desempleo de los
trabajadores eventuales del régimen especial agrario.

ANEXO VI

Plaza de Abogado
Número de plazas: Una (Personal Laboral).
Categoría profesional: Abogado.
Grupo de convenio: A.

Sistema de selección: Concurso-Oposición.
Titulaciones exigidas: Licenciado en Derecho.
Derechos de examen: 1.555 ptas.

SISTEMA DE SELECCIÓN Y PRUEBAS SELECTIVAS

Fase de concurso: Será previa a la fase de oposición,
no tendrá carácter eliminatorio ni podrá tenerse en cuenta
para superar las pruebas de la fase de oposición. Se desarro-
llará mediante la valoración de los méritos que a continuación
se indican:

- Desempeño de plaza análoga a la convocada en cual-
quiera de las Administraciones Públicas, 1 punto por cada
año de servicio (las fracciones puntuarán proporcionalmente
cuando alcancen meses completos), hasta un máximo de tres
puntos).

Fase de oposición. Constará de los siguientes ejercicios
con carácter obligatorio y eliminatorio:

1.º El opositor deberá contestar por escrito, en el tiempo
que estime el Tribunal, a un cuestionario de 40 preguntas,
que versarán sobre el contenido del programa.

2.º El opositor deberá exponer oralmente, en el tiempo
que estime el Tribunal, tres temas extraídos a la suerte de
entre los comprendidos en el Programa de la convocatoria:
Uno el Grupo I, uno del Grupo II y uno del Grupo III. El
Tribunal queda facultado para dialogar con el aspirante res-
pecto a los temas expuestos por él mismo, el tiempo que
estime oportuno.

3.º Consistirá en la resolución por escrito durante el tiempo
que estime el tribunal de un supuesto o supuestos prácticos,
común a todos los aspirantes que planteará el tribunal inme-
diatamente antes del comienzo del ejercicio en relación con
las funciones propias de la plaza y el programa Anexo.

Los ejercicios se calificarán de la forma siguiente:

Primer ejercicio: Se calificará de 0 a 40 puntos. Para
superarlo será necesario obtener un mínimo de 20 puntos.

Segundo ejercicio: Se calificará de 0 a 30 puntos. Para
superarlo será necesario obtener, al menos, 15 puntos.

Tercer ejercicio: Se calificará de 0 a 30 puntos, y serán
eliminados los opositores que obtengan menos de 15 puntos.

La calificación final de la oposición vendrá determinada
por la suma total de las puntuaciones obtenidas en cada uno
de los ejercicios.

En caso de empate, el orden se establecerá atendiendo
a la mayor puntuación obtenida por los aspirantes en el primer
ejercicio; caso de persistir el empate, a la mayor puntuación
obtenida en el tercer ejercicio, y finalmente, y en su caso,
al segundo ejercicio.

P R O G R A M A

Grupo I.

Tema 1. La Constitución Española de 1978. Principios
Generales.

Tema 2. Derechos y deberes fundamentales de los
españoles.

Tema 3. La Corona. El Poder Legislativo.
Tema 4. El Gobierno y la Administración del Estado. El

Poder Judicial.
Tema 5. Organización territorial del Estado. Estatuto de

Autonomía andaluza: Su significado.
Tema 6. Régimen Local Español. Principios Constitucio-

nales y regulación jurídica.
Tema 7. La provincia en el Régimen local. Organización

Provincial. Competencias.
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Tema 8. El municipio. Término municipal y población.
Organización y competencias.

Tema 9. Régimen de sesiones y acuerdos de los órganos
locales. Resoluciones de los órganos unipersonales. Ordenan-
zas y Reglamentos: Concepto, clases, procedimientos de ela-
boración y aprobación.

Tema 10. Los presupuestos locales. Régimen Jurídico
del gasto público local. Responsabilidades derivadas de la
actuación económica.

Tema 11. La Administración Pública en el ordenamiento
español. La personalidad jurídica de la Administración Pública.
Clases de Administraciones Públicas.

Tema 12. Principios de actuación de la administración
pública. Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentra-
ción y coordinación.

Tema 13. Sometimiento de la Administración a la Ley
y al Derecho. Fuentes del Derecho Público. La Ley: Sus clases.

Tema 14. El Reglamento: Sus clases. Otras fuentes del
Derecho Administrativo.

Tema 15. El Administrado. Colaboración y participación
de los ciudadanos en las funciones administrativas. El principio
de audiencia del interesado.

Tema 16. El acto administrativo. Conceptos. Elementos.
Tema 17. Principios generales del procedimiento admi-

nistrativo. Normas reguladoras. Dimensión temporal del pro-
cedimiento administrativo. Días y horas hábiles; cómputos de
plazos. Recepción y registro de documentos.

Tema 18. Fases del procedimiento administrativo general.
El silencio administrativo.

Tema 19. La teoría de la invalidez del acto administrativo.
Actos nulos y anulables. Convalidación. Revisión de oficio.

Tema 20. Los recursos administrativos. Conceptos y
clases.

Tema 21. Ley 13/95, de contratos de las Administraciones
Públicas. La subasta y el concurso.

Tema 22. Los derechos reales administrativos. El dominio
público. El patrimonio privado de la Administración.

Tema 23. La intervención administrativa en la propiedad
privada. La expropiación forzosa.

Tema 24. Las formas de la actividad administrativa. El
fomento. La Policía.

Tema 25. El servicio público. Nociones generales. Los
modos de gestión de los servicios públicos.

Tema 26. El modelo económico de la Constitución espa-
ñola. Principios informadores y objetivos específicos.

Tema 27. Democracia directa y representativa. El sistema
electoral español.

Tema 28. Los procedimientos: Abierto, restringido y nego-
ciado en la Ley 13/95.

Tema 29. El presupuesto municipal. Estructura y eje-
cución.

Grupo II.

Tema 1. El matrimonio. Requisitos. Formas. Efectos.
Derechos y obligaciones conyugales. Impedimentos matri-
moniales.

Tema 2. La separación matrimonial. Causas y efectos.
Procedimiento: Separación de mutuo acuerdo y separación
causal.

Tema 3. El divorcio. Causas y efectos. Procedimiento:
El mutuo acuerdo y el contencioso.

Tema 4. La nulidad. Causas y efectos.
Tema 5. Medidas provisionales por demanda de nulidad,

separación y divorcio.
Tema 6. Efectos de la sentencia de nulidad, separación

o divorcio.
Tema 7. Protección civil de las pensiones tras las rupturas

conyugales.
Tema 8. Los hijos. Patria potestad.
Tema 9. Filiación. Tipos y acciones.

Tema 10. Adopción, acogimiento y guarda de menores.
Tema 11. Tutela, curatela y guarda de menores.
Tema 12. Regímenes económicos del matrimonio: Ganan-

ciales, Separación de bienes y participación en ganancias.
Tema 13. Las uniones de hecho. Régimen jurídico.
Tema 14. La Justicia gratuita. Regulación legal.
Tema 15. El delito de impago de pensiones.
Tema 16. El delito de malos tratos. Referencia a la falta.
Tema 17. El acoso sexual.
Tema 18. El aborto.
Tema 19. Delitos contra la libertad sexual.
Tema 20. Delito de lesiones.
Tema 21. Delitos contra los derechos y deberes familiares.
Tema 22. La defensa de las víctimas de malos tratos:

Aspectos procesales.
Tema 23. La violencia doméstica. medidas de protección

a la víctima.
Tema 24. La Ley 35/95, de 11 de diciembre, de ayudas

y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la
libertad sexual.

Tema 25. Plan de acción contra la violencia doméstica.
Tema 26. Plan de actuación del Gobierno Andaluz para

avanzar en la erradicación de la violencia contra la mujer.
Medidas.

Tema 27. Las políticas para la igualdad de oportunidades
de las mujeres.

Tema 28. La acción positiva. Definición. Fundamentos
jurídicos y legislación.

Tema 29. Instituciones de la Unión Europea para la pro-
moción de la igualdad de oportunidades. Programas.

Tema 30. Organismos para la igualdad de oportunidades
en el Estado Español. El instituto de la mujer.

Grupo III.

Tema 1. El contrato de trabajo. Concepto y elementos.
Contenido.

Tema 2. Modalidades del contrato de trabajo.
Tema 3. La jornada de trabajo. Horario.
Tema 4. El salario. Concepto y clases. Modalidades.
Tema 5. Suspensión y extinción del contrato de trabajo.
Tema 6. El despido. Conceptos y naturaleza. Causas y

efectos.
Tema 7. La igualdad salarial por razón de sexo.
Tema 8. Los principios de igualdad de trato y oportu-

nidades en la negociación colectiva.
Tema 9. Los derechos y deberes de la mujer trabajadora.
Tema 10. El principio de igualdad de trato en la Cons-

titución y en el Estatuto de Autonomía.
Tema 11. III Plan Nacional para la igualdad de Opor-

tunidades.
Tema 12. Organismos para la igualdad de oportunidades

en la Comunidad Autónoma Andaluza.
Tema 13. II Plan Andaluz para la Igualdad de las Mujeres.
Tema 14. Políticas para la igualdad en el ámbito local.
Tema 15. Políticas de integración de la mujer rural en

el ámbito regional.
Tema 16. Los centros municipales de información a la

mujer: Objetivos, funciones y estructura.
Tema 17. Las asociaciones de mujeres como agentes

dinamizadores en la comunidad.
Tema 18. Estructuras de desarrollo a nivel local y pro-

vincial. Figuras de desarrollo local.
Tema 19. El desarrollo local. Definición y evolución.
Tema 20. Medidas y propuestas para conciliar el trabajo

y vida familiar.
Tema 21. El autoempleo como fórmula de inserción labo-

ral. Procesos de orientación.
Tema 22. Medidas de apoyo al empleo. Programas que

contemplan acciones positivas para las mujeres.
Tema 23. Los programas de orientación al empleo.
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Tema 24. Programas específicos a nivel local en materia
de formación y empleo.

Tema 25. Papel y situación de la mujer en la economía
de las zonas rurales. Perspectivas.

Tema 26. El Inem. Programas de apoyo a la formación
y el empleo.

Tema 27. Los Servicios Integrados para el Empleo.
Tema 28. Las Empresas de Trabajo Temporal y las agen-

cias de colocación.
Tema 29. Recursos específicos de nivel autonómico.
Tema 30. Herramientas para promover la integración de

la mujer en el desarrollo rural.
Tema 31. El ordenamiento jurídico español: Normas sobre

igualdad y no discriminación en el Estatuto de los trabajadores.
Tutela legal. Régimen sancionador.

ANEXO VI

Plaza de Limpiadora

Número de plazas: Tres (Personal Laboral).
Denominación: Limpiador/a.
Grupo de convenio: E.
Sistema de selección: Oposición Libre.
Titulación exigida: Certificado de Estudios Primarios.
Derechos de examen: 550 ptas.

E J E R C I C I O S

1.º Consistirá en desarrollar en el tiempo que el Tribunal
estime necesario, un examen tipo test, acerca del temario que
se adjunta.

2.º Consistirá en resolver problemas sobre suma, resta,
multiplicación y división, por un tiempo que el Tribunal estime
necesario.

3.º Consistirá en la resolución de un supuesto o supuestos
prácticos que, en relación con el contenido de la plaza, formule
el Tribunal, inmediatamente antes del comienzo del ejercicio,
en el tiempo que éste estime necesario.

P R O G R A M A

Tema 1. Idea general de la Constitución española de
1978.

Tema 2. Derechos y deberes fundamentales de los
españoles.

Tema 3. Idea general del Régimen Local Español. Prin-
cipios Constitucionales.

Tema 4. Organización Territorial del Estado. Estatuto de
Autonomía Andaluz. Su significado.

Tema 5. Limpieza de diferentes clases de suelo. Especial
referencia al mármol, terrazo, loseta hidráulica y pavimento
de gres.

Tema 6. Limpieza de cuartos de baño. Limpieza de
cristales.

Tema 7. Limpieza de mobiliario de madera. Productos
especialmente indicados para ello.

Tema 8. Tratamiento y mantenimiento de los suelos
enmoquetados. Limpieza de alfombras.

Tema 9. Elementos que deben integrar un menaje ele-
mental en la limpieza diaria. Elementos a utilizar según se
trate de oficinas o centros educativos.

Tema 10. Edificios Municipales. Ubicación.

El plazo para presentar las solicitudes será de 20 días
naturales contados a partir de la publicación del anuncio
correspondiente en el BOE.

La Rinconada, 27 de octubre de 1998.- El Alcalde.

AYUNTAMIENTO DE LOS GUAJARES (GRANADA)

ANUNCIO de bases.

BASES PARA LA PROVISION POR EL SISTEMA DE OPOSI-
CION LIBRE DE UNA PLAZA DE AGENTE NOTIFICADOR DEL
AYUNTAMIENTO DE LOS GUAJARES INCLUIDA EN LA OFER-

TA DE EMPLEO PUBLICO 1998

Primero. Objeto de la convocatoria.
La provisión en propiedad de un puesto de trabajo de

Agente-Notificador mediante el sistema de Oposición Libre.
Dicha plaza se halla integrada dentro de la Escala de

Administración Especial, Subescala de Servicios Especiales,
Clase Subalternos, Agente-Notificador, grupo retributivo E.

El citado puesto de trabajo comprende el desempeño de
funciones de custodia y vigilancia de bienes, servicios e ins-
talaciones, de conformidad con lo dispuesto en el art. 51
L.0. 2/86, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad,
y art. 4 de la Ley 1/89, de 8 de mayo, de Coordinación de
Policías Locales de Andalucía, y las funciones de notificador.

Segundo. Condiciones y requisitos:

a) Ser español.
b) Tener cumplidos los 18 años y no haber alcanzado

la edad de jubilación.
c) Estar en posesión del certificado de escolaridad o equi-

valente, según el artículo 25 de la Ley.
d) No padecer enfermedad o defecto físico que impida

el desempeño de las correspondientes funciones.
e) No haber sido separado mediante procedimiento dis-

ciplinario del servicio de cualquiera de las Administraciones
Públicas ni hallarse inhabilitado para el desempeño de fun-
ciones públicas por sentencia firme.

f) No hallarse incurso en causa de incapacidad o incom-
patibilidad específica prevista en la legislación vigente.

g) Poseer carné de conducir A-2, B-1 y B-2.
Todos estos requisitos deberán de reunirse el último día

del plazo de presentación de solicitud.

Tercero. Presentación de instancias.
Los aspirantes que deseen tomar parte en esta oposición

dirigirán las instancias o solicitudes a la Sra. Alcaldesa-Pre-
sidenta de este Ayuntamiento, dentro del plazo de veinte días
naturales contado a partir del anuncio del extracto de esta
convocatoria en el Boletín Oficial del Estado, en las que harán
constar que reúnen todas y cada una de las condiciones exi-
gidas en la base 2.ª

Las instancias también podrán presentarse en la forma
que determina el art. 38.4 de la Ley 30/92, de la LRJPAC.

Los derechos de examen se fijan en la cantidad de
2.000 ptas.

Terminado el plazo de presentación de instancias, se
publicará la lista provisional de admitidos y excluidos en el
BOP y tablón de anuncios de este Ayuntamiento, concedién-
dose un plazo de 10 días hábiles para la subsanación de
defectos en los términos del art. 71.2 de la Ley 30/92 y deter-
minará la composición del Tribunal Calificador, el lugar, día
y hora de celebración del primer ejercicio.

Cuarto. Tribunal Calificador.
El Tribunal Calificador estará constituido de la siguiente

forma:

Presidenta: La Sra. Alcaldesa o Concejal en quien delegue.
Vocales:

Dos Concejales designados por la Alcaldía entre los miem-
bros de la Corporación.
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Un representante de la Junta de Andalucía.
Un funcionario designado por la Alcaldía.

Secretario: La de la Corporación.

Se designarán miembros suplentes que, alternativamente
con los titulares respectivos, integrarán el Tribunal Calificador.

El Tribunal no podrá constituirse ni actuar sin la asistencia,
como mínimo, de tres de sus miembros titulares o suplentes,
indistintamente; las decisiones se adoptarán por mayoría de
votos de los miembros presentes, resolviendo en caso de empa-
te el voto de calidad del Presidente del Tribunal.

La actuación del Tribunal se ajustará estrictamente a las
bases de la convocatoria. No obstante, el Tribunal resolverá
las dudas que surjan de su aplicación y podrá tomar los acuer-
dos que correspondan en los supuestos no previstos en las
bases.

Los miembros del Tribunal tendrán derecho a percibir
asistencias, calificándose de quinta categoría.

Los miembros del Tribunal deberán de abstenerse cuando
concurran las circunstancias del art. 28, Ley 30/92. Los aspi-
rantes podrán recusarlos.

Quinto. Calendario de realización de las pruebas.
1. El lugar, fecha y hora de celebración de los ejercicios

de las pruebas selectivas se fijará en la Resolución de Alcaldía
a que se refiere la base cuarta.

2. El orden de actuación en aquellos ejercicios que no
puedan realizarse conjuntamente será el alfabético, comen-
zando por el aspirante cuya primer apellido empiece por la
letra que resulte del sorteo previamente realizado por el
Tribunal.

3. Los aspirantes serán convocados provistos de su DNI
para cada ejercicio en llamamiento único y salvo casos de
fuerza mayor debidamente justificados y apreciados libremente
por el Tribunal; la no presentación de un aspirante a cualquiera
de los ejercicios obligatorios en el momento de ser llamado
determinará automáticamente la pérdida de su derecho a par-
ticipar en los ejercicios y en su consecuencia quedará excluido
del proceso selectivo.

Sexto. Procedimiento de selección.
Mediante oposición, que constará de los siguientes ejer-

cicios, siendo eliminatorios cada uno de ellos:

Primer ejercicio: Consistirá en contestar por escrito, en
un tiempo máximo de cuarenta y cinco minutos, un cues-
tionario de cincuenta preguntas test, con respuestas alterna-
tivas, elaborado por el Tribunal inmediatamente antes de su
realización, en relación con los temas contenidos en el Anexo
de la convocatoria, de las que necesariamente tienen que con-
signarse, como mínimo, dos de cada tema.

Segundo ejercicio:

Primera parte. Consistirá en escritura al dictado de un
texto que determinará el Tribunal previamente, y posterior lec-
tura del mismo, quedando eliminados aquellos aspirantes que
no comparezcan a dicha lectura.

Segunda parte. Consistirá en la realización de operaciones
aritméticas ajustadas al nivel académico exigido en la con-
vocatoria.

Tercer ejercicio: Consistirá en la resolución de dos supues-
tos prácticos, en relación con las tareas a desempeñar, deter-
minados por el Tribunal inmediatamente antes de su reali-
zación, en tiempo que, asimismo, determine éste.

Cuarto ejercicio, voluntario no eliminatorio: Entrevista per-
sonal con el Tribunal que valorará las aptitudes del aspirante
con respecto a la plaza y versará sobre funciones a desempeñar
en el puesto de trabajo.

Séptimo. Relación de aprobados.
Terminada la calificación de los aspirantes, el Tribunal

publicará la relación de aprobados por orden de puntuaciones,
no pudiendo rebasar éstos el número de plazas convocadas,
y elevará la propuesta con carácter vinculante a la Presidenta
de la Corporación para que formule el nombramiento.

El aspirante propuesto aportará en la Secretaría, dentro
del plazo de 20 días naturales, a contar desde que se hagan
públicas las relaciones de aprobados, los documentos acre-
ditativos de las condiciones que para tomar parte en las opo-
siciones se exigen en la base 2.ª

Quienes tuvieran la condición de funcionarios públicos
estarán exentos de justificar documentalmente las condiciones
y requisitos, debiendo de aportar certificación de la Adminis-
tración Pública de que depende acreditando su condición.

Octavo. Nombramiento y toma de posesión.
Concluido el proceso selectivo y aportados los documentos

a que se refiere la base anterior, la Alcaldesa de acuerdo con
la propuesta del Tribunal Calificador, procederá a nombrar
funcionario de carrera al aspirante, que deberá de tomar pose-
sión en el plazo de treinta días, a contar del siguiente al que
le sea notificado el nombramiento, debiendo previamente pres-
tar juramento o promesa de conformidad con lo establecido
en el R.D. 707/1979, de 3 de abril.

Quienes sin causa justificada no tomen posesión en el
plazo señalado quedarán en la situación de cesantes, con
pérdida de todos los derechos derivados de la convocatoria
y del nombramiento conferido.

Noveno. Incompatibilidades.
Los funcionarios nombrados quedarán sujetos al régimen

de incompatibilidades del sector público, conforme a la nor-
mativa vigente.

Décimo. Incidencias.
La aprobación de las Bases de la convocatoria y cuantos

actos administrativos se deriven de ella y de las actuaciones
del Tribunal podrán ser impugnadas por los interesados en
los casos y en la forma establecidos en la Ley 30/92 y las
presentes Bases.

Undécimo. El Tribunal queda facultado para resolver todas
las dudas que se presenten y tomar acuerdos para el buen
desarrollo de la oposición.

En lo no previsto en las presentes bases, será de aplicación
la Ley 7/85, de 2 de abril; R.D.L. 781/86, de 18 de abril;
Ley 30/84, de 2 de agosto; R.D. 364/95, de 10 de marzo,
y demás disposiciones de aplicación.

ANEXO I

Programa de materias

1. La Constitución española de 1978. Principios Gene-
rales. Derechos y deberes fundamentales de los españoles.

2. Nociones generales sobre: La Corona; el Poder Legis-
lativo; el Gobierno y la Administración del Estado y el Poder
Judicial.

3. Organización territorial del Estado: La Comunidad Autó-
noma de Andalucía: Organización y competencias.

4. El Municipio y la Provincia: Organización y com-
petencias.

5. El personal al servicio de las Corporaciones Locales.
Derechos y deberes.

6. Los bienes de las Entidades Locales.
7. Funcionamiento de los órganos colegiados locales. Con-

vocatoria y orden del día. Acta y Certificaciones de acuerdos.
8. Los documentos en la Administración, recogida y repar-

to. Las notificaciones administrativas.
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9. Nociones de archivos y almacenamiento. Registro de
entrada y salida. El deber de sigilo profesional.

10. Vigilancia y custodia de bienes, interior de edificios
e instalaciones.

ANEXO II

Solicitud admisión pruebas selectivas Agente Notificador del
Ayuntamiento de Los Guájares

1. Plaza a que opta: ..........................................................
2. Convocatoria. Fecha: ....................................................
3. Datos personales:..........................................................

Primer apellido: ................................................................
Segundo apellido: ............................................................
Nombre: ..........................................................................
Fecha de nacimiento: ........................................................
Lugar de nacimiento:.........................................................
DNI número: ....................................................................
Domicilio a efectos de notificaciones: ...................................
Teléfono:............................. Municipio:.............................
Provincia: ................................C.P.: ................................

4. Titulación académica:....................................................
5. Observaciones: .............................................................

El abajo firmante solicita ser admitido a las pruebas selec-
tivas a que se refiere la presente instancia y aclara que son
ciertos los datos consignados y que reúne las condiciones seña-
ladas en la convocatoria (fecha y firma). Sra. Alcaldesa de
Los Guájares (Granada).

Los Guájares, 23 de septiembre de 1998.- La Alcaldesa,
María F. Arnedo Campozo.

AYUNTAMIENTO DE NUEVA CARTEYA

ANUNCIO de bases.

Don Manuel Pérez Urbano, Alcalde-Presidente del Ayun-
tamiento de Nueva Carteya (Córdoba),

Hace saber: Que de conformidad con lo establecido en
el artículo 5 del Real Decreto 896/1991, de 7 de junio, ha
resuelto convocar procedimiento de selección para la provisión
de tres (3) plazas de Auxiliares Técnicos Mantenimiento,
vacantes en la plantilla de este Ayuntamiento, por el sistema
de Promoción Interna mediante concurso-oposición, previstas
en la Oferta de Empleo Público del ejercicio 1996, publicada
en el BOE núm. 72, de 25 de marzo de 1997, con sujeción
a las Bases aprobadas por el Pleno en sesión celebrada el
día 27 de mayo de 1997, que se insertan a continuación:

BASES PARA LA SELECCION POR PROMOCION INTERNA
DE PLAZA DE PERSONAL DE OFICIOS
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Lo que se hace público para general conocimiento en
Nueva Carteya, 11 de noviembre de 1998.- El Alcalde.

AYUNTAMIENTO DE ADRA

ANUNCIO de bases.

BASES DE CONVOCATORIA PARA LA PROVISION EN PRO-
PIEDAD DE DOS PLAZAS DE LA SUBESCALA AUXILIAR DE

LA ESCALA DE ADMINISTRACION GENERAL
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FRANQUEO CONCERTADO núm. 41/63

BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA
Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014 SEVILLA

Papel ecológico

Adra, 11 de noviembre de 1998.- El Alcalde.


